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DEPARTAMENTO DE SAN PEDRO / ALODIO DUARTE LÓPEZ

Alodio Duarte López nació el 22 de octubre de 1960 en el distrito de Borja, departamento del 
Guairá, hijo de Laureano Duarte y Magdalena López. Tenía 31 años cuando fue víctima de una 
ejecución arbitraria. Era el quinto hijo de los trece que en total tuvo el matrimonio Duarte López 
(cuatro mujeres y ocho hombres). Aunque carecía de tierra propia, Alodio Duarte trabajaba 
solamente como agricultor. En la época en la que fue víctima de una ejecución arbitraria, vivía en 
el asentamiento Kiray cuarta línea, distrito de General Resquín, departamento de San Pedro, en 
compañía de su esposa Ángela Mirta Cabrera y los tres hijos en común de la pareja, de 4, 2 y 1 
año en esa época. Alodio Duarte López había estudiado hasta el 4° grado de la escuela primaria, 
y hablaba solamente en guaraní374.

En busca de un lote de tierra propia, como agricultor benefi ciario de la reforma agraria, Alodio 
Duarte López se unió a una comisión vecinal de sin tierras de Kiray que estuvo apoyada por la 
Unión Nacional Campesina Oñondivepa. En esa comisión, Alodio Duarte era un militante de 
base y asociado375.

Esta comisión vecinal inició en 1989 los trámites administrativos correspondientes para lograr 
la adjudicación de lotes de tierra como benefi ciarios de la reforma agraria para sus asociados, 
reclamando la expropiación de un inmueble que denunciaban como latifundio improductivo, 
propiedad de Atilio Heisecke, de una extensión total de 5.213 hectáreas. El 28 de octubre de 
1989, debido a la dilación de los trámites, unas 180 familias procedieron a la ocupación de 
una fracción de 4.000 hectáreas de la propiedad, la parcelaron e iniciaron inmediatamente los 
cultivos de consumo y renta, así como la habilitación de otras mejoras como caminos y pozos de 
agua. En febrero de 1990 la Fuerza de Tarea Conjunta “Urunde’y” procedió al desalojo violento 
de la ocupación y a la incautación de enseres domésticos y herramientas agrícolas. Unas 50 casas 
levantadas en el lugar fueron destruidas y unos 80 campesinos fueron llevados en camiones del 
Ejército lejos del lugar. No obstante, los campesinos volvieron a ocupar el inmueble.

ALODIO DUARTE LÓPEZ
☼ 22 de octubre de 1960
† 13 de octubre de 1992

374 Testimonios N° 0083, 0084, 0085 y 0086.
375 Idem.
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En enero de 1991, la comisión vecinal denunció que el propietario estaba iniciando los trámites 
para proceder a un nuevo desalojo, y que habían recibido la inspección judicial de un juez de de 
la ciudad de Coronel Oviedo y efectivos policiales que constataron la ocupación y comunicaron 
la posibilidad de un desahucio por la fuerza. La empresa propietaria, Heiseccke y Cía. había 
promovido una formal querella criminal en contra de los ocupantes por los delitos de robo 
de madera, daño intencional, usurpación de propiedad privada y abigeato. El juez Esteban 
Escandriolo de la circunscripción judicial de Caaguazú y San Pedro ordenó el desalojo de la 
ocupación en la que ya estaban 400 familias, que fue efectivizado por la Policía Especial de 
Operaciones (PEO) en la madrugada del 17 de abril de 1991, con la detención de 58 ocupantes 
y actos de innecesaria violencia y malos tratos a los ocupantes durante su detención. Los 
campesinos fueron recluidos en la Delegación de Gobierno de Caaguazú, en pésimas condiciones 
de reclusión. En mayo de 1991 la comisión vecinal organizó una manifestación de protesta en 
Coronel Oviedo, reclamando la liberación de los detenidos.

Tras el desalojo, el Consejo del IBR empezó a considerar el caso con mayor interés. En abril de 
1991 una comitiva técnica del IBR constató en la ocupación las mejoras introducidas por los 
ocupantes, entre cultivos de renta y consumo, caminos, viviendas y pozos de agua. Agentes del 
IBR señalaron que negociarían la compra del inmueble al propietario, o bien intentarían una 
colonización privada o su expropiación. Los campesinos reclamaban la regularización inmediata 
de la ocupación, y anunciaban su disposición a pagar el precio de las tierras.

En noviembre de 1991 el titular del IBR, Ing. Cancio Urbieta, se comprometió con los campesinos 
a dialogar con el propietario una propuesta de compra del inmueble. La comisión vecinal 
solicitaba la compra de 4.812 hectáreas para dar solución a las familias asociadas ocupantes 
del inmueble. Los campesinos ocupaban unas 4.000 hectáreas, y en dos años de ocupación 
habían introducido mejoras mediante 1.200 hectáreas de cultivo, construcción de dos escuelas, 
aserradero, oratorios, cancha de deportes y las viviendas familiares, además de la infraestructura 
vial básica. No aceptaban la colonización privada, porque el precio solicitado por el propietario, 
que alcanzaba los 1.000 millones de guaraníes por las 4.000 hectáreas era exagerado, y además 
no se contemplaban los años de gracia iniciales que sí establece el IBR cuando el proyecto de 
colonización es del ente público. De darse la colonización privada, los campesinos se verían 
obligados a entregar parte de los cultivos como pago al propietario. En marzo de 1992, el titular 
del IBR anunció que se iniciaría el trámite correspondiente para solicitar la expropiación del 
inmueble, porque Atilio Heisecke había puesto todo tipo de obstáculos y trabas para impedir 
una negociación.

Para junio de 1992 el IBR informó que se había realizado la mensura judicial de la fracción 
ocupada por los campesinos. Finalmente, en agosto de ese año, el confl icto se destrabó mediante 
el arribo a un acuerdo de venta del inmueble al propietario de la totalidad del predio de 5.213 
hectáreas, en una suma fi jada en 180.000 guaraníes por hectárea376.

La tierra fue adquirida por el IBR y la colonia habilitada ofi cialmente en 1995, comprendiendo 
unos 265 lotes sobre 4.658 hectáreas (RP N° 495 de 30 de mayo de 1995).

CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
En consecuencia de su actividad social y política como militante de una organización campesina 
que ocupaba un inmueble de un propietario privado reclamando su expropiación para fi nes de la 

376 Testimonios N° 0083 y 0085. Informativo Campesino N° 10/1989, 17/1990, 23/1990, 24/1990, 27/1990, 28/1991, 31/1991, 32/1991, 
40/1992, 41/1992, 42/1992, 43/1992 y 47/1992.
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reforma agraria, Alodio Duarte López así como los dirigentes y otros compañeros y compañeras de 
la organización se encontraban en una situación de riesgo por el enfrentamiento que el confl icto 
generaba con el propietario de las tierras ocupadas y los propietarios de establecimientos y 
latifundios vecinos, que veían amenazadas sus propiedades por la ocupación; en particular con 
el propietario de un establecimiento ganadero contiguo al asentamiento, la estancia Cuape, 
propiedad de un poderoso agroempresario poseedor de tierras en distintos puntos del país de 
nombre Heribert Roedel. La propiedad de Roedell ocupaba unas 7 mil hectáreas ubicadas entre 
las colonias Naranjito, Kiray y Gral. Resquín, con 6 mil cabezas de ganado vacuno, de una 
superfi cie original de cerca de 16 mil hectáreas de las cuales unas 8.000 ya habían sido vendidas 
al IBR, y comprendían la fracción denominada Añaretã, que en agosto de 1990 sirvió para 
asentar a unas 50 familias de Kiray y de otros lugares como Sanguina kue, Joiby, Lima, Ypajere, 
Almeida kue y Guayaibí, totalizando 650 familias asentadas. Roedel denunciaba que desde que 
se había iniciado el asentamiento de Kiray, los campesinos colonieros le robaban hasta unas 20 
cabezas de ganado por mes, sin que el Estado hiciera nada al respecto, a pesar de sus denuncias. 
El estanciero sostenía que los abigeos operaban desde la colonia Kiray, y para defenderse contrató 
a guardias privados parapoliciales que custodiaban la estancia, y que también controlaban el 
camino público que separaba la estancia Cuape de la colonia Kiray, a veces impedían el paso y 
amenazaban a los campesinos377.

El martes 13 de octubre de 1992 hacia el fi nal de la tarde, Alodio Duarte López salió de su casa 
en el asentamiento, para dirigirse a la casa de un vecino del asentamiento, el señor Villar quien 
vivía en la tercera línea, para contratarlo para realizar trabajos en su chacra al día siguiente. El 
trayecto lo hizo en compañía de otro vecino del asentamiento y compañero de la organización, 
de nombre Aparicio Miranda378.

Durante el trayecto de ida, fueron por el camino vecinal público que divide a la colonia Kiray de 
la estancia Cuape, y el viaje se realizó sin incidente. Ya de vuelta, siendo aproximadamente las 
20:30 horas, Duarte López y Miranda volvían caminando por ese camino, cuando repentinamente 
dos hombres que estaban agazapados dentro de la estancia Cuape, empezaron a disparar con 
armas largas en contra de los dos campesinos. Alodio Duarte fue alcanzado allí mismo por varios 
disparos y cayó en el lugar, mientras que Aparicio Miranda alcanzó a huir sin ser acertado por 
ninguno de los disparos que los guardias siguieron haciendo. Mientras huía, Miranda alcanzó 
a ver que los dos guardias también se levantaron y salieron corriendo hacia el interior de la 
estancia Cuape; ambos vestían con el uniforme y la gorra que utilizaban habitualmente los 
trabajadores de dicho establecimiento379.

Aparicio Miranda llegó a toda prisa hasta la cuarta línea, para dar aviso de lo sucedido y volver 
a auxiliar a Alodio Duarte380.

Alodio Duarte López recibió dos heridas de arma de fuego. Un disparo, presumiblemente 
de escopeta calibre 12, que le atravesó el brazo izquierdo, casi cercenándole, y otro disparo 
presumiblemente de fusil que tuvo orifi cio de entrada en la cadera, cerca del ano, con orifi cio de 
salida en la zona de los testículos381.
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377 Testimonios N° 0083 y 0085. Informativo Campesino N° 23/1990, 24/1990 y 47/1992.
378 Testimonios N° 0083, 0084, 0085 y 0086.
379 Idem.
380 Idem.
381 Idem.
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Fue el propio Aparicio Miranda quien dio aviso a los demás compañeros del asentamiento y a 
la esposa de Alodio Duarte de lo sucedido. Fueron de vuelta al lugar donde se había producido 
el ataque y encontraron a Duarte López aún con vida y totalmente conciente. Lo alzaron en 
una carreta y lo trasladaron hasta su casa, en donde estuvo vivo entre tres a cuatro horas más, 
conciente y lúcido, conversando con sus compañeros y su esposa, quienes intentaron salvarlo 
trasladándolo hasta el puesto de salud de Gral. Resquín, pero murió antes que pudieran auxiliarlo. 
Los padres de la víctima fueron avisados al día siguiente al mediodía, por los compañeros del 
asentamiento382.

Aparicio Miranda fue detenido por su supuesta participación en un hecho de abigeato en la 
estancia Cuape, del que se había derivado en un enfrentamiento armado con guardias de la 
estancia, de acuerdo a la denuncia que presentó el administrador del establecimiento, el señor 
Carlos Coronel Cantero. Fue torturado por militares y el juez de Paz de Gral. Resquín quienes 
le amenazaron de muerte para que se autoinculpase de la denuncia en su contra. Fue liberado 
después de 14 días de haber estado detenido. Durante su detención, Miranda reconoció a los 
dos guardias civiles que habían disparado en contra de ellos, los señores Teodoro Ignacio Ramírez 
y Federico Ocampos, quienes se encontraban guardando reclusión con él en la Delegación de 
Gobierno de Caaguazú383.

INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
Se tiene constancia fehaciente que una causa criminal fue abierta en averiguación de los hechos. 
Asimismo, se tiene constancia documental que la viuda de la víctima presentó el 22 de octubre 
de 1992 una formal querella criminal en contra de Teodoro Ignacio Ramírez y Federico Ocampos 
en calidad de autores del homicidio de la víctima, y en contra de Heribert Roedel y Carlos 
Coronel Cantero por el mismo delito en grado de complicidad y encubrimiento384.

Sin embargo, ese expediente fue perdido o sustraído y destruido intencionalmente. No existen 
rastros de su paso por el sistema de depuración de causas penales y no fue hallado en el archivo 
del Poder Judicial en Coronel Oviedo, por lo que se presume que el terminus a quem de su 
desaparición fue el año 1999.

REPARACIONES
Alodio Duarte López fue enterrado en el cementerio de la colonia Joayhu, Barrio San Pedro, distrito 
de Guayaybí, departamento de San Pedro, donde hasta ahora se encuentran sus restos. Todos los 
gastos emergentes de su ejecución arbitraria, incluidos los gastos funerarios y judiciales, fueron 
cubiertos por sus familiares y por compañeros y compañeras de la comisión vecinal de Kiray.

La familia de Alodio Duarte López sufrió una desdichada diáspora tras su ejecución arbitraria, 
derivada de los problemas económicos y de seguridad de familia. La viuda de la víctima, migró 
a Buenos Aires en busca de trabajo, y no retornó más. Allá vive en la actualidad con uno de sus 
hijos. Los otros dos, quedaron viviendo con sus abuelos.

Los familiares de Alodio Duarte López no recibieron indemnización alguna en los términos del 
derecho internacional de los derechos humanos como medida de reparación. Tampoco recibieron 

382 Idem.
383 Testimonios N° 0083, 0084 y 0085.
384 La causa “Teodoro Ignacio Ramírez, Federico Ocampos, Aparicio Miranda s/ homicidio en enfrentamiento armado e intento de abigeato 

en Gral. Resquín”, Año 1992, N° 131, folio 7, ante el Juzgado a cargo de Jacinto Díaz, secretaría de Diosnel Giménez Dávalos.
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disculpas públicas del Estado ni un informe ofi cial respecto de las circunstancias de su ejecución 
arbitraria y de los resultados de las investigaciones realizadas.

La calle de la cuarta línea de la colonia Kiray lleva el nombre de Alodio Duarte, en su memoria y 
homenaje. No obstante, estas designaciones fueron puestas por iniciativa de la comisión vecinal 
y aún no cuentan con reconocimiento ofi cial a la fecha de este informe385.

CONCLUSIONES
1. A partir de los elementos de prueba reunidos en este informe, la CODEHUPY tiene la convicción 

de que Alodio Duarte López fue víctima de una ejecución arbitraria planifi cada y ejecutada 
en el contexto de un confl icto por el derecho a la tierra y como consecuencia de su militancia 
política en una organización campesina.

 Los elementos de convicción reunidos por la CODEHUPY llevan a concluir que el Ministerio 
Público cuenta con sufi cientes elementos probatorios disponibles para investigar y acusar 
a Teodoro Ignacio Ramírez y Federico Ocampos, guardias de la estancia Cuape, por la 
autoría material de la ejecución arbitraria de Alodio Duarte López, circunstancia que aún 
no fue establecida por los organismos jurisdiccionales del Estado. Asimismo, la CODEHUPY 
sostiene que existen otros elementos de convicción que justifi can que el Ministerio Público 
investigue y eventualmente solicite el enjuiciamiento de Heribert Roedel y Carlos Coronel 
Cantero, propietario y administrador de la estancia Cuape respectivamente, por su presunta 
responsabilidad en grado de autoría moral y encubrimiento. Sin embargo, la responsabilidad 
penal individual de estas personas aún debe ser debidamente esclarecida por los organismos 
jurisdiccionales del Estado.

2. Por otro lado, la CODEHUPY expresa su preocupación por esa forma radical y extrema de 
impunidad y negación del derecho a la verdad que constituye la destrucción del expediente 
judicial que se abrió para la investigación de los hechos. La pérdida de un expediente bajo 
segura custodia de funcionarios designados para ello, por desidia o negligencia, o bien su 
destrucción deliberada mediante la aceptación de un soborno por parte de quien se benefi cia 
de ello, impide de un modo directo el derecho de las víctimas a ejercer los recursos judiciales y 
ante los sistemas de protección internacional, obstruye el reconocimiento de la verdad completa 
de lo sucedido, borra el registro estatal de la violación imprescindible para la preservación 
completa de la memoria y trae como consecuencia la impunidad de los victimarios y de las 
autoridades judiciales venales que contribuyeron a dejar sin castigo el crimen.

 Estas omisiones en el deber de investigar, preservar la prueba y sancionar, llevan a la CODEHUPY 
a sostener que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la falta de una 
investigación adecuada y una sanción correspondiente a los autores del hecho.

3. Si bien la designación de una calle en el asentamiento en el que viviera la víctima con su 
nombre es una medida de reparación adecuada de acuerdo al derecho internacional de los 
derechos humanos que tiene por fi nalidad rememorar y honrar a las víctimas y evitar que los 
hechos vuelvan a repetirse, ésta resulta completamente insufi ciente para la reparación integral 
del daño provocado y para llevar consuelo a sus familiares386. En tal sentido, la CODEHUPY 
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385 Testimonios N° 0083, 0084, 0085 y 0086.
386 Ver Capítulo III, sección 4.
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tiene la convicción de que el Estado paraguayo es internacionalmente responsable por el 
incumplimiento de la obligación complementaria de reparar integralmente a los familiares 
de Alodio Duarte López, la que debería incluir por lo menos medidas de satisfacción y una 
indemnización compensatoria adecuada que mitigue los efectos económicos que se abatieron 
sobre su familia tras su muerte.

4. Estas circunstancias de falta de medidas adecuadas para prevenir, la impunidad y la falta de 
reparación integral llevan a la CODEHUPY a concluir que el Estado paraguayo es responsable 
internacionalmente por la ejecución arbitraria de Alodio Duarte López, de acuerdo a los 
presupuestos de imputabilidad en el derecho internacional de los derechos humanos. Dicha 
ejecución fue realizada en el contexto de la actuación de parapoliciales armados y sostenidos 
por latifundistas que se amparan en la ausencia de medidas ofi ciales adecuadas para impedir, 
prevenir y sancionar dichas ejecuciones. La falta de diligencia debida para esclarecer la 
responsabilidad individual en la jurisdicción nacional y proteger a las víctimas, como fue 
constatado en el presente caso, otorga un apreciable nivel aquiescencia a dichos grupos.
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Sebastián Larroza Velázquez (CI N° 2.101.576) nació el 8 de noviembre de 1975 en San 
Estanislao, departamento de San Pedro, hijo de Carlos Larroza Martínez y María Irene Velázquez. 
Tenía 18 años cuando fue víctima de una ejecución arbitraria. Fue el segundo de 8 hermanos 
y hermanas: Carlos Rubén (nacido el 22 de mayo de 1974), Lilian (nacida el 29 de octubre de 
1979), Carmen (nacida el 15 de julio de 1981), Hugo Aníbal (nacida el 15 de abril de 1984), 
Elvio Manuel (nacido el 18 de marzo de 1987), Lorena Elizabeth (nacida el 11 de enero de 
1995) y José Armando (nacido el 27 de agosto de 1997). Sebastián Larroza Velázquez trabajaba 
en la agricultura y estudiaba en el colegio nacional de Yataity del Norte (departamento de San 
Pedro) donde estaba cursando el 5° curso del bachillerato, aunque ya había estudiado en la 
escuela agrícola de Caazapá hasta el 5° curso. La casa de sus padres quedaba en calle 6000 
Bertoni Ykua Porã, distrito de San Estanislao, departamento de San Pedro, aunque por razones 
de estudios, Sebastián Larroza Velázquez vivía en el local de la organización en la que militaba, 
la Asociación Campesina de Desarrollo Integrado (ACADEI) en Yataity del Norte. De esa forma, la 
organización le apoyaba en su capacitación. Hablaba como lengua materna el guaraní387.

Sebastián Larroza Velázquez era un activo militante de ACADEI, integraba la comisión juvenil de la 
organización y además desarrollaba una función técnica, trabajando en las huertas y también realizaba 
tareas de secretaría. La organización le apoyaba en sus estudios para que pudiera llegar a titularse 
de bachiller, dándole alojamiento en el local de la organización, que quedaba cerca del colegio 
nacional al que asistía. ACADEI es una organización gremial campesina de productores agrícolas, 
fundada legalmente en 1988, pero con antecedentes en las Ligas Agrarias Cristianas de las zonas de 
Jejuí y Chorro (entre Yataity del Norte y Santa Rosa del Aguaray en el departamento de San Pedro) 
en la década de los 70, y en proyectos de asistencia en el campo de la salud que se desarrollaron 
en la década de los 80 con apoyo de la Cruz Roja Suiza y la Pastoral Social del Departamento de 
San Pedro. Luego de ganar su autonomía, ACADEI evolucionó a una organización campesina más 
auténticamente política, gremial, de autoayuda técnica para los asentamientos y colonias agrícolas de 
la zona sur del departamento de San Pedro, contando con bases en San Estanislao, Lima, Guayaibí, 
Yataity del Norte, Capiibary, 25 de diciembre, Unión, entre otros distritos388.

SEBASTIÁN LARROZA VELÁZQUEZ
☼ 8 de noviembre de 1975

† 2 de mayo de 1994

387 Testimonios N° 0055 y 0056. Cédula de Identidad de Sebastián Larroza Velázquez. Libreta de Familia del matrimonio de Carlos Larroza 
Martínez y María Irene Velázquez.

388 Testimonios N° 0054, 0055 y 0056. Entrevista a Eugenio Rodas, presidente de ACADEI en Informativo Campesino N° 65/1994. Pilz et. 
al. (2002).
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El año 1994 fue de grandes manifestaciones de movimientos sociales y de fuerte interpelación 
a los poderes públicos para la inclusión de temas sociales en la agenda política. La coyuntura 
política institucional del momento se caracterizaba por la emergencia de los actores sindicales 
y campesinos, quienes habían capitalizado los cinco años de apertura democrática que en ese 
momento se cumplían. Asimismo, en agosto de 1993 había asumido por primera vez desde 1954 
un presidente civil electo en elecciones directas, el ingeniero Juan Carlos Wasmosy, vinculado a 
la Asociación Nacional Republicana - Partido Colorado, después de 35 años de dictadura militar 
y de un periodo de transición post dicatorial tutelado por los militares, bajo la presidencia del 
general Andrés Rodríguez. Cumplido el traspaso del Poder Ejecutivo de un militar líder de un 
golpe de Estado a un civil electo en elecciones públicas, los movimientos sociales entendieron 
que el tiempo de las reformas institucionales estaba cerrando su ciclo, y ya era el momento de 
confi ar en la estabilidad del sistema político e incidir para que sean considerados en la agenda 
pública los temas sociales largamente postergados, en particular los relacionados con la reforma 
agraria y con el trabajo.

Durante los meses de febrero y marzo de 1994, las organizaciones campesinas realizaron una 
serie de bloqueos de rutas en las principales carreteras del interior del país en protesta por el 
bajo precio del algodón y por la falta de solución del problema de la tenencia de la tierra. La 
articulación de los movimientos se daba alrededor de la Coordinadora Interdepartamental de 
Organizaciones Campesinas (CIOC), instancia ad hoc formada para llevar adelante las demandas. ad hoc formada para llevar adelante las demandas. ad hoc
Los puntos más activos de la movilización estuvieron en el departamento de San Pedro. En 
febrero, la ruta 3 que une Coronel Oviedo con Yby Ya’u, atravesando de norte a sur todo el 
departamento, fue bloqueada en varios puntos, en demanda del cumplimiento de 7 exigencias 
que las organizaciones campesinas tenían planteadas de forma unifi cada al Gobierno, de las 
cuales las principales eran la intervención estatal para la fi jación del precio del algodón en 1.200 
guaraníes por kilo (los precios reales oscilaban en menos de la mitad de lo exigido), la solución 
del problema de la injusta distribución de la tierra y la sanción de una ley de reforma agraria 
integral. En medio de un clima de crecientes movilizaciones, álgidas negociaciones entre las 
organizaciones campesinas, el Gobierno y el sector empresarial de los acopiadores y exportadores 
del algodón nucleados por la Cámara Algodonera del Paraguay (CADELPA), el diario ABC 
Color lanzó una serie de notas denunciando la infi ltración marxista y la supuesta existencia de 
campesinos alzados en armas en los nuevos asentamientos, centrando las denuncias en el caso 
del asentamiento Táva Guarani, en el departamento de San Pedro, lo que avivó la polémica389.

En el sector legislativo, la demanda de la CIOC iba encaminada a exigir al Poder Legislativo 
que ratifi que la sanción original del Ley N° 280/93 que renegociaba el atraso de la deuda 
de los productores de algodón con el Crédito Agrícola de Habilitación, que había sido vetado 
totalmente por el Poder Ejecutivo por Decreto N° 15.567/93390.

Entre el 28 de febrero y el 14 de marzo de 1994, se sucedieron 9 manifestaciones en los 
departamentos de Paraguari, Alto Paraná, Caaguazú, Ñeembucú, San Pedro y Concepción, en las 
que participaron unos 5.000 campesinos/as aproximadamente. Estas manifestaciones cerraron el 
tránsito vehicular en distintas oportunidades en las rutas 1, 3, 6 y 7, así como ocuparon el local 
del IBR en la ciudad de Caaguazú. Este clima de crecientes movilizaciones generó la convocatoria 
de una gran marcha de las organizaciones campesinas hasta llegar a las sedes de las autoridades 
de Gobierno. El 15 de marzo de 1994 se realizó la primera marcha campesina sobre Asunción, 

389 Informativo Campesino N° 64/1994.
390 Informativo Campesino N° 65/1994.
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y unos 15.000 campesinos y campesinas provenientes de casi todos los departamentos del país 
llegaron a la capital en un acto sin precedentes en la historia social del Paraguay. Los campesinos 
se manifestaron sobre las principales arterias de la ciudad y culminaron el acto concentrándose 
en las plazas del Congreso. La marcha generó el unánime apoyo de las organizaciones ciudadanas 
y sindicales de la capital, y un general sentimiento de simpatía de la opinión pública y numerosas 
manifestaciones de apoyo y solidaridad de la gente de la calle y trabajadores del comercio 
informal. Por otro lado, el Gobierno destacó por su insensibilidad ante los reclamos y su actitud 
obstruccionista de la movilización campesina. El día de la llegada de los manifestantes a la 
capital, el presidente Wasmosy viajó al Brasil para asistir a una feria de exposición de ganado 
vacuno aceptando la invitación que le fuera cursada por una asociación de ganaderos de ese 
país, en una actitud evidente de hacer el vacío a las organizaciones campesinas. Por su parte, el 
Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones (MOPC) rescató el Decreto N° 22.094/1947 para 
aplicar la prohibición del transporte de pasajeros en camiones de carga (artículo 188). A raíz de 
esta medida, el MOPC estableció numerosas barreras de control de transportes de manifestantes 
el 15 de marzo, bloqueando el tránsito terrestre con tractores y topadoras del MOPC en las 
localidades de Pastoreo, Coronel Oviedo, Itacurubi de la Cordillera, Ypacarai, Carapegua y San 
Pedro, donde efectivos de la Policía Caminera, apoyados por la Policía Nacional y efectivos 
militares revisaron en forma generalizada los ómnibus que se dirigían a Asunción. El MOPC 
inició sumarios administrativos para sancionar a los propietarios de 42 camiones y 13 buses de 
pasajeros que habían transportado a campesinos a la capital el 15 de marzo de 1994391.

No obstante las incesantes movilizaciones y su impacto en la opinión pública, las negociaciones 
fueron fracasando paulatinamente. En primer lugar, el Equipo Económico del Gobierno se 
negó terminantemente a adoptar “medidas artifi ciales” que alteraran el precio pagado por el 
algodón, como “la manipulación del tipo de cambio o la creación de subsidios para compensar 
costos de producción”, reiterando que los productores de algodón tenían la libertad de venta 
de su producto, pero no se podía establecer un precio que excediera los que los compradores 
podrían pagar. Por otro lado, en el Poder Legislativo, la Cámara de Senadores aceptó el veto 
del Poder Ejecutivo a la Ley N° 280/93 que autorizaba la renegociación mediante una quita de 
hasta el 50% del atraso de la deuda de los productores de algodón con el Crédito Agrícola de 
Habilitación que alcanzaba unos 16 mil millones de guaraníes después de 3 años de sucesivas 
malas cosechas. El 13 abril, el CIOC decidió retirarse de la mesa de negociación con el Gobierno 
debido a las presiones por incluir una cláusula de renuncia a cualquier medida de presión 
como manifestaciones y cierres de ruta, y por la falta de constancia e informalidad del sector 
gubernamental en la mesa negociadora. En medio de este clima de ruptura de las negociaciones, 
el 19 de abril fue víctima de una ejecución arbitraria el dirigente de la CRAI Esteban Balbuena, 
cuyo caso también se relata en este informe392.

Este proceso de movilizaciones campesinas se encontró con otro de vertiente sindical, que venía 
desarrollándose de manera convergente. El 6 de marzo de 1994, se realizó un Congreso Nacional 
de Trabajadores convocado por las tres principales centrales de trabajadores (la Central Nacional de 
Trabajadores, la Central Unitaria de Trabajadores y la Confederación Paraguaya de Trabajadores), 
en el que resolvieron el retiro de las organizaciones sindicales de una mesa negociadora que se 
mantenía con el Gobierno y los gremios empresariales y la convocatoria a una huelga general 
para el lunes 2 de mayo de 1994. Los puntos acordados por las centrales que constituían las 
demandas de la huelga fueron: a) el reajuste salarial en un 40%; b) formulación de una política 
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de empleo; c) respeto a los derechos de los trabajadores; d) reforma agraria integral; e) combate 
a la corrupción; f) contra las privatizaciones; g) investigación seria de la ejecución arbitraria de 
Esteban Balbuena. El 20 de abril las organizaciones campesinas de todo el país articuladas en la 
CIOC resolvieron, en una asamblea reunida en Yataity del Norte, acoplarse a la huelga general de 
trabajadores convocada para el 2 de mayo por las centrales obreras, en solidaridad y retribución 
al apoyo recibido por las centrales durante la marcha del 15 de marzo, y en reivindicación de las 
demandas propias del sector campesino alrededor de la reforma agraria393.

Era la primera huelga general desde la caída de la dictadura militar, y la primera en 36 años, 
desde la última huelga general convocada el 26 de agosto de 1958 por la Confederación 
Paraguaya de Trabajadores, duramente reprimida por la dictadura de Stroessner. Durante el siglo 
XX (1916-1958) se habían realizado 23 huelgas generales, de las cuales 15 fueron anteriores a 
la Guerra del Chaco (1932-1935), y sólo 8 convocadas bajo los gobiernos militares autoritarios 
entre 1936-1958. La huelga general del 2 de mayo de 1994 fue un éxito total, y logró una 
adhesión de un 80% de la fuerza de trabajo que se plegó a la medida de protesta, paralizando 
el país. Las organizaciones campesinas se movilizaron en manifestación en Alto Paraná, Central, 
Itapúa y San Pedro, realizando cierres de ruta en algunos lugares, por espacio de algunas horas. 
Pero el centro de la movilización campesina estuvo en el cruce Tacuara, en el desvío que une la 
ciudad de San Estanislao con la ruta 3, en el departamento de San Pedro, en una movilización 
organizada por ACADEI, donde se produjeron los más graves incidentes de la jornada394.

CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
En su calidad de militante de ACADEI, Sebastián Larroza Velázquez participó activamente de la 
movilización campesina en apoyo a la huelga general del 2 de mayo de 1994 en el cruce Tacuara, 
empalme de la ruta 3 con el desvío a la ciudad de San Estanislao. La manifestación de apoyo a 
la huelga en San Pedro estaba a cargo de la regional de la CIOC, y contaba con la participación 
de campesinos organizados de ACADEI, de la Organización Nacional Campesina (ONAC), de  la 
Organización Campesina Independiente (OCI) y del Movimiento Campesino Paraguayo (MCP). 
Junto a otros compañeros y compañeras de la comisión juvenil de ACADEI, Sebastián Larroza 
pintó durante el fi n de semana previo las pancartas que se utilizaron en esa manifestación395.

A la medianoche del lunes 2 de mayo de 1994 empezaron a congregarse en el sitio del cruce Tacuara 
campesinos provenientes de las distintas colonias y bases de ACADEI. Aproximadamente a la 01:45 
AM, llegó al sitio una dotación de 54 efectivos de la Policía Nacional al mando del comisario 
principal DAEP Evelio López Gaona, jefe de la Policía departamental de San Pedro, que contaban 
con un refuerzo de 14 efectivos policiales de las jefaturas de Caazapá y Caaguazú al mando del 
comisario principal DECAP Lorenzo Rafael Espínola de la Dirección de Zona Policial N° 3396.

393 Informativo Laboral N° 88/1994; Informativo Campesino N° 67/1994.
394 Informativo Laboral N° 89/1994; Informativo Campesino N° 68/1994.
395 Testimonios N° 0054, 0055 y 0056. Entrevista a Eugenio Rodas, presidente de ACADEI en Informativo Campesino N° 65/1994. Parte 

Policial de 3 de mayo de 1994 del comisario DAEP Pedro Rubén Martínez Núñez, jefe de la comisaría 8 de San Estanislao; Nota DJN° 
5572 de 19 de mayo de 1994 del comisario principal Víctor Hermoza, jefe del Departamento Judicial; testifi cales de Marcos Crispín Ortiz 
Quintana, Elexipo Ovelar Maldonado, Dionisio Ramón Núñez Cabrera, Carlos Mariano Godoy, Bartolomé Del Puerto López, Zunilda 
Brítez Núñez, José Parra Gaona, Alberto Areco, Saturnino Candia Espínola, Belarmino Balbuena, Jacinto Espínola Godoy, Melanio 
Noguera Miranda (expediente “Augusto Palacios s/ Violación de Garantías Constitucionales, Sedición, Desacato, Heridas y Homicidio en 
Tacuara-San Estanislao”, Año 1994, N° 73, folio 49, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de la circunscripción 
de Caaguazú y San Pedro a cargo de Silvio Flores, fs. 8-12, 114-116, 117-119, 120-121, 122-123, 209-211, 338-339, 400-401, 402-403, 
419-421, 509-510 y 513).

396 Idem.
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Alrededor de las 02:00 horas AM, los manifestantes bloquearon la ruta 3 en el cruce Tacuara, y 
ahí ya se produjo el primer incidente, ya que el comisario López Gaona ordenó a los dirigentes 
de la manifestación que desalojaran la ruta, y les dio un tiempo para ello. Del lado de las 
organizaciones campesinas estaban como negociadores los dirigentes José Parra, Ramón Ramírez, 
Bartolomé del Puerto, Pedro Gamarra y Braulio Torres. Al cabo de un tiempo, la Policía arrojó a 
los manifestantes tres granadas de gas lacrimógeno, con lo que logró disolver la manifestación 
y desbloquear la carretera. Los manifestantes se replegaron a un predio ubicado en el costado 
derecho de la ruta 10, desvío a San Estanislao, donde quedaron esperando la llegada de más 
manifestantes provenientes de otras bases. Asimismo, descubrieron que entre los manifestantes 
estaban dos infi ltrados que constantemente provocaban a volver a cerrar la ruta y enfrentar a la 
Policía, pero que cada cierto tiempo iban a comunicar al jefe policial lo que se discutía y resolvía 
en las conversaciones que mantenían los campesinos397.

Aproximadamente a las 07:30 horas, ya había llegado al sitio una importante cantidad 
de campesinos, totalizando unos 1000 manifestantes, y se instaló un equipo de sonido con 
altoparlante, alquilado por ACADEI para la ocasión. Allí ya se empezó a animar la movilización 
con discursos, consignas y grupos que empezaron a cantar398.

A las 08:30 horas, un equipo negociador de los campesinos, integrado por José Parra y otros 
cuatro dirigentes campesinos inició conversaciones con el comisario López Gaona, para acordar 
medidas de seguridad para el normal desarrollo del acto central de la manifestación. Después de 
un prolongado intercambio de pareceres y aclaraciones, establecieron un acuerdo verbal con el 
comisario López Gaona consistente en: a) se desarrollaría una manifestación de los campesinos 
desde el cruce Tacuara, hasta frente a la desmotadora INAGRISA, ubicado a unos 500 metros 
sobre la ruta 3, en dirección sur, rumbo a Coronel Oviedo; b) se realizaría una acto con discursos 
frente a la desmotadora, al costado de la ruta; c) se volvería por el mismo camino, hasta el punto 
de concentración, desde donde se desconvocaría la marcha, previéndose para todo el recorrido 
y el acto una hora; d) cualquier incidente, difi cultad o problema sería conversado y subsanado 
entre el grupo negociador y los jefes policiales399.

Alcanzados estos acuerdos, se dio inicio al acto central en el que dieron discursos varios dirigentes 
campesinos sampedranos de distintas organizaciones, entre ellos Jacinto Espínola, Belarmino 
Balbuena, Alberto Areco y Ángel Giménez. A las 09:30 horas se dio inicio a la marcha, y los 
campesinos se manifestaron pacífi camente al costado de la ruta, hasta frente a la desmotadora 
INAGRISA, donde hicieron un nuevo acto y se sucedieron unos tres discursos breves, al cabo 
de los cuales la marcha empezó a retornar al lugar de partida, en el cruce. Durante toda la 
marcha, una dotación de efectivos policiales acompañó al costado y al frente de la columna 
de manifestantes, y no se registró ningún bloqueo en la carretera, ya que de todos modos muy 
pocos vehículos circulaban en la fecha a raíz de la huelga general400.

En el camino de regreso, la manifestación se fue disgregando porque muchos grupos se fueron 
rezagando, y la columna de manifestantes se alargó al punto que muchos campesinos ya habían 
llegado al punto de concentración en el cruce mientras que otros iban llegando lentamente. 
Como aún faltaban 15 minutos del tiempo total de una hora acordado con la Policía Nacional 
que iría a durar el acto central, desde el altavoz el dirigente de ACADEI Bartolomé Del Puerto 
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empezó a convocar a los manifestantes para que se vayan agrupando, porque dedicarían un 
minuto de silencio y un cierre simbólico de la ruta como fi nal del acto en homenaje al dirigente 
campesino de la CRAI Esteban Balbuena, recientemente ejecutado. A partir de esa consigna, 
muchos manifestantes ocuparon media calzada de la ruta 3, en el costado derecho del trayecto 
Oviedo-San Estanislao, y el grupo iba creciendo con los manifestantes que iban llegando 
paulatinamente en pequeños grupos desde INAGRISA. No obstante, el lado izquierdo de la ruta 
permanecía abierto, por donde circulaban los vehículos. Un camión de transporte de ganado 
que pasó por el lugar, sin embargo detuvo su marcha en el mismo sitio y el chofer bajó a comprar 
banderitas paraguayas de un vendedor ambulante401.

En ese momento, la dotación policial se formó sorpresivamente en un cordón frente a los 
campesinos, y el comisario Evelio López Gaona hizo sonar su silbato corriendo desde la cabecera 
del cordón policial hasta el fi nal de la línea y dio la voz de “Avancen”, señal a partir de la que 
los policías iniciaron la represión golpeando a los campesinos que estaban en la ruta con sus 
cachiporras, lo que en un principio generó la reagrupación de los manifestantes hacia el lugar 
en donde se producía el enfrentamiento, pero como los policías arrojaron más granadas de gas 
lacrimógeno, fueron obligados a replegarse402.

Sebastián Larroza Velázquez estaba en un grupo de unos cinco campesinos hacia un costado 
del grupo de manifestantes que ocupaban la media calzada de la ruta, acompañados de cerca 
por Mariano Godoy, periodista gráfi co del diario ABC Color que se encontraba trabajando 
de cobertura en el lugar. Cuando se inició la represión policial, Sebastián Larroza y otros tres 
campesinos salieron corriendo en dirección al lugar donde se producían los incidentes. Mariano 
Godoy, quien había visto cómo la Policía había iniciado la represión, avanzó hacia el mismo 
lugar para tomar unas fotografías al comisario López Gaona. El periodista tomó posición a unos 
cinco metros de donde el policía había arremetido y golpeado a un campesino que había caído 
al suelo, cuando sintió que Sebastián Larroza Velázquez pasó corriendo a un costado suyo, 
viniendo desde atrás y esquivándole, para ir a asistir al campesino que había caído. Tres policías 
se adelantaron a la línea que formaban los agentes, y uno de ellos, identifi cado posteriormente 
por testigos como el subofi cial 1° Augusto Palacios, subjefe de la Comisaría de Yataity del Norte, 
desenfundó su pistola y, sin proferir advertencia alguna, disparó desde una distancia de 3 metros 
directo a la cabeza de Sebastián Larroza, quien estaba agachado, de espaldas a la línea de 
policías tratando de incorporarse de una caída. Los tres policías, incluido Augusto Palacios, se 
replegaron y volvieron a ubicarse detrás de la línea policial403.

A partir de ese primer disparo, otros policías desenfundaron sus armas y se inició un intenso 
e indiscriminado tiroteo por parte de los policías que dispararon apuntando hacia la gente y 
en todas las direcciones un número indeterminado de balas por espacio de tres minutos, lo 
que produjo un desbande generalizado de los campesinos quienes corrieron en dirección a San 
Estanislao y sobre la ruta 3, en dirección al arroyo Tapiracuãi en búsqueda de refugio. Un grupo 
de unos 15 policías llegó hasta el lugar donde estaba el equipo de sonido y los altavoces, 
y lo destrozaron a balazos para impedir que los campesinos siguieran dando consignas para 
reagrupar a los manifestantes. Uno de los policías dijo “ñamokirirĩma chupekuéra” (“ñamokirirĩma chupekuéra” (“ñamokirirĩma chupekuéra” “ya los 
hicimos callar”, en guaraní). La Policía no realizó advertencia previa alguna antes de utilizar las 
armas de fuego404.

401 Idem.
402 Idem.
403 Idem.
404 Idem.
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A pesar del impacto recibido, Sebastián Larroza Velázquez intentó levantarse infructuosamente, 
pero volvió a caer. El periodista Mariano Godoy, quien había visto lo ocurrido, corrió para auxiliar 
a Larroza Velázquez y lo intentó alzar, pero también recibió un disparo por la espalda proveniente 
de la Policía, y cayó herido en suelo, quedando tendido al lado de Sebastián Larroza, sin poder 
moverse a consecuencia de la herida y en medio una intensa humareda del gas lacrimógeno405.

Al cabo de unos cuatro minutos, llegaron al lugar unos campesinos que auxiliaron a ambos 
heridos. A Mariano Godoy le ayudaron dos campesinos y el periodista Celso Aguilera, corresponsal 
del Diario Noticias en San Estanislao, quienes lo trasladaron a otro sector de la ruta donde 
estaban los manifestantes, y se dispuso su traslado hasta el Sanatorio Santani, en la ciudad de 
San Estanislao. A Sebastián Larroza Velázquez lo alzaron en la camioneta propiedad de ACADEI y 
lo trasladaron a toda urgencia hasta el Sanatorio Santani, donde fue ingresado a las 11:00 horas. 
Segundos después de su ingreso, falleció406.

De acuerdo a los diagnósticos médicos que se realizaron, Mariano Godoy recibió un disparo 
de arma de fuego a nivel de la región lumbar derecha, sin orifi cio de salida, sangrante, con 
parestesia y grave impotencia funcional del miembro inferior derecho. Además, fueron heridos 
por los disparos de arma de fuego de la Policía dos manifestantes campesinos: Sixto Portillo (29 
años), miembro de ACADEI de la base de Yryvukua, quien recibió una herida de arma de fuego 
en el brazo derecho, con orifi cio de entrada a nivel del codo, cara lateral externa, infractuosa, 
de 1,5 cm de diámetro, con orifi cio de salida en la cara lateral interna tercio inferior del brazo 
derecho; y Melanio Noguera (42 años), residente en barrio San Pedro, quien recibió una herida 
de arma de fuego con orifi cio de entrada a nivel de la ceja derecha, penetrante hasta el hueso 
del cráneo, con trayectoria de arriba hacia abajo y de adelante hacia atrás, y orifi cio de salida a 
4 cm de la entrada407. 

De acuerdo al informe médico elaborado por el doctor Marcos Piñánez, del Sanatorio Santani, 
quien atendiera en primera instancia a las víctimas de la represión, Sebastián Larroza Velázquez 
presentaba “una herida única de arma de fuego a nivel de la región occipital (posterior) de la 
cabeza, lateralizada a la derecha. Sin orifi cio de salida. Alrededor de la herida en un área de 10 
cm se encuentra tejido cerebral pegado al cabello y abundante sangre. Además presenta rinofagia 
y otorragia”. Dicho médico extendió certifi cado de defunción dictaminando como causa de 
muerte “traumatismo encefálico por herida penetrante de arma de fuego”. Una segunda revisión 
médica tras la exhumación realizada por el doctor Armando Zorrilla López, médico forense de la 
circunscripción, determinó que el disparo tuvo “el orifi cio de entrada a nivel del hueso parietal, 
lado derecho parte posterior, de aproximadamente 1 cm de largo por 0,7 de ancho y a un 
cm de la unión de los huesos temporal y occipital (…) el hueso parietal y temporal izquierdo, 
presenta fractura con pequeño desplazamiento externo, en un radio de aproximadamente 7 cm 
(…) El trayecto del proyectil atravesó toda la masa encefálica, llegando a la región ósea parieto 
temporal, produciendo las fracturas a ese nivel”408.
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406 Idem.
407 Diagnósticos médicos provisorios (expediente “Augusto Palacios s/ Violación de Garantías Constitucionales, Sedición, Desacato, Heridas 

y Homicidio en Tacuara-San Estanislao”, Año 1994, N° 73, folio 49, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de 
la circunscripción de Caaguazú y San Pedro a cargo de Silvio Flores, fs. 1-3).

408 Certifi cado de Defunción de Sebastián Larroza Velázquez. Diagnósticos médicos de Marcos Piñánez y de Armando Zorrilla López 
(expediente “Augusto Palacios s/ Violación de Garantías Constitucionales, Sedición, Desacato, Heridas y Homicidio en Tacuara-San 
Estanislao”, Año 1994, N° 73, folio 49, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de la circunscripción de Caaguazú 
y San Pedro a cargo de Silvio Flores, fs. 4 y 23).
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De acuerdo al peritaje balístico a que fuera sometida la bala extraída del cuerpo de Sebastián 
Larroza, la misma corresponde a una pistola calibre 38. El subofi cial 1° Augusto Palacios Caballero 
no contaba con un arma registrada en la Dirección de Material Bélico, y en su declaración 
indagatoria rendida el 16 de septiembre de 1994 refi rió que aunque efectuó tres disparos al 
aire, lo hizo con una pistola calibre 9 mm de su propiedad que había comprado a un particular 8 
meses antes del incidente, y que no estaba registrada. Es más, de los 68 efectivos que de acuerdo 
al informe policial proveído al Juzgado estuvieron en el control de la manifestación de la huelga 
del 2 de mayo en el cruce Tacuara, sólo 9 tenían registradas sus armas (escopetas, rifl es y pistolas 
de distintos calibres y marcas). Poseían pistolas calibre 38 registradas los subofi ciales aydtes. 
Lorenzo López y Antonio Benítez, de las jefaturas de Caazapá y Caaguazú respectivamente, y el 
subofi cial 1° Juan José Álvarez409.

El padre de Sebastián Larroza Velázquez, el señor Carlos Larroza Martínez, se enteró en el mismo 
lugar de los hechos de la ejecución arbitraria de su hijo, porque también él se encontraba 
manifestándose en el cruce Tacuara en ese momento, como militante y dirigente de ACADEI que 
era y sigue siendo hasta la fecha. Él fue una de las personas que auxilió y trasladó a Sebastián 
Larroza hasta el Sanatorio Santani, para recibir los primeros auxilios. La madre de Sebastián 
Larroza, la señora María Irene Velázquez, fue informada de la muerte de su hijo porque lo escuchó 
en la radio, y porque un compañero de ACADEI, el señor Alberto Romero, vino a darle el aviso y a 
acompañarla hasta el lugar donde estaban iniciando el velatorio de su hijo, en el local de la Central 
Nacional de Trabajadores en San Estanislao, desde donde lo trasladaron hasta su domicilio410.

INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
La investigación judicial de este hecho se inició el 4 de mayo de 1994 por intervención del 
Juzgado de Instrucción en lo Criminal de San Estanislao a cargo de Carlos Goiburú, quien resolvió 
instruir sumario en esa fecha a raíz de una denuncia presentada por el comisario DAEP Pedro 
Rubén Martínez Núñez, jefe de la Comisaría N° 8 de San Estanislao, sobre una serie de hechos de 
“violación de garantías constitucionales, desacato a la autoridad policial y enfrentamiento entre 
las fuerzas policiales y los campesinos”, a raíz de los cuales falleció un manifestante de acuerdo a 
la versión policial. Si bien la denuncia policial no precisó autores directos, en el parte se señala la 
posible responsabilidad de los dirigentes campesinos José Parra, Ramón Ramírez, Pedro Gamarra, 
Braulio Torres y Bartolomé del Puerto. En su parte substancial, el parte policial dice:

 “Siendo las 10:45 horas, una vez llegado, la mayoría de ellos ocuparon nuevamente 
el baldío al costado de las rutas, allí el dirigente Bartolomé Del Puerto a través 
de alto parlante, invitaba hasta con tono imperativo a la multitud, que regresen y 
permanezcan fi rmes sobre la calzada, bloqueando las rutas (sic), momento en que 
los efectivos policiales trataron de persuadir con toques de silvatos (sic), a los efectos 
de facilitar el paso de vehículos de cargas, pasajeros y automóviles que se detuvieron 
por el cierre de las rutas (sic) (…) ínterin en que los manifestantes lanzaron piedras 
y otros objetos contundentes, rompiendo el parabrisas delantero del camión de 

409 Acta de declaración indagatoria de Augusto Palacios Caballero; Informe de peritaje balístico del perito Carlos Alberto Mojoli; Nota N° 
558/94 de 17 de noviembre de 1994 del coronel DEM Luis Cañete Director de Material Bélico; Nota N° 605/94 de 13 de diciembre 
de 1994 del coronel DEM IM Rodolfo González Director de Material Bélico (expediente “Augusto Palacios s/ Violación de Garantías 
Constitucionales, Sedición, Desacato, Heridas y Homicidio en Tacuara-San Estanislao”, Año 1994, N° 73, folio 49, ante el Juzgado de 
Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de la circunscripción de Caaguazú y San Pedro a cargo de Silvio Flores, fs. 331-334, 369, 
422-423, 441-458).

410 Testimonios N° 0054, 0055 y 0056. Entrevista a Eugenio Rodas, presidente de ACADEI en Informativo Campesino N° 65/1994.
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carga y el parabrisa lateral derecho de la parte trasera del Ómnibus, y ante estas 
circunstancias, dado un inminente peligro de enfrentamiento entre afectados y 
manifestantes, para abrir el paso, personal policial lanzaron (sic) nuevamente gases 
lacrimógenos, obteniendo como respuesta, disparos de arma de fuego, lanzamiento 
masivo de piedras, garrotes, honditasos (sic), botellas de parte de los manifestantes, 
las fuerzas del orden respondiendo a estos efectuaron disparos al aire, con sus armas 
de reglamento, revólveres calibre 38 mm. TAURUS y fusil 7,62 NATO, en forma 
intimidatorio, y luego de un tiempo prudencial se pudo despejar la ruta, procediéndose 
asimismo a desactivar el equipo de alto parlante instalado en el lugar”.

Asimismo, la Policía informó que a las 16:00 horas del 2 de mayo se encontró en el lugar del 
hecho un revólver marca ROSSI calibre 22 mm, de fabricación brasileña, N° de serie 607150, 
así como honditas, machetillo, cuchillos, un destornillador, que fueron recogidos en calidad 
de evidencia. Adjunto al parte, se remitió al juzgado una nómina de 8 agentes de policía que 
refi rieron recibir heridas en el enfrentamiento y sus respectivos diagnósticos médicos, expedidos 
por el doctor Osvaldo Luraschi, del centro de salud de San Estanislao. El Juzgado, además de 
ordenar la instrucción del sumario, ordenó numerosas testifi cales, dio intervención al Ministerio 
Público y comisionó al juzgado en lo criminal de turno de la capital para la recepción de la bala 
extraída a Mariano Godoy en el sanatorio Migone de la Asunción411.

El 9 de mayo de 1994, la agente fi scal interviniente Dólica Giménez Acosta solicitó al Juzgado 
la exhumación del cadáver de Sebastián Larroza bajo supervisión del médico forense de la 
circunscripción, con el fi n de extraer la bala del cuerpo de la víctima y “remitirlo a la institución 
especializada para la realización de los análisis permanentes (sic)”. En la misma fecha, el Juzgado 
ordenó la extracción de la bala para esa tarde, diligencia que sin embargo fue cancelada y 
resuelta para el día siguiente, por negativa del médico forense Armando Zorrilla, quien solicitó 
ser asistido por otros dos médicos forenses “a efectos de precautelar [sus] derechos durante la 
exhumación”, así como sugirió la realización de una necropsia completa. El Juzgado autorizó 
ambas solicitudes, las que sin embargo no fueron cumplidas. El 10 de mayo de 1994 a las 16:40 
horas, el juez Goiburú se constituyó con el médico forense Armando Zorrilla en el cementerio 
de la colonia Bertoni, y una vez individualizado el sepulcro de Sebastián Larroza, lo rompieron 
hicieron un corte frente-parieto-occipital del cráneo con un serrucho y extrajeron el proyectil, 
y volvieron a introducir el cadáver en su sepultura, dejando desparramada por el lugar parte 
de la masa encefálica de la víctima. Dicha diligencia no fue notifi cada a los familiares de la 
víctima. Cuando estaban disponiéndose a salir del cementerio, el juez Goiburú y el forense 
fueron sorprendidos por los familiares y otros vecinos y compañeros de la organización, quienes 
les interceptaron para exigirles explicaciones. Ambos funcionarios no pudieron dar explicaciones 
convincentes y quedaron atrapados en el lugar por una manifestación de campesinos que 
bloqueó las entradas del cementerio, hasta que llegaron asesores legales de la organización y 
numerosos periodistas de diversos medios a cubrir lo sucedido. Luego de muchas tratativas, y 
de ser obligados a exhibir el proyectil extraído y permitir que el mismo sea fotografi ado por los 
medios de prensa, el juez y el forense pudieron salir del lugar. Tras este incidente, el 12 de mayo 
de 1994 el juez Carlos Goiburú se inhibió de seguir conociendo la causa, invocando razones de 
decoro y delicadeza, porque “había sido amenazado de muerte en la ocasión de la exhumación” 
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411 Diagnóstico Médico del doctor Osvaldo Luraschi; Parte Policial de 3 de mayo de 1994 del comisario DAEP Pedro Rubén Martínez Núñez, 
jefe de la comisaría 8 de San Estanislao; AI N° 25 de 4 de mayo de 1994; Exhorto Ofi cio N° 26 de 4 de mayo de 1994 (expediente 
“Augusto Palacios s/ Violación de Garantías Constitucionales, Sedición, Desacato, Heridas y Homicidio en Tacuara-San Estanislao”, Año 
1994, N° 73, folio 49, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de la circunscripción de Caaguazú y San Pedro a 
cargo de Silvio Flores, fs. 5, 8-12, 13, 14).
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por parte de los campesinos, y en consecuencia la causa fue remitida al juzgado de primera 
instancia en lo criminal del 2° turno de Coronel Oviedo, a cargo del juez Silvio Flores Mendoza, 
y a la agente fi scal Esmilda Álvarez de Santacruz de la fi scalía del 3° turno412.

El 16 de mayo de 1994 el padre de la víctima, el señor Carlos Larroza Velázquez presentó 
formal querella criminal en contra del subofi cial 1° Augusto Palacios por el delito de homicidio 
califi cado. En la misma fecha, el Juzgado resolvió reconocer la personería y el domicilio de 
la querella. El 18 de mayo de 1994, el Juzgado declaró la admisión de la querella y amplió 
el sumario incluyendo en calidad de procesado a Augusto Palacios Caballero, ordenando su 
detención preventiva y su reclusión en el cuartel de la Agrupación Especializada de la Policía 
Nacional, en Asunción413.

Durante el periodo sumario de la investigación judicial, se recibieron de ofi cio las declaraciones 
de los siguientes testigos presenciales: Marcos Crispín Ortiz Quintana, Elexipo Ovelar Maldonado, 
Dionisio Ramón Núñez Cabrera, Bartolomé Del Puerto López, Zunilda Brítez Núñez, José Parra 
Gaona, Alberto Areco, Belarmino Balbuena, Saturnino Candia Espínola, Lamia Yore de Yunis, 
Amancio Vidal Valiente, Jacinto Espínola Godoy, Melanio Noguera Miranda (manifestantes en el 
cruce Tacuara); de Elizardo Maldonado Espínola, Carlos Mariano Godoy (periodistas del diario 
ABC Color de cobertura en el lugar); y de Anastasio Sanchez Chilavert (chofer de micro empresa 
La Sampedrana). A solicitud de la querella, comparecieron para prestar declaración testifi cal 
Carlos Pérez Pérez, Blas Benedicto Ovelar Martínez, Pantaleón Lezcano. Asimismo, el Juzgado 
dispuso de ofi cio la recepción de las declaraciones de los siguientes policías que intervinieron 
en la represión del 2 de mayo de 1994: Lorenzo Rafael Espínola, Evelio López Gaona,  Fermín 
Deleón Rojas, Silvio Ruiz Saucedo, Juan Ramón González, Ángel Armoa González, Osvaldo 
García Ortiz, Víctor Mendoza Maldonado, Luis Gilberto Vera Franco, Luis Pastor López, Pánfi lo 
Benítez Garcete, Víctor César Giménez Domínguez y Toribio Almada. A solicitud de la defensa 
de Augusto Palacios, fueron recibidas las declaraciones testifi cales de Ramiro González Jiménez, 
Luciano Matiauda Valdez, Secundino Martínez, Silvestre García, Nélida Candia Ortiz, Amado 
Brítez, Graciela González. En total, comparecieron 40 testigos414.

El 7 de noviembre de 1994, el Juzgado hizo lugar a un incidente de nulidad planteado por la 
defensa, y en consecuencia declaró nula la declaración de la testigo Zunilda Brítez, porque no 
fue rendida ante el juez encargado del sumario415.

412  Dictamen N° 6 de 9 de mayo de 1994; providencias de 9, 10, 12 y 13 de mayo de 1994; acta de exhumación de cadáver (expediente 
“Augusto Palacios s/ Violación de Garantías Constitucionales, Sedición, Desacato, Heridas y Homicidio en Tacuara-San Estanislao”, Año 
1994, N° 73, folio 49, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de la circunscripción de Caaguazú y San Pedro a 
cargo de Silvio Flores, fs. 15, 17, 21, 22, 29 y 32).

413 Querella criminal; providencias de 16 y 18 de mayo de 1994 (expediente “Augusto Palacios s/ Violación de Garantías Constitucionales, 
Sedición, Desacato, Heridas y Homicidio en Tacuara-San Estanislao”, Año 1994, N° 73, folio 49, ante el Juzgado de Primera Instancia 
en lo Criminal del 2° turno de la circunscripción de Caaguazú y San Pedro a cargo de Silvio Flores, fs. 81-84, 85 y 100).

414 Testifi cales de Marcos Crispín Ortiz Quintana, Elexipo Ovelar Maldonado, Dionisio Ramón Núñez Cabrera, Carlos Mariano Godoy, 
Elizardo Maldonado Espínola, Lorenzo Rafael Espínola, Bartolomé Del Puerto López, Anastasio Sánchez Chilavert, Evelio López Gaona, 
Fermín Deleón Rojas, Silvio Ruiz Saucedo, Juan Ramón González, Ángel Armoa González, Zunilda Brítez Núñez, Osvaldo García Ortiz, 
Ramiro González Giménez, Luciano Matiauda Valdez, Secundino Martínez, Silvestre García, Nélida Candia Ortiz, Lamia Yore de Yunis, 
Carlos Pérez Pérez, Blas Benedicto Ovelar Martínez, José Parra Gaona, Alberto Areco, Saturnino Candia Espínola, Amado Brítez, 
Graciela González, Pantaleón Lezcano, Belarmino Balbuena, Víctor Mendoza Maldonado, Luis Gilberto Vera Franco, Luis Pastor López, 
Amancio Vidal Valiente, Pánfi lo Benítez Garcete, Jacinto Espínola Godoy, Melanio Noguera Miranda, Víctor César Giménez Domínguez, 
Toribio Almada (expediente “Augusto Palacios s/ Violación de Garantías Constitucionales, Sedición, Desacato, Heridas y Homicidio en 
Tacuara-San Estanislao”, Año 1994, N° 73, folio 49, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de la circunscripción 
de Caaguazú y San Pedro a cargo de Silvio Flores, fs. 117-119, 120-121, 122-123, 136-139,165-169, 209-211, 214-215, 241-243, 249-
251, 261-262, 263-264, 265-266, 273-274, 287-288, 309-310, 310-311, 316, 338-339, 364, 368, 370-371, 380, 400-401, 402-403, 412-
413, 413-414, 416-417, 419-421, 426-427, 428-429, 436-437, 488-489, 503-504, 509-510, 513, 514, 515).

415 AI N° 887 de 7 de noviembre de 1994 (expediente “Augusto Palacios s/ Violación de Garantías Constitucionales, Sedición, Desacato, 
Heridas y Homicidio en Tacuara-San Estanislao”, Año 1994, N° 73, folio 49, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° 
turno de la circunscripción de Caaguazú y San Pedro a cargo de Silvio Flores, fs. 391).
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Como pruebas documentales, el Juzgado dispuso de ofi cio solicitar y agregar los diagnósticos 
médicos de Mariano Godoy, Sebastián Larroza, Sixto Portillo y Melanio Noguera, expedidos por el 
doctor Marcos Piñánez del Sanatorio Santana. Asimismo, se agregó el informe y diagnóstico médico 
de las heridas referidas por los agentes policiales Silvio Ruiz Saucedo, Juan Ramón González, Ángel 
Darío Armoa, Toribio Almada, Víctor César Jiménez, Pánfi lo Benítez, Osvaldo García, expedido por 
el doctor Osvaldo Luaschi del Centro de Salud de San Estanislao, el certifi cado de nacimiento y 
defunción de Sebastián Larroza Velázquez, la nómina del personal policial interviniente en el 
cruce Tacuara el 2 de mayo de 1994 y el croquis referenciado del lugar del hecho elaborado por 
agentes del Departamento de Investigación de Delitos de la Policía Nacional416.

Se agregaron como pruebas documentales las imágenes de los incidentes registrados en el cruce 
Tacuara captados por el Sistema Nacional de Televisión Canal 9. El 21 de diciembre de 1994 el 
Juzgado dispuso la exhibición y observación del video en el local del cine Victoria de Coronel 
Oviedo, con la participación de las partes417.

Asimismo, el Juzgado dispuso de ofi cio la solicitud de informes al Registro de Armas y Explosivos 
de la Dirección de Material Bélico. De acuerdo a los informes proveídos, el subofi cial 1° Augusto 
Palacios Caballero no contaba con un arma registrada en la Dirección de Material Bélico, y de 
los 68 efectivos que de acuerdo al informe policial proveído al Juzgado estuvieron en el control 
de la manifestación de la huelga del 2 de mayo en el cruce Tacuara, sólo 9 tenían registradas sus 
armas, siendo éstas escopetas, rifl es y pistolas de distintos calibres y marcas418.

En calidad de pruebas periciales, se diligenciaron efectivamente tres peritajes:

a) Las balas extraídas a Sebastián Larroza Velázquez y a Mariano Godoy fueron depositadas 
bajo segura custodia en la bóveda del Palacio de Justicia de Asunción, a cargo del Juzgado en 
lo Criminal del 7° turno a cargo del juez Félix Silva Monges. El 6 de julio de 1994 el juzgado 
dispuso la realización de un peritaje balístico sobre los proyectiles, designando perito de ofi cio 
al doctor Carlos Mojoli Vargas, no proponiéndose otros peritos por las partes. El 12 de agosto 
de 1994 el juzgado solicitó al comandante de la Agrupación Especializada la remisión al 
juzgado del arma propiedad de Augusto Palacios. El perito aceptó el cargo y prestó juramento 
ante el juez de la causa el 26 de agosto de 1994. En la misma fecha el juzgado dispuso la 
entrega de los proyectiles y del revólver calibre 22 mm supuestamente hallado en evidencia 
en el lugar de los hechos y de la pistola calibre 9 mm N° de serie 330791 proporcionado 
por el procesado como arma suya; además el juzgado le proporcionó el interrogatorio sobre 
el que debería versar el peritaje. El 13 de octubre de 1999 el doctor Carlos Mojoli Vargas 
presentó su informe pericial señalando que las dos balas eran de plomo y del calibre 38 mm 
Spl., y que no fueron disparadas por las armas que le fueron entregadas para el peritaje, 
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416 Diagnósticos Médicos; certifi cado de nacimiento y defunción de Sebastián Larroza Velázquez; Nota DJN° 5572 de 19 de mayo de 1994 
del comisario principal Víctor Hermoza, jefe del Departamento Judicial; Plano de localización (expediente “Augusto Palacios s/ Violación 
de Garantías Constitucionales, Sedición, Desacato, Heridas y Homicidio en Tacuara-San Estanislao”, Año 1994, N° 73, folio 49, ante el 
Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de la circunscripción de Caaguazú y San Pedro a cargo de Silvio Flores, fs. 
106-109, 111-112, 79-80, 104; 114-116 y 163).

417 Nota N° 806 de 6 de junio de 1994; acta de diligencia (expediente “Augusto Palacios s/ Violación de Garantías Constitucionales, 
Sedición, Desacato, Heridas y Homicidio en Tacuara-San Estanislao”, Año 1994, N° 73, folio 49, ante el Juzgado de Primera Instancia 
en lo Criminal del 2° turno de la circunscripción de Caaguazú y San Pedro a cargo de Silvio Flores, fs. 194, 440).

418 Nota N° 558/94 de 17 de noviembre de 1994 del coronel DEM Luis Cañete Director de Material Bélico; Nota N° 605/94 de 13 de 
diciembre de 1994 del coronel DEM IM Rodolfo González Director de Material Bélico (expediente “Augusto Palacios s/ Violación de 
Garantías Constitucionales, Sedición, Desacato, Heridas y Homicidio en Tacuara-San Estanislao”, Año 1994, N° 73, folio 49, ante el 
Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de la circunscripción de Caaguazú y San Pedro a cargo de Silvio Flores, fs. 
422-423 y 441-458).
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porque no corresponden al calibre de las mismas, siendo imposible determinar si ambas 
fueron disparadas por la misma arma419.

b) Asimismo, fue agregado un informe pericial realizado por la Sección Criminalística del 
Departamento de Investigación de Delitos de la Policía Nacional, sobre un revólver marca 
Doberman, calibre 22 largo, N° de serie 03855T, de fabricación argentina, con 5 vainas 
servidas y percutidas, más una vaina servida y percutida calibre 38 mm Sp. Marca Winchester, 
supuestamente recogidos en calidad de evidencias por agentes de la Policía Nacional tras 
los incidentes ocurridos en el cruce Tacuara el 2 de mayo de 1994. Nótese, sin embargo 
que el revólver que fuera peritado, difi ere notablemente del revólver que el comisario 
DAEP Pedro Rubén Martínez Núñez, jefe de la comisaría 8 de San Estanislao, informó al 
Juez de Instrucción de la causa que habían encontrado y recolectado en el lugar del hecho 
el 2 de mayo a las 16:00 horas, marca ROSSI calibre 22 mm, de fabricación brasileña, 
N° de serie 607150. La pericia balística se practicó sobre un revólver que no era el 
que supuestamente la Policía Nacional encontró en el cruce Tacuara. Asimismo, en 
ningún momento se informó al Juzgado de Instrucción que fueron halladas 5 vainas 
servidas y percutidas calibre 22 mm y una de calibre 38 mm Sp. Winchester, siendo 
estos elementos peritados objetos que no fueron encontrados originalmente en el 
sitio. No obstante, el informe pericial fue agregado por disposición del Juez. Este informe 
concluyó que el revólver peritado era apto para producir disparos y había sido disparado 
con anterioridad, y que las 5 vainas servidas y percutidas del calibre 22mm habían sido 
disparadas por el mismo revólver420.

c) Del mismo modo, fue agregado un peritaje químico del Laboratorio Forense del Departamento 
de de Investigación de Delitos de la Policía Nacional que se realizó sobre varias botellas y 
latas de cerveza vacías que fueron levantados en el cruce Tacuara por agentes de la Policía 
Nacional, con el fi n de detectar drogas de abuso y sustancias tóxicas. La prueba dio negativa 
respecto de todas las drogas421.

La querella solicitó la necropsia del cadáver de Sebastián Larroza, que no fuera realizada en la primera 
exhumación practicada por orden del juez Goiburú, pero el médico forense de la Circunscripción 
Judicial de Caaguazú doctor César Insaurralde recomendó no realizar la necropsia, porque el 
resultado sería técnicamente nulo después de la intervención del doctor Armando Zorrilla422.

419 Providencia de 16 de mayo de 1994; acta de depósito de proyectil; acta de recepción de proyectil; providencia de 13 de mayo de 1994; 
providencia de 6 de julio de 1994; providencia de 12 de agosto de 1994; providencia de 17 de agosto de 1994; acta de aceptación 
de cargo y juramento de perito; providencia de 26 de agosto de 1994; Informe de peritaje balístico del perito Carlos Alberto Mojoli 
(expediente “Augusto Palacios s/ Violación de Garantías Constitucionales, Sedición, Desacato, Heridas y Homicidio en Tacuara-San 
Estanislao”, Año 1994, N° 73, folio 49, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de la circunscripción de Caaguazú 
y San Pedro a cargo de Silvio Flores, fs. 86, 88, 94, 238, 284, 290, 298, 299 y 369).

420 Nota SB N° 51/94 de 19 de mayo de 1994 del ofi cial inspector Victorino Martínez, Perito en Balística Forense de la Sección Criminalística 
del Departamento de Investigación de Delitos de la Policía Nacional (expediente “Augusto Palacios s/ Violación de Garantías 
Constitucionales, Sedición, Desacato, Heridas y Homicidio en Tacuara-San Estanislao”, Año 1994, N° 73, folio 49, ante el Juzgado de 
Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de la circunscripción de Caaguazú y San Pedro a cargo de Silvio Flores, fs. 142-157).

421 Informe Laboratorial N° 05/05/94 – 183 de 18 de mayo de 1994, de las funcionarias Ana María Franco y Edelira V. de Barreto (expediente 
“Augusto Palacios s/ Violación de Garantías Constitucionales, Sedición, Desacato, Heridas y Homicidio en Tacuara-San Estanislao”, Año 
1994, N° 73, folio 49, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de la circunscripción de Caaguazú y San Pedro a 
cargo de Silvio Flores, fs.158-159).

422 Dictamen N° 363 de 16 de junio de 1994 (expediente “Augusto Palacios s/ Violación de Garantías Constitucionales, Sedición, Desacato, 
Heridas y Homicidio en Tacuara-San Estanislao”, Año 1994, N° 73, folio 49, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° 
turno de la circunscripción de Caaguazú y San Pedro a cargo de Silvio Flores, fs. 206).
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El subofi cial 1° Augusto Palacios Caballero (CI N° 1.790.817) de 43 años de edad al momento 
de los hechos, nombró defensores particulares y se presentó en juicio el 24 de mayo de 1994. 
Debido a las reiteradas incomparecencias a las audiencias que le fueron fi jadas, el Juzgado debió 
constituirse en su lugar de reclusión donde se celebró la audiencia de declaración indagatoria 
el 12 de agosto de 1994, en la que se abstuvo de declarar. El 6 de septiembre de 1994 el 
Juzgado resolvió convertir la detención de Augusto Palacios Caballero en prisión preventiva en la 
Agrupación Especializada de la Policía Nacional en Asunción, en libre comunicación y a disposición 
del juzgado. Asimismo, el Juzgado dispuso trabar embargo sobre los bienes del procesado hasta 
cubrir la suma de 5 millones de guaraníes, a los efectos de garantizar la responsabilidad civil 
emergente del delito. El Juzgado fundó su decisión en que “en autos surgen sufi cientes indicios 
que incriminan al encausado citado en relación a los hechos”423.

El Juzgado resolvió volver a constituirse en el lugar de reclusión de Augusto Palacios el 16 de 
septiembre de 1994, con el objeto de volver a tomarle la declaración indagatoria. En esa misma 
fecha, se celebró la audiencia de declaración indagatoria, en la que el procesado negó todos los 
hechos que se le imputaban424.

El 23 de noviembre de 1994 la defensa de Augusto Palacios planteó un incidente de revocatoria 
de prisión preventiva. El 28 de diciembre de 1994, la agente fi scal Esmilda Álvarez de Santacruz 
dictaminó que se haga a lugar al incidente promovido por la defensa. No obstante, el 13 de 
enero de 1995 el Juzgado resolvió desestimar el incidente de revocatoria. En la misma fecha, la 
decisión fue apelada por la defensa. El Ministerio Público dictaminó a favor de la revocatoria del 
auto de prisión apelado425.

El 29 de agosto de 1995 el Tribunal de Apelación en lo Criminal de Caaguazú y San Pedro, 
integrado por los jueces Reinaldo Franco, Pablo Vicente Ibarra y Marcos Duarte Cabrera resolvió, 
con voto en disidencia del juez Duarte Cabrera, hacer lugar al recurso de apelación promovido 
por la defensa y en consecuencia revocar la prisión preventiva de Augusto Palacios y disponer 
su libertad ambulatoria, sin perjuicio de volver a decretarse la prisión si diligencias posteriores 
lo ameritaban426.

El 28 de agosto de 1998, a solicitud de la defensa y de la agente fi scal Esmilda Álvarez de 
Santacruz, el juez de la causa Guido Ramón Melgarejo declaró abandonada la querella criminal 
en la causa y canceló la personería en el juicio a los abogados de la víctima427.
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423 Escrito de nombramiento y aceptación de cargo de defensores; acta de declaración indagatoria; AI N° 746 de 6 de septiembre de 1994 
(expediente “Augusto Palacios s/ Violación de Garantías Constitucionales, Sedición, Desacato, Heridas y Homicidio en Tacuara-San 
Estanislao”, Año 1994, N° 73, folio 49, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de la circunscripción de Caaguazú 
y San Pedro a cargo de Silvio Flores, fs. 131, 132, 283 y 318).

424 Providencia de 16 de septiembre de 1994; acta de declaración indagatoria (expediente “Augusto Palacios s/ Violación de Garantías 
Constitucionales, Sedición, Desacato, Heridas y Homicidio en Tacuara-San Estanislao”, Año 1994, N° 73, folio 49, ante el Juzgado de 
Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de la circunscripción de Caaguazú y San Pedro a cargo de Silvio Flores, fs. 330-334).

425 Escrito de incidente de revocatoria de prisión preventiva; Dictamen N° 249 de 28 de diciembre de 1994; AI N° 108 de 13 de enero de 1995; 
Dictamen N° 50 de 23 de enero de 1995 (expediente “Augusto Palacios s/ Violación de Garantías Constitucionales, Sedición, Desacato, 
Heridas y Homicidio en Tacuara-San Estanislao”, Año 1994, N° 73, folio 49, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° 
turno de la circunscripción de Caaguazú y San Pedro a cargo de Silvio Flores, fs. 408-410, 459-460, 461-462 y 522-523).

426 AI N° 149 de 29 de agosto de 1995 (expediente “Augusto Palacios s/ Violación de Garantías Constitucionales, Sedición, Desacato, 
Heridas y Homicidio en Tacuara-San Estanislao”, Año 1994, N° 73, folio 49, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° 
turno de la circunscripción de Caaguazú y San Pedro a cargo de Silvio Flores, fs. 534-546).

427 Escrito de la defensa; Dictamen N° 364 de 7 de julio de 1997; AI N° 698 de 28 de agosto de 1998 (expediente “Augusto Palacios s/ 
Violación de Garantías Constitucionales, Sedición, Desacato, Heridas y Homicidio en Tacuara-San Estanislao”, Año 1994, N° 73, folio 
49, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de la circunscripción de Caaguazú y San Pedro a cargo de Silvio 
Flores, fs. 555, 558 y 559).
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El 24 de marzo de 2000, a solicitud de la defensa de Augusto Palacios y del agente fi scal Tito 
Derlis Gauto, el juez Guido Ramón Melgarejo resuelve conceder el sobreseimiento provisional 
del procesado, en el contexto del proceso de depuración de causas penales tramitadas bajo el 
Código Procesal Penal de 1890, en base al art. 8 de la Ley N° 1444/99. El Juzgado fundamentó 
la decisión señalando que “a partir de la última diligencia se advierte una absoluta inactividad 
por parte del Ministerio Público en la prosecución del sumario (…) Que, atendiendo al tiempo 
de la absoluta inacción y la falta de impulso procesal de la presente causa, es evidente que el 
Agente Fiscal no produjo ningún tipo de diligencia que importe interés en el esclarecimiento del 
hecho punible”428.

El 16 de abril de 2001 el Juzgado resolvió decretar la extinción de la acción y el sobreseimiento 
defi nitivo, a solicitud de la defensa y del agente fi scal Alberto Godoy Vera, fundado en el art. 2 
inc. 7 de la Ley N° 1444/99 y el art. 25 inc. 11 del Código de Procedimientos Penales. Con esta 
decisión la causa quedó fi niquitada429.

Ninguna de las resoluciones que concedieron el sobreseimiento provisional, y luego libre, fueron 
notifi cadas a los familiares de la víctima.

REPARACIONES
Sebastián Larroza Velázquez fue enterrado en el cementerio de la Colonia Bertoni, calle 8000, 
distrito de San Estanislao, departamento de San Pedro, donde permanecen sus restos hasta 
ahora. Todos los gastos emergentes de su muerte, incluidos los gastos judiciales que demandó la 
promoción de una querella criminal fueron asumidos por su familia y por ACADEI.

Los familiares de Sebastián Larroza Velázquez no recibieron indemnización alguna en los 
términos del derecho internacional de los derechos humanos. La familia nunca recibió disculpas 
públicas ni algún informe ofi cial del Estado respecto a la ejecución arbitraria de la víctima, ni de 
las investigaciones llevadas adelante, así como tampoco fue notifi cada del cierre defi nitivo del 
procedimiento judicial que acabó con la impunidad del autor material directo de la ejecución 
de Sebastián Larroza.

No obstante, cabe destacar que como en pocos casos, tanto ACADEI como la familia de Sebastián 
Larroza Velázquez realizaron un esfuerzo por elaborar el duelo que provocó la ejecución arbitraria 
de la víctima, y acabar de encontrar un sentido a su vida y su muerte y poder así sobrellevar el 
dolor de la pérdida de un ser querido y de un compañero militante de la organización. Sebastián 
Larroza es un ícono para los movimientos sociales, y existen numerosas iniciativas que honran su 
memoria y perpetúan el recuerdo de su vida.

ACADEI denominó “Salón Sebastián Larroza” al salón auditorio con que cuenta en el local de 
la organización en Yataity del Norte, sitio donde se celebran asambleas, reuniones y cursos. Del 
mismo modo, el campamento anual de formación de jóvenes de ACADEI se llama “Campamento 

428 Solicitud de sobreseimiento provisional de la defensa; Dictamen N° 140 de 11 de febrero de 2000; AI N° 146 de 24 de marzo de 2000 
(expediente “Augusto Palacios s/ Violación de Garantías Constitucionales, Sedición, Desacato, Heridas y Homicidio en Tacuara-San 
Estanislao”, Año 1994, N° 73, folio 49, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de la circunscripción de Caaguazú 
y San Pedro a cargo de Silvio Flores, fs. 562-563, 564 y 565).

429 Solicitud de sobreseimiento libre de la defensa; Dictamen N° 117 de 30 de marzo de 2001; AI N° 254 de 16 de abril de 2001 (expediente 
“Augusto Palacios s/ Violación de Garantías Constitucionales, Sedición, Desacato, Heridas y Homicidio en Tacuara-San Estanislao”, Año 
1994, N° 73, folio 49, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de la circunscripción de Caaguazú y San Pedro a 
cargo de Silvio Flores, fs. 569, 570 y 571).
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Sebastián Larroza”. En Republicano, distrito de San Estanislao, existe un asentamiento campesino 
que forma parte de la Federación Nacional Campesina (FNC) que se llama “asentamiento 
Sebastián Larroza”, designado de esa manera por los propios pobladores. Asimismo, por decisión 
de los docentes, la escuela básica del asentamiento Yryvukua, del distrito de San Estanislao, lleva 
el nombre de la víctima430.

CONCLUSIONES
1. Tras el detenido examen de todos los elementos de prueba recogidos en esta investigación, 

la CODEHUPY tiene la convicción de que Sebastián Larroza Velázquez fue víctima de una 
ejecución arbitraria perpetrada por la Policía Nacional, en el contexto de la represión a 
organizaciones campesinas que ejercían el derecho a la manifestación en demanda de una 
reforma agraria integral y en apoyo a una huelga general convocada por las centrales obreras. 
En tal sentido, la ejecución arbitraria de Sebastián Larroza Velázquez es consecuencia de su 
pertenencia y militancia en una organización de productores agrícolas.

 Del mismo modo, los elementos de prueba examinados llevan a concluir que el Ministerio 
Público cuenta con sufi cientes elementos probatorios disponibles para investigar y acusar 
al subofi cial 1° Augusto Palacios Caballero –y eventualmente lograr su condena- por la 
autoría material de la ejecución arbitraria de Sebastián Larroza Velázquez. Además de esta 
convicción, surgen otros elementos de convicción que justifi can que el Ministerio Público 
investigue y eventualmente solicite el enjuiciamiento del comisario principal Evelio López 
Gaona, jefe policial al mando de los efectivos al momento de ocurrir los hechos, por su posible 
responsabilidad penal en la ejecución arbitraria de la víctima y las heridas provocadas a otros 
dos manifestantes y a un periodista del diario ABC Color, por haber autorizado y tolerado 
que sus subordinados utilizasen ilegítimamente sus armas de fuego, y por no haber adoptado 
las medidas necesarias que razonablemente estaban a su alcance y potestad para regular la 
proporcionalidad del uso de la fuerza. Los testimonios recogidos por esta investigación y los 
que fueron brindados por numerosos testigos presenciales en el curso del proceso judicial, 
son coincidentes en señalar que el citado jefe policial no tuvo el control efectivo del mando 
durante el operativo, que se desarrolló en medio de un completo caos, sin órdenes precisas 
y con policías intervinientes que demostraron tener nulo rigor profesional.

 La responsabilidad penal individual de estas personas debe ser debidamente esclarecida por 
los organismos jurisdiccionales del Estado, cosa que no sucedió.

 La conclusión respecto de la ilegitimidad del uso de armas de fuego por parte de la Policía 
Nacional en la represión de la manifestación, en la ejecución arbitraria de Sebastián Larroza 
Velázquez, y heridas a Mariano Godoy, Sixto Portillo y Melanio Noguera, se funda en los 
elementos reunidos en la investigación que demuestran que:

a) La versión policial que refi ere que hubo disparos por parte de los manifestantes en contra 
de los agentes no tuvo sustento probatorio fi able posterior en el curso de la investigación, 
salvo el testimonio de los propios policías involucrados en la represión y ciertos testigos 
introducidos por la defensa, cuya credibilidad debe ser puesta en duda. No existen pruebas 
directas producidas científi camente que tiendan a demostrar la versión sustentada por la 
Policía Nacional. Sólo un agente de policía (Silvio Ruiz Saucedo) testimonió que recibió un 
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430 Testimonios N° 0054, 0055 y 0056.
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disparo de arma de fuego en la manifestación, pero su versión no es coincidente con el 
diagnóstico médico que le extendieran en el Centro de Salud de San Estanislao el 2 de 
mayo de 1994, ni fue corroborada por ningún otro diagnóstico médico del Policlínico Policial 
“Rigoberto Caballero” donde refi rió que fue atendido posteriormente;

b) La Policía Nacional no realizó ninguna advertencia previa a los manifestantes respecto del 
uso inminente de sus armas de fuego. Los disparos directos en contra de los manifestantes 
no estuvieron precedidos de otros medios de disuasión previos o de uso de la fuerza no letal, 
lo que evidencia la ausencia completa de un protocolo formal de actuación e intervención 
policial en casos de manifestaciones, sean estas lícitas o ilícitas, y tengan o no carácter de 
violentas;

c) La víctima no había cometido ningún acto de violencia en contra de agente de policía alguno, 
ni había puesto en peligro la vida de alguna persona de otro modo, de manera que se 
justifi cara el uso de armas de fuego en su contra. En el instante de su ejecución, la víctima se 
encontraba en el suelo, de espaldas al cordón policial, tratando de incorporarse de una caída, 
tras haber socorrido a un manifestante que había sido empujado al suelo y golpeado por un 
policía; 

d) El único disparo de arma de fuego recibido por la víctima iba dirigido a acabar con su vida 
y fue sufi ciente para ello, lo que señala que los efectivos policiales no guardaban criterios de 
proporcionalidad y de reducción de daños en el uso de sus armas de fuego;

e) La Policía Nacional no prestó ningún tipo de auxilio a los manifestantes a quienes había 
herido, sino que, en esas circunstancias, se dedicó a destrozar los elementos de comunicación 
de los manifestantes, de modo a impedir su organización.

2. Por otro lado, la CODEHUPY sostiene que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente 
por la impunidad en que quedaron los autores de la ejecución de Sebastián Larroza Velázquez. 
Un análisis en particular merece la investigación judicial llevada a raíz del hecho, la que 
fue notoriamente defi ciente en los términos requeridos por el derecho internacional de los 
derechos humanos431, y estuvo encaminada a destruir elementos de prueba y a otorgar validez 
a pruebas preconstituidas presentadas por los propios agentes involucrados en el hecho.

 Constituye un hecho que motiva una profunda preocupación a la CODEHUPY la circunstancia 
que la Policía Nacional carezca, por insólito que pudiera parecer, del “arma de dotación” o 
“arma reglamentaria”. La institución policial no defi ne el tipo de arma y munición que se debe 
utilizar, y tampoco las adquiere y registra, ni mantiene ningún tipo de sistema de entrega bajo 
custodia y acta a los agentes públicos para su uso reglamentario. Cada policía compra su arma 
y sus municiones, sin que existan estándares institucionales para ello. Sin un registro, control 
previo de tiro, con custodia y archivo de casquillos, de manera que puedan establecerse las 
características de cada arma y de las balas que dispara, es imposible determinar el origen de 
las balas disparadas en las intervenciones policiales y controlar efectivamente si el uso del 
arma de fuego fue necesario y proporcional.

 A esta circunstancia cabe señalar que en el caso de Sebastián Larroza, el 87% de los policías 
que intervinieron estaban usando armas no registradas, entre ellos Augusto Palacios Caballero. 
El autor de la ejecución de Sebastián Larroza había adquirido su arma en el mercado negro, 

431 Ver Capítulo III, sección 3.
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comprándola supuestamente de un particular, y no la tenía registrada. En tales circunstancias, 
como si fuera un asaltante y no un funcionario público, tenía su arma en negro, y no le fue 
difícil deshacerse del revólver utilizado para la ejecución de Larroza y presentar al juzgado 
otra arma cuando éste le solicitó 3 meses después del hecho. Esta arma tampoco estaba 
registrada y, por supuesto, no coincidía en calibre con la usada en la ejecución.

 Además de esto, se destaca la incorrecta actuación del juez de Instrucción de San Estanislao 
Carlos Goiburú y del médico forense Armando Zorrilla, quienes habrían inutilizado la evidencia 
para evitar una necropsia adecuada al cuerpo de la víctima, mediante una operación carente del 
mínimo respaldo técnico y científi co, violando normas procesales y la obligación de notifi car de la 
diligencia a los familiares de la víctima, para que pudieran tomar intervención y nombrar peritos 
propios para la diligencia. Esta actuación no fue subsanada ni sancionada posteriormente.

 Sumado a este hecho, hay elementos que hacen suponer que la Policía Nacional preconstituyó 
pruebas para el fundamento de su versión institucional, en particular un revólver calibre 
22, encontrado por la propia Policía en el lugar del hecho y que supuestamente habría 
pertenecido a los manifestantes. Esta evidencia no fue recogida en el contexto de una 
actuación judicial de investigación, bajo control jurisdiccional, y por lo tanto nunca debió ser 
admitida. Posteriormente, fue sometido a peritaje otro revólver y no el que supuestamente 
fuera hallado en el cruce Tacuara, así como vainas servidas y percutidas que no fueron halladas 
en el lugar del hecho; no obstante la notoria nulidad de este peritaje, el mismo fue admitido 
como prueba en el sumario. 

 La causa quedó paralizada después que el procesado obtuviera su libertad ambulatoria. El 9 
de agosto de 1995 se practicó la última diligencia probatoria efectivamente recibida por el 
Juzgado, y desde esa fecha hasta el 16 de abril del 2001 transcurrieron casi 6 años sin que el 
Ministerio Público ni el Juzgado prosiguieran las investigaciones ni dieran cumplimiento a las 
diligencias probatorias ordenadas que se encontraban pendientes.

 No obstante los elementos de convicción que fueron reunidos432, nunca hubo juicio 
propiamente dicho en el caso, y la causa fue sobreseída por una cuestión meramente formal, 
apelando al desinterés e inactividad del Ministerio Público y al sistema de depuración de causas 
penales tramitadas bajo el Código de Procedimientos Penales de 1890. A esta irregularidad, 
se suma el hecho que las resoluciones judiciales que dieron fi n al procedimiento nunca fueron 
notifi cadas a los familiares de la víctima, lo que genera como consecuencia la indefensión y 
falta de protección judicial de los mismos, ya que quedan sin recibir la información que le 
es debida sobre los resultados de las investigaciones ofi ciales llevadas adelante y no pueden 
interponer los recursos judiciales a que tienen derecho.

 Las infracciones cometidas por el Juzgado y el Ministerio Público en la investigación de la 
ejecución arbitraria de Sebastián Larroza Velázquez, así como la activa complicidad institucional 
de la Policía Nacional en el encubrimiento de los responsables individuales, llevan a concluir 
que estas instituciones mantuvieron una conducta cercana a la colaboración directa con el 
ilícito cometido. Esta conducta determinó fi nalmente que la ejecución arbitraria de Sebastián 
Larroza no haya sido juzgada ofi cialmente, que no se haya determinado judicialmente la 
verdad de lo sucedido, ni se haya castigado a sus perpetradores.
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432 Sólo por citarlos, entre ellos el testimonio del periodista Mariano Godoy y de otros cuatro testigos presenciales que vieron a una distancia 
de entre 4 a 5 metros la ejecución de Sebastián Larroza y que reconocieron plenamente a Augusto Palacios Caballero por conocerlo 
personalmente porque eran vecinos de Yataity del Norte, donde el policía prestaba servicio.
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3. Si bien la designación de una escuela, un asentamiento y un salón auditorio con el nombre de 
la víctima es una medida de reparación adecuada de acuerdo al derecho internacional de los 
derechos humanos que tiene por fi nalidad rememorar y honrar a las víctimas y evitar que los 
hechos vuelvan a repetirse, ésta resulta completamente insufi ciente para la reparación integral 
del daño provocado y para llevar consuelo a sus familiares433. Además, resulta evidente que 
estas iniciativas carecen de respaldo gubernamental, y son propias de las organizaciones 
campesinas que este modo resignifi can la muerte de un militante y contribuyen a honrar su 
memoria. 

 En este sentido, la CODEHUPY sostiene la convicción de que el Estado paraguayo es 
internacionalmente responsable por el incumplimiento de la obligación complementaria de 
reparar integralmente a los familiares de Sebastián Larroza, la que debería incluir por lo 
menos medidas de satisfacción, un formal pedido de perdón a la familia y una indemnización 
compensatoria adecuada.

4. Estas circunstancias de violación al derecho a la vida en virtud de una acción ilegítima de 
agentes públicos, impunidad y falta de reparación integral llevan a la CODEHUPY a concluir 
que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la ejecución arbitraria de 
Sebastián Larroza Velázquez.

433 Ver Capítulo III, sección 4.
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REINALDO DÍAZ CENTURIÓN
☼ 30 de octubre de 1968

† 26 de marzo de 1995

Reinaldo Díaz Centurión nació el 30 de octubre de 1968 en la compañía Tacuapi’i, distrito de 
San Joaquín, departamento de Caaguazú, hijo de Luciano Díaz e Isabel Centurión. Tenía 22 años 
cuando fue víctima de una ejecución arbitraria. Reinaldo Díaz Centurión trabajaba plenamente 
en la agricultura, en un lote de tierra que ocupaba junto a su familia en una propiedad 
fi scal administrada por el Ministerio de Agricultura y Ganadería en el distrito de Capi’ibary, 
departamento de San Pedro. En ese lugar, vivía con sus padres y hermanos. Hablaba solamente 
el guaraní como lengua materna434. 

Reinaldo Díaz Centurión y su hermano mellizo Raimundo, quienes nunca se separaban, eran 
activos dirigentes de base de la comisión vecinal de sin tierras de la ocupación. Ellos eran quienes 
lideraban el grupo de la calle 1° de marzo de la ocupación, que era donde tenían su casa. La 
comisión vecinal que lideraba la ocupación contaba con el apoyo de la Organización de Lucha 
por la Tierra (OLT), y proponía en el lugar la legalización de la ocupación y la aprobación del 
modelo agropecuario forestal de producción del asentamiento435.

La ocupación del Centro Forestal de Capi’ibary se había iniciado en el año 1990 sobre 5000 
hectáreas, de un predio mayor de unas 16.000 hectáreas que el Ministerio de Agricultura y 
Ganadería (MAG) poseía en el lugar y que estaban destinadas a reserva forestal y a proyectos de 
reforestación, con apoyo de la cooperación internacional japonesa. Sin embargo, la organización 
campesina denunciaba que en la realidad la reserva era una tapadera de un negociado de 
corrupción y tráfi co ilegal de madera manejado por políticos del Partido Colorado de la zona y 
por funcionarios del MAG. El predio de la reserva era una propiedad de una empresa (FINAP) 
que había pasado a manos del Estado como forma de pago por deudas contraídas con el Banco 
Nacional de Fomento, inscripto como fi nca 199 del distrito de San Estanislao. Originalmente 
tenía una extensión de 20.000 hectáreas, pero en 1985 se desmembró una fracción para la 
colonización agrícola.

434 Testimonios N° 0073 y 0074. Certifi cados de nacimiento y defunción de Reinaldo Díaz Centurión.
435 Idem.
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En octubre de 1990, el Ministro de Agricultura y Ganadería, el Ing. Raúl Torres, denunció que 
el predio de la reserva había sido invadido por unos 2000 campesinos sin tierra. Los dirigentes 
de la comisión vecinal señalaron que la medida de la ocupación había sido tomada después de 
haber esperado durante dos años gestionando administrativamente la colonización del lugar, 
sin obtener respuesta favorable. En enero de 1992 la PEO de la Policía Nacional realizó un 
violento desalojo del predio ocupado, expulsando a unas 300 familias que ocupaban unas 
3000 hectáreas de la reserva y que contaban con unas 900 hectáreas de cultivo. Las familias 
quedaron acampando en carpas en las adyacencias del terreno ocupado, que volvieron a ocupar 
tiempo después. El 16 de junio de 1992 la Policía Especial de Operaciones (PEO), de la Policía 
Nacional, realizó un violento desalojo de la ocupación, con la quema de los ranchos precarios. 
Los campesinos presentaron posteriormente una denuncia al fi scal del crimen de turno en contra 
del jefe de la PEO, comisario Ricardo Esperanza Villamayor, por los delitos de abuso de autoridad, 
tortura, disparo intencional y detención ilegal. Durante el desalojo falleció el niño Aldo Brizuela, 
de 4 años de edad, hijo de un campesino ocupante. En septiembre de 1992 la comisión volvió 
a ocupar el predio del MAG de donde habían sido desalojadas dos meses atrás, y unas 200 
personas que había permanecido en carpas al costado de la reserva esperando a ser reubicadas 
por el MAG ingresaron nuevamente al inmueble, en donde ya tenían varios cultivos de rubros 
básicos de alimentación436.

En noviembre de 1993 la comisión vecinal inició los trámites ante el Poder Legislativo para la 
desafectación del inmueble y su destino a un proyecto de asentamiento agroforestal. Unos 100 
campesinos realizaron una acampada de varios días frente al Poder Legislativo. Miembros de la 
Comisión de Reforma Agraria de la Cámara de Senadores interpusieron sus buenos ofi cios para 
evitar que se produjera un nuevo desalojo437. 

En octubre de 1994 unos 30 campesinos de la ocupación volvieron a realizar una acampada de 
protesta en las plazas frente al Parlamento, solicitando la intervención y mediación del Legislativo 
ante el MAG para solucionar el confl icto por la posesión de las tierras en el lugar, desafectando  
las tierras para ser destinadas a la reforma agraria, o gestionando su reubicación en otro lugar. De 
acuerdo a un censo realizado en noviembre de 1994, eran 497 los ocupantes del predio.

En diciembre de 1994 la OLT denunció ante la Comisión Bicameral de Investigación (CBI) del 
Poder Legislativo que integrantes de la seccional colorada de Capi’ibary, entre ellos Domingo 
Rolón (concejal municipal), Justo Franco, Juan León Rodríguez y Martín Toledo depredaban la 
reserva y extraían madera de forma ilegal, aunque contaban con una autorización que les daba 
el Gral. Lino Oviedo, comandante del Ejército en ese entonces, a quien invocaban. Asimismo, 
denunciaron que los políticos colorados de la zona utilizaban todo tipo de manejos para infi ltrarse 
en la ocupación y dividir a la organización campesina que lideraba la ocupación, haciendo 
uso del prebendarismo y caciquismo, aprovechando la paupérrima condición económica que 
arrastraban los ocupantes. En ese mismo mes, 10 ocupantes y miembros de la organización 
fueron detenidos ilegal y arbitrariamente cuando se encontraban en la cabina telefónica de 
la ANTELCO, denunciando en las radios de la capital la tala ilegal de la reserva. Los detenidos 
fueron Severiano Pesoa, Arnaldo Benítez, César Melgarejo, Saturnino Peralta, Prudencio Frutos, 
Agustín Ruiz, Hernán Cañete, Jorge Pesoa, Guillermo Páez y Joaquín Ávalos438.

436 Testimonios N° 0073 y 0074. Informativo Campesino N° 25/1990, 40/1992, 41/1992, 45/1992, 48/1992, 59/1993, 62/1993, 63/1993, 
73/1994, 75/1994, 79/1995, 82/1995 y 94/1995.

437 Idem.
438 Idem.

CAPÍTULO IIIPARTE II



249

En julio de 1995, el IBR anunció ofi cialmente que la ocupación sería reconocida y loteada, pero 
que no reconocería la ocupación de ninguna persona que no fi gure en un censo realizado en 
1990, y que cualquier persona que sea sorprendida en la ocupación sin fi gurar en el censo, sería 
desalojada. El IBR señaló que “ninguna persona sea sorprendida ni burlada en su buena fe con 
la falsa promesa de adjudicación de lote, por los conocidos vendedores de derecheras, políticos 
oportunistas, trafi cantes de rollos, y de infl uencias. La emergencia de los trafi cantes de lotes, lo 
único que hace es entorpecer la solución del problema social de la tierra y los mismos deben ser 
considerados como comerciantes zánganos y holgazanes de la real necesidad del campesinado 
agricultor”.

Los ocupantes volvieron a ser víctimas de otro desalojo violento en julio de 1996, a raíz de una 
denuncia presentada por el MAG. En esa ocasión, fueron detenidos y remitidos a la Penitenciaría 
regional de Coronel Oviedo unos 64 ocupantes, entre ellos 23 menores de edad. En la actualidad 
la ocupación del Centro Forestal Capi’ibary continúa, bajo un régimen de autorización del MAG 
de la ocupación sujeto a condiciones de manejo sustentable de la reserva de acuerdo a un 
modelo de asentamiento agropecuario y forestal439.

CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
Como consecuencia de la ocupación y denuncias realizadas en contra de los trafi cantes de 
madera del Centro Forestal Capi’ibary, los dirigentes de la ocupación vivían en constante 
confl icto y situación de amenaza, en especial entre los años 1994-1995. Incluso, en aquella 
época, el presidente de la subcomisión vecinal de la calle 1° de marzo, el señor Roberto Benítez 
había sido expulsado de la ocupación luego que su rancho fuera quemado. En muchos casos, el 
confl icto se daba con otros ocupantes del Partido Colorado, que ingresaban a la ocupación para 
echar el bosque, vender los rollos de madera, para luego desaparecer del lugar. En la época en 
la que ocurrió la ejecución arbitraria de Reinaldo Díaz Centurión, éste y su hermano mellizo se 
encontraban sosteniendo una acampada en la plaza frente al Poder Legislativo440.

El fi n de semana del 25 y 26 de marzo de 1995, Reinaldo y Raimundo Díaz Centurión vinieron 
de la capital a la ocupación a visitar a su familia. Tras haber pasado esos días con su familia, se 
dispusieron a retornar a la capital, aproximadamente a las 15:00 horas. Previamente, pasarían 
por el lugar denominado Poti’y, donde funcionaba un taller mecánico, en donde habían dejado 
sus respectivas motos para una reparación, y de paso comprarían bolsas para juntar algodón441.

A unos 400 metros de su casa, sobre la calle 1° de marzo del asentamiento, en las cercanías de un 
mandiocal, Reinaldo y Raimundo Díaz Centurión se cruzaron un grupo de personas que estaban 
esperándoles. Este grupo estaba formado por Sandro, Antonio y Jorge Rodríguez y Hugo Notario 
Benítez, todos ellos vecinos del lugar. Notario Benítez acababa de salir de una despensa, y había 
advertido a una vecina que transitaba por el mismo camino junto a sus tres hijos pequeños que se 
escondiera a un lado del camino. Al cruzarse con ellos los hermanos Díaz Centurión, Jorge Rodríguez 
le dijo a Raimundo Díaz que hacía rato querían encontrarse así con ellos. Cuando Raimundo les 
preguntó que para qué querían encontrase con ellos, Hugo Notario Benítez desenfundó la pistola 
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439 Idem.
440 Testimonios N° 0073 y 0074.
441 Testimonios N° 0073 y 0074. Acta de inspección y levantamiento de cadáver del Juez de Paz de Capi’ibary; croquis referenciado del 

lugar del hecho; escrito de promoción de la querella criminal; testifi cales de Rubelio Bogarín, Virgilio Bogarín, Mario Chaparro, Virgilio 
Bogarín, Braulio Almirón Agustín Pérez Saucedo, Lorenza Morales, Elva Eugenia Pereira (expediente “Hugo Notario s/ Homicidio y 
Herida en Capi’ibary”, Año 1995, N° 109, folio 50, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo criminal del 2° turno, a cargo de Silvio Flores 
Mendoza, fs. 2, 3, 6, 7, 32, 33, 18-20, 34, 35, 36 y 38).
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que llevaba consigo y vació el cargador en contra de ambos hermanos, impactando cinco tiros en 
Reinaldo y uno en Raimundo, quienes cayeron allí mismo442.

Una vez realizado el atentado, tanto el victimario como sus acompañantes y vecinos que 
pasaban por el lugar, salieron huyendo en distintas direcciones. Hugo Notario Benítez se encargó 
personalmente de dar aviso en la comisaría de lo sucedido, tras lo cual huyó del lugar, al parecer 
ayudado por un funcionario del Crédito Agrícola de Habilitación quien le trasladó en una 
camioneta de la institución443.

De acuerdo a la inspección ocular a que fuera sometido esa tarde por el Juez de Paz de Capi’ibary, 
Reinaldo Díaz Centurión presentaba: a) una herida de arma de fuego con orifi cio de entrada 
en la frente, sin orifi cio de salida; b) dos heridas de arma de fuego, con orifi cio de entrada en 
la clavícula, con orifi cio de salida cerca del cuello; c) dos heridas de arma de fuego con orifi cio 
de entrada en el pecho, uno a la derecha y otro a la izquierda, sin orifi cio de salida. Debajo del 
cuerpo de la víctima se encontró un proyectil, presumiblemente de pistola, calibre 7,65 mm. En 
su certifi cado de defunción se señaló como observación: “Se registró el deceso por homicidio 
como consecuencia de herida con arma de fuego incrustada (sic) en varias partes del cuerpo”444.

En tanto, a pesar del disparo que había recibido, Raimundo Díaz Centurión se salvó. Fue auxiliado 
por los vecinos quienes lo alzaron en un tractor y lo llevaron al centro de salud de Capi’ibary, 
de donde fue trasladado al Hospital de Emergencias Médicas en Asunción. A consecuencia de la 
herida de arma de fuego recibida, fue afectada su columna vertebral y quedó con graves secuelas 
y difi cultades motrices445.

Los vecinos y testigos del hecho fueron quienes dieron rápido aviso a los familiares de Reinaldo 
y Raimundo Díaz Centurión respecto de lo sucedido446.

INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
La investigación judicial de la ejecución arbitraria de Reinaldo Díaz Centurión comenzó la misma 
tarde del 26 de marzo de 1995, con la intervención de ofi cio del Juez de Paz de Capi’ibary Mario 
García Acuña y agentes de policía de la Comisaría N° 17 de Capi’ibary. En esa fecha, el Juzgado 
de Paz resolvió instruir sumario en averiguación del hecho, y dispuso la constitución en el lugar 
del hecho, el levantamiento de un croquis y la inspección del cadáver; asimismo el juez ordenó 
el levantamiento del cadáver y su entrega a sus familiares. El 4 de abril de 1995 el Juzgado 
de Paz resolvió ampliar el sumario en el sentido de incluir como procesado a Hugo Notario 
Benítez y decretar su captura y detención preventiva; no obstante la orden no fue notifi cada a 
la Policía Nacional. Durante la prevención sumaria, el Juzgado de Paz dispuso la recepción de 
declaraciones de los testigos Rubelio Bogarín y Virgilio Bogarín, y dispuso la agregación como 
prueba documental del certifi cado de defunción de la víctima447.

442 Idem.
443 Idem.
444 Acta de inspección y levantamiento de cadáver del Juez de Paz de Capi’ibary; Certifi cado de defunción (expediente “Hugo Notario s/ 

Homicidio y Herida en Capi’ibary”, Año 1995, N° 109, folio 50, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo criminal del 2° turno, a cargo 
de Silvio Flores Mendoza, fs. 2 y 8).

445 Testimonio N° 0073.
446 Testimonios N° 0073 y 0074.
447 Resolución del 26 de marzo de 1995; acta de inspección y levantamiento de cadáver del Juez de Paz de Capi’ibary; croquis referenciado 

del lugar del hecho; resolución de 4 de abril de 1995; declaraciones testifi cales de Rubelio Bogarín y Virgilio Bogarín; certifi cado de 
defunción de Reinaldo Díaz Centurión (expediente “Hugo Notario s/ Homicidio y Herida en Capi’ibary”, Año 1995, N° 109, folio 50, ante 
el Juzgado de Primera Instancia en lo criminal del 2° turno, a cargo de Silvio Flores Mendoza, fs. 1, 2, 3, 6, 7 y 8).
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El 24 de abril de 1995, el Juzgado de Paz resolvió remitir el expediente al Juzgado de Primera 
Instancia en lo Criminal de turno de Coronel Oviedo. La causa fue asignada al Juzgado del 2° 
turno, a cargo de Silvio Flores Mendoza448.

El 19 de mayo de 1995 la madre de la víctima promovió formal querella criminal por los cargos 
de homicidio y homicidio frustrado, en contra de Hugo Notario Benítez. El 22 de mayo de 1995 
el Juzgado resolvió reconocer la personería de la querella y declarar su admisión en la causa449.

Durante la instrucción del sumario, el Juzgado recibió las declaraciones testifi cales de 10 personas: 
Mario Chaparro, Virgilio Bogarín, Braulio Almirón, Agustín Pérez Saucedo, Lorenza Morales, 
Elva Eugenia Pereira, Sandro Espidión Rodríguez Mongez, Derliz Antonio Rodríguez y Crecencio 
Coronel. Asimismo, dispuso la agregación en calidad de prueba documental de los certifi cados 
de nacimiento de ambas víctimas. Otras pruebas no fueron producidas450.

Con respecto al procesado Hugo Notario Benítez, el Juzgado reiteró órdenes de captura en 
contra del mismo en fechas 10 de mayo de 1995, 6 de julio de 1995, 24 de agosto de 1995 y 
16 de febrero de 1996 las que no obstante jamás llegaron a efectivizarse451.

El 13 de agosto de 2001 el Juez de Liquidación y Sentencia Manuel Saifi ldín Stanley, en el marco 
del sistema de depuración de causas penales (art. 9 de la Ley N° 1444/99) resolvió declarar la 
rebeldía de Hugo Notario Benítez, quien continúa prófugo452.

El último acto procesal de investigación practicado por el juzgado es del 6 marzo de 1997. 
Desde esa fecha, no se han realizado más actos substantivos que tiendan a la investigación de la 
ejecución arbitraria de Reinaldo Díaz Centurión.

REPARACIONES
Reinaldo Díaz Centurión fue enterrado en San Joaquín, donde hasta ahora se encuentran sus 
restos. Todos los gastos funerarios y judiciales fueron cubiertos por sus familiares con apoyo de 
la organización.

Como consecuencia directa de la ejecución arbitraria de Reinaldo Díaz Centurión, su familia 
debió abandonar la ocupación debido a la inseguridad y por las difi cultades económicas que 
acarreó el tratamiento de Raimundo Díaz Centurión, con lo cual perdieron la tierra y la casa que 
tenían en ese lugar.
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448 Resolución del 24 de abril de 1995; providencia de 4 de mayo de 1995 (expediente “Hugo Notario s/ Homicidio y Herida en Capi’ibary”, 
Año 1995, N° 109, folio 50, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo criminal del 2° turno, a cargo de Silvio Flores Mendoza, fs. 9).

449 Escrito de promoción de la querella criminal; providencia de 22 de mayo de 1995 (expediente “Hugo Notario s/ Homicidio y Herida 
en Capi’ibary”, Año 1995, N° 109, folio 50, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo criminal del 2° turno, a cargo de Silvio Flores 
Mendoza, fs. 18-20 y 21).

450 Declaraciones testifi cales de Mario Chaparro, Virgilio Bogarín, Braulio Almirón, Agustín Pérez Saucedo, Lorenza Morales, Elva Eugenia 
Pereira, Sandro Espidión Rodríguez Mongez, Derliz Antonio Rodríguez y Crecencio Coronel; actas de nacimiento (expediente “Hugo 
Notario s/ Homicidio y Herida en Capi’ibary”, Año 1995, N° 109, folio 50, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo criminal del 2° turno, 
a cargo de Silvio Flores Mendoza, fs. 24, 25, 32, 33, 34, 35, 36, 38, 59, 60 y 61).

451 Providencias de 10 de mayo de 1995, 6 de julio de 1995, 24 de agosto de 1995 y 16 de febrero de 1996 (expediente “Hugo Notario s/ 
Homicidio y Herida en Capi’ibary”, Año 1995, N° 109, folio 50, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo criminal del 2° turno, a cargo 
de Silvio Flores Mendoza, fs. 11, 27, 40 y 46).

452 AI N° 278 de 13 agosto del 2001 (expediente “Hugo Notario s/ Homicidio y Herida en Capi’ibary”, Año 1995, N° 109, folio 50, ante el 
Juzgado de Primera Instancia en lo criminal del 2° turno, a cargo de Silvio Flores Mendoza, fs. 76).
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Los familiares de Reinaldo Díaz Centurión no recibieron indemnización alguna en los términos 
del derecho internacional de los derechos humanos como medida de reparación. Tampoco 
recibieron disculpas públicas del Estado ni un informe ofi cial respecto de las circunstancias de su 
ejecución arbitraria y de los resultados de las investigaciones realizadas.

Existe en la calle 4 de mayo del asentamiento agroforestal Capi’ibary un comité de productores 
que lleva el nombre de la víctima, en su homenaje y memoria453.

CONCLUSIONES
1. A partir de los elementos de prueba reunidos en este informe, existen elementos de 

convicción que llevan a la CODEHUPY a sostener que Reinaldo Díaz Centurión fue víctima de 
una ejecución arbitraria planifi cada y ejecutada en el contexto de un confl icto por el derecho 
a la tierra y como consecuencia de su militancia política en una organización campesina.

 Los testimonios recolectados por la CODEHUPY y algunos elementos de convicción recogidos 
por los organismos jurisdiccionales del Estado, llevan a concluir que el Ministerio Público 
cuenta con sufi cientes pruebas disponibles para investigar y acusar a Hugo Notario Benítez -y 
eventualmente obtener una condena- por la autoría material de la ejecución arbitraria de la 
víctima. No obstante, su responsabilidad penal individual no fue determinada por la justicia 
porque nunca fue aprehendido.

 Por otro lado, la investigación ofi cial carece de elementos de convicción para determinar a los 
autores morales, aquellas personas que encargaron y se benefi ciaron de la ejecución arbitraria 
de la víctima, y quienes facilitaron los medios para lograr la huida y posterior impunidad del 
autor material individualizado. La CODEHUPY lamenta que la investigación ofi cial no haya 
sido encaminada hacia el esclarecimiento de los autores morales. Los testimonios recogidos 
y los elementos de convicción reunidos en el sumario judicial apuntan de forma verosímil 
a establecer una conexión entre la ejecución arbitraria de la víctima y las denuncias sobre 
tráfi co ilegal de madera de la reserva del MAG que la organización había presentado en 
varias instancias en contra de políticos del partido de gobierno que a la vez desempeñaban 
la función pública en la zona. Aunque varios testigos que comparecieron ante la autoridad 
judicial afi rmaron que existían antecedentes de enemistad porque Hugo Notario Benítez 
había sido expulsado del asentamiento por apropiarse ilegítimamente de “derecheras” y 
por trafi car madera de la reserva, y que los hermanos Díaz Centurión habían promovido su 
expulsión, dichas circunstancias no fueron acabadamente investigadas.

2. La CODEHUPY sostiene que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la 
impunidad en que quedaron los autores morales y materiales de la ejecución de Reinaldo 
Díaz Centurión. En primer término, resulta evidente que el trámite del caso confi gura un 
retardo injustifi cado de los recursos judiciales internos454, ya que la extremada dilación del 
procedimiento judicial incoado para investigar los hechos, cuya duración ya alcanza los 11 
años a la fecha de este informe, no arrojó resultado alguno.

 Asimismo, destaca la ausencia de una debida diligencia para atrapar al autor material prófugo, 
debido a la inefectividad y falta de cumplimiento de las órdenes de captura dictadas. La 
primera orden de captura formalmente notifi cada a la Policía Nacional recién fue dictada y 

453 Testimonios N° 0073 y 0074.
454 Ver Capítulo III, sección 3.
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comunicada un mes y 20 días después de cometida la ejecución arbitraria. Este dato supone 
de por sí una falta de diligencia importante que facilitó la fuga del autor material. La misma 
ausencia de una debida diligencia se observa respecto de la investigación a los posibles 
cómplices, quienes se mantienen en la más completa impunidad, debido a la futilidad de la 
investigación judicial llevada adelante.

 Además de estos aspectos, la investigación judicial omitió producir pruebas directas 
fundamentales para el esclarecimiento del ilícito investigado según el derecho internacional 
aplicable, como la autopsia bajo supervisión de un médico forense acreditado (el cadáver 
de la víctima jamás fue revisado por profesional médico alguno) y la pericia balística de los 
proyectiles al efecto de determinar su origen. El examen a que fuera sometido el cuerpo de la 
víctima fue demasiado superfi cial, carente de rigor, técnicas y medios científi cos, y realizado 
por un funcionario público que no posee título universitario de médico.

 Tampoco se han realizado actos de investigación básicos en este tipo de casos, como el 
levantamiento de evidencias fundamentales como vainillas servidas, huellas y restos de la 
escena del crimen, que pudieran contribuir a acusar fundadamente a los perpetradores.

 Estas omisiones en el deber de investigar y sancionar determinan que el comportamiento 
de los organismos jurisdiccionales del Estado sea insufi ciente para proseguir adecuadamente 
una acusación criminal en contra de todos los autores materiales y morales y cómplices de la 
ejecución arbitraria de Reinaldo Díaz Centurión, no contribuye al esclarecimiento del hecho 
determinando la verdad completa de lo sucedido, y trae como consecuencia la impunidad 
de los victimarios.

3. La CODEHUPY tiene la convicción de que el Estado paraguayo es internacionalmente 
responsable por el incumplimiento de la obligación complementaria de reparar integralmente 
a los familiares de Reinaldo y Raimundo Díaz Centurión, la que debería incluir por lo menos 
medidas de satisfacción y una indemnización compensatoria adecuada que mitigue las 
consecuencias que se abatieron sobre la familia tras la ejecución.

4. Estas circunstancias de impunidady la falta de reparación integral llevan a la CODEHUPY 
a concluir que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la ejecución 
arbitraria de Reinaldo Díaz Centurión, de acuerdo a los presupuestos de imputabilidad en el 
derecho internacional de los derechos humanos. Dicha ejecución fue realizada en el contexto 
de la actuación de sicarios que se amparan en la ausencia de medidas ofi ciales adecuadas 
para impedir, prevenir y sancionar dichas ejecuciones. La falta de diligencia debida para 
esclarecer la responsabilidad individual en la jurisdicción nacional y proteger a las víctimas, 
como fue constatado en el presente caso, otorga un apreciable nivel aquiescencia a dichos 
grupos y es insufi ciente para impedir que los hechos vuelvan a repetirse.



254



255

DEPARTAMENTO DE SAN PEDRO / ANGEL CORONEL

ÁNGEL CORONEL
☼ 2 de agosto de 1947
† 18 de junio de 1995

Ángel Coronel (CI N° 1.909.079) nació el 2 de agosto de 1947, en la colonia 25 de diciembre 
(hoy día distrito), departamento de San Pedro, hijo de Adoración Coronel (ya fallecida). Tenía 
47 años cuando fue víctima de una ejecución arbitraria. Ángel Coronel trabajaba plenamente en 
la agricultura, en un lote de tierra propia de 10 hectáreas ubicado en la compañía San Ignacio 
de la colonia Navidad, distrito de 25 de diciembre, departamento de San Pedro. En ese mismo 
lugar, Ángel Coronel vivía con su esposa Concepción González, con quien se había casado el 27 
de febrero de 1969. El matrimonio tuvo 10 hijos, 6 varones y 4 mujeres. Ángel Coronel había 
estudiado hasta el 3° grado de la escuela primaria, y no había hecho otros estudios. No obstante,  
su formación política a través de la organización amplió sus conocimientos y capacidades de 
liderazgo. Hablaba solamente el guaraní como lengua materna455.

Si bien Ángel Coronel contaba con tierra propia, se unió a una organización campesina para 
luchar por un lote de tierra para sus hijos, en especial para sus hijos varones mayores, que eran 
varios y se dedicaban al trabajo agrícola al igual que su padre, y no contaban con tierra propia. 
Para ayudar a sus hijos a conseguir tierra, Ángel Coronel se integró a la comisión vecinal de sin 
tierras San Agustín de la compañía San Ignacio de la cual fue presidente. La comisión vecinal era 
apoyada por la Asociación Campesina de Desarrollo Integrado (ACADEI), que en la época estaba 
integrada a la Federación Nacional Campesina (FNC). Los campesinos sin tierra nucleados en la 
comisión habían ocupado en mayo de 1993 una tierra cercana a la compañía San Ignacio, que 
pertenecía a una persona particular, de nombre Justa Servián viuda de Speranza, argumentando 
que las tierras no estaban racionalmente explotadas. En el lugar tenían un asentamiento con 
precarios ranchos mientras iniciaban los trámites administrativos para lograr la adjudicación de 
las tierras456.

455 Testimonios N° 0040 y 0041. Cédula de identidad y certifi cado de defunción de Ángel Coronel. Certifi cado de Matrimonio de Ángel 
Coronel y Concepción González.

456 Testimonios N° 0040, 0041 y 0042. Informativo Campesino N° 56/1993 y 81/1995.
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CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
Como consecuencia de su militancia social y política como presidente en una comisión vecinal 
de sin tierras que llevaba adelante una lucha por la reivindicación de unas tierras ocupadas, 
Ángel Coronel había recibido amenazas de muerte que presuntamente provenían de quienes 
se presentaban como dueños de las tierras ocupadas con quienes mantenían un confl icto. En 
particular, las amenazas se habían vuelto más patentes, luego que a Ángel Coronel le hicieran un 
ofrecimiento de 17 millones de guaraníes para abandonar la presidencia de la comisión de sin 
tierras y dejar sin apoyo a los ocupantes, de manera a facilitar el desalojo. Ángel Coronel rechazó 
el ofrecimiento y convocó a una inmediata reunión de los campesinos sin tierra nucleados en 
la comisión en la que denunció el intento de soborno y les alentó a seguir en la ocupación, 
señalando a sus compañeros que el dinero del soborno no le daría de comer sino por unos 
pocos años, y que en cambio sus compañeros de la organización le darían de comer hasta el día 
de su muerte. A partir del fracaso del soborno, ya le alertaron de las amenazas de muerte que 
circulaban en la zona en su contra y que ya “estaba marcado”. No obstante, Ángel Coronel no 
sospechó que las amenazas fueran a concretarse, y no dejó la organización457. 

El domingo 18 de junio de 1995, Ángel Coronel había organizado una carrera de caballos 
a benefi cio de la comisión vecinal de sin tierras. En la tarde de ese mismo día, se organizó 
un partido de fútbol en la compañía, organizado por un grupo de jóvenes de la compañía, y 
que tenía un cerdo como premio para el equipo ganador. La carrera se suspendió por falta de 
asistentes, y todo el público y los organizadores de la “jineteada” se trasladaron a ver el partido. 
Cuando terminó el partido a las 16:30 horas, y todo el vecindario, entre público y jugadores, 
estaba en la casa donde el equipo ganador tenía que retirar el cerdo, Ángel Coronel empezó 
a discutir con un sobrino, vecino y organizador del partido de fútbol de nombre Víctor Ahrens 
Larroza. La discusión se centraba en cuestiones de la organización de los eventos de ese día458.

Víctor Ahrens y Ángel Coronel salieron del lugar y se dirigieron caminando hasta un almacén 
cercano, en donde debían comprar una soga para poder amarrar al cerdo. Ambos seguían 
discutiendo por el camino, y si bien la discusión por momentos era airada, en ningún caso llegó 
a ser violenta. A unos 10 metros por detrás, los iba siguiendo en una bicicleta Pedro Ahrens 
Larroza, hermano de Víctor, quien iba armado con una pistola calibre 38 mm. Al llegar frente 
al almacén, Pedro Ahrens terció en la discusión, ofendiendo verbalmente de un modo directo a 
Ángel Coronel459. 

Ángel Coronel le contestó y se dirigió hacia él como para tomarlo del brazo, pero Víctor Ahrens 
lo sujetó de la campera, mientras Pedro Ahrens bajó de su bicicleta, desenfundó la pistola que 
llevaba consigo, y disparo de seguido cuatro tiros, el primero de los cuales impactó en la víctima, 
el segundo fue al aire, como para intimidar a quienes se acercaban a intervenir, y los dos últimos 
fueron para rematar a la víctima que ya estaba en el suelo, tras lo cual falleció inmediatamente. 
Un hijo de la víctima, de 14 años de edad, vino corriendo con un machete en mano como para 
vengar a su padre, pero Pedro Ahrens le apunto y lo detuvo diciéndole que se quede quieto o lo 
mataría a él también. Tanto Pedro como Víctor Ahrens Larroza salieron huyendo presurosamente 
del lugar y abandonaron la compañía San Ignacio esa misma tarde460.

457 Testimonios N° 0040, 0041 y 0042.
458 Testimonios N° 0040, 0041 y 0042. Informativo Campesino N° 81/1995. Parte policial de 26 de junio de 1995 del comisario DEJAP 

Narciso Duarte Oviedo de la Comisaría N° de San Estanislao; testifi cales de Isabelino Fariña Melgarejo y Marcos Acosta; croquis 
referenciado del lugar del hecho (expediente “Víctor Arhen y Pedro Arhen Larroza s/ Homicidio en San Estanislao”, Año 1995, N° 145, 
folio 51, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo criminal del 2° turno, a cargo de Silvio Flores Mendoza, fs.3-4, 34-35, 86 y 130).

459 Idem.
460 Idem.
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De acuerdo al examen a que fuera sometido esa tarde por el encargado del puesto de salud de 
colonia Navidad, Ángel Coronel presentaba tres heridas de arma de fuego: una con orifi cio de 
entrada en el ojo izquierdo, a la altura de la ceja; otra con orifi cio de entrada en el cuello, lado 
izquierdo, con orifi cio de salida en la cabeza; y otra más con orifi cio de entrada en la cara, lado 
derecho, con orifi cio de salida en la cabeza461.

Los vecinos y testigos del hecho fueron quienes dieron rápido aviso a los familiares de Ángel 
Coronel respecto de lo sucedido462.

INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
La investigación judicial de la ejecución arbitraria de Ángel Coronel comenzó la misma tarde del 
18 de junio de 1995, con la intervención del Juez de Paz de la colonia Navidad Óscar Aveiro, el 
encargado del puesto de salud local y agentes de policía. En esa misma oportunidad se realizó 
la inspección del cadáver y se extendió un diagnóstico, y el juez ordenó el levantamiento del 
cadáver y su entrega a sus familiares. El 27 de junio de 1995 el comisario DEJAP Narciso Duarte 
Oviedo comunicó del hecho al presidente del Tribunal de Apelación de la circunscripción de 
Caaguazú y San Pedro, e informó de la detención de Pedro y Víctor Ahrens Larroza cuando se 
disponían a abandonar el Paraguay y huir a la Argentina, y su posterior reclusión en la comisaría 
N° 8 de San Estanislao a disposición del Poder Judicial. El 29 de junio de 1995, el comisario 
DEJAP Duarte Oviedo remitió al presidente del Tribunal de Apelación de la circunscripción de 
Caaguazú y San Pedro, en calidad de evidencia, una pistola marca Taurus N° de serie 463047, 
utilizada para la ejecución de Ángel Coronel, recuperado por la Policía463.

El 29 de junio de 1995, el presidente del Tribunal de Apelación de la circunscripción de Caaguazú y 
San Pedro, juez Tomás Damián Cárdenas, resolvió remitir la causa al Juzgado de Primera Instancia 
en lo Criminal del 2° turno a cargo de Silvio Flores Mendoza. El 28 de junio, los hermanos 
Ahrens Larroza nombraron defensores particulares a los abogados Jorge Soto Estigarribia y Lilian 
Ruiz y se presentaron en juicio464.

El 10 de julio de 1995, el juez Flores Mendoza resolvió instruir sumario en averiguación del 
homicidio de Ángel Coronel y decretó el procesamiento de Víctor y Pedro Arhen Larroza. 
Igualmente, decretó la detención provisoria de ambos procesados y su reclusión en la Penitenciaría 
Regional de Coronel Oviedo en libre comunicación y a disposición del Juzgado. Igualmente el 
juez ordenó la comparecencia de los detenidos y algunas diligencias sumariales465.
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461 Diagnóstico del encargado del puesto de salud de colonia Navidad (expediente “Víctor Arhen y Pedro Arhen Larroza s/ Homicidio en 
San Estanislao”, Año 1995, N° 145, folio 51, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo criminal del 2° turno, a cargo de Silvio Flores 
Mendoza, fs. 2).

462 Testimonios N° 0040 y 0041.
463 Parte policial de 26 de junio de 1995 del comisario DEJAP Narciso Duarte Oviedo de la Comisaría N° de San Estanislao; diagnóstico 

del encargado del puesto de salud de colonia Navidad; Nota de 28 de junio de 1995 del comisario DEJAP Narciso Duarte Oviedo de la 
Comisaría N° de San Estanislao (expediente “Víctor Arhen y Pedro Arhen Larroza s/ Homicidio en San Estanislao”, Año 1995, N° 145, 
folio 51, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo criminal del 2° turno, a cargo de Silvio Flores Mendoza, fs.2-4 y 8).

464 Providencias de 29 de junio de 1995 (expediente “Víctor Arhen y Pedro Arhen Larroza s/ Homicidio en San Estanislao”, Año 1995, N° 
145, folio 51, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo criminal del 2° turno, a cargo de Silvio Flores Mendoza, fs. 6 y 8). El abogado 
Jorge Soto Estigarribia era en ese entonces el hermano del gobernador del departamento del Caaguazú, Mario Soto Estigarribia, del 
Partido Colorado. Jorge Soto Estigarribia era un infl uyente abogado de Coronel Oviedo, y es a la fecha de este informe miembro del 
Tribunal de Apelación en lo Penal de la circunscripción de Caaguazú y San Pedro.

465 AI N° 565 de 10 de julio de 1995 (expediente “Víctor Arhen y Pedro Arhen Larroza s/ Homicidio en San Estanislao”, Año 1995, N° 145, 
folio 51, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo criminal del 2° turno, a cargo de Silvio Flores Mendoza, fs.11).
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Víctor y Pedro Ahrens Larroza comparecieron a prestar declaración indagatoria ante el juez el 
25 de julio de 1995. Pedro Ahrens se abstuvo de declarar, en tanto que Víctor Arhen alegó 
legítima defensa, debido a que supuestamente su hermano fue atacado con un machetillo por la 
víctima. El 27 de julio el Juzgado resolvió convertir la detención de ambos procesados en prisión 
preventiva a ser cumplida en la Penitenciaría Regional de Coronel Oviedo en libre comunicación 
y a disposición del juzgado. Asimismo, el Juzgado resolvió decretar embargo preventivo sobre 
los bienes de los procesados, hasta cubrir la suma de 6 millones de guaraníes, para garantizar la 
efectividad de la responsabilidad civil emergente del delito466.

El 17 de julio de 1995 la viuda de la víctima promovió formal querella criminal por los cargos 
de homicidio califi cado con premeditación, alevosía y ensañamiento, en contra de Pedro y Víctor 
Ahrens Larroza, y de quienes resultaran responsables en grado de autoría moral, ya que de 
acuerdo a los términos de la querella particular, la víctima había sido asesinada por encargo 
por algún latifundista que vio amenazados sus intereses como consecuencia de las acciones 
que llevaba a cabo la comisión que Ángel Coronel lideraba. El 27 de julio de 1995 el Juzgado 
resolvió reconocer la personería de la querella y declarar su admisión en la causa. Sin embargo, 
el 11 de junio de 1996 el Juzgado resolvió hacer lugar a una excepción de falta de personería 
de la querella promovida por la defensa y con dictamen favorable del Ministerio Público, y en 
consecuencia cancelar la personería del abogado representante convencional, en virtud de un 
defecto formal del poder otorgado por la viuda de la víctima. Dicha decisión fue apelada por 
la querella, pero el Tribunal de Apelación conformado por los jueces Manuel Ramírez Candia, 
Delio Vera Navarro y Félix Ramírez Torres, resolvió rechazar la apelación. El 12 de septiembre de 
1996 la viuda volvió a plantear querella criminal, pero el Juzgado resolvió el 17 de septiembre 
no hacer lugar al reconocimiento de la personería ni a la admisión de la querella, en virtud de 
persistir los mismo defectos de forma en el poder especial otorgado al abogado. El 4 de febrero 
de 1997 se volvió a plantear querella criminal, pero el Juzgado volvió a rechazar la admisión y el 
reconocimiento de personería en virtud de los defectos de forma contenidos en el poder especial 
para querellar otorgado al representante letrado. El 17 de abril de 1997 la viuda presentó por 
cuarta vez la querella criminal en contra de los hermanos Ahrens Larroza, pero esta vez sí ya el 
Juzgado reconoció su personería y declaró su admisión en juicio467.

Durante la instrucción del sumario, el Juzgado recibió las declaraciones testifi cales de 11 personas: 
Catalino Villalba, Francisco Ramón Chávez (testigos citados de ofi cio y a pedido de la defensa), 
y de Isabelino Fariña Melgarejo, Marcos Acosta, Antonio Arias, Sindulfo Garcete, Clemencio 
Duarte Acosta, César López Gaona, Sergio Duarte Acosta, Zósimo Cardozo, Secundino Alfonso 
(todos testigos citados por la defensa). Asimismo, Pedro Ahrens Larroza prestó declaración 
indagatoria ampliatoria el 2 de agosto y el 19 de septiembre de 1995, en la que reforzó su 
versión de legítima defensa y propuso testigos de descargo. Como pruebas documentales, el 
Juzgado dispuso la agregación de un diagnóstico médico de los procesados, elaborado por el 
doctor Eligio Penayo, director del Centro de Salud de San Estanislao, y solicitado por la defensa, 

466 Actas de declaración indagatoria; AI N° 610 de 27 de julio de 1995 (expediente “Víctor Arhen y Pedro Arhen Larroza s/ Homicidio en 
San Estanislao”, Año 1995, N° 145, folio 51, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo criminal del 2° turno, a cargo de Silvio Flores 
Mendoza, fs.23-25 y 28).

467 Escritos de querella criminal; providencias de 27 de julio de 1995, 17 de septiembre de 1996, 31 de marzo de 1997 y 21 de abril de 1997 
(expediente “Víctor Arhen y Pedro Arhen Larroza s/ Homicidio en San Estanislao”, Año 1995, N° 145, folio 51, ante el Juzgado de Primera 
Instancia en lo criminal del 2° turno, a cargo de Silvio Flores Mendoza, fs. 17-21, 27, 146, 165, 177 y 178). AI N° 458 de 11 de junio de 
1996; AI N° 210 de 29 de agosto de 1996 (Excepción de falta de personería en el expediente caratulado “Víctor Arhen y Pedro Arhen 
Larroza s/ Homicidio en San Estanislao”, fs 5 y 17).
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como asimismo un croquis referenciado del lugar del hecho, elaborado por comisión conferida 
al Juzgado de Paz de Colonia Navidad468.

El 15 de noviembre de 1995, la querella promovida por la viuda de la víctima solicitó la 
recepción de las declaraciones de 10 testigos y la agregación de una prueba documental. El 
24 de noviembre de 1995 el Juzgado rechazó la solicitud de diligenciamiento de pruebas “por 
improcedente”, sin dar mayores fundamentos. El 29 de noviembre de 1995, la querella promovió 
recurso de reposición y apelación en subsidio contra dicha decisión judicial. El 5 de diciembre de 
1995 el Juzgado rechazó el recurso de reposición, argumentando que no se explicaba la relación 
que pudieran tener los testigos propuestos con el hecho investigado, y que estos aparecían en 
forma aislada, no obstante se dio trámite a la apelación. El 21 de mayo de 1996 el Tribunal de 
Apelación conformado por los jueces Manuel Ramírez Candia, Delio Vera Navarro y Félix Ramírez 
Torres dio curso favorable a la apelación y ordenó la realización de las pruebas solicitadas por la 
querella. Sin embargo, el 6 de junio de 1996 la defensa promovió acción de inconstitucionalidad 
contra la resolución del Tribunal de Apelaciones. Sin embargo, la acción fue rechazada in limine 
litis por infundada, por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. No obstante, las 
diligencias solicitadas por la querella nunca fueron diligenciadas por el Juzgado469.

Con relación a los procesados, Víctor Ahrens Larroza obtuvo libertad ambulatoria por revocatoria 
de la prisión preventiva el 25 de agosto de 1995. El 4 de marzo de 1995 el Juzgado rechazó 
un incidente de sobreseimiento libre promovido por la defensa de Pedro Ahrens Larroza, con 
dictamen favorable del fi scal de la causa Elio Rubén Ovelar, pero dictamen rectifi catorio en 
contra del Fiscal General del Estado, Aníbal Cabrera Verón470.

El 21 de abril de 1997 el Juzgado, a solicitud de la defensa y con oposición de la agente fi scal 
Esmilda Álvarez de Santacruz, ordenó la libertad ambulatoria de Pedro Ahrens Larroza por vía de 
la revocatoria de la prisión preventiva, sin perjuicio de la prosecución del sumario en su contra, 
tras haber permanecido un año y 9 meses en prisión preventiva471.

El 2 de febrero de 2004, el Juzgado Penal de Liquidación y Sentencia a cargo de Ángel Fiandro 
resolvió, a solicitud del procesado Pedro Ahrens Larroza y sin dictamen fi scal, decretar el 
sobreseimiento provisional del procesado, en el contexto del proceso de depuración de causas 
penales tramitadas bajo el Código Procesal Penal de 1890, en base al art. 8 de la Ley N° 
1444/99. Dicha decisión no fue apelada por el Ministerio Público.
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468 Actas de declaraciones testifi cales; actas de declaración indagatoria; certifi cado médico; corquis referenciado del lugar del hecho 
(expediente “Víctor Arhen y Pedro Arhen Larroza s/ Homicidio en San Estanislao”, Año 1995, N° 145, folio 51, ante el Juzgado de Primera 
Instancia en lo criminal del 2° turno, a cargo de Silvio Flores Mendoza, fs. 32-33, 34-35, 48, 50, 55-56, 59-60, 62-63, 65-66, 67-68, 86, 
130, 131, 132, 133 y 134).

469 Escrito de la querella; providencia de 24 de noviembre de 1995; escrito de reposición de la querella; AI N° 946 de 5 de diciembre de 1995; 
AI N° 125 de 21 de mayo de 1996 (expediente “Víctor Arhen y Pedro Arhen Larroza s/ Homicidio en San Estanislao”, Año 1995, N° 145, 
folio 51, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo criminal del 2° turno, a cargo de Silvio Flores Mendoza, fs. 70, 71-74, 75, 121). AI N° 
695 de 2 de julio de 1996 (expediente “Acción de inconstitucionalidad en los autos caratulados “Víctor Arhen y Pedro Arhen Larroza s/ 
Homicidio en San Estanislao”, Año 1996, N° 344, folio 27, ante la Corte Suprema de Justicia, fs. 10).

470 AI N° 674 de 25 de agosto de 1995; Dictamen N° 2 de 12 de febrero de 1996; Dictamen N° 188 de 27 de febrero de 1996; AI N° 155 de 
4 de marzo de 1996 (expediente “Víctor Arhen y Pedro Arhen Larroza s/ Homicidio en San Estanislao”, Año 1995, N° 145, folio 51, ante 
el Juzgado de Primera Instancia en lo criminal del 2° turno, a cargo de Silvio Flores Mendoza, fs. 46, 100-102, 103 y 104).

471 Dictamen N° 242 de 15 de abril de 1997; AI N° 260 de 21 de abril de 1997 (expediente “Víctor Arhen y Pedro Arhen Larroza s/ Homicidio 
en San Estanislao”, Año 1995, N° 145, folio 51, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo criminal del 2° turno, a cargo de Silvio Flores 
Mendoza, fs.167 y 179-180).
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La resolución que dispuso el sobreseimiento provisional del presunto autor material de la 
ejecución arbitraria de Ángel Coronel nunca fue notifi cada a los familiares de la víctima472.

REPARACIONES
Ángel Coronel fue enterrado en el cementerio de la compañía San Ignacio, distrito de 25 de 
diciembre, departamento de San Pedro, donde hasta ahora se encuentran sus restos. Todos los 
gastos funerarios y judiciales fueron cubiertos por sus familiares con apoyo de la organización.

Como consecuencia directa de la ejecución arbitraria de Ángel Coronel, su familia y sus numerosos 
hijos padecieron grandes penalidades económicas. Dos hijos mayores de la víctima, que se 
encontraban trabajando en la capital perdieron sus puestos de trabajo después de haber pedido 
permiso por 10 días para el entierro y el duelo. Ninguno de los hijos de Ángel Coronel obtuvo 
un lote de tierra en el asentamiento nuevo que se conquistó mediante las acciones y la ocupación 
que organizara y dirigiera la víctima al frente de la comisión vecinal de sin tierras de San Agustín. 
Asimismo, la viuda de la víctima debió vender 5 de las 10 hectáreas de tierra que tenían, para 
poder mantener a sus hijos.

Los familiares de Ángel Coronel no recibieron indemnización alguna en los términos del derecho 
internacional de los derechos humanos como medida de reparación. Tampoco recibieron 
disculpas públicas del Estado ni un informe ofi cial respecto de las circunstancias de su ejecución 
arbitraria y de los resultados de las investigaciones realizadas473.

CONCLUSIONES
1. A la luz de los elementos de prueba reunidos en este informe, existen elementos de convicción 

que llevan a la CODEHUPY a sostener que Ángel Coronel fue víctima de una ejecución 
arbitraria planifi cada y ejecutada en el contexto de un confl icto por el derecho a la tierra y 
como consecuencia de su militancia política en una organización campesina.

 Los testimonios recolectados por la CODEHUPY y algunos elementos de convicción recogidos 
por los organismos jurisdiccionales del Estado, llevan a concluir que el Ministerio Público 
cuenta con sufi cientes pruebas disponibles para investigar y acusar a Pedro Ahrens Larroza -y 
eventualmente obtener una condena- por la autoría material de la ejecución arbitraria de la 
víctima. No obstante, su responsabilidad penal individual no fue determinada por la justicia.

 La investigación ofi cial carece de elementos de convicción para determinar a los autores 
morales, aquellas personas que encargaron y se benefi ciaron de la ejecución arbitraria de 
la víctima, quienes podrían ser los terratenientes con quienes la organización campesina 
en la que militaba Ángel Coronel mantenía un litigio de tierras. Los intentos de soborno 
y las posteriores amenazas de muerte que recibiera la víctima abonan esta hipótesis. La 
CODEHUPY no comparte la inverosímil opinión sustentada por la defensa que el victimario 
obró en legítima defensa. Asimismo, la CODEHUPY considera injuriosa a la dignidad de la 
víctima y a la verdad de lo sucedido la versión policial sustentada en virtud de la cual la 
ejecución arbitraria de Ángel Coronel se trató de una riña de juego. La responsabilidad penal 
individual de quienes intervinieron en grado de autoría moral en la ejecución del dirigente 
campesino no fue determinada por los organismos jurisdiccionales del Estado.

472 AI N° 1 de 2 de febrero de 2004 (expediente “Víctor Arhen y Pedro Arhen Larroza s/ Homicidio en San Estanislao”, Año 1995, N° 145, 
folio 51, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo criminal del 2° turno, a cargo de Silvio Flores Mendoza, fs.182).

473 Testimonios N° 0040 y 0041.
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2. La CODEHUPY sostiene que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la 
impunidad en que quedaron los autores morales y materiales de la ejecución de Ángel Coronel. 
La investigación del Ministerio Público omitió producir pruebas directas fundamentales para 
el esclarecimiento del ilícito investigado según el derecho internacional aplicable, como la 
autopsia bajo supervisión de un médico forense acreditado (el cadáver de la víctima jamás 
fue revisado por profesional médico alguno) y la pericia balística de los proyectiles y el arma 
incautada a los efectos de determinar su correspondencia. El examen a que fuera sometidos el 
cuerpo de la víctima fue demasiado superfi cial, carente de rigor, técnicas y medios científi cos, 
y realizado por un funcionario público que no posee título universitario de médica.

 Tampoco se han realizado actos de investigación básicos en este tipo de casos, como el 
levantamiento de evidencias fundamentales como vainillas servidas, huellas y restos en el 
lugar del hecho, que pudieran contribuir a identifi car posteriormente a los perpetradores.

 La misma ausencia de una debida diligencia se observa respecto de la investigación a los 
posibles autores morales, que se mantienen en la más completa impunidad, debido a la 
futilidad de la investigación fi scal llevada adelante. En este sentido, resulta notoria las 
reiteradas obstrucciones del juzgado al ejercicio de la querella por parte de la viuda de la 
víctima, y la injustifi cada negativa a diligenciar y admitir las pruebas solicitadas por esta parte, 
entre ellas 10 testigos cuyas declaraciones el Juzgado jamás las diligenció. Estas circunstancias 
llevan a la CODEHUPY a presumir que el Juzgado a cargo del caso fue manipulado por las 
notables infl uencias políticas de la defensa técnica del procesado.

 Respecto a la obligación de investigar, además, cabe señalar que la extremada e injustifi cada 
dilación de la iniciada sobre los hechos. La causa quedó llamativamente paralizada desde el 
10 de mayo de 1996, fecha en que se practicó la última diligencia probatoria efectivamente 
recibida por el Juzgado. Desde ese momento hasta el fi niquito de la causa por el sistema 
de depuración transcurrieron 8 años y 9 meses sin que el Ministerio Público ni el Juzgado 
prosiguieran las investigaciones. Es más, desde que el procesado obtuvo su libertad ambulatoria 
por revocatoria de la prisión preventiva, no se realizó otra diligencia judicial, ni siquiera de las 
de mero trámite.

 Tampoco hubo juicio propiamente dicho, y la causa fue sobreseída por una cuestión meramente 
formal, apelando al desinterés e inactividad del Ministerio Público, que no intervino ni una 
vez para impulsar la causa ni para solicitar diligencias probatorias, y al sistema de depuración 
de causas penales tramitadas bajo el Código de Procedimientos Penales de 1890. A esta 
irregularidad, se suma el hecho que las resoluciones judiciales que dieron fi n al procedimiento 
nunca fueron notifi cadas a los familiares de la víctima, lo que genera como consecuencia 
la indefensión y falta de protección judicial de los mismos, ya que quedan sin recibir la 
información que le es debida sobre los resultados de las investigaciones ofi ciales llevadas 
adelante y no pueden interponer los recursos judiciales a que tienen derecho.

3. La CODEHUPY tiene la convicción de que el Estado paraguayo es internacionalmente 
responsable por el incumplimiento de la obligación complementaria de reparar integralmente 
a los familiares de Ángel Coronel, la que debería incluir por lo menos medidas de satisfacción 
y una indemnización compensatoria adecuada que mitigue las consecuencias que se abatieron 
sobre la familia tras la ejecución.

4. Estas circunstancias de impunidady la falta de reparación integral llevan a la CODEHUPY 
a concluir que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la ejecución 
arbitraria de Ángel Coronel, de acuerdo a los presupuestos de imputabilidad en el derecho 
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internacional de los derechos humanos. Dicha ejecución fue realizada en el contexto de la 
actuación de sicarios armados y sostenidos por latifundistas que se amparan en la ausencia de 
medidas ofi ciales adecuadas para impedir, prevenir y sancionar dichas ejecuciones. La falta 
de diligencia debida para esclarecer la responsabilidad individual en la jurisdicción nacional 
y proteger a las víctimas, como fue constatado parcialmente en el presente caso, otorga un 
apreciable nivel aquiescencia a dichos grupos y es insufi ciente para impedir que los hechos 
vuelvan a repetirse.
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PEDRO GIMÉNEZ DUARTE
☼ 13 de mayo de 1975

† 7 de septiembre de 1995

Pedro Giménez Duarte nació el 13 de mayo de 1975 en San Joaquín, departamento de Caaguazú, 
hijo de Severo Giménez Gavilán (nacido el 8 de agosto de 1942) y Andresa Duarte de Giménez 
(nacida el 10 de noviembre de 1947). Tenía 20 años cuando fue víctima de una ejecución arbitraria. 
Carecía aún de tierra propia, y vivía con sus padres en el asentamiento Táva Guarani, en el distrito 
de Santa Rosa del Aguaray, departamento de San Pedro, donde se habían asentado sus padres 
un mes y 15 días antes de su ejecución. Antes de conseguir un lote de tierra como benefi ciario 
de la reforma agraria en el asentamiento Táva Guarani, el señor Severo Giménez Gavilán era 
campesino sin tierra, y trabajaba como peón temporero en establecimientos ajenos. Pedro era 
uno de los 18 hijos que el matrimonio Giménez Duarte tuvo en su vida en común, de los cuáles 
ya fallecieron 6 (3 mujeres y 3 hombres, entre ellos Pedro, no obstante el resto de muerte natural) 
y aún viven 12: Petrona, Eduardo, Felipe, Eliseo, Cristino, Felicita, Dominga, Verónica, Mariela, 
Bernarda, Sebastián y Modesto Giménez Duarte. Al igual que su padre, Pedro Giménez trabajaba 
plena y únicamente en la agricultura. Había estudiado hasta el 2° grado de la escuela primaria y 
no había tenido otros estudios. En febrero de 1993 se licenció por cumplido del Servicio Militar 
Obligatorio, que lo realizó en el Comando de Ingeniería. Hablaba solamente el guaraní474.

En busca de tierra propia, Pedro Giménez Duarte se unió a la comisión vecinal de sin tierras de 
San Miguel, que a mediados de 1995 inició el procedimiento administrativo ante el Instituto de 
Bienestar Rural (IBR). La comisión agrupaba a unos 900 campesinos interesados en conseguir 
un lote de tierra agrícola, y reclamaban se afecte a la reforma agraria una fracción de las 7.974 
hectáreas que poseía el empresario Lázaro Morga en la zona de Santa Bárbara, distrito de 
Santa Rosa del Aguaray, departamento de San Pedro, que de acuerdo a los campesinos era un 
latifundio no explotado, de modo que el IBR negocie la venta directa con el propietario o bien 
solicite su expropiación por causa de interés social al Poder Legislativo. Si bien el grueso de los 
campesinos sin tierra nucleados en la comisión vecinal San Miguel eran de la colonia Santa 
Bárbara, la comisión contaba con el apoyo de una coordinadora de bases que aglutinaba a 35 
organizaciones campesinas de asentamientos de San Pedro, muchos de ellos también conseguidos 
mediante la lucha de las organizaciones y la ocupación de latifundios en la zona, como era el 

474 Testimonios N° 0043 y 0044.
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caso de Táva Guarani. De este asentamiento, unos 60 campesinos, entre ellos Pedro Giménez 
Duarte, se habían unido a la lucha de la comisión. Debido a su juventud y aún poca experiencia, 
Pedro Giménez no llegó a ejercer ningún cargo de dirigencia, pero sí fue un activo militante de 
base de la comisión475.

Además de la necesidad de tierra, existía un imperativo que impulsaba a pedir la expropiación 
de la propiedad de Lázaro Morga, que se derivaba del aislamiento a que estaban sometidos 
los asentamientos de Táva Guarani y Santa Bárbara, que se encontraban encajonados entre 
latifundios y establecimientos ganaderos y lejos del acceso a los caminos públicos. Hasta 
principios de 1996 para llegar de Táva Guarani hasta Santa Rosa del Aguaray, sobre la ruta 3, 
se debía transitar mediante un largo rodeo de 122 kilómetros, de los que 100 se hacía por una 
serie de caminos de tierra, que pasaban a través de propiedades privadas, y varios portones 
candadeados. El camino no era público, normalmente estaba cerrado en varios puntos, y los 
asentados debían solicitar permiso a los administradores y capataces de las propiedades cada 
vez que pasaban para poder circular, lo que generaba incesantes y graves difi cultades para casos 
urgentes de atención a la salud o para comercializar la producción. Para superar este obstáculo, 
se había conformado la Coordinadora de Campesinos del segundo Departamento Taperã476Taperã476Taperã , 
que nucleaba a 55 asentamientos de San Pedro que apoyaban la expropiación de las tierras de 
Morga, para contar con un camino público de todo tiempo que permitiera una salida en línea 
recta de los asentamientos hasta la ruta 3 en Santa Rosa del Aguaray477.

Con el fi n de presionar la agilización del lento y burocrático trámite administrativo ante el IBR 
que llevaba más de 6 meses (por ejemplo, el expediente demoró más de un mes en pasar de 
la regional de San Pedro a la ofi cina central del IBR en Asunción), la comisión decidió ocupar el 
inmueble. El jueves 31 de agosto de 1995, unos 600 campesinos, entre sin tierras y colonieros 
de otros asentamientos que se plegaron en solidaridad, ingresaron a la propiedad de Lázaro 
Morga y establecieron allí un campamento. Uno de los campesinos que ingresó desde el primer 
momento en la toma de tierra fue Pedro Giménez478. 

La ocupación fue pacífi ca, porque los guardias civiles fuertemente armados que custodiaban la 
propiedad se replegaron hacia el interior del establecimiento para luego desaparecer del lugar. 
No obstante, una dotación policial de 40 efectivos se acuarteló en la comisaría de Santa Rosa 
de Aguaray, en calidad de refuerzo para el desalojo. El sábado 2 de septiembre, el presidente 
del IBR el Ing. Mario Halley Merlo mantuvo una reunión con los dirigentes de la ocupación en 
el lugar mismo del campamento, y se comprometió a acelerar la negociación para solucionar 
el confl icto, propuesta que fue bienvenida por los dirigentes. El lunes 4 de septiembre, las 
negociaciones entre los campesinos y el IBR se reanudaron, en medio de un clima de crecientes 
tensiones a raíz del impacto mediático que la ocupación adquirió y las acusaciones que lanzó el 
presidente de la República en ese entonces, Juan Carlos Wasmosy, quien califi có a los dirigentes 
de sediciosos. El empresario Lázaro Morga, por su parte, inició acciones legales e intimó al IBR a 
abstenerse de iniciar cualquier acción administrativa sobre su propiedad479.

Las negociaciones no prosperaron, y los campesinos resolvieron en una asamblea no abandonar 
el inmueble mientras esperaban nuevas propuestas de las autoridades. El empresario Lázaro 
Morga señaló que no negociaría la venta del inmueble al IBR mientras no se proceda al desalojo 

475 Testimonios N° 0043 y 0044. Informativo Campesino N° 83/1995 y 84/1995.
476 Taperã: Pro camino, en guaraní.
477 Testimonio N° 0044. Informativo Campesino N° 84/1995.
478 Testimonios N° 0043 y 0044. Informativo Campesino N° 84/1995.
479 Idem.
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de su propiedad. Los campesinos decidieron realizar un cierre de la ruta 3 a la altura de Santa 
Rosa del Aguaray, con el objetivo de reforzar la medida de presión ejercida y darle mayor 
publicidad a sus reclamos. Entre tanto, a Santa Rosa del Aguaray ya había arribado una fuerza 
policial de 300 efectivos. Los campesinos llegaron en manifestación el 7 de septiembre de 1995 
al cruce de Santa Rosa del Aguaray, y allí fueron fuertemente reprimidos por la Policía Nacional, 
con un saldo de un manifestante muerto y varios heridos480.

Finalmente, a pesar de la insistente negativa del empresario Lázaro Morga en ofertar su 
propiedad en venta al IBR, el 12 de septiembre de 1995 la crisis acabó, a raíz que el IBR logró 
acordar una negociación con el propietario, quien accedió a vender el inmueble a un precio 
de 408.000 guaraníes por hectárea, lo que totaliza 3.827 millones de guaraníes por las 7.974 
hectáreas adquiridas. Los campesinos se comprometieron a abandonar el inmueble y establecer 
un campamento en las adyacencias, para facilitar las tareas de planifi cación, mensura, deslinde y 
loteamiento de la propiedad y que los trámites administrativos pudieran seguir su curso normal. 
Asimismo, los campesinos se comprometieron a apoyar los trabajos a ser ejecutados por el IBR.

CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
Pedro Giménez Duarte participó activamente de la ocupación de las tierras de Lázaro Morga, y 
participó en la manifestación de campesinos que intentó bloquear la ruta 3, a la altura de Santa 
Rosa del Aguaray, el jueves 7 de septiembre de 1995.

Ese día, un grupo de manifestantes campesinos que se encontraba ocupando las tierras de Morga 
llegó a tempranas horas de la mañana hasta Santa Rosa del Aguaray, con el objetivo de realizar 
un cierre de la ruta 3, a la altura del kilómetro 324 en el cruce entre la ruta 3 y la ruta 11 (que 
une Santa Rosa del Aguaray con San Pedro del Ykuamandyju). Alrededor de las 05:15 horas de 
la mañana, el grupo de manifestantes campesinos llegó al cruce y lo bloqueó pacífi camente. La 
manifestación estaba compuesta de unas 250 personas aproximadamente, pero aguardaban la 
presencia de más manifestantes de otros asentamientos aledaños que llegarían alrededor de las 
08:00 horas. En el lugar se presentaron el jefe de orden y seguridad de la Policía Nacional del 
departamento de San Pedro, el comisario principal DAEP Ricardo Maluguet y el jefe de la comisaría 
18° de Santa Rosa del Aguaray el comisario DECAP Óscar Fretes Lamarque, quienes observaron la 
situación, dieron la orden de despejar la ruta y luego se retiraron a solicitar refuerzos481.

Media hora después de iniciado el piquete, llegó un fuerte contingente policial compuesto por 
29 ofi ciales de policía, 221 subofi ciales al mando del comisario Maluguet y un refuerzo de 
26 agentes de la Agrupación Ecológica y Rural (efectivos antimotines cascos azules) al mando cascos azules) al mando cascos azules
del comisario principal DAEP Ricardo Esperanza Villamayor. El contingente policial se formó 
en una barrera al costado izquierdo de la ruta 3, sobre el camino de tierra que conduce a San 
Pedro del Ykuamandyju, frente a la manifestación de los campesinos y a unos 40 metros de 
éstos. Sin ninguna advertencia previa, el comisario Villamayor ordenó el inicio del desalojo y 
el lanzamiento de granadas de gas lacrimógeno y el avance de los efectivos antimotines. Los 
campesinos se replegaron y agruparon hacia el costado derecho de la ruta 3, en el camino de 
tierra que conduce a la colonia Santa Bárbara, y desde allí se prepararon a resistir el desalojo y 
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480 Idem.
481 Testimonios N° 0043 y 0044. Informativo Campesino N° 84/1995. Parte Policial del comisario DECAP Óscar Fretes Lamarque; Nota P.N. 
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arrojaron piedras y palos a la policía. En ese momento, los efectivos de la policía abrieron fuego 
con escopetas y armas cortas, y se produjo un desbande generalizado de los manifestantes que 
huyeron por el camino que conduce a la colonia Santa Bárbara y se esconden en distintas casas 
y predios aledaños482.

Al término de la intervención policial, quedaron en el lugar 21 manifestantes con heridas de 
bala de distinta gravedad, aunque en el expediente judicial del caso sólo constan los exámenes 
médicos de 16 heridos con arma de fuego. De acuerdo a los exámenes que fueran realizados por 
el director del Centro de Salud de Santa Rosa del Aguaray, Dr. Juan Gilberto Monges, la doctora 
Eidi Aguilera de Candia del Centro de Salud de San Estanislao y el doctor Aníbal Sánchez del 
Hospital del IPS de San Estanislao, los heridos y sus diagnósticos fueron:

• Alfredo Pereira (21 años), con una herida múltiple puntiforme de aproximadamente 1 cm 
de diámetro, en la cara posterior de la pierna izquierda.

• Heriberto Méndez, con una herida múltiple puntiforme de aproximadamente 1 cm de 
diámetro, en la pierna.

• Jorge González (18 años), con una herida múltiple puntiforme de aproximadamente 1 cm 
de diámetro, en la cara posterior de la pierna.

• Ramón Quiroga (21 años), con una herida múltiple puntiforme de aproximadamente 1 cm 
de diámetro, en la cara posterior de la pierna.

• Juan Zárate (39 años), con una herida múltiple puntiforme de aproximadamente 1 cm de 
diámetro, en la cara posterior de la pierna.

• Emiliano Cáceres (20 años), con una herida múltiple puntiforme de aproximadamente 1 
cm de diámetro, en la cara anterior de la pierna.

• Porfi rio Cardozo (24 años), con dos heridas múltiples puntiformes de aproximadamente 1 
cm de diámetro, en la cara anterior de la pierna y del brazo derecho.

• Juan Acosta (52 años), dos heridas puntiformes de aproximadamente 1 cm de diámetro, en 
la cara anterior de la pierna y en el dedo meñique lado izquierdo.

• Juan Ramírez, con herida múltiple puntiforme de aproximadamente 1 cm de diámetro, en 
la cara anterior de la pierna.

• Ángel Escurra, con herida múltiple puntiforme de aproximadamente 1 cm de diámetro, en 
la cara anterior de la pierna.

• Heriberto Ibarra (20 años), con una herida múltiple puntiforme de aproximadamente 1 cm 
de diámetro, en la cara posterior de la pierna.

• Daniel Casco (44 años), en el Centro de Salud de Santa Rosa del Aguaray le fue diagnosticada 
herida en la región ocular lado derecho y heridas puntiformes de 2 cm aproximadamente en 
la región axilar de la cabeza y del cuello. Fue trasladado en una ambulancia del Ministerio 
de Salud Pública e ingresado en el Hospital del IPS de San Estanislao a las 10:00 horas, en 
donde le diagnosticaron “herida de aproximadamente 0,5 cm de diámetro que asienta en 
el tabique nasal derecho y con un voluminoso hematoma a nivel del globo ocular derecho 
no pudiendo ser revisado el globo ocular por impedimento del hematoma”. Debido a la 
gravedad de las heridas, en esa misma fecha fue trasladado a un hospital de la capital. 

• Ernesto Benítez (25 años), fue ingresado a las 07:00 horas en el Hospital de San Estanislao 
del Instituto de Previsión Social, “afectado de una herida de arma de fuego en el tercio 
superior del tórax posterior derecho, presentando el paciente una moderada difi cultad 
respiratoria y sin cambios hemodinámicas”. Al practicársele una radiografía de tórax, se 
constató “una imagen radiopaca en la región retroclavicular derecha. Siendo las 14:00 horas 
el paciente es llevado al quirófano para una cirugía del tórax, extrayéndose un proyectil que 

482 Idem.
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corresponde a un balín”. El sábado 9 de septiembre de 1999 se le detectó una hemorragia 
interna y fue trasladado al Hospital de Clínicas en la capital y de allí al Sanatorio privado San 
Roque, en donde una semana después se le extirpó la parte superior del lóbulo derecho del 
pulmón.

• Francisco Martínez (35 años), fue ingresado a las 07:15 horas en el Centro de Salud de 
San Estanislao, donde le diagnosticaron: una herida circular de aproximadamente 2 cm 
de diámetro, en la región epigástrica; una herida circular de aproximadamente 2 cm de 
diámetro situada en el fl anco derecho; una herida circular de aproximadamente 2 cm de 
diámetro en la región clavicular, tercio interno, palpándose una masa de consistencia dura 
en su interior; una herida circular de aproximadamente 2 cm de diámetro, situada en la 
parte media del mentón. Se le practicó una radiografía de abdomen, en la que se observó 
una imagen circular de aspecto metálico ubicada en el fl anco derecho, y otra radiografía 
de tórax en donde se observó una imagen circular de aspecto metálico situada en la región 
subclavicular. En esa misma fecha fue trasladado al Hospital de Primeros Auxilios en la 
capital.

• Narciso Villamayor (28 años), presentaba una herida circular de 2 cm de diámetro situada Narciso Villamayor (28 años), presentaba una herida circular de 2 cm de diámetro situada Narciso Villamayor
en la región occipital interesando piel, tejido subcutáneo y músculos; una herida circular de 
2 cm de diámetro, en el hombro derecho; una herida circular de aproximadamente 2 cm 
de diámetro en el hemitórax izquierdo subclavicular, sobre la línea clavicular externa; una 
herida circular de aproximadamente 2 cm de diámetro en el abdomen, fl anco derecho; y una 
herida circular de aproximadamente 2 cm en fosa renal derecha. De acuerdo al examen que 
le realizaran en el Centro de Salud de San Estanislao, Villamayor ingresó a las 08:00 horas 
“en camilla muy excitado, confuso e incoherente, no podía articular palabra”. En dicho lugar 
se le practicó “agrandamiento de la herida [de la región occipital] y se constat[ó] esquirlas 
óseas en el trayecto y se visualiz[ó] masa encefálica”, por lo que se decidió volver a cerrar 
la herida y ordenar el traslado de la víctima a un centro especializado en la capital. En la 
misma fecha fue ingresado al Hospital de Primeros Auxilios, y luego trasladado al Sanatorio 
Italiano, donde a las 21:15 horas fue operado por el doctor Carlos Codas Acosta, quien le 
extrajo las esquirlas de un proyectil de arma de fuego de la cabeza. Villamayor permaneció 
varios días en coma.

• Pedro Giménez, fue trasladado hasta el Centro de Salud de Santa Rosa del Aguaray 
donde recibió los primeros auxilios, y el director diagnosticó “herida de arma de fuego de 
aproximadamente 2 cm de diámetro con pérdida de masa encefálica que asienta en región 
parieto occipital lado derecho sin orifi cio de salida”. Fue trasladado en una ambulancia de 
la Policía Nacional, acompañado por los dirigentes campesinos Silvio Sanabria, Francisca 
Andino, Lorenza Dávalos y Alberto Areco, hasta un hospital privado en Resquín y luego hasta 
el Hospital del IPS de San Estanislao, pero falleció durante el trayecto. Ingresó al Hospital del 
IPS a las 09:00 horas, y de acuerdo al examen que le fuera realizado por el médico Aníbal 
Sánchez presentaba “una herida con arma de fuego con orifi cio de entrada sin tatuaje de 
aproximadamente 0,5 cm de diámetro en la región occipital derecha sin orifi cio de salida y 
con un hematoma voluminoso en la región palpebral superior lado derecho”483.

Al término de la represión policial, Pedro Giménez Duarte se encontraba tendido al lado de 
Narciso Villamayor, en medio del camino de tierra que conduce a la colonia Santa Bárbara, como 
a unos cuatro a cinco metros aproximadamente de la ruta 3. El cadáver de Pedro Giménez Duarte 
fue retirado del Hospital del IPS de San Estanislao por los dirigentes Silvio Sanabria, Francisca 

DEPARTAMENTO DE SAN PEDRO / PEDRO GIMÉNEZ DUARTE
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Andino, Lorenza Dávalos y Alberto Areco, quienes lo trasladaron de vuelta a Santa Rosa del 
Aguaray en la camioneta de la Asociación Campesina de Desarrollo Integrado (ACADEI), donde 
fueron velados sus restos484.

El padre de Pedro Giménez participó de la manifestación del 7 de septiembre de 1995 en el 
cruce de Santa Rosa del Aguaray, al igual que un hermano, Cristino Giménez Duarte quien 
fue duramente golpeado por los antimotines en esa ocasión. Fueron los compañeros de la 
organización y vecinos quienes informaron a los familiares de la ejecución arbitraria de Pedro 
Giménez485.

Al término de la represión, la Policía Nacional se dedicó a detener aleatoria y arbitrariamente 
a varios campesinos en distintas circunstancias, ya sea en las zonas aledañas a la ruta o cuando 
iban llegando hasta el centro de salud de Santa Rosa del Aguaray llevando a los heridos e 
incluso simples curiosos que se acercaron a mirar. Fueron detenidos 15 campesinos: Calixto 
Cabral Benítez (27 años), Néstor Mena Peralta (35 años), Anselmo Espinoza Cardozo (39 años), 
Rufi no López Obregón (32 años), Teodoro Cabrera Gavilán (32 años), Heriberto Ibarra Brítez 
(20 años), Juan Ramón Ramírez (30 años), Benicio González Otazú (37 años), Pastor Aranda 
Arce (37 años), Cecilio Mena Sánchez 18 años), Petroneo Espínola Arévalos (20 años), Silverio 
Carmona (17 años), Rosalino Toledo Lugo (18 años), Pedro Mena Sánchez (19 años) y Juan 
Ramón Duré (32 años). No se contó con la presencia de autoridad judicial alguna durante el 
todo el procedimiento486.

INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
La investigación judicial de la represión policial del 7 de septiembre de 1995 en el cruce Santa 
Rosa del Aguaray y de la ejecución arbitraria de Pedro Giménez Duarte se inició en la misma 
mañana de los hechos. En esa fecha, de ofi cio y a raíz de los hechos de público conocimiento, el 
juez de paz de Nueva Germania, Ramón González Ruiz resolvió instruir sumario en averiguación 
del hecho, ordenó la remisión del informe policial correspondiente, dispuso la constitución del 
Juzgado en Santa Rosa del Aguaray y ordenó la autopsia del cadáver de la víctima en el centro de 
salud local. En la misma fecha, el Juzgado se constituyó en el lugar del hecho, levantó un croquis 
del sitio, pero no realizó otras diligencias y declinó realizar una autopsia porque optó por no 
realizar la notifi cación de la resolución judicial a los familiares en el velatorio de la víctima, que 
se estaba realizando en plena vía pública en el cruce Santa Rosa del Aguaray, argumentando “el 
estado crítico de nerviosismo y el peligro que tenía una Autoridad de introducir (sic) en el grupo 
y en salvaguardia de la integridad física del proveyente”487.

En esa misma fecha, el comisario DECAP Óscar Fretes Lamarque presentó el informe policial de 
los hechos, que en su parte substantiva señala:

484 Diagnóstico médico de Pedro Giménez Duarte; Parte Policial del comisario DECAP Óscar Fretes Lamarque; croquis referenciado del 
lugar del hecho (expediente “Calixto Cabral y otros s/ Lesión corporal, heridas y homicidio en Santa Rosa, San Pedro”, Año 1995, N° 431, 
folio 198, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 1er. Turno, a cargo de Juan Carlos Cañiza, fs. 6, 9-10 y 48-49).

485 Testimonios N° 0043 y 0044.
486 Parte Policial del comisario DECAP Óscar Fretes Lamarque; declaraciones indagatorias de Calixto Cabral Benítez, Anselmo Espinoza, 

Néstor Mena Peralta y Rufi no López Obregón (expediente “Calixto Cabral y otros s/ Lesión corporal, heridas y homicidio en Santa Rosa, 
San Pedro”, Año 1995, N° 431, folio 198, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 1er. Turno, a cargo de Juan Carlos 
Cañiza, fs. 9-10 y 29-32).

487 AI N° 9 de 7 de septiembre de 1995; acta de constitución; croquis (expediente “Calixto Cabral y otros s/ Lesión corporal, heridas y 
homicidio en Santa Rosa, San Pedro”, Año 1995, N° 431, folio 198, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 1er. Turno, 
a cargo de Juan Carlos Cañiza, fs. 1, 7 y 8).

CAPÍTULO IIIPARTE II



269

“[N]os constituimos en el lugar y una vez en esa (sic) dialogamos con los manifestantes, 
solicitándoles a que (sic) despejen la ruta que estaban obstruyendo el libre paso, a lo 
que hicieron caso omiso. En vista a la negativa (sic) de los sin tierra se les dio un tiempo 
de 15 minutos para dejar libre el área, cumplido el tiempo y al no tener respuesta 
favorable a nuestra petición, se solicitó la presencia de un grupo de antimotines en el 
lugar, quienes al llegar invitaron nuevamente a los manifestantes para abandonar el lugar 
en forma pacífi ca, interín que explotó una granada de gas lacrimógeno lanzado por los 
manifestantes hacia el Personal Policial, cuya característica no coincide con lo que utiliza 
(sic) los antimotines, seguidamente efectuaron disparos de arma de fuego, razón por la 
cual las Fuerzas del Orden retrocedieron, para luego repeler con gases lacrimógenos y 
escopetas con balines de goma, produciéndose un enfrentamiento entre ambos”.

A continuación, el informe policial suministra una lista de 6 agentes policiales heridos en el 
enfrentamiento, cuyos diagnósticos médicos expedidos por el doctor Wilberto Britos de Santa 
Rosa del Aguaray se adjunta. Ninguno de los agentes lesionados registra herida de arma de 
fuego, aunque sí registran excoriaciones, hematomas y otras heridas contuso-cortantes de poca 
gravedad. El comisario Fretes Lamarque, por último informa de la detención de 15 campesinos 
en relación a los hechos registrados, y detalla una lista de armas y otras evidencias incautadas en 
el lugar del hecho y algunas del poder de los manifestantes. De acuerdo al informe policial, se 
incautaron dos escopetas de fabricación casera, un revólver calibre 44 mm, 5 revólveres calibre 
22 mm, 6 foices (hoces), 9 machetes, 23 machetillos, 18 cartuchos calibre 22 mm, 12 vainillas 
servidas calibre 22 mm, 4 cartuchos calibre 44 mm y dos vainillas servidas calibre 44 mm, un 
cartucho calibre 44 mm percutido pero no disparado, una vainilla servida de escopeta calibre 
28 mm, una cápsula de granada de gas lacrimógeno, dos cachiporras de madera de fabricación 
casera, un garrote con gancho y dos barras de hierro. La inspección del lugar y el levantamiento 
de evidencias se realizaron sin supervisión judicial488.

En base a esta comunicación policial, el Juzgado de Paz resolvió decretar la detención de los 15 
campesinos aprehendidos por la Policía y su reclusión en la comisaría de Santa Rosa del Aguaray, 
en libre comunicación y a disposición del Juzgado, y fi jó para ese mismo día las audiencias 
para recibir las declaraciones indagatorias de los detenidos. Asimismo, el Juzgado ordenó la 
constitución del despacho en una casa particular de Santa Rosa del Aguaray y la habilitación de 
las horas nocturnas para proseguir con las diligencias del sumario. Esa misma fecha el Juzgado 
tomó las declaraciones indagatorias de Calixto Cabral Benítez, Anselmo Espinoza, Néstor Mena 
Peralta y Rufi no López Obregón. Todas las declaraciones fueron rendidas sin el concurso de un 
abogado defensor. No obstante, las cuatro personas citadas declararon en similares términos 
describiendo la represión policial sufrida y las circunstancias en que fueron detenidas489.

Tras estas diligencias, el juzgado resolvió disponer la libertad de los 15 campesinos detenidos, en 
virtud que “notando el problema social existente en esta jurisdicción de gravedad y que podría 
derivarse en consecuencia más grave y atento a que no existen indicios sufi cientes exigidos por 
ley para mantener privados de su libertad” a los mismos. Asimismo, infl uyeron decisivamente 
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488 Parte Policial del comisario DECAP Óscar Fretes Lamarque (expediente “Calixto Cabral y otros s/ Lesión corporal, heridas y homicidio 
en Santa Rosa, San Pedro”, Año 1995, N° 431, folio 198, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 1er. Turno, a cargo de 
Juan Carlos Cañiza, fs. 9-11).

489 Providencia de 7 de septiembre de 1995; actas de declaraciones indagatorias (expediente “Calixto Cabral y otros s/ Lesión corporal, 
heridas y homicidio en Santa Rosa, San Pedro”, Año 1995, N° 431, folio 198, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 1er. 
Turno, a cargo de Juan Carlos Cañiza, fs. 28-33).
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las mediaciones y la presencia en la zona del confl icto de la senadora Elba Recalde y del 
diputado Cándido Vera Bejarano. Asimismo, el juzgado dispuso la devolución de 8 machetes, 
19 machetillos y 7 foices al presidente de la comisión vecinal de sin tierras de San Miguel, que 
fueron reclamadas como herramientas de trabajo de los campesinos incautadas por la Policía 
tras la represión490.

El 11 de septiembre de 1995 el comisario DECAP Óscar Fretes Lamarque amplió el parte policial, 
suministrando información sobre los manifestantes heridos en el incidente, y la información que a 
los detenidos se les practicó la prueba de parafi na cuyos resultados presentarían oportunamente. 
Asimismo se agregaron los diagnósticos médicos de 18 manifestantes heridos491.

El 8 de septiembre de 1995 la Corte Suprema de Justicia resolvió comisionar a la Jueza de 
Primera Instancia en lo Criminal y Correccional del Menor del 2° turno de la Circunscripción de 
Concepción, Natividad Mercedes Meza, “al lugar de los hechos a los efectos de practicar todas 
las diligencias necesarias para el esclarecimiento de los [hechos]”. Asimismo, resolvió asignar un 
viático de 500.000 guaraníes por la comisión conferida. El 11 de septiembre la Corte Suprema 
de Justicia resolvió revocar por contrario imperio dicha resolución, y en reemplazo comisionar al 
juez Juan Carlos Cañiza, del Juzgado Primera Instancia en lo Criminal y Correccional del Menor del 
primer turno de la Circunscripción de Concepción, asignándole la misma cantidad en viático492.

El 12 de septiembre de 1995 el juez Cañiza se constituyó en el lugar del hecho. Resolvió avocarse 
en el conocimiento de la causa y dispuso la entrega del sumario instruido por el Juez de Paz de 
Nueva Germania493. Asimismo, realizó averiguaciones sobre los incidentes registrados recibiendo 
información verbal del comisario Fretes Lamarque, y de los jueces de paz Reinerio Cantero 
Franco (de Lima) y Ramón González (de Nueva Germania). En la misma oportunidad el juez 
Cañiza realizó la inspección ocular del lugar del hecho y levantó un croquis referenciado del sitio, 
con las indicaciones del comisario Fretes Lamarque494.

El 19 de septiembre de 1995 el Juzgado resolvió instruir sumario e incluir en carácter de procesados 
a 37 personas. Al grupo de 15 campesinos detenidos tras la represión policial, fueron incluidos 
como procesados otros 15 manifestantes: Heriberto Méndez, Daniel Casco, Narciso Villamayor, 
Jorge González, Alfredo Pereira, Higinio Villalba, Juan Bautista Acosta, Ramón Quiroga, Juan 
Bautista Ramírez, Francisco Mercado, Ángel Escurra, Emiliano Cáceres, Juan Simeón Zárate, 
Heriberto Ibarra y Osvaldo Varela. Asimismo, se incluyó en el sumario en carácter de procesado 
al comisario DECAP Óscar Fretes Lamarque, y a los agentes de policía Bernardo Apeztegui, 

490 AI N° 10 de 7 de septiembre de 1995 (expediente “Calixto Cabral y otros s/ Lesión corporal, heridas y homicidio en Santa Rosa, San Pedro”, 
Año 1995, N° 431, folio 198, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 1er. Turno, a cargo de Juan Carlos Cañiza, fs. 35).

491 Parte Policial de 11 de septiembre de 1995 del comisario DECAP Óscar Fretes Lamarque; diagnósticos médicos (expediente “Calixto 
Cabral y otros s/ Lesión corporal, heridas y homicidio en Santa Rosa, San Pedro”, Año 1995, N° 431, folio 198, ante el Juzgado de 
Primera Instancia en lo Criminal del 1er. Turno, a cargo de Juan Carlos Cañiza, fs. 12-27 y 38-41).

492 Resoluciones N° 227 de 8 de septiembre de 1995 y 228 de 11 de septiembre de 1995 de la Corte Suprema de Justicia (expediente 
“Calixto Cabral y otros s/ Lesión corporal, heridas y homicidio en Santa Rosa, San Pedro”, Año 1995, N° 431, folio 198, ante el Juzgado 
de Primera Instancia en lo Criminal del 1er. Turno, a cargo de Juan Carlos Cañiza, fs. 43 y 44).

493 El 16 de abril de 1996 el Juzgado del Primer Turno, a cargo del juez Jorge Benítez Ruiz, resolvió inhibirse de seguir entendiendo en la 
causa, en la que había intervenido como fi scal en su momento, y los autos fueron remitidos al Juzgado en lo Criminal del 2° turno, a 
cargo de Ramón Martínez Caimén. Ver providencia de 16 de abril de 1996 (expediente “Calixto Cabral y otros s/ Lesión corporal, heridas 
y homicidio en Santa Rosa, San Pedro”, Año 1995, N° 431, folio 198, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 1er. Turno, 
a cargo de Juan Carlos Cañiza, fs. 191).

494 Acta de constitución del Juzgado; croquis referenciado (expediente “Calixto Cabral y otros s/ Lesión corporal, heridas y homicidio en 
Santa Rosa, San Pedro”, Año 1995, N° 431, folio 198, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 1er. Turno, a cargo de 
Juan Carlos Cañiza, fs. 46-49).
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Jorge Gómez Cardozo, Juan Morel Espínola, Leonardo Morel Cardozo, Gerardo Galeano y Hugo 
Pérez Villalba. Todas las personas incluidas en el proceso por el juez Cañiza, salvo el comisario 
Fretes Lamarque, lo fueron a partir del hecho que sus nombres aparecían en distintos exámenes 
médicos agregados al expediente que certifi caban heridas recibidas, sin que surja ningún otro 
elemento de convicción que permitiera sospechar alguna vinculación con los hechos investigados 
en el sumario. En el fundamento de su resolución, el Juzgado señaló que “de acuerdo a las 
constancias obrantes en el proceso, han tenido participación en el hecho [estas personas] sin 
poder determinarse con precisión, con los elementos de convicción con que se cuentan, el 
grado de intervención, y responsabilidad en que han incurrido cada uno de ellos, habiéndose 
producido un grave enfrentamiento del que resultaron varias personas con lesiones y heridas y 
un fallecimiento”. En la misma oportunidad, el Juzgado dispuso la fi jación de audiencias para 
tomar declaraciones indagatorias y la producción de varias pruebas documentales495.

El 11 de septiembre de 1995 los agentes de policía Juan Morel Espínola, Bernardo Apeztegui 
Mendoza, Jorge Gómez Cardozo y Hugo Pérez Villalba, cuatro de los seis policías que reportaron 
lesiones en el incidente, interpusieron querella criminal por los delitos de atentado contra la 
autoridad y lesión corporal en contra de los 15 campesinos que fueron detenidos tras la represión 
del 7 de septiembre. Los agentes contaban con el patrocinio legal del abogado Rolando Alum 
del Departamento Jurídico de la Policía Nacional. El 19 de septiembre de 1995 el Juzgado 
resolvió rechazar la querella por improcedente, en razón de que los querellantes se encontraban 
procesados por la misma causa. Dicha decisión fue apelada por los abogados de los policías, pero 
el Tribunal de Apelación de Concepción conformado por los jueces Amado Alvarenga Caballero, 
Arnaldo Martínez Prieto y Narciso Mieres Méndez, desestimó los recursos interpuestos el 24 de 
octubre de 1995496.

El 19 de septiembre de 1995, el señor Severo Giménez Gavilán promovió ante el Juzgado de 
Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de la Circunscripción Judicial Caaguazú a cargo de 
Silvio Flores Mendoza, formal querella criminal en contra del Ministro del Interior Carlos Podestá, 
el comandante de la Policía Nacional Mario Agustín Sapriza y el comisario Ricardo Villamayor, 
por el cargo de homicidio en grado de autoría moral de Pedro Giménez. El 21 de septiembre de 
1995 el Juzgado de Silvio Flores Mendoza resolvió declinar entender en la querella promovida, 
porque en virtud de la Ley N° 326/94 el juzgamiento del hecho correspondía ratione loci a la 
circunscripción judicial de Concepción, y en consecuencia ordenó la remisión de la querella al 
juez competente en la causa. No obstante, la querella no fue admitida porque no se presentó 
documentación personal que acreditase el vínculo entre la víctima y el querellante. El 5 de 
diciembre de 1995, el señor Severo Giménez presentó nuevamente querella criminal, incluyendo 
al comisario Óscar Fretes Lamarque bajo el cargo de homicidio califi cado en calidad de autor 
material, y solicitando la declaración de varios testigos y la realización de una autopsia. Asimismo, 
el padre proporcionó al Juzgado un videotape de un canal de televisión que grabó los incidentes 
en donde manifestó se observaba al comisario Fretes Lamarque disparando en contra de los 
manifestantes con su pistola y otras fotos similares publicadas por un diario capitalino. El 30 
de agosto de 1996 el Juzgado resolvió solicitar la presentación de una fotocopia autenticada de 
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495 AI N° 775 de 19 de septiembre de 1995 (expediente “Calixto Cabral y otros s/ Lesión corporal, heridas y homicidio en Santa Rosa, San 
Pedro”, Año 1995, N° 431, folio 198, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 1er. Turno, a cargo de Juan Carlos Cañiza, 
fs. 67-68).

496 Querella criminal promovida por Juan Morel Espínola, Bernardo Apeztegui Mendoza, Jorge Gómez Cardozo y Hugo Pérez Villalba; 
providencia de 19 de septiembre de 1995; AI N° 395 de 24 de octubre de 1995 (expediente “Calixto Cabral y otros s/ Lesión corporal, 
heridas y homicidio en Santa Rosa, San Pedro”, Año 1995, N° 431, folio 198, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 1er. 
Turno, a cargo de Juan Carlos Cañiza, fs. 59-61, 66 y 134).
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documento de identidad al querellante y la fi jación de un domicilio procesal válido dentro del 
radio urbano del asiento del Juzgado. El 22 de octubre de 1996 el señor Severo Giménez Gavilán 
desistió formalmente de las querellas instauradas, y dejó la prosecución de la causa al Ministerio 
Público. El 27 de noviembre de 1996 el juez Ramón Martínez Caimén resolvió tener por desistida 
la querella criminal interpuesta por Severo Giménez Gavilán en contra de Óscar Fretes Lamarque 
y declarar el rechazo in limine litis de la querella promovida contra Podestá, Sapriza Nunes y in limine litis de la querella promovida contra Podestá, Sapriza Nunes y in limine litis
Villamayor, no obstante dejó abierta la causa para continuar con las investigaciones respecto de 
la muerte de Pedro Giménez497.

El 19 de septiembre de 1995, Narciso Villamayor promovió querella criminal ante el Juzgado 
de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de la Circunscripción Judicial Caaguazú a cargo 
de Silvio Flores Mendoza, en contra del Ministro del Interior Carlos Podestá, el comandante 
de la Policía Nacional Mario Agustín Sapriza y el comisario Ricardo Villamayor, por los cargos 
de homicidio frustrado, lesión corporal con herida de arma de fuego, disparo intencional con 
arma de fuego y amenaza de muerte, en grado de autoría moral. El 21 de septiembre de 
1995 el juzgado de Silvio Flores Mendoza resolvió declinar entender en la querella promovida, 
porque en virtud de la Ley N° 326/94 el juzgamiento del hecho correspondía ratione loci a la ratione loci a la ratione loci
circunscripción judicial de Concepción, y en consecuencia ordenó la remisión de la querella al 
juez competente en la causa. El 13 de octubre de 1995, el juez Cañiza ordenó no hacer lugar a 
la admisión de la querella por improcedente, ya que el querellante se encontraba procesado por 
los mismos hechos. Dicha decisión no fue apelada498.

El 19 de septiembre de 1995, un grupo de 19 manifestantes campesinos (Ernesto Benítez, Daniel 
Casco, Francisco Martínez, Isabelino Brítez, Benicio González, Félix López, Alfredo Pereira, Víctor 
Domínguez, Heriberto Méndez, Jorge González, Higinio Villalba, Emiliano Carísimo, Juan Bautista 
Ramírez, Juan Bautista Acosta, Ramón Quiroga, Heriberto Ibarra, Juan Zárate y Osvaldo Varela) 
promovió querella criminal ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de 
la Circunscripción Judicial Caaguazú a cargo de Silvio Flores Mendoza, en contra del Ministro del 
Interior Carlos Podestá, el comandante de la Policía Nacional Mario Agustín Sapriza y el comisario 
Ricardo Villamayor, por los cargos de homicidio frustrado, lesión corporal con herida de arma de 
fuego, disparo intencional con arma de fuego y amenaza de muerte, en grado de autoría moral. 
El 21 de septiembre de 1995 el juzgado de Silvio Flores Mendoza resolvió declinar entender en la 
querella promovida, porque en virtud de la Ley N° 326/94 el juzgamiento del hecho correspondía 
ratione loci a la circunscripción judicial de Concepción, y en consecuencia ordenó la remisión de ratione loci a la circunscripción judicial de Concepción, y en consecuencia ordenó la remisión de ratione loci
la querella al juez competente en la causa. El 30 de agosto de 1996 el Juzgado resolvió solicitar 
a los querellantes la fi jación de un domicilio procesal y la presentación de fotocopias de sus 
documentos de identidad autenticados, para resolver sobre la admisibilidad de la querella. El 27 
de noviembre de 1996 el juez Ramón Martínez Caimén resolvió declarar el rechazo in limine litis
de la querella por improcedente y por no haber fi jado los recurrentes un domicilio procesal ni 
haber presentado sus documentos personales de identidad. Dicha decisión no fue apelada499.

497 Querella criminal promovida por Severo Giménez Gavilán; AI N° 736 de 21 de septiembre de 1995; Querella criminal promovida por Severo 
Giménez Gavilán; providencia de 30 de agosto de 1996; escrito de desistimiento de querella; AI N° 923 de 27 de noviembre de 1996 
(expediente “Calixto Cabral y otros s/ Lesión corporal, heridas y homicidio en Santa Rosa, San Pedro”, Año 1995, N° 431, folio 198, ante el 
Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 1er. Turno, a cargo de Juan Carlos Cañiza, fs. 79-80, 81, 163-165, 201, 207 y 212-214).

498 Querella criminal promovida por Narciso Villamayor; AI N° 734 de 21 de septiembre de 1995; providencia de 13 de octubre de 1995 
(expediente “Calixto Cabral y otros s/ Lesión corporal, heridas y homicidio en Santa Rosa, San Pedro”, Año 1995, N° 431, folio 198, ante 
el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 1er. Turno, a cargo de Juan Carlos Cañiza, fs. 92-94, 95 y 96).

499 Querella criminal promovida; AI N° 735 de 21 de septiembre de 1995; providencias de 13 de octubre de 1995 y de 30 de agosto de 1996; 
AI N° 923 de 27 de noviembre de 1996 (expediente “Calixto Cabral y otros s/ Lesión corporal, heridas y homicidio en Santa Rosa, San 
Pedro”, Año 1995, N° 431, folio 198, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 1er. Turno, a cargo de Juan Carlos Cañiza, 
fs. 183-185, 186, 201 y 212-214).
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El 17 de octubre de 1995 el comandante de la Policía Nacional, comisario general Mario 
Agustín Sapriza y el comisario principal Ricardo Villamayor, jefe de la Agrupación Ecológica y 
Rural, presentaron ante el Juzgado sendos escritos redactados en similares términos, en los que 
solicitaron al juez de la causa “sus buenos ofi cios y criterio inteligente” para rechazar las querellas 
promovidas contra los mismos por su “abieza (sic) improcedencia”, reiterando la versión ya 
sostenida por la Policía Nacional en relación a los incidentes registrados el 7 de septiembre de 
1995 en el cruce Santa Rosa del Aguaray500.

Oscar Fretes Lamarque se presentó ante el Juzgado el 27 de octubre de 1995, y rindió declaración 
indagatoria ante el juez de la causa en la misma fecha. Contó con el patrocinio letrado de 
un defensor particular. En su declaración negó tener cualquier vinculación con los hechos 
investigados, y alegó que no estuvo presente en el momento de producirse el despeje de la 
ruta 3, ya que se encontraba en su despacho en la comisaría, y que concurrió al lugar de los 
hechos momentos después, cuando el personal policial a su cargo le solicitó ayuda, y que él 
personalmente se encontraba desarmado. El 28 de noviembre de 1996, el juez Ramón Martínez 
Caimén, a solicitud de la defensa y con oposición del Ministerio Público, resolvió decretar el 
sobresimiento libre y parcial de Óscar Fretes Lamarque, aduciendo que “el procesado no tuvo 
ninguna participación, como para determinar una suerte de responsabilidad en el cumplimiento 
de sus funciones (Ley N° 222/93), o tratar de encubrir un hecho que pudiera ser atribuido a 
su persona o a otra, sino lo que ha ocurrido fue que personas ajenas a las Fuerzas del Orden 
Público y a la Administración de Justicia, impidieron la realización de un procedimiento esencial 
en materia de medicina forense”. Esta resolución no fue apelada por el Ministerio Público501.

En relación a los otros agentes procesados, los policías Jorge Gómez Cardozo, Leonardo Morel 
Fernández y Gerardo Adolfo Galeano Guerrero comparecieron ante el Juzgado y prestaron 
declaración indagatoria el 30 de octubre de 1995 y el 1 de noviembre de 1995. Los demás 
agentes policiales procesados no prestaron nunca declaración indagatoria, si bien se presentaron 
en juicio y nombraron defensor502.

Durante la instrucción del sumario se recibieron como pruebas documentales la nómina del 
personal policial interviniente en el despeje de la ruta 3 en Santa Rosa del Aguaray el 7 de 
septiembre de 1995 y los certifi cados médicos de cuatro policías expedidos por el Hospital de 
Policía “Rigoberto Caballero”503.

Asimismo, se recibieron las testifi cales de Sindulfo Rojas, Críspulo Insfrán, Juan Torraca y Celso 
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500 Escritos de manifestaciones de Mario Agustín Sapriza y Ricardo Villamayor (expediente “Calixto Cabral y otros s/ Lesión corporal, heridas 
y homicidio en Santa Rosa, San Pedro”, Año 1995, N° 431, folio 198, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 1er. Turno, 
a cargo de Juan Carlos Cañiza, fs.97-102).

501 Acta de declaración indagatoria; incidente de sobreseimiento de la defensa de Óscar Fretes Lamarque; Dictamen N° 125 de 22 de mayo 
de 1996; AI N° 926 de 28 de noviembre de 1996 (expediente “Calixto Cabral y otros s/ Lesión corporal, heridas y homicidio en Santa 
Rosa, San Pedro”, Año 1995, N° 431, folio 198, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 1er. Turno, a cargo de Juan 
Carlos Cañiza, fs.105-107, 193-194, 196-197 y 215-217).

502 Actas de declaración indagatoria (expediente “Calixto Cabral y otros s/ Lesión corporal, heridas y homicidio en Santa Rosa, San Pedro”, 
Año 1995, N° 431, folio 198, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 1er. Turno, a cargo de Juan Carlos Cañiza, fs. 111-
112, 113-115 y 126-128).

503 Nota P.N. N° 2444 de 16 de octubre de 1995 Nómina del Personal Policial asignado, diagnósticos médicos (expediente “Calixto Cabral 
y otros s/ Lesión corporal, heridas y homicidio en Santa Rosa, San Pedro”, Año 1995, N° 431, folio 198, ante el Juzgado de Primera 
Instancia en lo Criminal del 1er. Turno, a cargo de Juan Carlos Cañiza, fs. 118-125 y 140-145).

504 Actas de declaraciones testifi cales (expediente “Calixto Cabral y otros s/ Lesión corporal, heridas y homicidio en Santa Rosa, San Pedro”, 
Año 1995, N° 431, folio 198, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 1er. Turno, a cargo de Juan Carlos Cañiza, fs. 148-
149, 150, 151 y 152).
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Caballero, todos ellos testigos propuestos por la defensa de Óscar Fretes Lamarque504.
El 12 de octubre de 1995 el agente fi scal interviniente, abogado Jorge Benítez Ruiz, solicitó 
las declaraciones testifi cales de Lorenza Dávalos, Silvio Sanabria, Francisca Andino y Alberto 
Areco y la agregación del certifi cado de defunción de Pedro Giménez Duarte. Ninguno de estos 
pedidos de prueba fue diligenciado. Fue la única intervención del Ministerio Público solicitando 
la producción de pruebas en todo el proceso505.

El 26 de febrero de 1997 el juez Ramón Martínez Caimén dispuso, a solicitud del señor Severo 
Giménez Gavilán, la realización de una autopsia del cadáver de Pedro Giménez Duarte. No 
obstante, el médico forense de la circunscripción judicial de Concepción, doctor Pedro Russo 
se negó a realizar la autopsia aduciendo no contar con los medios y recursos idóneos, y 
recomendó que la diligencia fuera realizada en Asunción. Nunca fue realizada la autopsia de 
Pedro Giménez506.

El 20 de junio de 2001, el fi scal Luis Ramón Grance solicitó al Juzgado el cierre del sumario y la 
elevación de la causa al estado plenario, pedido que no fue proveído507.

El 30 de junio del 2004 la causa pasó al Juzgado de Liquidación y Sentencia de Concepción, a 
cargo de Julio César López Martínez508.

El 12 de julio de 2004 el juez López Martínez resolvió decretar el sobreseimiento provisional de 
todos los procesados, 30 campesinos y 6 policías, en el contexto del proceso de depuración de 
causas penales tramitadas bajo el Código Procesal Penal de 1890, en base al art. 8 de la Ley N° 
1444/99. La decisión no fue apelada por el Ministerio Público509.

El 8 de agosto de 2005 el juez López Martínez resolvió la extinción de la acción y el sobreseimiento 
defi nitivo de la causa, en el contexto del proceso de depuración de causas penales, en aplicación 
del art. 2 inc. 7 de la Ley 1444/99 y el art. 25 inc. 11 del Código de Procedimientos Penales. 
La decisión no fue apelada por el Ministerio Público. Con esta decisión la causa quedó 
fi niquitada510.

Ninguna de las resoluciones que concedieron el sobreseimiento provisional, y luego libre y 
defi nitivo, fue notifi cada a los familiares de Pedro Giménez Duarte, ni a las demás víctimas de la 
represión policial, ni a los campesinos que fueran procesados por dicha causa.

Cabe señalar que los 30 campesinos procesados en esta causa nunca fueron notifi cados formalmente 

505 Dictamen N° 312 de 12 de octubre de 1995 (expediente “Calixto Cabral y otros s/ Lesión corporal, heridas y homicidio en Santa Rosa, 
San Pedro”, Año 1995, N° 431, folio 198, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 1er. Turno, a cargo de Juan Carlos 
Cañiza, fs. 77).

506 Providencia de 26 de febrero de 1997; Nota N° 33 de 27 de febrero de 1997 (expediente “Calixto Cabral y otros s/ Lesión corporal, 
heridas y homicidio en Santa Rosa, San Pedro”, Año 1995, N° 431, folio 198, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 1er. 
Turno, a cargo de Juan Carlos Cañiza, fs. 220 y 222).

507 Dictamen N° 56 de 20 de junio de 2001 (expediente “Calixto Cabral y otros s/ Lesión corporal, heridas y homicidio en Santa Rosa, San 
Pedro”, Año 1995, N° 431, folio 198, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 1er. Turno, a cargo de Juan Carlos Cañiza, 
fs. 225).

508 Providencia de 30 de junio de 2004 (expediente “Calixto Cabral y otros s/ Lesión corporal, heridas y homicidio en Santa Rosa, San 
Pedro”, Año 1995, N° 431, folio 198, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 1er. Turno, a cargo de Juan Carlos Cañiza, 
fs. 227).

509 AI N° 243 de 12 de julio de 2004 (expediente “Calixto Cabral y otros s/ Lesión corporal, heridas y homicidio en Santa Rosa, San Pedro”, Año 
1995, N° 431, folio 198, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 1er. Turno, a cargo de Juan Carlos Cañiza, fs. 229).

510 AI N° 148 de 8 de agosto de 2005 (expediente “Calixto Cabral y otros s/ Lesión corporal, heridas y homicidio en Santa Rosa, San Pedro”, 
Año 1995, N° 431, folio 198, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 1er. Turno, a cargo de Juan Carlos Cañiza, fs. 232).
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de la imputación formulada en su contra, ni tuvieron nombrado a un defensor de confi anza o 
de ofi cio, ni controlaron de otro modo las resultas del proceso ni las pruebas acumuladas en su 
contra. En algunos casos, continuaron procesados a pesar de haber muerto muchos años antes del 
sobreseimiento de la causa, por fallecimiento accidental como es el caso de Francisco Martínez, o 
víctima de una ejecución arbitraria, como Calixto Cabral Benítez, ejecutado por la Policía Nacional 
el 4 de junio de 2002, cuyo caso también se relata en este informe.

REPARACIONES
Pedro Giménez Duarte fue enterrado en el cementerio del asentamiento Táva Guarani. Luego 
de un año y 6 meses de su muerte, los restos fueron trasladados hasta el camposanto de la 
colonia Santa Bárbara, donde hasta ahora reposan. Todos los gastos emergentes de su ejecución 
arbitraria, incluidos los gastos judiciales que demandó la promoción de una querella criminal 
fueron asumidos por su familia y compañeros de la organización.

Los familiares de Pedro Giménez Duarte no recibieron indemnización alguna en los términos 
del derecho internacional de los derechos humanos. Nunca recibió la familia ningún tipo de 
disculpa ofi cial ni algún informe ofi cial del Estado respecto a la ejecución arbitraria de la víctima, 
ni las investigaciones llevadas adelante, así como tampoco fueron notifi cados los familiares del 
cierre defi nitivo del procedimiento judicial que acabó con la impunidad del autor material de la 
ejecución de Pedro Giménez.

El asentamiento que fuera conquistado por la lucha campesina en la que Pedro Giménez 
participara, y en la que perdiera su vida, lleva hoy su nombre en homenaje y así es reconocido 
por las autoridades públicas511.

CONCLUSIONES
1. Tras el detenido examen de todos los elementos de prueba recogidos en esta investigación, 

la CODEHUPY tiene la convicción de que Pedro Giménez Duarte fue víctima de una ejecución 
arbitraria por un efectivo de la Policía Nacional que actuó en el procedimiento, en el contexto 
de la represión a organizaciones campesinas que ejercían el derecho a la manifestación en 
demanda de intervención estatal en un reclamo de tierra formalmente planteado ante el ente 
administrativo competente. En tal sentido, la ejecución arbitraria de Pedro Giménez Duarte es 
consecuencia de su pertenencia y militancia en una organización de campesinos sin tierra.

Si bien no caben dudas que el Estado tiene el deber de preservar el orden público, estas facultades 
no pueden ser ejercidas arbitrariamente y con total desprecio a la dignidad humana.

 La conclusión respecto de la ilegitimidad del uso de armas de fuego por parte de la Policía 
Nacional en la represión de la manifestación que cerró una ruta el 7 de septiembre de 1995, 
en la ejecución arbitraria de Pedro Giménez Duarte, en las lesiones graves a otros cuatro 
manifestantes y heridas de arma de fuego menos graves a otros 16, se funda en los elementos 
reunidos en esta investigación que demuestran que:

a) La versión policial que refi ere que hubo disparos por parte de los manifestantes en contra 
de los agentes no tuvo sustento probatorio fi able posterior en el curso de la investigación, 
salvo el testimonio de los propios policías involucrados en la represión y ciertos testigos 
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introducidos por la defensa de uno de los imputados, cuya credibilidad debe ser puesta en 
duda. No existen pruebas directas producidas científi camente que tiendan a demostrar la 
versión sustentada por la Policía Nacional. La prueba pericial de parafi na practicada a los 15 
campesinos detenidos tras la represión, nunca fue presentada al juez de la causa porque dio 
negativa, de acuerdo a los datos con que cuenta la CODEHUPY;

b) La Policía Nacional no realizó ninguna advertencia previa a los manifestantes respecto del uso 
inminente de sus armas de fuego. Los disparos directos en contra de los manifestantes no 
estuvieron precedidos de otros medios de disuasión previos o de uso de la fuerza no letal, lo 
que evidencia la ausencia completa de un protocolo formal de actuación e intervención policial 
en casos de manifestaciones, sean estas lícitas o ilícitas, y tengan o no carácter de violentas;

c) La gran cantidad de heridos por la espalda que se constata en la lista de víctimas de disparos 
de arma de fuego en este caso, incluido Pedro Giménez Duarte, evidencian que los disparos 
de la Policía Nacional fueron efectuados cuando estos se encontraban huyendo y ya habían 
despejado la ruta. En el caso específi co de Pedro Giménez, éste no había puesto en peligro la 
vida de algún agente de policía u otra persona mediante actos de violencia, de manera que 
se justifi cara el uso de armas de fuego en su contra. Las evidencias del caso señalan que, en 
el instante de su ejecución, la víctima se encontraba corriendo, de espaldas a línea policial, 
tratando de huir de la represión, ya lejos de la ruta que habían estado cerrando;

d) El único disparo de arma de fuego recibido por la víctima iba dirigido a acabar con su vida 
y fue sufi ciente para ello, lo que señala que los efectivos policiales no guardaban criterios de 
proporcionalidad y de reducción de daños en el uso de sus armas de fuego;

e) La asistencia médica inmediatamente posterior al uso de las armas de fuego por parte 
de la Policía Nacional fue notoriamente defi ciente, tardía y caracterizada por una total 
improvisación. No existían en el lugar equipos médicos sufi cientes y adecuados para socorrer 
a la cantidad de heridos y el hecho que Pedro Giménez Duarte tuviera que deambular 
en estado de agonía por hospitales de Resquín y San Estanislao, recorriendo más de 100 
kilómetros en una ambulancia sin los equipos necesarios para socorrerlo, es una evidencia de 
esta circunstancia.

 A pesar de la clara responsabilidad institucional del Estado en la ejecución arbitraria de Pedro 
Giménez Duarte, la investigación ofi cial llevada adelante fue insufi ciente para determinar la 
identidad del agente de policía que fue autor material de la ejecución arbitraria de la víctima, 
obligación que subsiste y le corresponde a los organismos jurisdiccionales del Estado, en 
particular al Ministerio Público.

 Sin embargo, a pesar que la Policía Nacional en ningún momento reconoció ofi cialmente 
que utilizó armas de fuego en la represión de la manifestación en la que fuera ejecutada 
la víctima, ni que en consecuencia se haya informado e investigado formalmente respecto 
de la proporcionalidad y necesidad del uso de la fuerza y las armas de fuego por parte de 
la institución policial de acuerdo a los estándares del derecho internacional512, el Ministerio 
Público contaba con sufi cientes elementos incriminatorios que justifi caban la investigación y 
eventual enjuiciamiento de los jefes policiales con mando en la operación, en particular del 
comisario Ricardo Esperanza Villamayor y el comisario principal DAEP Ricardo Maluguet, 
por su presunta responsabilidad en la ejecución arbitraria de la víctima y en las heridas 

512 Ver Capítulo III, sección 3.
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provocadas a otros 20 manifestantes, por haber autorizado y tolerado que sus subordinados 
utilizasen ilegítimamente sus armas de fuego, y por no haber adoptado las medidas necesarias 
que razonablemente estaban a su alcance y potestad para regular la proporcionalidad del uso 
de la fuerza. Así también, cabe señalar que el comisario Óscar Fretes Lamarque, el único 
agente identifi cado de entre quienes utilizaron sus armas de fuego, podría tener algún grado 
de responsabilidad penal individual en la ejecución arbitraria de Giménez Duarte o en las 
heridas sufridas por los otros manifestantes, circunstancia que sin embargo no fue esclarecida 
por la investigación ofi cial.

2. La CODEHUPY sostiene que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por 
la impunidad en que quedaron los autores de la ejecución de Pedro Giménez Duarte. Un 
análisis en particular merece la investigación judicial llevada a raíz del hecho, la que fue 
notoriamente defi ciente en los términos requeridos por el derecho internacional de los 
derechos humanos513.

 No hubo una investigación del hecho. El Ministerio Público intervino una sola vez a lo largo 
de los 10 años que demoró el proceso, para solicitar dos diligencias investigativas que nunca 
fueron practicadas. Los distintos fi scales que se sucedieron en la causa tampoco demostraron 
interés en urgir dicho requerimiento de prueba que, por otra parte, tampoco fueron diligencias 
substanciales para la averiguación del ilícito penal investigado. Durante todo el sumario 
judicial, se diligenció una sola prueba, que fue la nómina del personal policial interviniente 
en el despeje de la ruta el 7 de septiembre de 1995. Descontando esa prueba documental, no 
se realizó ningún acto relevante de investigación para el esclarecimiento del hecho. La mala 
calidad de la asistencia letrada de las víctimas, derivada de su condición de pobreza que le 
impide contratar a buenos profesionales, no es una excusa que excluya la responsabilidad 
del Ministerio Público y del Poder Judicial en la investigación de ofi cio de las ejecuciones 
arbitrarias cometidas por agentes públicos ni de otras violaciones de derechos humanos.

 Además de estos aspectos, la investigación judicial omitió deliberadamente producir pruebas 
directas fundamentales para el esclarecimiento del ilícito investigado según el derecho 
internacional aplicable, como la autopsia bajo supervisión de un médico forense acreditado 
y la pericia balística del proyectil incrustado en el cuerpo de la víctima, a los efectos de 
determinar su posible origen.

 Tampoco fueron peritados los proyectiles extraídos de los cuerpos de las demás víctimas, 
que fueran ofrecidos en su momento como pruebas. Dichas pruebas ni siquiera fueron 
admitidas.

 Sumado a este hecho, hay elementos que hacen suponer que la Policía Nacional preconstituyó 
pruebas para el fundamento de su versión institucional, en particular una gran cantidad 
de armas de fuego de distintos calibres y una granada de gas lacrimógeno “de fabricación 
casera” que supuestamente habrían pertenecido a los manifestantes. Estas evidencias no 
fueron recogidas en el contexto de una actuación judicial de investigación, bajo control 
jurisdiccional, y por lo tanto nunca debieron ser admitidas. No obstante, estas evidencias 
preconstituidas tampoco fueron sometidas a ningún tipo de pericia a los efectos de comprobar 
si efectivamente funcionaban y si fueron utilizadas.

 La CODEHUPY señala las violaciones al derecho a un juicio justo que se constatan en el 
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presente caso, respecto de los 30 campesinos, muchos de ellos manifestantes heridos por 
las fuerzas policiales y otros en cambio simples transeúntes, que fueron sometidos a proceso 
judicial de un modo arbitrario, sin que el Poder Judicial haya sustentado la imputación en otra 
evidencia que no sea un certifi cado médico, que en todo caso acreditaba haber sido víctima 
de una brutalidad policial. Los 30 campesinos procesados nunca fueron notifi cados de la 
imputación que se les formulara, no tuvieron derecho a nombrar un defensor de confi anza, 
ni fueron asistidos por un defensor público de ofi cio, ni siquiera cuando cuatro de ellos fueron 
llevados a declarar ante la autoridad judicial, no tuvieron intervención alguna en el proceso, 
no controlaron la producción de pruebas ni pudieron tachar o interrogar a los testigos de 
descargo. Finalmente, 26 de ellos nunca tuvieron el derecho de ser oídos por el Juzgado que 
los procesó.

 La CODEHUPY tiene la convicción de que el procesamiento arbitrario de los 30 campesinos 
y las violaciones al derecho al debido proceso de las que fueron víctimas, forman parte 
del mecanismo de impunidad judicial encaminado a no investigar ni castigar la ejecución 
arbitraria de Pedro Giménez. Al dictar su procesamiento se impidió que varios de ellos se 
presentaran como acusadores particulares en la causa, y tuvieran la potestad de impulsar 
el procedimiento, solicitar la producción de pruebas de cargo y controlar las actuaciones 
judiciales.

 La causa quedó llamativamente paralizada desde el 10 de noviembre de 1995, fecha en que 
se practicó la última diligencia probatoria efectivamente recibida por el Juzgado. Desde ese 
momento hasta el fi niquito de la causa por el sistema de depuración transcurrieron 9 años y 
9 meses sin que el Ministerio Público ni el Juzgado prosiguieran las investigaciones.

 Al no haber existido una investigación en el caso Pedro Giménez Duarte, tampoco hubo juicio 
propiamente dicho, y la causa fue sobreseída por una cuestión meramente formal, apelando 
al desinterés e inactividad del Ministerio Público y al sistema de depuración de causas 
penales tramitadas bajo el Código de Procedimientos Penales de 1890. A esta irregularidad, 
se suma el hecho que las resoluciones judiciales que dieron fi n al procedimiento nunca fueron 
notifi cadas a los familiares de la víctima, lo que genera como consecuencia la indefensión y 
falta de protección judicial de los mismos, ya que quedan sin recibir la información que le 
es debida sobre los resultados de las investigaciones ofi ciales llevadas adelante y no pueden 
interponer los recursos judiciales a que tienen derecho.

 Las graves infracciones cometidas por el Juzgado y el Ministerio Público en la investigación de 
la ejecución arbitraria de Pedro Giménez Duarte, así como la activa complicidad institucional 
de la Policía Nacional en el encubrimiento de los responsables individuales, llevan a concluir 
que estas instituciones mantuvieron una conducta cercana a la colaboración directa con el 
ilícito cometido. Esta conducta determinó fi nalmente que la ejecución arbitraria de Pedro 
Giménez Duarte no haya sido juzgada ofi cialmente, que no se haya determinado judicialmente 
la verdad de lo sucedido, ni se haya castigado a sus perpetradores.

3. Si bien la designación del asentamiento conquistado por la lucha campesina en la que 
falleciera Pedro Giménez Duarte con el nombre de la víctima es una medida de reparación 
adecuada de acuerdo al derecho internacional de los derechos humanos que tiene por 
fi nalidad rememorar y honrar a las víctimas y evitar que los hechos vuelvan a repetirse, ésta 
resulta completamente insufi ciente para la reparación integral del daño provocado y para 

514 Ver Capítulo III, sección 4.
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llevar consuelo a sus familiares514.
 En este sentido, la CODEHUPY sostiene la convicción de que el Estado paraguayo es 

internacionalmente responsable por el incumplimiento de la obligación complementaria 
de reparar integralmente a los familiares de Pedro Giménez, la que debería incluir por lo 
menos medidas de satisfacción, un formal pedido de perdón a la familia y una indemnización 
compensatoria adecuada.

4. Estas circunstancias de violación al derecho a la vida en virtud de una acción ilegítima de 
agentes públicos, impunidad y falta de reparación integral llevan a la CODEHUPY a concluir 
que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la ejecución arbitraria de 
Pedro Giménez Duarte.
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DEPARTAMENTO DE SAN PEDRO / JULIÁN ANTONIO PORTILLO

JULIÁN ANTONIO PORTILLO
☼ 7 de febrero de 1970

† 3 de agosto de 1998

Julián Antonio Portillo (CI N° 2.162.940) nació el 7 de febrero de 1970 en el distrito de 25 
de diciembre, departamento de San Pedro, hijo de Gregoria Portillo y Víctor Benítez (no fue 
reconocido legalmente por su padre). Tenía 28 años cuando fue víctima de una ejecución 
arbitraria. A lo largo de su vida, Julián Portillo trabajó como agricultor, peón de estancia y torero, 
aunque su familia nunca tuvo tierra propia. Su madre, que había quedado huérfana cuando era 
niña, trabajó siempre como empleada en estancias ajenas, y crió sola a sus hijos. Julián Portillo 
había estudiado hasta el 4° grado de la escuela primaria, y hablaba solamente en guaraní. En 
la época en la que fue víctima de una ejecución arbitraria, Julián Portillo vivía en una ocupación 
de tierra con una compañera, Laureana Cabrera, y las dos hijas de ella de una pareja anterior de 
quien se había separado, de nombre Nancy y Alicia Soria Cabrera. Además, Julián Portillo tuvo 
dos hijos, de nombres Rosana y Niño, quienes viven en la compañía Celador, del distrito de 25 
de diciembre515.

En busca de un lote de tierra propia, como agricultor benefi ciario de la reforma agraria, Julián 
Antonio Portillo se unió en 1995 a una comisión vecinal de sin tierras Santa Rosa del Mbutuy que 
estaba apoyada por la Federación Nacional Campesina (FNC). En esa comisión, Julián Portillo 
era un militante de base y asociado516.

La comisión vecinal de sin tierras Santa Rosa del Mbutuy inició desde 1989 los trámites 
administrativos correspondientes para obtener tierras como benefi ciarios de la reforma agraria, 
para unas 200 cabezas de familia asociadas. Como no obtuvieron resultados, a partir de 1995 
iniciaron acciones directas y una lucha por lograr la afectación a la reforma agraria de un 
inmueble de unas 1.030 hectáreas propiedad de un empresario de Asunción, el ingeniero Juan 
José Barrail, ubicada en la colonia Kururuo, distrito de San Estanislao, departamento de San 
Pedro. Los campesinos sostenían que dentro de la propiedad de Barrail existía una reserva de 
tierra fi scal sobre la que el empresario no tenía título, y ese mismo año iniciaron su ocupación. En 
junio de 1995, unas 100 familias que ocupaban la fi nca fueron desalojadas por segunda vez en el 
año por efectivos de la Agrupación Ecológica y Rural al mando del comisario Ricardo Villamayor, 
en virtud de una orden de desalojo dictada por el juez Silvio Flores Mendoza el 24 de mayo. En 

515 Testimonios N° 0057 y 0058. Certifi cado de defunción de Julián Antonio Portillo.
516 Testimonios N° 0057 y 0058.
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protesta, en julio de ese año unos 50 campesinos de la comisión ocuparon el local del Instituto 
de Bienestar Rural en San Estanislao, de donde a su vez fueron desalojados. Los campesinos 
volvieron a ingresar al inmueble el 31 de septiembre de 1995, pero volvieron desalojados el 9 de 
noviembre, oportunidad en que la Policía quemó sus ranchos precarios y destruyó sus cultivos. 
Legisladores que visitaron el lugar señalaron que las tierras no estaban racionalmente explotadas, 
y que el propietario había quemado unas 400 hectáreas de bosques para evitar la expropiación. 
No obstante, el IBR señalaba que las tierras eran inaptas para la explotación agrícola. El 8 de 
enero, el 18 de febrero y el 13 de abril de 1996, los campesinos volvieron a ocupar el inmueble 
en sucesivas tomas de tierra, siendo desalojados por la fuerza en cada ocasión. En febrero de 
1996 el IBR anunció que suspendió el procedimiento administrativo de estudio de la racionalidad 
de la explotación y decidió archivar el expediente, debido a las reiteradas ocupaciones que sufrió 
el inmueble por parte de los campesinos sin tierra. Los campesinos rechazaron las ofertas de 
tierras en otros sitios que ofreció el IBR. El 19 junio de 1996 se produjo un nuevo desalojo en 
la ocupación que afectó a 80 familias, y fueron detenidos 14 integrantes de la ocupación. No 
obstante, los campesinos emplazaron al Gobierno para que encuentre una solución a la demanda 
de tierra. Para mayo de 1997, los campesinos habían vuelto a ingresar al predio, y estaba 
pendiente sobre ellos otra amenaza de desalojo.

La lucha por obtener las tierras duró en total 7 años, y los campesinos soportaron en total 9 
desalojos del lugar, hasta que consiguieron la venta del inmueble al IBR y la legalización del 
asentamiento517.

CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
A raíz de la actividad social y política como militante de una organización campesina que 
ocupaba un inmueble de un propietario privado reclamando su expropiación para fi nes de la 
reforma agraria, Julián Antonio Portillo así como sus compañeros y compañeras en la ocupación 
se encontraban en situación de riesgo por el enfrentamiento que el confl icto generaba con 
el propietario de las tierras ocupadas y los propietarios de establecimientos y latifundios 
vecinos, que veían amenazadas sus propiedades por la ocupación, así como por los policías 
que amenazaban a los ocupantes en cada desalojo que realizaban. El establecimiento de Barrail 
mantenía una constante guardia policial asistida por guardias privados de la estancia, así como 
los establecimientos vecinos también tomaban medidas de seguridad, contratando guardias 
civiles. Debido a la precariedad de la ocupación y a los constantes desalojos, la supervivencia 
del grupo ocupante era muy difícil, porque sus cultivos de consumo en la propiedad ocupada 
eran constantemente destruidos. Los miembros de la ocupación sobrevivían mediante trabajos 
temporales en otros lugares, o de la recolección y cacería en los alrededores518.

El lunes 3 de agosto de 1998, hacia las 16:30 horas, Julián Portillo salió del campamento de 
la ocupación de las tierras de Barrail para ir a cazar tatu (armadillos) en un sector denominado tatu (armadillos) en un sector denominado tatu
Paso Real, pasando por la propiedad ocupada. Un compañero de la ocupación, el señor Sabino 
Melgarejo, al ver que Portillo iría solo decidió acompañarlo. Cada uno subió a su caballo, 
se fueron armados cada uno con un machete y una pala, y llevaron consigo a unos perros 
amaestrados para atrapar tatu519.

517 Testimonios N° 0057 y 0058. Informativo Campesino N° 81/1995, 82/1995, 86/1995, 89/1996, 92/1996, 93/1996, 94/1996, 102/1997 y 
104/1997.

518 Testimonios N° 0057 y 0058.
519 Testimonios N° 0057 y 0058. Informativo Campesino N° 119/98. Parte policial de 6 de agosto de 1998 del comisario DEJAP Porfi rio 

Villasanti, jefe de la Comisaría N° 8 de San Estanislao; testifi cal de Sabino Melgarejo (expediente “Luis Da Silva, Pablo Escobar y Antonio 
Dos Santos Villalba s/ homicidio y herida en Cururuó – San Estanislao”, Año 1998, N° 351, folio 30, ante el Juzgado de 1ª Instancia en lo 
Criminal y Correccional del Menor de San Estanislao, a cargo de José Yuruhan Chena, fs. 6-7 y 32).
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Cuando iban andando por un camino interno que atravesaba la propiedad de Barrail, se cruzaron 
con tres guardias civiles armados que custodiaban una estancia adyacente al inmueble que los 
campesinos estaban ocupando, la empresa “Ganadera y Forestal Don Pedro”, propiedad del 
empresario asunceno Pedro Zucolillo, separada de la propiedad ocupada por el camino que los 
campesinos iban transitando. Dos de los guardias quedaron al costado del camino, a orillas del 
arroyo Kururuo, en un bosque del lado de la propiedad que custodiaban, en tanto que uno de los 
guardias continuó viaje hasta el centro de la colonia Kururuo a realizar compra de provistas520.

Julián Portillo y Sabino Melgarejo llegaron al lugar donde irían a cazar tatu. El lugar era un 
bosque de guavirami que había sido recientemente incendiado y en el que quedaban algunas 
“islas” de karaguata, en donde había muchoskaraguata, en donde había muchoskaraguata tatu escondidos en sus madrigueras. La cacería tatu escondidos en sus madrigueras. La cacería tatu
fue buena, porque lograron atrapar a cuatro animales, por lo que ambos campesinos decidieron 
retornar al campamento, llevando cada uno dos tatu atados en sacos a su monturatatu atados en sacos a su monturatatu 521.

Aproximadamente a las 20:30 horas, Portillo y Melgarejo volvían por el camino interno entre 
las propiedades de Barrail y Zucolillo, cuando desde un bosque al costado derecho del camino, 
dentro de la propiedad de Zucolillo, escucharon un disparo de arma de fuego efectuado desde una 
distancia de unos 5 metros aproximadamente. Melgarejo giró sobre su caballo para ver qué ocurría, 
y vio que Julián Portillo daba un fuerte gemido y caía del caballo al suelo. Al intentar retornar con 
el caballo hacia atrás para ir a auxiliar a su compañero, Melgarejo fue herido por otro disparo de 
arma de fuego que le impactó en la cadera, del lado derecho. En vista que los disparos continuaban 
e iban dirigidos hacia él, Sabino Melgarejo decidió salir del lugar a todo galope, atravesando el 
campo, para volver al campamento, a donde llegó a las 23:00 horas aproximadamente, para dar 
aviso de lo sucedido y ser trasladado al pueblo para recibir atención médica522.

De acuerdo al examen que le fuera practicado al día siguiente, Julián Antonio Portillo presentaba 
una “herida de arma de fuego, calibre a determinar, con puerta de entrada a nivel del borde 
inferior del omóplato lado izquierdo, saliendo el proyectil a nivel del tercer espacio intercostal 
lado derecho cara anterior a tres cms. por encima de la tetilla” y una segunda “herida de arma 
de fuego calibre a determinar con puerta de entrada a nivel del borde superior de la rodilla 
izquierda sin salida. Posible causa de muerte: Hemorragia interna masiva, con lesión de órganos 
vitales”. De acuerdo a la descripción que se hiciera del cuerpo de la víctima en el levantamiento 
del cadáver, la víctima:

“se encontraba en un campo situado a cuatro kilómetros del poblado, fue hallado en 
un camino en posición decúbito lateral derecho, con piernas y brazos extendidos, la 
cabeza dirigida hacia el este y los pies hacia el oeste. También fueron hallados una 
linterna metálica de tres pilas debajo del pie izquierdo, un proyectil calibre punto treinta 
a la altura de la mano derecha, un kepis color negro debajo del cadáver, una maleta 
de tela conteniendo dos armadillos situada a tres metros de la cabeza del cadáver. 
También se encontraba al costado derecho, un perro vigilando el cadáver”523.

Fue el propio Sabino Melgarejo quien dio aviso a los demás compañeros de la ocupación y a la 
compañera de Julián Portillo de lo sucedido. La madre de la víctima fue avisada del hecho al día 
siguiente por Abel Benítez, tío paterno de Portillo, quien también estaba en la ocupación524.
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520 Idem.
521 Idem.
522 Idem.
523 Diagnóstico médico del doctor Eligio Penayo (expediente “Luis Da Silva, Pablo Escobar y Antonio Dos Santos Villalba s/ homicidio y 

herida en Cururuó – San Estanislao”, Año 1998, N° 351, folio 30, ante el Juzgado de 1ª Instancia en lo Criminal y Correccional del Menor 
de San Estanislao, a cargo de José Yuruhan Chena, fs. 2 y 8).

524 Testimonios N° 0057 y 0058.
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INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
La investigación judicial de la ejecución arbitraria de Julián Antonio Portillo empezó el 4 de 
agosto de 1998, cuando Sabino Melgarejo, acompañado de Bartolomé Del Puerto, dirigente 
de la Asociación Campesina de Desarrollo Integrado (ACADEI), y de Cándido Valiente, otro 
compañero de la ocupación, radicaron denuncia formal del hecho en la Comisaría N° 8 de San 
Estanislao. En esa misma fecha, la denuncia fue notifi cada verbalmente al Juez de 1ª Instancia 
en lo Civil, Comercial, Laboral y Tutelar del Menor de San Estanislao, interino en el fuero penal, 
Osvaldo Godoy Zárate, quien resolvió la instrucción del sumario en averiguación del hecho y 
la constitución del juzgado en el lugar del crimen. No obstante, el juez no estuvo presente en 
el levantamiento del cadáver, diligencia que corrió a cargo del director del Centro de Salud de 
San Estanislao, docto Eligio Penayo, con el apoyo de personal policial, quien hizo la inspección 
médica del cuerpo de la víctima y dispuso la entrega del cuerpo a su tío, el señor Victoriano 
Benítez. Estas primeras diligencias se realizaron 23 horas después de realizada la ejecución 
arbitraria de la víctima525.

El juez Godoy Zárate realizó la constitución en el lugar del hecho el 5 de agosto de 1998. No 
obstante, recabando información de personal de la estancia de Pedro Zucolillo, en realidad el juez 
inspeccionó otro lugar, un potrero de la estancia Don Pedro, en donde de acuerdo a referencias 
proporcionadas por el señor Victoriano Espínola Araujo, mayordomo del establecimiento, se 
había producido un enfrentamiento entre abigeos y tres guardias de la estancia de nombres 
Luis Da Silva, Pablo Escobar y Antonio Dos Santos Villalba, que tuvo por resultado la muerte de 
uno de los abigeos. El juez constató, por indicaciones del mayordomo, un lugar donde el cerco 
perimetral de la estancia había sido cortado y, a unos 200 metros de allí, una vaca muerta. De 
acuerdo a la versión del personal de la estancia Don Pedro, el cadáver del cuatrero había sido 
trasladado posteriormente a unos 400 metros de donde se produjo el enfrentamiento, de donde 
fue levantado por el médico forense526.

El 12 de agosto de 1998, el juez de 1ª Instancia en lo Criminal de San Estanislao, José Yuruhan 
Chena, resolvió realizar nuevamente la inspección judicial del lugar del hecho con participación del 
agente fi scal Milciades Balbuena Albera. En la diligencia, con base a los informes que proveyeron 
al Juzgado el mayordomo de la estancia y el retirero Roque Fernández, se inspeccionó el mismo 
lugar donde se había cortado el cerco perimetral y donde se hallaba el animal vacuno muerto, y 
donde presuntamente se había producido un enfrentamiento con abigeos527.

Durante la instrucción del sumario, el Juzgado recibió la declaración informativa de Sabino 
Melgarejo. Se agregaron como pruebas documentales el certifi cado de defunción de Julián 
Portillo, 19 tomas fotográfi cas de la inspección judicial y el diagnóstico médico de Sabino 
Melgarejo. Asimismo, se agregó un informe del ingeniero Pedro Zucolillo, remitiendo la lista 
de personal de estancia empleado en el establecimiento Don Pedro, en el que señaló que “[l]a 
mayoría del personal de Estancia cuenta con su arma personal del tipo revólver calibre 38 o 

525 AI N° 892 de 4 de agosto de 1998; diagnóstico médico del doctor Eligio Penayo; parte policial de 6 de agosto de 1998 del comisario 
DEJAP Porfi rio Villasanti, jefe de la Comisaría N° 8 de San Estanislao; (expediente “Luis Da Silva, Pablo Escobar y Antonio Dos Santos 
Villalba s/ homicidio y herida en Cururuó – San Estanislao”, Año 1998, N° 351, folio 30, ante el Juzgado de 1ª Instancia en lo Criminal y 
Correccional del Menor de San Estanislao, a cargo de José Yuruhan Chena, fs. 1, 2 y 6-7).

526 Acta de constitución del juzgado y croquis (expediente “Luis Da Silva, Pablo Escobar y Antonio Dos Santos Villalba s/ homicidio y herida 
en Cururuó – San Estanislao”, Año 1998, N° 351, folio 30, ante el Juzgado de 1ª Instancia en lo Criminal y Correccional del Menor de 
San Estanislao, a cargo de José Yuruhan Chena, fs. 3-5).

527 Acta de constitución del juzgado (expediente “Luis Da Silva, Pablo Escobar y Antonio Dos Santos Villalba s/ homicidio y herida en 
Cururuó – San Estanislao”, Año 1998, N° 351, folio 30, ante el Juzgado de 1ª Instancia en lo Criminal y Correccional del Menor de San 
Estanislao, a cargo de José Yuruhan Chena, fs. 10-11).
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22. La fi rma no conoce de antecedentes penales de ninguno de sus funcionarios, puesto que si 
tuviere alguno no serían admitidos”. Al mismo tiempo, señaló que la nómina de trabajadores 
“sufrió variaciones puesto que 6 personales se han retirado por la constante amenaza de muerte 
de los ocupantes ilegales de la propiedad del Ing. J. José Barrail (…) Los personales que se han 
retirado por dicho problema son: Gumercindo Núñez, Samuel Martínez, Rafael Giménez, Luis Da 
Silva, Pablo Escobar y Antonio Dos Santos”528.

Respecto de los presuntos autores materiales de la ejecución arbitraria de Julián Portillo, el 2 
de septiembre de 1998 el juzgado resolvió, a solicitud del Ministerio Público, la ampliación 
del sumario incluyendo en carácter de procesados a Luis Da Silva, Pablo Escobar y Antonio 
Dos Santos Villalba, decretando su detención preventiva y su reclusión en la Comisaría 8ª de 
San Estanislao, en libre comunicación y a disposición del juzgado. Al día siguiente, la orden de 
captura fue notifi cada al jefe de la comisaría. La orden de captura fue reiterada el 27 de octubre 
de 1998 y el 9 de febrero de 1999. El 27 de febrero de 2002 el Juzgado de Liquidación a cargo 
de Yuruhan Chena resolvió declarar rebelde a los mandatos de la justicia a los tres procesados y 
archivar la causa, en el contexto del sistema de depuración de causas penales (art. 9 de la Ley 
N° 1444/99)529.

El último acto procesal de investigación diligenciado por el juzgado es del 26 de noviembre 
de 1998. Aunque la causa continúe abierta en el estado sumario, desde esa fecha no se han 
realizado más actos substantivos que tiendan a la investigación de la ejecución arbitraria de 
Julián Antonio Portillo, ni se han realizado mayores esfuerzos por dar con los supuestos autores 
materiales de la ejecución. Tampoco fueron procesadas otras personas en calidad de autores 
morales, cómplices y/o encubridores del hecho.

REPARACIONES
Julián Antonio Portillo fue enterrado en el cementerio de la colonia Kururuo, distrito de San 
Estanislao, departamento de San Pedro, donde hasta ahora se encuentran sus restos. Todos 
los gastos emergentes de su ejecución arbitraria, incluidos los gastos funerarios y judiciales, 
fueron cubiertos por sus familiares y por compañeros y compañeras de la Federación Nacional 
Campesina y de ACADEI.

El asentamiento que fuera constituido en las tierras obtenidas mediante la lucha de la organización 
campesina en la que militara Julián Antonio Portillo lleva hoy día su nombre, en su memoria y 
homenaje. Asimismo, la escuela que se habilitó en el asentamiento se llama “3 de agosto”, en 
recordación de la fecha de su muerte. No obstante, estas designaciones fueron puestas por iniciativa 
de la organización y aún no cuentan con reconocimiento ofi cial a la fecha de este informe.

Los familiares de Julián Antonio Portillo no recibieron indemnización alguna en los términos del 
derecho internacional de los derechos humanos como medida de reparación. Tampoco recibieron 
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528 Certifi cado de defunción de Julián Portillo; fotografías; diagnóstico médico del doctor Eligio Penayo; testifi cal de Sabino Melgarejo; 
informe de Pedro Zucolillo (expediente “Luis Da Silva, Pablo Escobar y Antonio Dos Santos Villalba s/ homicidio y herida en Cururuó 
– San Estanislao”, Año 1998, N° 351, folio 30, ante el Juzgado de 1ª Instancia en lo Criminal y Correccional del Menor de San Estanislao, 
a cargo de José Yuruhan Chena, fs. 17, 18-27, 30, 32 y 43).

529 Dictamen N° 628 de 27 de agosto de 1998; AI N° 1008 de 2 de septiembre de 1998; Ofi cio N° 2559 de 3 de septiembre de 1998; 
providencias del 27 de octubre de 1998, 9 de febrero de 1999; AI N° 75 de 27 de febrero de 2002 (expediente “Luis Da Silva, Pablo 
Escobar y Antonio Dos Santos Villalba s/ homicidio y herida en Cururuó – San Estanislao”, Año 1998, N° 351, folio 30, ante el Juzgado 
de 1ª Instancia en lo Criminal y Correccional del Menor de San Estanislao, a cargo de José Yuruhan Chena, fs. 29, 33, 34, 36, 44 y 46).
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disculpas públicas del Estado ni un informe ofi cial respecto de las circunstancias de su ejecución 
arbitraria y de los resultados de las investigaciones realizadas530.

CONCLUSIONES
1. A la luz de los elementos probatorios reunidos en este informe, la CODEHUPY tiene la 

convicción de que Julián Antonio Portillo fue víctima de una ejecución arbitraria planifi cada 
y ejecutada en el contexto de un confl icto por el derecho a la tierra y como consecuencia de 
su militancia política en una organización campesina.

 Los testimonios recolectados por la CODEHUPY, valorados conjuntamente con los escasos 
elementos de convicción recogidos por los organismos jurisdiccionales del Estado aún a pesar 
de la notoria defi ciencia de la investigación ofi cial, llevan a concluir que el Ministerio Público 
cuenta con sufi cientes pruebas disponibles para investigar a los guardias parapoliciales que 
al tiempo de ocurrido el hecho habrían trabajado para el establecimiento “Ganadera y 
Forestal Don Pedro”, propiedad de Pedro Zucolillo, por su presunta participación en el ilícito. 
Sin embargo, la identidad de estas personas no llegó a ser esclarecida por la insufi ciente 
investigación ofi cial.

 La CODEHUPY sostiene que estos mismos elementos de justifi can de un modo razonable 
y sufi ciente que el Ministerio Público investigue y eventualmente solicite el enjuiciamiento 
de los propietarios y directivos de dicha empresa, y de los administradores de los bienes y 
representantes de dicha empresa en el distrito de San Estanislao, por la posible responsabilidad 
en grado de autoría moral y encubrimiento en el hecho. Sin embargo, la responsabilidad 
penal individual de estas personas nunca fue debidamente esclarecida por los organismos 
jurisdiccionales del Estado.

2. Estas circunstancias que resultan en la impunidad en que quedaron los autores morales y 
materiales de la ejecución de Julián Portillo, llevan a la CODEHUPY a sostener que el Estado 
paraguayo es responsable internacionalmente por la falta de una investigación adecuada y 
una sanción correspondiente a los autores del hecho. Por un lado, la extremada dilación y 
lentitud del procedimiento judicial incoado para investigar el ilícito, cuya duración ya alcanza 
los 8 años a la fecha de este informe sin arrojar resultado alguno, confi gura un retardo 
injustifi cado de los recursos judiciales531.

 La investigación ofi cial llevada adelante fue notoriamente defi ciente en los términos 
requeridos por derecho internacional de los derechos humanos532. Por un lado, destaca la 
ausencia de una debida diligencia para atrapar a los autores materiales prófugos, debido a 
la inefectividad del órgano jurisdiccional en actuar con la rapidez necesaria para el caso. La 
primera orden de captura judicial decretada para atrapar a presuntos autores materiales fue 
dictada un mes después de cometida la ejecución arbitraria, tiempo sufi ciente para facilitar 
la fuga de cualquier implicado. Este dato es de por sí sugerente de una inacción judicial 
cercana a la colaboración directa con el ilícito perpetrado. La misma ausencia de una debida 
diligencia se observa respecto de la investigación a los responsables en grado de autoría moral 
o instigación, quienes se mantienen en la más completa impunidad, debido a la futilidad de 
la investigación judicial llevada adelante.

530 Testimonios N° 0012 y 0013.
531 Ver Capítulo III, sección 3.
532 Ver Capítulo III, sección 3.
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 La investigación judicial omitió producir pruebas directas fundamentales para el esclarecimiento 
del ilícito investigado como la autopsia bajo supervisión de un médico forense acreditado, la 
recolección de evidencias en el lugar del hecho y la pericia balística del proyectil que quedó 
incrustado en el cuerpo de la víctima, a los efectos de establecer el calibre y origen de los 
mismos. El examen a que fuera sometido el cuerpo de la víctima fue una revisión demasiado 
superfi cial, y no es una prueba sufi ciente ni siquiera para determinar la causa de muerte. La 
extraordinaria desidia con que se produjo la intervención judicial en este caso es reveladora 
de una ausencia completa de un protocolo de investigación serio y pertinente para casos 
similares. La primera presencia institucional del Estado en función de investigación en el 
lugar del hecho se produjo 24 horas después de sucedida la ejecución de la víctima, tiempo 
sufi ciente para que se contaminara la escena del crimen. Durante todo ese día, el cuerpo de 
la víctima estuvo tirado en el suelo, aguardando la llegada de los funcionarios estatales que 
deberían de haber sido más diligentes.

 Además de esta circunstancia, no hubo relevamiento del lugar del hecho y recolección de 
evidencias en el sitio. Las dos inspecciones judiciales que se realizaron 48 horas y 10 días 
después de ocurrida la ejecución respectivamente, se realizaron en sitios distintos a aquél en 
el que se produjo el ataque en el que perdiera la vida Julián Antonio Portillo.

Estas omisiones en el deber de investigar y sancionar determinan que el comportamiento 
de los organismos jurisdiccionales del Estado sea insufi ciente para proseguir adecuadamente 
una acusación criminal en contra de todos los autores materiales y morales y cómplices de 
la ejecución arbitraria de Julián Antonio Portillo, no contribuye al esclarecimiento del hecho 
determinando la verdad completa de lo sucedido, y trae como consecuencia la impunidad de 
los victimarios.

3. Si bien la designación de un asentamiento con el nombre de la víctima y una escuela con 
la fecha de su fallecimiento es una medida de reparación adecuada de acuerdo al derecho 
internacional de los derechos humanos que tiene por fi nalidad rememorar y honrar a las 
víctimas y evitar que los hechos vuelvan a repetirse, ésta resulta completamente insufi ciente 
para la reparación integral del daño provocado y para llevar consuelo a sus familiares533. 
En tal sentido, la CODEHUPY sostiene la convicción de que el Estado paraguayo es 
internacionalmente responsable por el incumplimiento de la obligación complementaria de 
reparar integralmente a los familiares de Julián Antonio Portillo, la que debería incluir por lo 
menos medidas de satisfacción y una indemnización compensatoria adecuada.

4. Estas circunstancias de falta de medidas adecuadas para prevenir, la impunidad y la falta de 
reparación integral llevan a la CODEHUPY a concluir que el Estado paraguayo es responsable 
internacionalmente por la ejecución arbitraria de Julián Antonio Portillo, de acuerdo a los 
presupuestos de imputabilidad en el derecho internacional de los derechos humanos. Dicha 
ejecución fue realizada en el contexto de la actuación de parapoliciales armados y sostenidos 
por latifundistas que se amparan en la ausencia de medidas ofi ciales adecuadas para impedir, 
prevenir y sancionar dichas ejecuciones. La falta de diligencia debida para esclarecer la 
responsabilidad individual en la jurisdicción nacional y proteger a las víctimas, como fue 
constatado en el presente caso, otorga un apreciable nivel aquiescencia a dichos grupos.
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533 Ver Capítulo III, sección 4
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DEPARTAMENTO DE SAN PEDRO / CRESCENCIO GONZÁLEZ CABRERA

CRESCENCIO GONZÁLEZ CABRERA
† 14 de noviembre de 1999

Crescencio González Cabrera (CI N° 1.382.847), hijo de Juana Cabrera y José González, tenía 35 
años cuando fue víctima de una ejecución arbitraria. Era oriundo de calle San Juan, distrito de 
General Resquín, departamento de San Pedro, en donde vivía con su esposa Gumercinda Duarte, 
con quien tuvo 5 hijos, de los cuales viven dos: Arsenio y Liliana González Duarte. Aunque 
carecía de tierra propia, Crescencio González trabajaba exclusivamente en la agricultura. Había 
estudiado hasta el 6° grado de la escuela primaria, y no había realizado otros estudios. Hablaba 
en guaraní como lengua materna, y un poco de español534.

En busca de tierra propia, Crescencio González se unió a la comisión vecinal de sin tierras de la 
calle San Juan. Esta comisión, con apoyo de la Federación Nacional Campesina (FNC), se unió a 
otras comisiones de sin tierra de la zona de Resquín (San José del Norte y San Vicente) y de otros 
distritos del departamento de San Pedro (Yataity del Norte, Choré, Yryvukua, San Estanislao y 
Liberación), hasta nuclear a unas 2.400 familias de trabajadores rurales sin tierra de San Pedro 
que estaban gestionando tierras como benefi ciarios de la reforma agraria con el apoyo de la 
FNC. Crescencio González fue un asociado y miembro de base de su comisión de sin tierras535.

Como no lograron resultado alguno mediante las gestiones administrativas, las comisiones de 
sin tierra resolvieron iniciar acciones directas mediante la ocupación de inmuebles que eran 
considerados latifundios improductivos. En 1999 resolvieron preparar la ocupación de inmuebles 
rurales de la fi rma Ganadera Aguaray S.A., propiedad de Evaldo Emilio de Araujo, ciudadano 
brasileño residente en San Pablo (Brasil), que poseía 33.000 hectáreas en el departamento de 
San Pedro. Los campesinos ocuparon el 13 de noviembre de 1999 la estancia La Esperanza, una 
fracción de la propiedad mayor de Araujo, en la colonia Naranjito, del distrito de Resquín, de 
donde fueron desalojados violentamente al día siguiente536.

Los antecedentes del caso señalan que ya en 1990, una comisión vecinal de sin tierras d ela 
colonia San Vicente, con apoyo de la Coordinadora Nacional de Lucha por la Tierra y la Vivienda 

534 Testimonios N° 0075, 0076 y 0077.
535 Idem.
536 Testimonios N° 0075, 0076 y 0077. Informativo Campesino N° 134/1999 y 135/1999.
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(CNLTV), había ocupado las tierras de Evaldo Emilio Araujo. El 14 de mayo de 1990, unas 75 
familias de campesinos sin tierra ingresaron al inmueble y lo ocuparon, como medida de presión 
ante la falta de respuestas por parte del IBR, instancia ante la que habían presentado una solicitud 
de expropiación tres meses antes. El 26 de mayo un grupo de soldados al mando del alcalde 
Augusto Palacios Caballero acompañados de tres guardias civiles armados se presentaron en la 
ocupación a amedrentar y maltratar a los ocupantes. En esa ocasión, el jefe de la comisaría de 
Santa Rosa del Aguaray, el subcomisario Rosendo Ibarra amenazó de muerte a Asunción Pereira, 
uno de los ocupantes. En junio de ese año la ocupación fue violentamente desalojada por la 
Fuerza de Tarea Conjunta “Urunde’y” y parapoliciales de la estancia, quienes expulsaron por 
la fuerza a los ocupantes y destruyeron sus precarias viviendas. El desalojo se realizó sin orden 
judicial, de acuerdo a la denuncia de la CNLTV. En agosto de 1990 los campesinos desalojados 
vinieron a la capital, y se establecieron en un campamento en los pasillos de la Catedral de 
Asunción, para seguir presionando el trámite537.

CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
Crescencio González participó activamente de la ocupación de la estancia La Esperanza, el 
sábado 13 de noviembre de 1999. La Esperanza era una fracción de 4.794 hectáreas, parte de 
una propiedad mayor identifi cada como fi nca N° 288 de 9.589 hectáreas que Evaldo de Araujo 
poseía en el distrito de General Resquín, adquirida por el empresario brasileño en 1973. Una 
buena parte de la propiedad era tierra sin explotación, mantenida como reserva forestal por el 
dueño del inmueble538.

Ese día, aproximadamente a las 07:00 horas, un grupo de 1.150 campesinos y campesinas 
ingresaron a la estancia La Esperanza en varios camiones, llevando consigo sus enseres 
personales, herramientas de labranza, equipos para acampar y gran cantidad de víveres. Otro 
grupo similar quedó fuera del establecimiento, con la función de realizar las acciones de apoyo 
logístico y sostenimiento de la ocupación. El grupo ocupante ingresó cortando alambradas y 
abriendo portones de acceso, por el sector de los retiros Yakarey y Martillo, y a través de un 
camino interno llegaron hasta un área boscosa dentro de la estancia en donde establecieron un 
campamento entre los árboles al costado del camino. En ese lugar realizaron tareas de limpieza, 
se distribuyeron los lugares, se repartieron tareas de seguridad, prepararon la cena y pasaron la 
noche sin novedad539.

Al día siguiente, aproximadamente al mediodía cuando los campesinos se encontraban preparando 
la comida, llegó al lugar una considerable fuerza policial de unos 150 a 200 efectivos de agentes 
de la Agrupación Ecológica y Rural y de agentes comunes, al mando del comisario principal 
DAEP Eulalio Borja Aguilar, jefe de la Policía Nacional del departamento de San Pedro, y del 
superior de éste, el comisario general José Dolores Sánchez, director de la Tercera Zona Policial. 
La fuerza policial se desplegó en el sitio, el jefe del operativo realizó la intimación para que se 
abandone el lugar, y al cabo de unos minutos ordenó el inicio de la intervención por la fuerza. 
Los agentes de policía tiraron varias granadas de gas lacrimógeno y realizaron disparos de arma 

537 Informativo Campesino N° 20/1990, 21/1990 y 23/1990.
538 Testimonios N° 0075, 0076 y 0077. Informativo Campesino N° 134/1999. Título de propiedad y plano de las estancias La Esperanza y 

Aguaray; Parte Policial de 18 de noviembre de 1999 remitido por el comisario principal DAEP Eulalio Borja Aguilar; Nota N° 180 de 15 
de noviembre de 1999 remitida por el comisario principal DAEP Eulalio Borja Aguilar (expediente “Averiguación s/ supuesto Hecho de 
Invasión de Propiedad Privada en Resquín. Víctima: Evaldo Emilio de Araujo”, Año 1999, N° 294, folio 42, ante el Juzgado de 1ª Instancia 
en lo Criminal de San Pedro a cargo de Miguel Ángel Planas, fs. 1-10, 36-44 y 46-52).

539 Idem.
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de fuego con balas de goma y de plomo y atacaron con cachiporras cuando el grupo estuvo 
mermado, en medio de una gran confusión540.

Al iniciarse la intervención policial, se produjo un desbande generalizado entre los campesinos, 
huyendo la mayor parte hacia el interior del bosque. Pero otro grupo se quedó entre heridos y 
personas que resistieron la intervención policial y se enfrentaron cuerpo a cuerpo con la policía, 
hasta que fueron rápida y violentamente controlados. Asimismo la Policía persiguió por el lugar a 
los campesinos que seguían ocupando el sitio hasta lograr dominar la situación, aproximadamente 
a las 14:00 horas. Los agentes de policía trataron con suma brutalidad a los heridos y detenidos, 
a quienes siguieron golpeando aún cuando ya estaban reducidos, y a las mujeres a quienes 
vejaron verbalmente y sometieron a distintas formas de malos tratos y humillaciones sexuales 
(las obligaron a caminar en cuatro patas y las hacían acostar para pasar encima de ellas)541.

Al término de la intervención policial fueron detenidos en total unos 321 campesinos ocupantes, 
todos ellos hombres, quienes fueron alzados en camiones y llevados en varios viajes hasta la 
comisaría N° 18 de Santa Rosa del Aguaray. También fueron detenidas en el operativo muchas 
mujeres, niños y niñas y personas mayores, pero fueron llevadas hasta el pueblo de Resquín en 
donde fueron liberadas. Los policías estuvieron en el sitio realizando el traslado de los detenidos 
hasta las 13:00 horas del lunes 15 de noviembre. Todos los hombres detenidos fueron liberados 
hacia el fi nal del día 15, presumiblemente por orden del Ministro del Interior en ese entonces, 
Walter Bower542.

Recibieron heridas graves y de arma de fuego 14 campesinos ocupantes: Aníbal Meza, Marcos 
Benítez Bareiro, Carlos Omar Ramírez, Juan Blas Ramírez Olmedo, Mariano Rolón Ferreira, Rubén 
Giménez González, Juan Benítez Villalba, Asunción Cabrera Peralta e Isacio Arévalos, quienes 
recibieron los primeros auxilios en la Comisaría N° 18, por parte del doctor Elvio Melgarejo. En 
tanto, Crecencio Portillo, Marcelino Alvarenga Bareiro, Leoncio García, Ignacio Giménez Cabrera 
y César Agüero Martínez fueron atendidos en el Centro de Salud de Santa Rosa del Aguaray543.

Toda la intervención policial se realizó sin orden de juez ni control jurisdiccional o fi scal.

El 15 de noviembre, en horas de la mañana, fue encontrado por sus propios compañeros de 
ocupación el cuerpo sin vida de Crescencio González, quien había sido víctima de una ejecución 
arbitraria por policías durante el desalojo cuando estaba huyendo, y su cuerpo arrojado y 
sumergido en un estero que lindaba con el arroyo Yakarey, dentro de la estancia La Esperanza, 
a unos 100 metros aproximadamente del lugar donde los ocupantes habían establecido 
el campamento y donde se había producido la represión policial. De acuerdo al diagnóstico 
que realizara el médico forense Nicolás Lezcano, se determinó como causa de muerte “shock 
traumático encefálico por herida de proyectil de arma de fuego con orifi cio de entrada en región 
frontal y orifi cio de salida [en] región occipital”, estableciendo como fecha de defunción el 15 
de noviembre de 1999544.
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540 Idem.
541 Idem.
542 Idem.
543 Idem.
544 Acta de constitución del Juzgado de Paz; Parte Policial del 16 de noviembre de 1999 del ofi cial principal OS Felipe Fernández jefe de la 

Comisaría N° 27 de la colonia Pancholo; certifi cado de defunción de Crecencio González (expediente “Con motivo de un supuesto hecho 
de Homicidio en Gral. Resquín. Víctima: Crecencio González”, Año 1999, N° 295, folio 42, ante el Juzgado de 1ª Instancia en lo Criminal 
de San Pedro a cargo de Miguel Ángel Planas, fs. 2-4, 15-16 y 22).
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Los familiares de Crescencio González se enteraron de su ejecución arbitraria por la noticia 
divulgada por la radio de la zona545.

INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
La investigación judicial de la ejecución arbitraria de Crescencio González se inició el 15 de 
noviembre de 1999, cuando los campesinos Ángel Arévalos Espínola y Marcos Daniel Quintana 
denunciaron el hallazgo del cuerpo sin vida de la víctima, quien aún no estaba identifi cada, 
en un bañado del arroyo Yakarey a agentes de la Policía Nacional que aún se encontraban en 
el inmueble tras el desalojo de la ocupación. Los agentes de policía recogieron el cuerpo y lo 
trasladaron inmediatamente a la comisaría N° 14 de Resquín, desde donde comunicaron del hecho 
al Juzgado de Paz de la localidad, a cargo de Darío Vidaurre Aranda. En esa misma fecha, el Juez 
de Paz resolvió la instrucción del sumario en averiguación del hecho denunciado y la constitución 
del Juzgado en la comisaría N° 14. En esa misma fecha el cadáver de la víctima fue inspeccionado 
por el Juez de Paz y por el médico Elvio Rubén Melgarejo, director del Centro de Salud de Choré. 
El Juzgado, asimismo, dispuso la entrega del cuerpo al comisario José Dolores Sánchez, para su 
traslado al Instituto Médico Legal en Asunción, para la realización de una autopsia546.

Sin embargo, la autopsia no fue realizada, limitándose la intervención del Instituto Médico Legal a 
la expedición de un certifi cado de defunción. El cadáver de Crecencio González fue entregado en 
esa fecha a un familiar de nombre Protacio González, por el comisario José Dolores Sánchez547.

El 17 de noviembre de 1999 el Juzgado de Paz resolvió remitir la causa al Juzgado de 1ª Instancia 
en lo Criminal de San Pedro del Ykuamandyju, para la prosecución del sumario548.

Durante la instrucción del sumario no fue realizada ni una sola diligencia de investigación, ni 
siquiera las que fueron solicitadas por el Ministerio Público.

El 25 de abril de 2002, el Juzgado de Liquidación y Sentencia de San Pedro del Ykuamandyju, 
a cargo de Olga Ruiz, decretó el archivamiento del expediente por no tener imputados 
individualizados, en el contexto del sistema de depuración de causas penales (art. 7 de la Ley N° 
1444/99). Dicha decisión no fue apelada por el Ministerio Público549.

Esta resolución no fue notifi cada a los familiares de Crescencio González.

545 Testimonio N° 0075.
546 AI N° 294 de 15 de noviembre de 1999; Acta de constitución del Juzgado de Paz; Parte Policial del 16 de noviembre de 1999 del ofi cial 

principal OS Felipe Fernández jefe de la Comisaría N° 27 de la colonia Pancholo; providencia del 15 de noviembre de 1999 (expediente 
“Con motivo de un supuesto hecho de Homicidio en Gral. Resquín. Víctima: Crecencio González”, Año 1999, N° 295, folio 42, ante el 
Juzgado de 1ª Instancia en lo Criminal de San Pedro a cargo de Miguel Ángel Planas, fs. 1, 2-4, 15-16 y 8).

547 Acta de entrega de cadáver; certifi cado de defunción de Crecencio González (expediente “Con motivo de un supuesto hecho de Homicidio 
en Gral. Resquín. Víctima: Crecencio González”, Año 1999, N° 295, folio 42, ante el Juzgado de 1ª Instancia en lo Criminal de San Pedro 
a cargo de Miguel Ángel Planas, fs. 21 y 22).

548 AI N° 299 de 17 de noviembre de 1999 (expediente “Con motivo de un supuesto hecho de Homicidio en Gral. Resquín. Víctima: 
Crecencio González”, Año 1999, N° 295, folio 42, ante el Juzgado de 1ª Instancia en lo Criminal de San Pedro a cargo de Miguel Ángel 
Planas, fs. 13).

549 AI N° 67 de 25 de abril de 2002 (expediente “Con motivo de un supuesto hecho de Homicidio en Gral. Resquín. Víctima: Crecencio González”, 
Año 1999, N° 295, folio 42, ante el Juzgado de 1ª Instancia en lo Criminal de San Pedro a cargo de Miguel Ángel Planas, fs. 35).
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REPARACIONES
Crescencio González Cabrera fue enterrado en Resquín, donde hasta ahora reposan sus restos. 
Todos los gastos emergentes de su ejecución arbitraria fueron asumidos por su familia y la 
organización.

Los familiares de Crescencio González Cabrera no recibieron indemnización alguna en los 
términos del derecho internacional de los derechos humanos. Nunca recibió la familia ningún 
tipo de disculpa ofi cial ni informe ofi cial respecto a la ejecución arbitraria de la víctima, ni las 
investigaciones llevadas adelante.

Los compañeros de Crescencio González siguieron su lucha en búsqueda de una respuesta 
institucional en el acceso a la tierra. En enero de 2000 consiguieron mediante otra ocupación, que 
el propietario de la estancia La Esperanza accediera a negociar su venta al Instituto de Bienestar 
Rural (IBR) para su destino a la reforma agraria. El asentamiento campesino así conquistado 
fue denominado Crecencio González en su homenaje y así es reconocido por las autoridades 
públicas550.

CONCLUSIONES
1. Tras el detenido examen de todos los elementos de prueba recogidos en esta investigación, la 

CODEHUPY tiene la convicción de que Crescencio González Cabrera fue víctima de una ejecución 
arbitraria perpetrada por un efectivo de la Policía Nacional que intervino en el desalojo, en 
el contexto de la represión a organizaciones campesinas que demandaban acceder a la tierra 
en el contexto de la reforma agraria, mediante una estrategia de presión y desobediencia civil 
a través de la ocupación de un latifundio. En tal sentido, la ejecución arbitraria de Crecencio 
González es consecuencia de su pertenencia y militancia en una organización de trabajadores 
rurales sin tierra.

 Si bien no caben dudas respecto del deber del Estado en la preservación del orden público, 
estas facultades no pueden ser ejercidas arbitrariamente y con total desprecio a la dignidad 
humana, como la CODEHUPY lamenta constatar en este caso.

 La conclusión respecto de la ilegitimidad del uso de armas de fuego por parte de la Policía 
Nacional en el desalojo de la ocupación de la estancia La Esperanza el 14 de noviembre de 
1999, en la ejecución arbitraria de Crescencio González, y heridas de arma de fuego a otros 14 
ocupantes, se funda en los elementos reunidos en esta investigación que demuestran que:

a) Todo el procedimiento fue realizado en un contexto general de ilegalidad y ausencia de 
debido proceso. El desalojo fue practicado sin contar con una orden judicial ni con el control 
de ningún organismo jurisdiccional que pudiera darle visos de legalidad al procedimiento;

b) La Policía Nacional no realizó ninguna advertencia previa a los manifestantes respecto del 
uso inminente de sus armas de fuego. Los disparos directos en contra de los ocupantes no 
estuvieron precedidos de otros medios de disuasión previos o de uso de la fuerza no letal, 
lo que evidencia la ausencia completa de un protocolo formal de actuación e intervención 
policial en casos de manifestaciones, reuniones y ocupaciones de lugares públicos o privados, 
sean estas lícitas o ilícitas, y tengan o no carácter de violentas;
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c) Las evidencias recolectadas por la CODEHUPY señalan que la víctima se encontraba huyendo 
del ataque policial en el momento en que fue ultimada, y de ninguna manera había puesto 
en peligro la vida de algún agente de policía u otra persona mediante actos de violencia, de 
manera que se justifi cara el uso de armas de fuego en su contra;

d) El único disparo de arma de fuego recibido por la víctima iba dirigido a acabar con su vida 
y fue sufi ciente para ello, lo que señala que los efectivos policiales no guardaban criterios de 
proporcionalidad y de reducción de daños en el uso de sus armas de fuego;

e) La asistencia médica inmediatamente posterior al uso de las armas de fuego por parte de la 
Policía Nacional fue notoriamente defi ciente, tardía y caracterizada por una total improvisación. 
No existían en el lugar equipos médicos para socorrer a la cantidad de heridos;

f) La Policía Nacional omitió reconocer ofi cialmente que utilizó armas de fuego en contra de 
los ocupantes e informar en consecuencia. En ausencia de una alegación en ese sentido, y de 
una investigación ofi cial que demuestre la necesidad del uso de la fuerza y de las armas de 
fuego, la CODEHUPY no puede sino dar completa credibilidad a los testimonios recolectados 
en esta investigación que refi eren que el ataque policial fue totalmente innecesario y 
desproporcionado;

g) El comportamiento de los agentes de la Policía Nacional inmediatamente posterior al desalojo 
y detención de los ocupantes lleva a sospechar cierta intencionalidad criminal. Las alegaciones 
de tortura y malos tratos, la destrucción de pertenencias y el ocultamiento del cadáver de 
Crescencio González constituyen evidencias en este sentido.

 A pesar de la clara responsabilidad institucional del Estado en la ejecución arbitraria de Crescencio 
González, la investigación ofi cial fue totalmente insufi ciente para determinar la identidad del 
agente de policía que fue el autor material de la ejecución arbitraria de la víctima, obligación que 
corresponde a los organismos jurisdiccionales del Estado, en particular al Ministerio Público.

 Sin embargo, a pesar que la Policía Nacional en ningún momento reconoció ofi cialmente 
que utilizó armas de fuego en la represión de la manifestación en la que fuera ejecutada la 
víctima, ni que en consecuencia se haya informado e investigado formalmente respecto de 
la proporcionalidad y necesidad del uso de la fuerza y las armas de fuego por parte de la 
institución policial de acuerdo a los estándares del derecho internacional551, resulta indudable 
que el Ministerio Público cuenta con sufi cientes elementos incriminatorios que justifi can la 
investigación y eventual enjuiciamiento de los jefes policiales con mando en la operación, el 
comisario principal DAEP Eulalio Borja Aguilar, jefe de la Policía Nacional del departamento de 
San Pedro en ese entonces, y del superior de éste, el comisario general José Dolores Sánchez, 
director de la Tercera Zona Policial en la fecha del hecho, por su presunta responsabilidad 
individual en la ejecución arbitraria de la víctima y las heridas provocadas a otros 14 ocupantes, 
por haber autorizado y tolerado que sus subordinados utilizasen ilegítimamente sus armas de 
fuego, y por no haber adoptado las medidas necesarias que razonablemente estaban a su 
alcance y potestad para regular la proporcionalidad de la fuerza utilizada. Así también, cabe 
señalar que dicha responsabilidad individual se extendería a los actos de tortura y tratos crueles 
que se habían perpetrado en contra de los campesinos y campesinas que tras su aprehensión.

551 Ver Capítulo III, sección 3.
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2. La CODEHUPY sostiene que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por 
la impunidad en que quedaron los responsables de la ejecución de Crescencio González. 
La intervención judicial llevada a raíz del hecho, que no alcanza a ser una investigación 
propiamente dicha, fue notoriamente defi ciente en los términos requeridos por el derecho 
internacional de los derechos humanos552.

 La justicia omitió deliberadamente producir pruebas directas fundamentales para el 
esclarecimiento del ilícito investigado según el derecho internacional aplicable, como la 
autopsia bajo supervisión de un médico forense acreditado. La revisión a que fuera sometida 
la víctima fue demasiado superfi cial e insufi ciente.

 Sumado a este hecho, la Policía Nacional tuvo un comportamiento notoriamente incorrecto 
de cara a la protección de la prueba. La contaminación de la escena del crimen, mediante 
la ilegal remoción del cadáver del lugar en el que fue encontrado estuvo directamente 
encaminada a obstruir cualquier posibilidad de investigación judicial del hecho. Sin embargo, 
estas defi ciencias no fueron corregidas ni sancionadas, ni se realizó ninguna inspección judicial 
en el lugar para recoger evidencias del caso.

 La CODEHUPY no puede admitir la validez de la fecha de muerte de Crescencio González 
que el Instituto Médico Legal estableció en el 15 de noviembre de 1999, sin haber realizado 
una autopsia y sin otros elementos de convicción resultantes de una investigación ofi cial 
independiente, contrariando los indicios que indican prima facie que la ejecución se produjo prima facie que la ejecución se produjo prima facie
un día antes, durante el desalojo de la ocupación.

 Al no haber existido una investigación en el caso, tampoco hubo juicio propiamente dicho, 
y la causa fue archivada apelando a la inactividad del Ministerio Público y al sistema de 
depuración de causas penales tramitadas bajo el Código de Procedimientos Penales de 1890. 
A esta irregularidad, se suma el hecho que la decisión judicial que decretó el archivo de la 
causa nunca fue notifi cada a los familiares de la víctima, lo que genera como consecuencia 
la indefensión y falta de protección judicial de los mismos, ya que quedan sin recibir la 
información que le es debida sobre los resultados de las investigaciones ofi ciales llevadas 
adelante y no pueden interponer los recursos judiciales a que tienen derecho.

 Las graves infracciones cometidas por el Juzgado y el Ministerio Público en la investigación 
de la ejecución arbitraria de Crescencio González, así como la activa complicidad institucional 
de la Policía Nacional en el encubrimiento de los responsables individuales, llevan a concluir 
que estas instituciones mantuvieron una conducta cercana a la colaboración directa con el 
ilícito cometido. Esta conducta determinó fi nalmente que la ejecución arbitraria de Crescencio 
González no haya sido juzgada ofi cialmente, que no se haya determinado judicialmente la 
verdad de lo sucedido, ni se haya castigado a sus perpetradores.

3. Si bien la designación del asentamiento conquistado por la lucha campesina en la que falleciera 
Crescencio González con su nombre es una medida de reparación adecuada de acuerdo al 
derecho internacional de los derechos humanos que tiene por fi nalidad rememorar y honrar a 
las víctimas y evitar que los hechos vuelvan a repetirse, ésta resulta completamente insufi ciente 
para la reparación integral del daño provocado y para llevar consuelo a sus familiares553.
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 En este sentido, la CODEHUPY sostiene la convicción de que el Estado paraguayo es 
internacionalmente responsable por el incumplimiento de la obligación complementaria de 
reparar integralmente a los familiares de Crescencio González, la que debería incluir por lo 
menos medidas de satisfacción, un formal pedido de perdón a la familia y una indemnización 
compensatoria adecuada.

4. Estas circunstancias de violación al derecho a la vida en virtud de una acción ilegítima de 
agentes públicos, impunidad y falta de reparación integral llevan a la CODEHUPY a concluir 
que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la ejecución arbitraria de 
Crescencio González.
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DEPARTAMENTO DE SAN PEDRO / JUSTO VILLANUEVA / FELIPE OSORIO / HUBER WILSON DURÉ RODAS

JUSTO VILLANUEVA
☼ 2 de noviembre de 1954

† 8 de enero de 2000

FELIPE OSORIO
† 8 de enero de 2000

HUBER WILSON DURÉ RODAS
☼ 15 de febrero de 1975

† 8 de enero de 2000

Justo Villanueva, hijo de Benita Villanueva (fallecida cuando él tenía 5 años), nació el 2 de 
noviembre de 1954 en San José de los Arroyos, departamento de Caaguazú. Tenía 45 años 
cuando fue víctima de una ejecución arbitraria. Vivía en el asentamiento Sanguina kue, distrito 
de Lima, en el departamento de San Pedro, en compañía de su compañera Juana Nilza Ramírez, 
con quien convivió durante 19 años y tuvieron 4 hijos. Además, Justo Villanueva se encargaba y 
criaba a tres hijos de su pareja, anteriores a su relación. Trabajaba exclusivamente en la agricultura, 
aunque carecía de tierra propia. Toda la familia de Villanueva se asentaba provisoriamente en 
una porción de un terreno prestado por un pariente de su compañera. Había estudiado hasta el 
6° grado de la escuela primaria y hablaba además del guaraní, español y portugués554.

Felipe Osorio tenía 42 años cuando fue víctima de una ejecución arbitraria. Vivía en la calle 
2000 de la colonia Bertoni, distrito de San Estanislao, departamento de San Pedro. Vivía con 
sus 7 hijos en el lote de sus padres, donde también vivían varios de sus hermanos y sus familias. 
Osorio había quedado viudo unos 8 años antes de su ejecución. Trabajaba exclusivamente en 
la agricultura, en el lote familiar. Había estudiado hasta el 4° grado de la escuela primaria y 
hablaba en guaraní, y un poco de español555. 

Huber Wilson Duré Rodas (CI N° 4.093.289), hijo de Estanislaa Rodas y Gabino Duré, nació el 
15 de febrero de 1975. Tenía 24 años cuando fue víctima de una ejecución arbitraria. Vivía en 
el asentamiento Maracaná primer encuadre, distrito de Curuguaty, departamento de Canindeyú, 
con sus otros 5 hermanos y hermanas en el lote de tierra que su madre tenía en ese asentamiento. 
Huber Duré era aún soltero, y trabajaba en la agricultura y como afi lador en un aserradero. 
Había estudiado hasta el 6° grado de la escuela primaria y hablaba solamente en guaraní556.

Buscando acceder a una tierra propia, Justo Villanueva, Felipe Osorio y Huber Duré se unieron a 
comisiones vecinales de sin tierra. Duré era un militante de base de la comisión de sin tierras de 
la Asociación Campesina de Maracaná (ACM). Felipe Osorio era delegado de base de la comisión 

554 Testimonio N° 0082. Certifi cado de Nacimiento de Justo Villanueva.
555 Testimonio N° 0081.
556 Testimonio N° 0079.
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vecinal de sin tierras de la colonia Bertoni. Por su lado, Villanueva era un militante de base y 
miembro de la comisión vecinal de sin tierras de Sanguina kue. Estas comisiones, con apoyo de 
la Federación Nacional Campesina (FNC), se unieron a otras comisiones de sin tierra de la zona 
de Resquín (San José del Norte y San Vicente) y de otros distritos del departamento de San Pedro 
(Yataity del Norte, Choré, Yryvukua, San Estanislao y Liberación), hasta nuclear a unas 2.400 
familias de trabajadores rurales sin tierra de San Pedro que estaban gestionando tierras como 
benefi ciarios de la reforma agraria con el apoyo de la FNC557.

Como no lograron resultado alguno mediante las gestiones administrativas, las comisiones de 
sin tierra resolvieron iniciar acciones directas mediante la ocupación de inmuebles que eran 
considerados latifundios improductivos. En 1999 resolvieron preparar la ocupación de inmuebles 
rurales de la fi rma Ganadera Aguaray S.A., propiedad de Evaldo Emilio de Araujo, ciudadano 
brasileño residente en San Pablo (Brasil), que poseía 33.000 hectáreas en el departamento de 
San Pedro. Los campesinos ocuparon el 13 de noviembre de 1999 la estancia La Esperanza, una 
fracción de la propiedad mayor de Araujo, en la colonia Naranjito, del distrito de Resquín, de 
donde fueron desalojados violentamente al día siguiente, circunstancia en la que fue ejecutado 
arbitrariamente un campesino ocupante de nombre Crecencio González, cuyo caso también se 
analiza en este informe558. La Esperanza era una fracción de 4.794 hectáreas, parte de una 
propiedad mayor identifi cada como fi nca N° 288 de 9.589 hectáreas que Evaldo de Araujo 
poseía en el distrito de General Resquín, adquirida por el empresario brasileño en 1973. Una 
buena parte de la propiedad era tierra sin explotación, mantenida como reserva forestal por el 
dueño del inmueble559.

Tras el desalojo, los campesinos quedaron aguardando una respuesta del gobierno, en el sentido 
de esperar del IBR el ofrecimiento de al menos unas 10.000 hectáreas en una primera parte de 
las negociaciones, de modo a desistir de ocupar nuevamente el establecimiento La Esperanza. 
Como las negociaciones no avanzaron, el sábado 8 de enero de 2000 los campesinos volvieron 
a ocupar el inmueble, de donde volvieron a ser desalojados con violencia560. 

CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
Justo Villanueva, Felipe Osorio y Huber Duré participaron activamente de la ocupación de la 
estancia La Esperanza, el sábado 8 de enero de 2000561.

Al igual que en la ocupación efectuada en noviembre de 1999, nuevamente un numeroso grupo 
de campesinos ingresaron a tempranas horas de la mañana en la estancia La Esperanza, llevando 
consigo sus enseres personales, herramientas de labranza, equipos de campamento y víveres. 
Inmediatamente a la invasión, el administrador de la estancia, el ciudadano brasilero Humberto 
Matarazo dio aviso del hecho a la Policía Nacional562.

557 Testimonios N° 0076, 0077, 0081 y 0082. Informativo Campesino N° 134/1999, 135/1999 y 136/2000. Título de propiedad y plano de las 
estancias La Esperanza y Aguaray (expediente “Averiguación s/ supuesto Hecho de Invasión de Propiedad Privada en Resquín. Víctima: 
Evaldo Emilio de Araujo”, Año 1999, N° 294, folio 42, ante el Juzgado de 1ª Instancia en lo Criminal de San Pedro a cargo de Miguel 
Ángel Planas, fs. 1-10).

558 Ver el caso Crecencio González en este informe.
559 Idem.
560 Idem.
561 Testimonios N° 0076, 0077, 0081 y 0082. Parte Policial Nota N° 8 de 12 de enero de 2000 del comisario principal DAEP Fulgencio Yegros 

Núñez, jefe de Orden y Seguridad del departamento de San Pedro (expediente “Claudelino Villalba Estigarribia y otros s/ Invasión a la 
Propiedad Privada y Perturbación a la Paz Pública en Gral. Resquín”, año 2000, N° 1, folio 46, ante el Juzgado de Primera Instancia en 
lo Criminal de San Pedro A cargo de Enrique Cubilla, fs. 33-36).

562 Idem.
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A las 08:00 horas de ese día se hizo presente en el lugar un numeroso contingente policial 
comandado por el comisario general José Dolores Sánchez Barreiro, director de la Tercera Zona 
Policial, y la fi scala penal de San Pedro del Ykuamandyju Dora Nöhl de Agüero. Los campesinos 
fueron alertados por observadores que estaban fuera de la ocupación con disparos de petardos, 
y se dispusieron a resistir el desalojo en un total de 4 grupos o líneas. No obstante, apenas llegó 
la fuerza policial, la misma se desplegó en el lugar en una formación que dejó rodeados a los 
campesinos que pedían negociar previamente. Inmediatamente dieron la voz de alto y ordenaron 
el ataque policial lanzando gran cantidad de granadas de gas lacrimógeno y realizando disparos 
con armas de fuego con balas de goma y de plomo, generándose un enfrentamiento con los 
campesinos que resistían la ocupación563.

Al cabo de unos instantes, la resistencia de los campesinos fue doblegada, el grupo se desbandó 
por el lugar y la Policía pudo lograr el control de la situación deteniendo a muchos campesinos, 
especialmente los del grupo 1, quienes estaban al frente y que recibieron la peor parte de la 
represión. Luego, los policías se desplegaron en un cordón bloqueando la salida de la estancia 
donde iban deteniendo a las personas heridas que salían del lugar. Al igual que en el primer 
desalojo, los agentes de policía volvieron a tratar con innecesaria brutalidad a los heridos y 
detenidos, a quienes siguieron golpeando. A las mujeres las vejaron verbalmente y sometieron a 
distintas formas de malos tratos y humillaciones sexuales.

Al término de la intervención, la Policía detuvo a 83 campesinos ocupantes, todos ellos hombres, 
quienes fueron subidos a un camión y trasladados como detenidos a la Penitenciaría Regional de 
Coronel Oviedo. Asimismo, recibieron heridas de gravedad 28 personas, y tres murieron como 
consecuencia de los disparos de arma de fuego recibidos564.

Felipe Osorio fue alcanzado al empezar el desalojo, por un disparo que le impactó en el pecho, 
lado izquierdo, con orifi cio de salida en la espalda. Huber Duré también fue alcanzado por un 
disparo al comienzo de la represión y quedó muerto en el lugar. Los cuerpos de ambas víctimas 
fueron recogidos posteriormente por la Policía Nacional y derivados a la morgue del Centro de 
Salud de Santa Rosa del Aguaray. Posteriormente, el cadáver de Huber Duré Rodas, que no había 
sido identifi cado, fue derivado al Instituto Médico Legal de Asunción. En tanto, Justo Villanueva fue 
herido en el tórax, a la altura del estómago, pero no murió instantáneamente y pudo ser auxiliado 
por sus compañeros quienes lograron pasar la barrera policial y trasladarlo a Asunción, al Hospital 
de Emergencias Médicas. No obstante los esfuerzos de sus compañeros, falleció en el camino565.

Los familiares de las víctimas se enteraron de lo acontecido por la noticia divulgada por las radios 
de la zona o por el aviso que les dieron personalmente los compañeros de la organización, días 
después de lo sucedido566.

El informe policial suministrado por el comisario principal DAEP Fulgencio Yegros Núñez, jefe de 
Orden y Seguridad del departamento de San Pedro, sostiene en su parte medular que: 

“(…) [U]na vez constatados los hechos fl agrantes denunciados, se invitó a los 
invasores a abandonar en forma pacífi ca el lugar, éstos respondieron en forma 
unánime que no abandonarían el inmueble, empezando a ostentar sus armas de 
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563 Idem.
564 Idem.
565 Idem.
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fuego, blanca, cortante y contundente y que resistirían hasta lograr sus objetivos, 
cual es la obtención de esas tierras. Acto seguido, la Fiscal [Dora Nöhl de Agüero] 
les dio un tiempo prudencial para desistir de su aptitud (sic)les dio un tiempo prudencial para desistir de su aptitud (sic)les dio un tiempo prudencial para desistir de su aptitud , caso contrario se 
procedería al desalojo y detención, cumplido el plazo establecido y ante la negativa 
de los campesinos, la representante del Ministerio Público dispuso que la Policía 
proceda a desalojar a los mismo; en el momento en que la fuerza policial se movilizó 
para proceder (…) los campesinos empezaron a efectuar disparos de arma de fuego, 
ínterin cayeron heridos el Sub Ofi c. Prim. OS VICENTE GONZÁLEZ CAMPOS y el 
Sub Ofi c. Seg. OS ESTANISLAO GIMÉNEZ GONZÁLEZ; ante tamaña agresión de 
los campesinos la fuerza policial (…) efectuó disparos intimidatorios al aire, con 
Fusil calibre 7,62 Nato, Escopetas con perdigones de goma y lanzamiento de gases 
lacrimógenos produciéndose al mismo tiempo forcejeo, lucha cuerpo a cuerpo, de 
cuya consecuencia resultaron también con lesiones los siguientes efectivos policiales: 
Sub Ofi c. Prim. OS JUAN BLAS FERNÁNDEZ, Sub Ofi c. Seg. OS CARLOS RUBÉN 
ALMADA SÁNCHEZ, Sub Ofi c. Aydte. OS EVARISTO VILLALBA NÚÑEZ y el Sub Ofi c. 
Aydte. OS EUSTAQUIO FERREIRA GONZÁLEZ; quienes fueron evacuados al Hospital 
de Policía “Rigoberto Caballero”; al término del procedimiento los campesinos 
constataron que algunos de ellos también resultaron con lesiones y son: FELIPE 
OSORIO, (…); UBER WILSON DURÉ RODAS, (…); JUSTO VILLANUEVA (…) quien 
falleció por el trayecto al Hospital de Emergencias Médicas; MARIO FLORENTÍN 
BENÍTEZ Y PABLINO BARRETO, atendidos en el Centro de Salud de San Estanislao; 
GERARDO MERCEDES MARTÍNEZ VEGA y EPIFANIO GARCETE BARRIOS, atendidos 
en el Centro de Salud de Santa Rosa del Aguaray; todos al principio auxiliados por 
personal policial y trasladados para recibir los primeros auxilios, con medios de 
la Policía Nacional. Una vez controlada la situación, se procedió a la detención de 
83 personas, quienes fueron trasladados (sic) a la Comisaría 18ª Santa Rosa del 
Aguaray, incautándose del poder los mismos los instrumentos que utilizaron para 
la perpetración de los hechos y agredir al personal policial, es como sigue: 27 
machetes, 12 escopetas de diferentes calibres; 4 rifl es calibre 22; 2 fusiles de los 
cuales 1 recortado, calibre .30 sin marca ni numeración visible; 8 cuchillos; 34 foisas, 
1 pala de punta, 4 tablas con cavo (miguelitos); 4 botellas conteniendo sustancia 
infl amable con mecha (bomba casera molotov) (…).

Durante el procedimiento fue tomado por los invasores como rehén el Sub Ofi c. Seg. 
OS JUAN SIXTO VEGA GÓMEZ, con Credencial Policial N° 33.328, con destino a la 
Comisaría 3ª Chore, siendo sometido a graves apremios físicos (…).

Remito a disposición de S.S., 4 bombas molotov y cuatro tablas con clavo 
(miguelitos)”567.

Los 83 campesinos detenidos recuperaron su libertad por disposición del Juez que instruyó la 
causa por la ocupación el 12 de enero de 2000, luego de haberse arribado a un acuerdo entre la 
Federación Nacional Campesina y el Gobierno Nacional, representado por el Ministro de Justicia 
en ese momento, el doctor Silvio Ferreira568.

567 Parte Policial Nota N° 8 de 12 de enero de 2000 del comisario principal DAEP Fulgencio Yegros Núñez, jefe de Orden y Seguridad del 
departamento de San Pedro (expediente “Claudelino Villalba Estigarribia y otros s/ Invasión a la Propiedad Privada y Perturbación a la 
Paz Pública en Gral. Resquín”, año 2000, N° 1, folio 46, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal de San Pedro a cargo de 
Enrique Cubilla, fs. 33-36).

568 AI N° 19 de 12 de enero de 2000 (expediente “Claudelino Villalba Estigarribia y otros s/ Invasión a la Propiedad Privada y Perturbación 
a la Paz Pública en Gral. Resquín”, año 2000, N° 1, folio 46, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal de San Pedro A cargo 
de Enrique Cubilla, fs. 15-16).
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El hecho de la ocupación nunca fue investigado, y el 8 de agosto de 2001 el Juzgado en lo 
Electoral y de Sentencia de San Pedro del Ykuamandyju, a cargo de Augusto Lacarruba, decretó 
el sobreseimiento provisional de los 83 campesinos procesados en la causa. La resolución no fue 
apelada por el Ministerio Público569.

INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
Se tiene constancia fehaciente que una causa criminal fue abierta en averiguación de la ejecución 
arbitraria de las víctimas, cuyo sumario se inició de ofi cio el mismo día 8 de enero de 2000570.

Asimismo, se tiene constancia documentada de que el 31 de julio de 2002, el Juzgado de 
Liquidación y Sentencia de San Pedro del Ykuamandyju, a cargo de Olga Ruiz, decretó el 
archivamiento del expediente por no tener imputados individualizados, en el contexto del 
sistema de depuración de causas penales (art. 7 de la Ley N° 1444/99). Dicha decisión no fue 
apelada por el Ministerio Público ni fue notifi cada a los familiares de las víctimas571.

Sin embargo, el expediente está extraviado, fue perdido o sustraído y/o destruido intencionalmente. 
No fue hallado en el archivo del Poder Judicial en Coronel Oviedo a donde fue remitido el 12 
de julio de 2002.

REPARACIONES
Justo Villanueva fue enterrado en San Estanislao. Felipe Osorio fue enterrado en el cementerio de 
Tacuruty, distrito de San Estanislao, departamento de San Pedro. Huber Duré está enterrado en el 
cementerio de Guayaybi. Sus restos permanecen en esos sitios. Todos los gastos emergentes de la 
ejecución arbitraria de las víctimas fueron asumidos por sus familiares, vecinos y la organización.

Los familiares de las víctimas no recibieron indemnización alguna en los términos del derecho 
internacional de los derechos humanos. Ninguna de las familias recibió algún tipo de disculpa o 
informe ofi cial respecto a la ejecución arbitraria de las víctimas, ni de las investigaciones llevadas 
adelante.

L a organización campesina continuó la lucha en búsqueda de una respuesta institucional en el 
acceso a la tierra. Tras el segundo desalojo, pudieron forzar una salida al confl icto en enero de 
2000, y lograron que el propietario de la estancia La Esperanza accediera a negociar su venta al 
Instituto de Bienestar Rural (IBR) para su destino a la reforma agraria. Complementariamente a 
este inmueble, el IBR acordó con la organización el ofrecimiento de otras 10.000 hectáreas de 
tierra en otros distritos que se irían habilitando progresivamente, con apoyo gubernamental en la 
habilitación de infraestructura básica. En consecuencia de este acuerdo, fue habilitada la colonia 
Huber Duré, en el distrito de Curuguaty, departamento de Canindeyú, denominada de ese modo 
en homenaje a una de las víctimas y así fue reconocido por las autoridades públicas. En el distrito 
de Yryvukua, departamento de San Pedro, un asentamiento fue bautizado Justo Villanueva por 
los campesinos que se establecieron en el sitio. Recientemente, fue bautizado Felipe Osorio un 
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569 AI N° 391 de 8 de agosto de 2001 (expediente “Claudelino Villalba Estigarribia y otros s/ Invasión a la Propiedad Privada y Perturbación 
a la Paz Pública en Gral. Resquín”, año 2000, N° 1, folio 46, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal de San Pedro A cargo 
de Enrique Cubilla, fs. 38).

570 La causa “Averiguación s/ supuesto hecho de doble homicidio en Gral. Resquín”, Año 2000, N° 154, folio 55, ante el Juzgado de 1ª 
Instancia en lo Criminal de San Pedro a cargo de Miguel Ángel Planas.

571 AI N° 268 de 31 de julio de2002 (expediente “Averiguación s/ supuesto hecho de doble homicidio en Gral. Resquín”, Año 2000, N° 154, 
folio 55, ante el Juzgado de 1ª Instancia en lo Criminal de San Pedro a cargo de Miguel Ángel Planas).
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asentamiento conquistado por grupos de base de la FNC en la zona de Santa Rosa del Aguaray, 
departamento de San Pedro572.

CONCLUSIONES
1. Tras el detenido examen de todos los elementos de prueba recogidos en esta investigación, la 

CODEHUPY tiene la convicción de que Justo Villanueva, Felipe Osorio y Huber Duré fueron 
víctimas de una ejecución arbitraria perpetrada por algunos agentes de la Policía Nacional que 
intervinieron en el desalojo, en el contexto de la represión a organizaciones campesinas que 
demandaban acceder a la tierra en el contexto de la reforma agraria, mediante una estrategia 
de presión y desobediencia civil a través de la ocupación de un latifundio. En tal sentido, la 
ejecución arbitraria de Justo Villanueva, Felipe Osorio y Huber Duré es consecuencia de su 
pertenencia y militancia en una organización de trabajadores rurales sin tierra.

 Si bien no caben dudas respecto del deber del Estado en la preservación del orden público, 
estas facultades no pueden ser ejercidas arbitrariamente y con total desprecio a la dignidad 
humana, como la CODEHUPY lamenta constatar en este caso.

 La conclusión respecto de la ilegitimidad del uso de armas de fuego por parte de la Policía 
Nacional en el desalojo de la ocupación de la estancia La Esperanza el 8 de enero de 2000, en 
la ejecución arbitraria de Justo Villanueva, Felipe Osorio y Huber Duré, y heridas graves y de 
arma de fuego a otros 28 ocupantes, se funda en los elementos reunidos en esta investigación 
que demuestran que:

a) Todo el procedimiento fue realizado en un contexto general de ilegalidad, incorrección y 
ausencia de debido proceso. El desalojo fue practicado sin contar con una orden judicial, y la 
presencia de una agente fi scal penal no representó ningún tipo de control jurisdiccional sobre 
el procedimiento;

b) La Policía Nacional no realizó ninguna advertencia previa a los manifestantes respecto del 
uso inminente de sus armas de fuego. Los disparos directos en contra de los ocupantes no 
estuvieron precedidos de otros medios de disuasión previos o de uso de la fuerza no letal, 
lo que evidencia la ausencia completa de un protocolo formal de actuación e intervención 
policial en casos de manifestaciones, reuniones y ocupaciones de lugares públicos o privados, 
sean estas lícitas o ilícitas, y tengan o no carácter de violentas;

c) Como ninguna investigación ofi cial fue realizada sobre los hechos, la CODEHUPY da validez a 
los testimonios de víctimas y testigos que refi eren de un modo conteste que el ataque policial 
fue completamente desproporcionado en relación a la amenaza real que representaban los 
ocupantes, de modo que no se encuentra justifi cación alguna al uso de armas de fuego en 
su contra;

d) La asistencia médica inmediatamente posterior al uso de las armas de fuego por parte de la 
Policía Nacional fue notoriamente defi ciente, tardía y caracterizada por una total improvisación. 
No existían en el lugar equipos médicos para socorrer a la cantidad de heridos;

e) El comportamiento de los agentes de la Policía Nacional inmediatamente posterior al desalojo 
y detención de los ocupantes lleva a sospechar cierta intencionalidad criminal. Las alegaciones 

572 Testimonios N° 0076, 0077, 0079, 0081 y 0082.
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de tortura y malos tratos y la destrucción de pertenencias constituyen evidencias en este 
sentido.

 A pesar de la clara responsabilidad institucional del Estado en la ejecución arbitraria de Justo 
Villanueva, Felipe Osorio y Huber Duré, la investigación ofi cial fue totalmente insufi ciente 
para determinar la identidad de los agentes de policía que son los autores materiales de la 
ejecución arbitraria de la víctima, obligación que corresponde a los organismos jurisdiccionales 
del Estado, en particular al Ministerio Público.

 Sin embargo, a pesar de la ausencia de una investigación formal respecto de la proporcionalidad 
y necesidad del uso de la fuerza y las armas de fuego por parte de la institución policial de 
acuerdo a los estándares del derecho internacional573, resulta indudable que el Ministerio 
Público cuenta con sufi cientes elementos incriminatorios que justifi can la investigación 
y eventual enjuiciamiento de los funcionarios públicos responsables y con mando en la 
operación, en particular el comisario general José Dolores Sánchez, director de la Tercera 
Zona Policial, y la representante del Ministerio Público en el desalojo, la fi scala Nora Döhl de 
Agüero, por su presunta responsabilidad en la ejecución arbitraria de las víctimas y las heridas 
provocadas a otros 28 ocupantes, por haber autorizado y tolerado que sus agentes policiales 
intervinientes utilizasen ilegítimamente sus armas de fuego, y por no haber adoptado las 
medidas necesarias que razonablemente estaban a su alcance y potestad para regular la 
proporcionalidad de la fuerza utilizada. Así también, cabe señalar que dicha responsabilidad 
individual se extiende a los actos de tortura y tratos crueles que se habrían perpetrado en 
contra de los campesinos y campesinas que tras su aprehensión.

2. La CODEHUPY sostiene que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la 
impunidad en que quedaron los responsables de la ejecución de Justo Villanueva, Felipe 
Osorio y Huber Duré. La intervención judicial llevada a raíz del hecho, que no alcanza a 
ser una investigación propiamente dicha, fue notoriamente defi ciente en los términos 
requeridos por el derecho internacional de los derechos humanos574. Entre dichas pruebas 
no practicadas, la justicia omitió deliberadamente producir pruebas directas fundamentales 
para el esclarecimiento del ilícito investigado según el derecho internacional aplicable, como 
la autopsia bajo supervisión de un médico forense acreditado.

 Al no haber existido una investigación en el caso, tampoco hubo juicio propiamente dicho, 
y la causa fue archivada apelando a la inactividad del Ministerio Público y al sistema de 
depuración de causas penales tramitadas bajo el Código de Procedimientos Penales de 1890. 
A esta irregularidad, se suma el hecho que la decisión judicial que decretó el archivo de la 
causa nunca fue notifi cada a los familiares de las víctimas, lo que genera como consecuencia 
la indefensión y falta de protección judicial de los mismos, ya que quedan sin recibir la 
información que le es debida sobre los resultados de las investigaciones ofi ciales llevadas 
adelante y no pueden interponer los recursos judiciales a que tienen derecho.

 La CODEHUPY expresa su preocupación por esa forma radical y extrema de impunidad y 
negación del derecho a la verdad que constituye la destrucción del expediente judicial que se 
abrió para la investigación de los hechos. La pérdida de un expediente bajo segura custodia de 
funcionarios designados para ello, por desidia o negligencia, o bien su destrucción deliberada 
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mediante la aceptación de un soborno por parte de quien se benefi cia de ello, impide de un 
modo directo el derecho de las víctimas a ejercer los recursos judiciales y ante los sistemas de 
protección internacional, obstruye el reconocimiento de la verdad completa de lo sucedido, 
borra el registro estatal de la violación imprescindible para la preservación completa de la 
memoria y trae como consecuencia la impunidad de los victimarios y de las autoridades 
judiciales venales que contribuyeron a dejar sin castigo el crimen.

 Estas omisiones en el deber de investigar, preservar la prueba y sancionar, llevan a la 
CODEHUPY a sostener que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la 
falta de una investigación adecuada y una sanción correspondiente a los autores del hecho.

3. Si bien la designación de tres asentamientos conquistados por la lucha campesina con los 
nombres de las víctimas es una medida de reparación adecuada de acuerdo al derecho 
internacional de los derechos humanos que tiene por fi nalidad rememorar y honrar a las 
víctimas y evitar que los hechos vuelvan a repetirse, ésta resulta completamente insufi ciente 
para la reparación integral del daño provocado y para llevar consuelo a sus familiares575.

 En este sentido, la CODEHUPY sostiene la convicción de que el Estado paraguayo es 
internacionalmente responsable por el incumplimiento de la obligación complementaria de 
reparar integralmente a los familiares de Justo Villanueva, Felipe Osorio y Huber Duré, la 
que debería incluir por lo menos medidas de satisfacción, un formal pedido de perdón a las 
familas y una indemnización compensatoria adecuada.

4. Estas circunstancias de violación al derecho a la vida en virtud de una acción ilegítima de 
agentes públicos, impunidad y falta de reparación integral llevan a la CODEHUPY a concluir 
que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la ejecución arbitraria de 
Justo Villanueva, Felipe Osorio y Huber Duré.

575 Ver Capítulo III, sección 4.
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VÍCTOR CARDOZO BENÍTEZ
☼ 17 de abril de 1970

† 1 de julio de 2000

Víctor Cardozo Benítez (CI N° 3.283.180), hijo de Claudia Benítez de Cardozo y de Eduardo 
Cardozo, nació el 17 de abril de 1970 en Pedro Juan Caballero, departamento de Amambay. 
Tenía 30 años cuando fue víctima de una ejecución arbitraria. Víctor Cardozo era el tercero de 6 
hermanos y una hermana, de entre los cuales ya fallecieron dos además de él. Trabajaba como 
agricultor y motosierrista en un lote de tierra propia que poseía en la calle Mariscal López del 
asentamiento Sanguina kue, distrito de Lima, departamento de San Pedro. En ese lugar, vivía 
con su pareja Francisca Andino. Además, Víctor Cardozo tenía un hijo pequeño de nombre Fidel 
Camilo Cardozo, fruto de una pareja anterior. Había estudiado hasta el 3° grado de la escuela 
primaria y hablaba solamente el guaraní como lengua materna576.

Víctor Cardozo Benítez era un activo dirigente de base del asentamiento Sanguina kue y 
laborioso militante de la organización campesina. En ese lugar, fue integrante de la Coordinadora 
Campesina del asentamiento, presidente de la Junta de Saneamiento, miembro de la comisión 
de salud, y fundador del Club Deportivo Mariscal López del asentamiento. Además, Cardozo 
Benítez integraba la comisión de solidaridad con los sin tierra de otros distritos del departamento 
de San Pedro, que se encargaba de apoyar y sostener logísticamente, con víveres y otras formas 
de ayuda, las ocupaciones y luchas por acceder a la tierra que se desarrollaban en las zonas 
circunvecinas. En particular, Cardozo Benítez había estado muy activamente comprometido en la 
luchas por la expropiación de las tierras de Morga en Santa Bárbara, actual asentamiento Pedro 
Giménez. Asimismo, Cardozo Benítez era afi liado al partido de izquierda Movimiento Patria 
Libre, del que era dirigente en la zona de Lima577.

Víctor Cardozo fue además un promotor del derecho a la objeción de conciencia entre los 
jóvenes del asentamiento Sanguina kue. En ocasión del homicidio en extrañas circunstancias del 
conscripto de 16 años Milcíades Ojeda, oriundo de Sanguina kue, el 16 de enero de 2000 en 
el cuartel del III Cuerpo de Ejército en Mariscal Estigarribia, organizó, con otros dirigentes del 
asentamiento y del Movimiento de Objeción de Conciencia (MOC), la deserción colectiva de 15 

576 Testimonios N° 0060 y 0061. Cédula de Identidad de Víctor Cardozo Benítez.
577 Testimonios N° 0060, 0061 y 0062. Informativo Campesino N° 142/2000.
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soldados de Sanguina kue compañeros de Ojeda que estaban en el mismo cuartel, para declarar 
su objeción de conciencia ante la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados en 
un acto público en el que los soldados, tras entregar su declaración de objeción de conciencia, 
se sacaron el uniforme y lo devolvieron al Estado en señal de repudio578.

Además, Víctor Cardozo había encabezado muchas de las protestas, manifestaciones y bloqueos 
de ruta en apoyo de varias demandas de la organización campesina en Sanguina kue, como las 
realizadas en defensa del campo comunal del asentamiento que estaba siendo deforestado por 
políticos locales de los partidos colorado y liberal, con la complicidad policías de la zona, en 
defensa de la educación gratuita y en protesta por el asesinato y/o detención de docentes de la 
zona579.

El asentamiento Sanguina kue fue una conquista de organizaciones campesinas de sin tierras 
del departamento de San Pedro. El confl icto en ese lugar se inició en 1989, cuando campesinos 
sin tierra iniciaron la ocupación de un establecimiento de 7.500 hectáreas propiedad de un 
ciudadano norteamericano de nombre John Mckee, que no se encontraba racionalmente 
explotado de acuerdo a la demanda de los sin tierra, que solicitaban la expropiación de una 
fracción de 2.000 hectáreas del inmueble para su colonización. El 6 de marzo de 1990 fueron 
desalojados por efectivos militares de la II División de Caballería, quienes destruyeron sus carpas. 
Al quinto día del desalojo, los campesinos volvieron a ingresar al inmueble. El 19 de abril de 
1990, un grupo de 180 campesinos de la ocupación decidieron llegar hasta Asunción y ocupar 
la explanada de la Catedral como medida de presión para acelerar el trámite de expropiación de 
las tierras reclamadas. El pedido de expropiación fue rechazado por el Poder Legislativo, pero el 
IBR ofertó a los campesinos unas 8.000 hectáreas de tierra que estaban a sólo 12 Km. del sitio 
que reclamaban, y la propuesta fue aceptada por los campesinos, quienes ocuparon el lugar el 
13 de julio de ese mismo año580.

CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
En los últimos días de junio de 2000, Víctor Cardozo Benítez se encontraba accidentalmente sólo 
en su casa de Sanguina kue, debido a la ausencia temporal de su compañera581.

El sábado 1 de julio de 2000, fue visto por algunos vecinos desarrollando su vida y actividades 
laborales normales. Incluso, a primeras horas de la mañana había vendido a un vecino madera 
de curupa’y de su propiedad. Un día antes, había visitado a sus padres en su casa de San 
Vicente, ex Pancholo. Víctor Cardozo Benítez fue encontrado muerto ese mismo día por un 
vecino, aproximadamente a las 13:30 horas, caído y ensangrentado en el dormitorio de su casa 
que estaba con las puertas abiertas, víctima de un disparo de arma de fuego582.

De acuerdo al examen que le realizara el médico cubano Adonis García Valladares, director 
del Centro de Salud local, Víctor Cardozo Benítez presentaba una herida de arma de fuego 
“en el conducto auditivo derecho con orifi cio de salida en el conducto auditivo izquierdo”, 
diagnosticando como probable causa de muerte “lesión de masa encefálica por proyectil”. 

578 Idem.
579 Idem.
580 Informativo Campesino N° 18/1990, 19/1990, 20/1990, 21/1990 y 22/1990.
581 Testimonios N° 0060, 0061 y 0062. Acta de levantamiento de cadáver; testifi cales de Idalino Ramón Torres y Carmelino González 

(carpeta fi scal “Hecho punible c/ la vida (Suicidio)”. Causa N° 07-02-02-2000-267, ante la Unidad N° 3 de la Fiscalía Regional de San 
Pedro a cargo de Arnaldo Giuzzio, fs. 3, 10 y 11).

582 Idem.
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La Policía reportó del hallazgo de un revólver marca taurus, calibre 38 mm, con N° de serie 
1058239, con seis cartuchos percutidos y una sola vainilla servida en la habitación, entre las 
piernas de la víctima583.

Fueron los vecinos de los padres de Víctor Cardozo Benítez quienes avisaron a la familia de la 
ejecución arbitraria de su hijo. La noticia fue divulgada por la radio comunitaria de Naranjito. 
Los padres de Víctor Cardozo Benítez denunciaron ante la Policía que su hijo había sido víctima 
de un homicidio, pero los agentes no le tomaron la denuncia584.

INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
El 1 de julio de 2000, los vecinos Buenaventura Peralta Jacquet y Carmelino González 
denunciaron el hecho a la Comisaría N° 6 de Lima a cargo del comisario DEJAP Mónico Orué. 
Aproximadamente a las 16:45 horas de ese día, el personal policial se constituyó en el domicilio 
de la víctima con la jueza de Paz de Lima Eva Arteta de Alderete y con el médico cubano Adonis 
García Valladares, director del Centro de Salud local. En esa oportunidad se realizó la inspección 
médica del cadáver y se confeccionó un rudimentario croquis del lugar del hecho. La jueza de 
paz dispuso el levantamiento del cadáver y dispuso su entrega al docente Buenaventura Peralta 
Jacquet, a quien nombró asimismo depositario de todo lo existente en la vivienda585.

El 4 de julio de 2000 el comisario Mónico Orué comunicó al Ministerio Público el hecho de 
suicidio de Víctor Cardozo Benítez. El parte policial señala que la víctima había sido encontrada 
“con cara triste y sin ganas de comer” y “sentado en su cama jugando con su revólver” el día del 
hecho. Asimismo, la Policía comunicó del levantamiento en calidad de evidencia de un revólver 
marca taurus, calibre 38 mm, con N° de serie 1058239, con seis cartuchos percutidos y una sola 
vainilla servida en la habitación, entre las piernas de la víctima. Sin embargo, el revólver no fue 
remitido al Ministerio Público. En esa misma fecha, el fi scal Arnaldo Giuzzio, de la Unidad Fiscal 
N° 3 de la Fiscalía Regional de San Pedro, asignado a la causa, comunicó al Juzgado Penal de 
Garantías el inicio de la investigación del hecho586.

Durante el periodo de investigación, el fi scal Giuzzio recibió las testifi cales de Idalino Ramón 
Torres y Carmelino González, testigos nombrados por el parte policial587.

No se realizó ningún otro acto de investigación. La última diligencia fue practicada el 2 de agosto 
del 2000. A la fecha de este informe, la carpeta fi scal de la causa se encontraba entre las que 
serían desestimadas por atípicas.

REPARACIONES
Víctor Cardozo Benítez fue enterrado en el cementerio de San Vicente, ex Pancholo, departamento 
de San Pedro, donde hasta ahora se encuentran sus restos. Todos los gastos funerarios fueron 
cubiertos por sus familiares.

DEPARTAMENTO DE SAN PEDRO / VÍCTOR CARDOZO BENÍTEZ

583 Idem.
584 Idem.
585 Acta de levantamiento de cadáver; croquis; acta de entrega de cadáver (carpeta fi scal “Hecho punible c/ la vida (Suicidio)”. Causa N° 

07-02-02-2000-267, ante la Unidad N° 3 de la Fiscalía Regional de San Pedro a cargo de Arnaldo Giuzzio, fs. 3-5).
586 Parte Policial Nota N° 105/00 de 1 de julio de 2000; ofi cio de 4 de julio de 2000 (carpeta fi scal “Hecho punible c/ la vida (Suicidio)”. Causa 

N° 07-02-02-2000-267, ante la Unidad N° 3 de la Fiscalía Regional de San Pedro a cargo de Arnaldo Giuzzio, fs. 1 y 6).
587 Testifi cales de Idalino Ramón Torres y Carmelino González (carpeta fi scal “Hecho punible c/ la vida (Suicidio)”. Causa N° 07-02-02-2000-

267, ante la Unidad N° 3 de la Fiscalía Regional de San Pedro a cargo de Arnaldo Giuzzio, fs. 10 y 11).
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Los familiares de Víctor Cardozo Benítez no recibieron indemnización alguna en los términos 
del derecho internacional de los derechos humanos, así como tampoco recibieron ninguna 
otra medida de reparación integral que tienda a mitigar los daños que recibieron y que son 
consecuencias directas de la privación arbitraria de la vida de la víctima. Nunca recibieron disculpa 
ofi cial alguna ni cualquier otro informe ofi cial del Estado respecto a la ejecución arbitraria de la 
víctima, ni sobre las investigaciones llevadas adelante ni de sus resultados588.

CONCLUSIONES
1. A la luz de los elementos de prueba reunidos en este informe, existen elementos de 

convicción que llevan a la CODEHUPY a sostener que Víctor Cardozo Benítez fue víctima de 
una ejecución arbitraria planifi cada y ejecutada como consecuencia de su militancia política 
en una organización campesina.

 No obstante, a pesar de los testimonios y pruebas recolectadas, la CODEHUPY, valorados 
conjuntamente con los escasos elementos de convicción recogidos por los organismos 
jurisdiccionales del Estado aún a pesar de la notoria defi ciencia de la investigación ofi cial, 
resultan insufi cientes para poder determinar una sospecha fundada respecto de la autoría 
moral y material de la ejecución arbitraria de Víctor Cardozo Benítez, función que le 
corresponde al Ministerio Público.

2. La CODEHUPY sostiene que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por 
la impunidad en que quedaron los autores morales y materiales de la ejecución de Víctor 
Cardozo Benítez. Toda la intervención institucional de la Policía Nacional y del Ministerio 
Público a raíz del hecho fueron notoriamente defi cientes en los términos requeridos por 
derecho internacional de los derechos humanos589.

 Resulta sumamente sugerente que la Policía Nacional haya comunicado en un parte que 
el hecho se trató de un suicidio, sin otros elementos que los propios prejuicios o la mala fe 
del personal policial interviniente. La CODEHUPY deplora que dicha conclusión haya sido 
formulada sin basamento en elementos de convicción científi camente recogidos y analizados, 
y que se haya negado a los familiares de la víctima a radicar formal y responsablemente una 
denuncia por homicidio como era su voluntad.

 El Ministerio Público no realizó ningún acto relevante de investigación para el esclarecimiento 
del hecho, salvo la toma de dos declaraciones de testigos circunstanciales indirectos citados 
por el parte policial. Además de esto, la investigación del Ministerio Público omitió producir 
pruebas directas fundamentales para el esclarecimiento del ilícito investigado según el 
derecho internacional aplicable, como la autopsia bajo supervisión de un médico forense 
acreditado y la pericia balística de la herida a los efectos de determinar su posible origen y 
del arma recogida en evidencia, que por otro lado no fue entregada al fi scal de la causa. El 
examen a que fuera sometido el cuerpo de la víctima fue demasiado superfi cial, carente de 
rigor, técnicas y medios científi cos.

 Respecto a la obligación de investigar, se debe señalar que la extremada dilación de la causa 
iniciada sobre los hechos, sin avance alguno desde hace 5 años a la fecha de este informe y pronta 
para ser desestimada, confi gura un retardo injustifi cado de los recursos judiciales internos590.

588 Testimonios N° 0060, 0061 y 0062.
589 Ver Capítulo III, sección 3.
590 Ver Capítulo III, sección 3.
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 Estas omisiones en el deber de investigar y sancionar determinaron que la ejecución arbitraria 
de la víctima no haya sido esclarecida, que no se haya determinado la verdad de lo sucedido, 
ni se haya castigado a sus perpetradores.

 La versión policial y fi scal del suicidio carece de rigor científi co, no encuentra correspondencia 
en pruebas consistentes, se basa en una violación conexa al derecho de los familiares de la 
víctima de formular una denuncia, y resulta en último término en un tratamiento injurioso a 
la memoria de Víctor Cardozo Benítez.

3. La CODEHUPY sostiene la convicción de que el Estado paraguayo es internacionalmente 
responsable por el incumplimiento de la obligación complementaria de reparar integralmente 
a los familiares de Víctor Cardozo Benítez, la que debería incluir por lo menos medidas de 
satisfacción y una indemnización compensatoria adecuada a las familias.

4. Estas circunstancias de impunidady la falta de reparación integral llevan a la CODEHUPY 
a concluir que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la ejecución 
arbitraria de Víctor Cardozo Benítez, de acuerdo a los presupuestos de imputabilidad en el 
derecho internacional de los derechos humanos. Dicha ejecución se practicó en el contexto 
de una completa ausencia de medidas ofi ciales adecuadas para impedir, prevenir y sancionar 
ejecuciones a miembros de organizaciones campesinas, y la falta de diligencia debida para 
esclarecer la responsabilidad individual en la jurisdicción nacional y proteger a las víctimas, 
como fue constatado en el presente caso, otorga un apreciable nivel aquiescencia a dicha 
práctica y es insufi ciente para impedir que los hechos vuelvan a repetirse.

DEPARTAMENTO DE SAN PEDRO / VÍCTOR CARDOZO BENÍTEZ
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DEPARTAMENTO DE SAN PEDRO / CALIXTO CABRAL BENÍTEZ

CALIXTO CABRAL BENÍTEZ
☼ 14 de agosto de 1968

† 4 de junio de 2002

Calixto Cabral Benítez nació el 14 de agosto de 1969 en Nueva Germania, departamento de San 
Pedro, hijo de Eulogio Cabral y Simona Benítez de Cabral. Tenía 35 años cuando fue ejecutado. Se 
dedicaba plenamente a la agricultura, trabajando su tierra propia, 10 hectáreas que se ubicaban 
en el asentamiento Pedro Giménez, en Santa Rosa del Aguaray, departamento de San Pedro, 
antigua tierra de los Morga que se había conseguido en 1995 mediante la organización y lucha 
campesina591. Calixto Cabral había estudiado hasta el 4° curso en el colegio de Santa Rosa; además 
había estudiado para ser chofer, y durante una época había migrado hacia la capital en busca de 
trabajo como chofer, pero decidió volver a trabajar en la agricultura en su lote, en vista que no 
pudo conseguir trabajo. Hablaba guaraní y español. Calixto Cabral estaba casado con Miguela 
Franco con quien tenía cinco hijos: Gustavo, Fernando, Élida, Francisco y Vicky Cabral Franco. Toda 
la familia vivía en la vivienda ubicada en el lote ganado en el asentamiento Pedro Giménez592.

Calixto Cabral era un afi liado y militante de base de la Coordinadora de Productores Agrícolas 
– San Pedro Norte (CPA-SPN). Como afi liado a la organización campesina, Calixto Cabral 
participaba activamente de movilizaciones y acciones de apoyo a otros campesinos sin tierra o 
en defensa de intereses del sector productivo agrícola593.

Durante los meses de abril a junio de 2002 se produjo en Paraguay una serie de intensas y 
largas movilizaciones de organizaciones campesinas y de productores agrícolas, en alianza con 
organizaciones sindicales, en reclamo de un paquete de demandas concertadas por las agrupaciones 
de la alianza. Estas demandas estaban articuladas sobre cinco puntos: a) La derogación de la 
Ley N° 1.615/2000 que habilitaba la privatización de tres empresas del Estado: la de aguas 
(CORPOSANA), la de telecomunicaciones y telefonía (ANTELCO) y el Ferrocarril Central Carlos 
Antonio López (FCCAL); b) El retiro del proyecto de ley de creación del Banco de la República; 
c) El retiro del proyecto de ley antiterrorista; d) El retiro del proyecto de ley de concesión de 
rutas; e) Contra la implantación del Impuesto al Valor Agregado (IVA) Agropecuario; f) Contra la 
corrupción e impunidad.

591  En el caso Pedro Giménez Duarte en este informe se encontrará mayor información sobre la participación de Calixto Cabral Benítez en 
esa lucha campesina.

592 Testimonio N° 0001.
593 Testimonios N° 0001 y 0002.
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No obstante, las principales demandas de las organizaciones iban encaminadas al logro de los dos 
primeros objetivos, en particular el segundo, el retiro del proyecto de Ley de creación del Banco 
de la República, que el Poder Ejecutivo había elaborado sin consulta a los sectores productivos 
que se verían afectados y que se encontraba para tratamiento y sanción en el Poder Legislativo. El 
proyecto en cuestión planteaba fusionar en una banca pública única el sistema de banca pública 
multisectorial o especializada para fomento de los sectores productivos estratégicos, bajo argumentos 
de reducción de costos, aplicar criterios de efi ciencia y sostenibilidad y optimizar los recursos de 
las entidades existentes. Asimismo, se unifi caría la normativa aplicable por las distintas entidades 
a las normas previstas en la Ley N° 861/96 General de Bancos, Financieras y otras Entidades de 
Crédito. Las entidades afectadas por la ley eran el Banco Nacional de Fomento (BNF), el Crédito 
Agrícola de Habilitación (CAH), el Fondo de Desarrollo Campesino (FDC), el Fondo Ganadero 
(FG), el Fondo de Desarrollo Industrial (FDI), el Banco Nacional de la Vivienda (BNV), el Programa 
Global de la Microempresa (PGM) y fondos de la Unidad Técnica Ejecutora de Proyectos (UTEP). La 
entidad nueva entregaría créditos directamente o los canalizaría a través de Instituciones Financieras 
Intermedias (IFIS), que podrían ser bancos y fi nancieras privados, cooperativas u organizaciones no 
gubernamentales, las propias organizaciones campesinas y asociaciones, con lo que operaría como 
una banca de primer y segundo piso. Los principales cuestionamientos de las organizaciones en 
contra de la ley iban dirigidos hacia el carácter inconsulto de su elaboración, las fuertes limitaciones 
al acceso al crédito público a las asociaciones y personas jurídicas y cooperativas que las excluiría 
en la práctica del acceso a créditos baratos de carácter social y la velada intención del Gobierno de 
pretender en realidad la privatización de las entidades.

La primera movilización la protagonizó la Federación Nacional Campesina (FNC) el 20 de marzo 
del 2002, en el marco de la 8va Marcha Nacional que la agrupación realizó como cada año. Esa 
vez, 5.000 campesinos/as de 11 departamentos del país se manifestaron en Asunción, reclamando 
varias demandas, entre las que destacaba el retiro del proyecto de ley. El 17 de abril del 2002 la 
Mesa Coordinadora Nacional de Organizaciones Campesinas (MCNOC) realizó su marcha anual 
reivindicando un paquete de exigencias entre las que se resaltaban la suspensión del proceso 
de privatización llevado adelante en el marco de la Ley N° 1.615/2000 y el retiro del proyecto 
de ley de reforma de la banca pública. Alrededor de 1.000 campesinos/as se manifestaron en 
Asunción, frente al Poder Legislativo, a la par que se realizaban manifestaciones simultáneas en 
los departamentos de Itapúa (ruta 6, km. 43, en María Auxiliadora), Alto Paraná (en Ciudad del 
Este), Caaguazú (en Villa Constitución), en Guairá (Mbocayaty), en San Pedro y Canindeyú (en 
la ruta 3, en Cruce Mbutuy), Cordillera (Caacupé), Paraguari, Misiones (en la ruta 1, en el cruce 
Santa Rosa), Caazapá (en la rotonda de la ciudad de Caazapá), y Ñeembucú (en Pilar). Hubo 
enfrentamientos y choques con la policía en Cordillera y Ñeembucú. En ninguna de las dos 
ocasiones, las organizaciones campesinas pudieron llegar a un acuerdo con el Gobierno.

En abril de 2002 la FNC y la MCNOC acordaron retirarse de la mesa de diálogo que estableció 
el Ministerio de Agricultura y Ganadería, en atención a que el Gobierno no había retirado el 
proyecto de reforma de la banca pública ni adoptaba otras medidas para detener el proceso de 
privatizaciones. En ese mismo mes, y de resultas de los fracasos de las medidas de presión, se 
consolidó una alianza estratégica entre la FNC, la MCNOC, la Organización Nacional Campesina 
(ONAC), la Coordinadora Agrícola del Paraguay (CAP), los sindicatos de funcionarios/as del 
Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG), del Crédito Agrícola de Habilitación (CAH), del 
Banco Nacional de Fomento (BNF) y de la Central Nacional de Trabajadores, para articular un 
plan de movilización conjunta. Las reivindicaciones de estas agrupaciones encontraron un eco 
favorable en otros frentes sociales que se movilizaban en torno a demandas similares, y el 15 de 
mayo, en un acto que contó con la presencia de 1.000 personas en el seminario metropolitano, 
se constituyó el Congreso Democrático del Pueblo, coalición de organizaciones sociales y partidos 
políticos que impulsarían los 6 puntos señalados precedentemente. 
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Las movilizaciones empezaron el 21 de mayo, con concentraciones de manifestantes y cierres 
intermitentes de rutas en 10 departamentos del interior del país: Concepción (ruta 5, en 
Horqueta), San Pedro (ruta 3, en cruce Larrosa, Mbutuy y Cruce Santa Rosa), Cordillera (en 
la ruta Emboscada-Santaní), Guairá (en cruce Mbocayaty), Caaguazú (ruta 7, en Caaguazú), 
Caazapá (en Caazapá), Itapúa (en la ruta 6, en Santa Clara y María Auxiliadora), Misiones (ruta 
1, en San Patricio y Santa Rosa), Alto Paraná (ruta 7, en km. 30), Ñeembucú y Canindeyú (en 
Curuguaty). Con el transcurso de los días, el número de manifestantes fue creciendo y alrededor 
de 18 piquetes se establecieron en forma permanente en distintos departamentos del interior del 
país cortando las rutas de forma intermitente y pacífi ca de 08:00 a 11:00 AM y de 13:00 a 17:00 
PM todos los días. La protesta duró más de 15 días, y al fi nal el Gobierno fue cediendo todos los 
puntos de la demanda. Para el 27 de mayo, ya había concedido 5 de las 6 demandas, pero aún 
permanecía fi rme en el proceso de privatización de la empresa telefónica (ANTELCO) en el marco 
de la Ley N° 1.615, cuya venta estaba fi jada para el 14 de junio. El Congreso Democrático del 
Pueblo se reafi rmó en proseguir las manifestaciones y bloqueos de carreteras hasta el fi nal, sin 
levantar las medidas de protesta como solicitaba el Poder Ejecutivo, y los grupos de manifestantes 
de los distintos lugares del interior empezaron a concentrarse para marchar sobre Asunción, para 
manifestarse el día en que el Senado trataría el proyecto de ley que dejaba sin efecto a la Ley 
N° 1.615, que contaba ya con la media sanción de Diputados. El Poder Ejecutivo dictó una 
orden de apresto operacional de las Fuerzas Militares y las movilizó con el objetivo de intentar 
detener a los manifestantes para impedir que prosiguieran su manifestación hasta la capital. 
En ese contexto, se produjeron enfrentamientos entre la policía y los manifestantes a la salida 
de la ciudad de Coronel Oviedo (departamento de Caaguazú). Finalmente, el 4 de junio Poder 
Ejecutivo cedió totalmente, canceló sine die la venta de ANTELCO y el Legislativo fi niquitsine die la venta de ANTELCO y el Legislativo fi niquitsine die ó el 
trámite de derogación de la Ley N° 1.615594. 

CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
Como afi liado a la CPA-SPN, organización integrante de la MCNOC y convocante de las protestas, 
Calixto Cabral Benítez participó activamente de las movilizaciones. El 21 de mayo, junto con 
otros 1.000 campesinos/as nucleados en la CPA-SPN participó de una movilización y el bloqueo 
de la ruta 3 a la altura del cruce Santa Rosa del Aguaray (departamento de San Pedro). Luego 
de 10 días de permanecer en el lugar, este grupo se movilizó hasta Mbutuy (departamento 
de Caaguazú, sobre la ruta 3), donde se juntaron todos los grupos de manifestantes de los 
departamentos de San Pedro y Canindeyú. Allí, en vista que no se lograban los objetivos de la 
movilización, se resolvió marchar sobre Asunción, reuniendo en Coronel Oviedo los grupos de 
manifestantes de Mbutuy con los provenientes de los departamentos de Alto Paraná, Caaguazú 
y Guairá. Sin embargo, una fuerza militar fue desplegada por el Gobierno en el lugar, cercó por 
la fuerza a los campesinos, e impidió durante cuatro días que la movilización avanzara, en medio 
de un ambiente de gran tensión. Finalmente el cerco militar fue levantado595.

El 4 de junio de 2002, el grupo de manifestantes campesinos que acampaba en la ruta a la 
altura de Mbutuy, inició su marcha hacia Asunción, trasladándose en camiones y transportes 
de pasajeros. A la altura del desvío a Nueva Londres (departamento de Caaguazú, en el km. 
123 sobre la ruta 2), el grupo se encontró con otros grupos de manifestantes pertenecientes 
a organizaciones de campesinos de los departamentos de Caaguazú, Alto Paraná, Guairá y 
Caazapá que también tenían la intención de trasladarse hasta Asunción, para manifestarse frente 
al edifi cio del Poder Legislativo durante la sesión de estudio de la derogación de la Ley N° 
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594 Informativo Campesino N° 162/2002, 163/2002, 164/2002 y 165/2002.
595 Informativo Campesino 164/2002 y 165/2002. Testimonio N° 0002.
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1.615 en la Cámara de Senadores. En el lugar, sin embargo, se había montado una barrera 
policial y de funcionarios de la Dirección Nacional de Tránsito (DINATRAN dependiente del 
Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones), que impedía el paso de los manifestantes hacia 
la capital. Estaba también presente el fi scal penal de la circunscripción de Caaguazú abogado 
Alfi rio González. La fuerza policial estaba compuesta por efectivos de la Policía Antimotines y 
personal de la Jefatura de Policía Departamental de Caaguazú, y estaba al mando del director 
de la Tercera Zona Policial comisario Ojeda. Asimismo, estaban presentes, acompañando a la 
manifestación, los diputados Luis Alberto Wagner, Waldemar Zárate y Daniel Rojas, y el Defensor 
del Pueblo adjunto Raúl Marín596.

No obstante, no existía orden judicial ni de otra autoridad pública que asumiera la responsabilidad 
de la obstrucción al desplazamiento de los manifestantes hacia la capital. Ante el fracaso de las 
negociaciones para permitir que la manifestación prosiguiera su traslado, aproximadamente a 
las 15:00 horas de ese día, los dirigentes de las organizaciones campesinas presentes en el lugar 
decidieron forzar el paso, aprovechando la superioridad numérica de los manifestantes, que 
en ese momento llegaban aproximadamente a 5.000 personas, antes que arribaran refuerzos 
policiales y militares que se trasladaban de la capital. Los manifestantes, de a pie y en sus 
camiones, empezaron a empujar a la barrera policial y a arrojar gran cantidad de piedras y palos, 
con lo que lograron rebasar la barrera y abrir el paso para continuar su marcha hacia a Asunción. 
Los efectivos policiales, al ver superado su plan de contingencia, se desbandaron hacia el costado 
derecho de la carretera, lanzando granadas de gas lacrimógeno a los manifestantes, muchas 
de ellas dentro de los camiones repletos de pasajeros, y disparando con sus armas de fuego 
indiscriminadamente. En medio de una general confusión, fueron alcanzados por los disparos de 
arma de fuego los manifestantes Calixto Cabral Benítez, Teresio Velázquez (de 30 años, campesino 
domiciliado en el asentamiento Ypekua, departamento de Caaguazú), y Aparicio Miranda (de 47 
años, campesino domiciliado en General Resquín, departamento de San Pedro). Miranda recibió 
una herida de arma de fuego en la cadera, sin mayor gravedad. Velázquez recibió un disparo 
de arma de fuego con orifi cio de entrada en la región lateral del hemotórax derecho, línea 
axilar media, con orifi cio de salida en la línea axilar posterior, señalándose como diagnóstico 
operatorio hemotórax derecho más neumotórax por herida de arma de fuego597. 

En tanto, Calixto Cabral Benítez fue alcanzado por un disparo de arma de fuego que le impactó 
en la cabeza, en el momento en que se estaba subiendo a un transporte de pasajeros para 
continuar la marcha hacia Asunción, inmediatamente luego que la manifestación hubiera 
rebasado la barrera policial. De acuerdo a la autopsia que le fuera practicada, Calixto Cabral 
recibió un disparo de arma de fuego de calibre que no fue aún precisado por la investigación, 
con orifi cio de entrada en la región parieto occipital izquierda, con trayectoria de izquierda a 
derecha, y orifi cio de salida en la región tempo parietal derecha, con fractura del hueso craneal, 
desprendimiento de fragmentos óseos, destrucción de masa encefálica e infi ltración del tejido 
nervioso de la corteza. Asimismo, la víctima presentaba diversas lesiones contusas, cortantes, 
y excoriaciones en el rostro y cabeza. La víctima fue socorrida en el lugar de los hechos por 
personal y una ambulancia del Hospital de Emergencias Médicas, y trasladada de inmediato al 

596 Testimonios N° 0001 y 0002; Informativo Campesino 165/2002; Informe del Comisario Principal Rogelio Silva, de la Comisaría N° 8 de 
Nueva Londres, testifi cal del agente de policía Alfredo Diosnel Troche Garay, informe del fi scal penal Alfi rio González Sandoval (carpeta 
fi scal “Investigación s/ hecho Punible de Homicidio en Cnel. Oviedo”. Causa N° 07-01-02-00001-2002-00821, fs. 8, 61 y 72).

597 Testimonios N° 0001 y 0002; Informativo Campesino 165/2002; informe del comisario DEJAP Wilfrido Zelaya, jefe de servicio de la 
Jefatura de Policía de Coronel Oviedo, de fecha 4 de junio de 2001, certifi cado de diagnóstico médico de Teresio Velázquez (carpeta 
fi scal “Investigación s/ hecho Punible de Homicidio en Cnel. Oviedo”. Causa N° 07-01-02-00001-2002-00821, fs. 7 y 76).
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Centro de Salud de Coronel Oviedo. En ese lugar, sufrió tres paros cardiorrespiratorios, el último 
a las 20:30 horas aproximadamente, tras lo cual murió598. 

Los familiares de Calixto Cabral Benítez se enteraron por diversos medios de la ejecución. En 
primer lugar, escucharon la información a través de las radios, que propagaron rápidamente 
la noticia. Posteriormente, un hermano de Calixto Cabral que trabajaba como chofer en el 
Ministerio del Interior recibió la noticia y se le facilitó un vehículo de la institución para trasladarse 
hasta Coronel Oviedo a retirar el cadáver. Este hermano junto con Eulogio Cabral, padre de la 
víctima, fueron a retirar el cadáver, pero éste ya había sido trasladado hasta la morgue judicial 
de Asunción. Cuando se presentaron a retirar el cadáver en este lugar, un agente de policía que 
estaba de guardia en el lugar le manifestó verbalmente al padre que Calixto Cabral había muerto 
de un golpe de garrote en la cabeza. El padre, en cambio, al observar el cadáver de su hijo, le 
señaló que la herida que tenía en la cabeza era evidentemente de un proyectil de arma de fuego. 
El agente de policía amenazó y amedrentó a los familiares, diciéndoles que podrían ir presos por 
afi rmar algo que ya estaba completamente comprobado por la autopsia599.

INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
La investigación fi scal de la ejecución arbitraria de Calixto Cabral Benítez se inició de ofi cio en la 
misma tarde del 4 de junio de 2002. La fi scala Elva Miltos de la Unidad Fiscal N° 5 de la Fiscalía 
Regional de Coronel Oviedo, de turno en la fecha, toma conocimiento de los sucesos ocurridos 
sobre la ruta 2 en el desvío a Nueva Londres, y se constituye en el Centro de Salud de Coronel 
Oviedo, donde se encontraban las víctimas Calixto Cabral y Teresio Velázquez. Previamente, la 
agente fi scal había solicitado al Juez Penal de Garantías N° 2 e interino del N° 1 Alberto Godoy 
Vera de la circunscripción judicial de Coronel Oviedo, la autorización judicial correspondiente 
para realizar bajo su dirección la extracción de proyectiles del cuerpo de las víctimas, si los 
hubiere, y de muestras de sangre. A las 20:30 horas de ese día, la fi scala Miltos, juntamente 
con el juez Godoy Vera y el defensor público de turno David Escobar Ojeda, se constituyeron 
en el Centro de Salud en donde constataron que Teresio Velázquez ya había sido trasladado al 
Hospital de Emergencias Médicas en Asunción, en tanto que Calixto Cabral estaba recibiendo 
reanimación cardíaca a raíz de un tercer paro cardiorrespiratorio sufrido esa tarde, tras el que 
falleció. Inmediatamente le tomaron muestras de sangre, radiografías del cráneo de frente y de 
perfi l y se ordenó al ofi cial inspector OS Florencio Aquino Giménez, perito en criminalística de la 
Policía Nacional, la toma de muestras de parafi na de las manos de la víctima. La fi scala ordenó una 
inspección del cadáver de la víctima por los doctores Jorge Gustavo González, médico de guardia 
del Centro de Salud, y Octaviano Franco, médico forense de la circunscripción. Igualmente, por 
instrucciones recibidas de la Fiscalía General Adjunta, dispuso el traslado del cadáver a Asunción 
para que le sea practicada una autopsia por una junta médica bajo la dirección del agente fi scal 
penal de turno de la capital, Andrés Casatti. En esa misma fecha, la fi scala Miltos comunicó el 
inicio de las investigaciones preliminares de los hechos al juez penal Godoy Vera600. 

La Policía Nacional comunicó al Ministerio Público sobre los hechos el 4 de junio a las 20:12 
horas, remitiendo un fax que comunicaba una denuncia policial innominada de un hecho de 
“coacción en el tránsito terrestre” ocurrido en el km. 123 de la ruta 2, y remitiendo una lista 
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598 Testimonio N° 0001; informe de autopsia de Calixto Cabral Benítez y acta de constitución del Ministerio Público (carpeta fi scal 
“Investigación s/ hecho Punible de Homicidio en Cnel. Oviedo”. Causa N° 07-01-02-00001-2002-00821, fs. 31-35 y 4).

599 Testimonio N° 0001.
600 Acta de constitución del Ministerio Público, notas N° 481 de 4 de junio y 477 de 5 de junio de 2002 (carpeta fi scal “Investigación s/ hecho 

Punible de Homicidio en Cnel. Oviedo”. Causa N° 07-01-02-00001-2002-00821, fs. 4, 6 y 10).
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de heridos con el detalle de los centros hospitalarios a donde habían sido derivados. Esa misma 
noche, la comisaría N° 8 de Nueva Londres remitió una denuncia de un hecho punible contra 
la seguridad de personas en el tránsito y de resistencia, en contra de los diputados Wagner, 
Zárate y Rojas, de los dirigentes campesinos Gerardo Penayo, Adrián Vázquez, Mario Balbuena, 
Bernardo Alfonso, Elvio Trinidad y de unos once choferes de los transportes de los manifestantes. 
La denuncia señaló que los manifestantes, a una orden del diputado Wagner, atacaron la barrera 
policial con lo que “de inmediato comenzó la contingencia a arrebazar (sic), produciendo 
violencias de connotaciones diversas (sic), disparos de armas de fuego de distintos calibres y 
tirada masiva de piedras, botellas, hondita con bodoques (sic) contra los efectivos policiales (…) 
hechos que evidentemente produjo (sic) la dispersión masiva de los policías en salvaguarda de 
su propia vida (sic)”. La denuncia termina con una lista de las personas heridas, pero en ningún 
momento se informa que los efectivos policiales utilizaron sus armas de fuego601. 

Como diligencias preliminares de investigación del hecho, la fi scala Miltos solicitó y recibió 
las testifi cales de 6 agentes de policía: el comisario Alfredo Diosnel Troche Garay, el comisario 
Wilfrido Zelaya Quiñónez, , el ofi cial inspector OS Florencio Aquino Jiménez, el subofi cial 
ayudante Marcial Mármori Sánchez, subofi cial 1° Carlos Antonio Fleitas Duarte, y el subofi cial 
mayor Nelson Efi genio Rozzano Giménez. Solamente Troche Garay, Mármori Sánchez y Fleitas 
Duarte estaban interviniendo en el lugar donde ocurrió el incidente en la manifestación, y los tres 
manifestaron en declaraciones del mismo tenor que en ningún momento la policía utilizó armas 
de fuego. Los restantes policías, no estaban en el lugar y momento de la represión policial. Por 
otro lado, el fi scal Alfi rio González Sandoval, el fi scal que de acuerdo a su versión se encontraba 
accidentalmente en el lugar, respondió a una solicitud de informe de la fi scala Miltos, señalando 
que efectivamente los manifestantes rebasaron la barrera policial, arrojando gran cantidad de 
piedras y palos que impactaban en los escudos y cuerpos de los policías, que se replegaron hacia 
el costado de la ruta. En un momento dado, refi ere en su informe el fi scal González, escucha 
disparos de armas de fuego “y los policías tirados en el suelo respondieron también con su 
arma de fuego (sic)” y que instantes después escucha que “el Director de la 3ª zona ordenó 
el cese del fuego y el repliegue de hacia la ruta a Nueva Londres donde se reunió toda la fuerza 
policial”602. La fi scala Miltos no investigó en la versión de otros testigos, ni recabó las versiones 
de los manifestantes y/o quienes resultaron con heridas en los incidentes.

La Policía Nacional no reportó ningún otro informe ofi cial respecto del uso de la fuerza, las 
circunstancias de la intervención y acerca de si utilizaron o no armas de fuego en la ocasión. 
Tampoco existen elementos de convicción producidos por la investigación fi scal ni informados 
por la Policía Nacional respecto de los agentes policiales que resultaron víctimas de disparos de 
arma de fuego por parte de los manifestantes.

Asimismo, la fi scala solicitó a la Policía Nacional la realización de pericias de alcoholemia y 
presencia de residuos de disparos de armas de fuego (plomo, bario, nitritos y nitratos) de la 
víctima. El Laboratorio Químico – Biológico del departamento de Investigación de Delitos de 
la Policía Nacional produjo cuatro pruebas periciales: presencia de sangre y determinación de 
especie y grupo, presencia de alcohol y drogas de abuso, mediante el análisis de manchas de 
sangre de las prendas de vestir, muestra de sangre, de orina y de contenido gástrico extraídos 

601 Nota del 4 de junio de 2002 elevada por el comisario DEJAP Wilfrido Zelaya, jefe de servicio de la Jefatura de Policía departamental; 
Nota de 4 de junio de 2002 elevada por el comisario principal Rogelio Silva de la Comisaría N° 8 de Nueva Londres (carpeta fi scal 
“Investigación s/ hecho Punible de Homicidio en Cnel. Oviedo”. Causa N° 07-01-02-00001-2002-00821, fs. 7 y 8).

602 Actas de declaraciones testifi cales e informe del fi scal Alfi rio González Sandoval (carpeta fi scal “Investigación s/ hecho Punible de 
Homicidio en Cnel. Oviedo”. Causa N° 07-01-02-00001-2002-00821, fs. 61, 63, 65, 67, 68, 69 y 72).
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a la víctima, y la prueba de plomo, bario y nitritos tomadas a partir de cintas levantadoras con 
material tomado de ambas manos de la víctima. Todas estas muestras fueron obtenidas por 
el Ministerio Público. La pericia determinó que la sangre de Calixto Cabral era del tipo 0 RH 
positivo, y dio negativa en cuanto a la presencia de drogas de abuso y presencia de plomo y 
bario (componentes del fulminante) y nitritos (restos de defl agración de la pólvora)603.

Por otra parte, la Fiscalía General Adjunta dispuso que el fi scal penal de turno de Asunción 
Andrés Casatti intervenga y autorice la autopsia de Calixto Cabral. El 5 de junio de 2002 una 
junta médica compuesta por los doctores José Barreto, en representación del Círculo Paraguayo 
de Médicos, la doctora Marta Oviedo, jefa del Laboratorio Genético del Departamento de 
Criminalística de la Policía Nacional, y los médicos forenses José Bellasai, Oscar Thomson, Carlos 
Garrigoza, Nicolás Lezcano, Miguel Martínez Yaryes y Domingo Mendoza, bajo la dirección del 
fi scal Andrés Casatti, realizó la autopsia correspondiente de la víctima y determinó como causa 
de muerte “shock traumático cráneo encefálico, por herida de arma de fuego”, con orifi cio de 
entrada de 1 centímetro de diámetro, sin tatuaje, en la región parieto occipital izquierda, siendo 
la trayectoria del proyectil de izquierda a derecha, con orifi cio de salida en la región tempo 
parietal derecha, con fractura de hueso en forma irregular604.

El 5 de junio la fi scala Miltos realizó una inspección en el lugar en el que cayera herido Calixto 
Cabral, a poco menos de 100 metros aproximadamente del desvío a Nueva Londres, costado 
izquierdo de la ruta 2 en el kilómetro 123. En el lugar se tomaron fotos y se levantó un croquis, 
a la par que se recogieron evidencias como quince palos de madera, siete piedras, un cuchillo, 
dos cachiporras de la Policía, y dos vainillas servidas605. 

El 23 de abril del 2003, la fi scala Elva Miltos resolvió disponer el archivo de las actuaciones de la 
causa, sin perjuicio que la investigación sea reabierta en el futuro, si surgían méritos sufi cientes 
para ello. La decisión del Ministerio Público se fundó en el hecho que esa “Representación 
Pública (…) no ha podido identifi car al o los supuestos autores del hecho punible que diera 
origen a la investigación de la presente causa, en razón de que el hecho aconteció en medio de 
graves disturbios protagonizados por los campesinos manifestantes al atropellar la barrera policial 
que les impedía avanzar hacia Asunción (…) dichas circunstancias imposibilitan materialmente 
la prosecución de la causa”606. El 13 de abril de 2004 dicha decisión fue comunicada al Fiscal 
General del Estado. Desde esa fecha la causa sigue archivada y no se realizaron otros actos de 
investigación.

REPARACIONES
Calixto Cabral Benítez recibió sepultura en el cementerio municipal de Villa Elisa (departamento 
Central), donde viven sus padres. Todos los gastos emergentes de los ritos de entierro y luto 
fueron absorbidos por la familia y la ayuda de los compañeros de trabajo de los hermanos de 
la víctima.
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603 Nota N° 476 de 5 de junio de 2002; Informe Laboratorial N° 05/06/02 – 348 de 7 de junio de 2002 y el Informe Químico N° 05/06/02 – 299 
de 5 de junio de 2002 del Laboratorio Químico – Biológico del departamento de Investigación de Delitos de la Policía Nacional (carpeta 
fi scal “Investigación s/ hecho Punible de Homicidio en Cnel. Oviedo”. Causa N° 07-01-02-00001-2002-00821, fs. 9, 79 - 85).

604 Informe de Autopsia N° 473/2002 de 6 de junio de 2002 (carpeta fi scal “Investigación s/ hecho Punible de Homicidio en Cnel. Oviedo”. 
Causa N° 07-01-02-00001-2002-00821, fs. 32 - 35).

605 Acta de Constitución (carpeta fi scal “Investigación s/ hecho Punible de Homicidio en Cnel. Oviedo”. Causa N° 07-01-02-00001-2002-
00821, fs. 12).

606 Resolución N° 90 de 23 de abril de 2003 (carpeta fi scal “Investigación s/ hecho Punible de Homicidio en Cnel. Oviedo”. Causa N° 07-01-
02-00001-2002-00821, fs. 100 y 101).
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Los familiares de Calixto Cabral Benítez no recibieron indemnización alguna en los términos del 
derecho internacional de los derechos humanos como medida de reparación. Tampoco recibieron 
disculpas públicas del Estado ni un informe ofi cial respecto de las circunstancias de su ejecución 
arbitraria y de los resultados de las investigaciones realizadas. No se han realizado otras medidas 
de reparación de índole moral de la memoria de la víctima.

Tras la ejecución arbitraria de Calixto Cabral, su viuda y todos sus hijos abandonaron su tierra 
propia en el asentamiento Pedro Giménez y migraron a la capital, donde viven dispersos en 
distintos municipios del área metropolitana607.

CONCLUSIONES
1. De acuerdo a los elementos de prueba recogidos, la CODEHUPY tiene la convicción de que 

Calixto Cabral Benítez fue víctima de una ejecución arbitraria perpetrada por un agente de la 
Policía Nacional, en el contexto de la represión a organizaciones campesinas que ejercían el 
derecho a la manifestación en defensa de sus intereses. En tal sentido, la ejecución arbitraria 
de Calixto Cabral es consecuencia de su pertenencia y militancia en una organización de 
productores agrícolas.

 Además del hecho de la ejecución arbitraria, la CODEHUPY señala para la debida conclusión 
de este caso, que las medidas adoptadas por los agentes de policía que impedían el paso de 
los manifestantes de las organizaciones campesinas hacia Asunción, y que dieron origen a un 
enfrentamiento posterior entre manifestantes y policías, carecían de legitimidad, no estaban 
autorizadas por la Ley N° 1.066/97 que regula el derecho de reunión y manifestación, y 
no se fundaban en disposición u orden de autoridad alguna habilitada para restringir la 
manifestación, lo que caracteriza típicamente una violación conexa del derecho de reunión 
y manifestación de la víctima Calixto Cabral Benítez y de las demás personas que veían 
impedido el ejercicio de su derecho de manifestación por parte de los agentes que habían 
dispuesto y participaban de la barrera policial en el kilómetro 123 de la ruta 2.

 Además de la circunstancia de la ilegitimidad de la restricción policial a la manifestación de la 
que participaba la víctima Calixto Cabral Benítez, la falta de méritos para sospechar que los 
manifestantes habían amenazado seriamente el derecho a la vida de los agentes de policía 
lleva a la CODEHUPY a la convicción de que el uso repentino, no avisado e indiscriminado de 
armas de fuego por parte de los agentes públicos en contra de los manifestantes, una vez que 
éstos rebasaron la barrera policial, fue completamente desproporcionado e innecesario para 
la situación608.

 La conclusión respecto de la ilegitimidad del uso de armas de fuego por parte de la Policía 
Nacional en la represión de la manifestación, en la ejecución arbitraria de Calixto Cabral 
Benítez, y heridas a Teresio Velázquez y Aparicio Miranda, adquiere mayor poder de convicción 
a partir de los elementos reunidos en la investigación que demuestran que: a) La víctima no 
había cometido ningún acto de violencia en contra de agente de policía alguno, ni había 
puesto en peligro la vida de alguna persona de otro modo, de manera que se justifi cara el uso 
de armas de fuego en su contra. En el instante de su ejecución, la víctima se encontraba por 
lo menos a más de cincuenta metros de los policías más próximos, subiéndose a un transporte 

607 Testimonios Nº 0001 y 0002.
608 Ver Capítulo III, sección 1.
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de pasajeros para proseguir su traslado hacia Asunción; b) Este extremo se refuerza con las 
pruebas periciales practicadas a la víctima por la propia Policía Nacional, que determinaron 
sin lugar a dudas que la misma no había utilizado armas de fuego; c) El único disparo de 
arma de fuego recibido por la víctima iba dirigido a acabar con su vida y fue sufi ciente para 
ello, lo que señala que los efectivos policiales no guardaban criterios de proporcionalidad y 
de reducción de daños en el uso de sus armas de fuego.

 A pesar de la clara responsabilidad institucional del Estado en la ejecución arbitraria de 
Calixto Cabral Benítez, la CODEHUPY carece de información sufi ciente para formarse una 
convicción respecto de la identidad del o los agentes de policía responsables de la ejecución 
arbitraria de Calixto Cabral Benítez. La investigación ofi cial llevada adelante fue insufi ciente 
para determinar este aspecto, obligación que subsiste y le corresponde a los organismos 
jurisdiccionales del Estado, en particular al Ministerio Público.

 Sin embargo, a pesar que la Policía Nacional en ningún momento reconoció ofi cialmente 
que utilizó armas de fuego en la represión de la manifestación en la que fuera ejecutada la 
víctima, ni que en consecuencia se haya informado e investigado formalmente respecto de 
la proporcionalidad y necesidad del uso de la fuerza y las armas de fuego por parte de la 
institución policial de acuerdo a los estándares del derecho internacional609, resulta indudable 
que el Ministerio Público cuenta con sufi cientes elementos incriminatorios que justifi can la 
investigación y eventual enjuiciamiento de los jefes policiales con responsabilidad de mando 
en la 3ª zona policial al momento de ocurrir los hechos, por su presunta responsabilidad 
individual en la ejecución arbitraria de Calixto Cabral Benítez, por no haber adoptado las 
medidas necesarias que razonablemente estaban a su alcance y potestad y que hubieran 
impedido que sus subordinados utilizasen ilegítimamente sus armas de fuego.

2. La CODEHUPY sostiene que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la 
impunidad en que quedaron los autores morales y materiales de la ejecución de Calixto 
Cabral Benítez. La investigación fi scal llevada a raíz del hecho fue notoriamente defi ciente en 
los términos requeridos por el derecho internacional de los derechos humanos610.

 Tras el estudio de las diligencias realizadas por el Ministerio Público para el esclarecimiento 
de las responsabilidades del hecho, se constata que la fi scala asignada al caso omitió realizar 
diligencias que hubieran podido esclarecer las circunstancias de la ejecución, muchas de las 
cuales son a la fecha, de imposible producción. En tal sentido, la Fiscalía omitió: a) solicitar un 
informe pormenorizado de los efectivos policiales intervinientes, su cargo y función específi ca 
en la contingencia, y el tipo y registro de armamento de dotación y del armamento no 
reglamentario o particular que portaba cada uno de ellos; b) la realización de las pruebas de 
plomo, nitritos y bario de los agentes policiales intervinientes, prueba que sí se ordenó para la 
víctima; c) la recolección de evidencias en el lugar desde el que los policías efectuaron disparos 
de arma de fuego en contra de los manifestantes, en el costado derecho de la ruta 2 en el 
desvío a Nueva Londres y hasta 100 metros sobre dicho desvío, diligencia que sí se practicó 
respecto del lugar en el que cayó la víctima; d) la ausencia de peritajes de balística; e) la falta 
de debida diligencia para recabar otras testifi cales que no sean de agentes de policía, como 
por ejemplo, las testifi cales de los otros campesinos manifestantes heridos, los dirigentes de las 
organizaciones que coordinaban la manifestación o cualquiera de los otros manifestantes.
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 La Policía Nacional omitió reconocer e informar debidamente y de acuerdo a los estándares 
internacionales de derechos humanos, que se habían utilizado armas de fuego. El Ministerio 
Público no ayudó con sus actos de investigación a esclarecer el hecho, sino más bien a 
cohonestar la versión policial y las graves infracciones cometidas en el procedimiento. Estas 
omisiones en el deber de investigar y sancionar determinaron que la ejecución arbitraria de 
Calixto Cabral Benítez no haya sido esclarecida, que no se haya determinado la verdad de lo 
sucedido, ni se haya castigado a sus perpetradores.

3. En similar sentido, la CODEHUPY tiene la convicción de que el Estado paraguayo es 
internacionalmente responsable por el incumplimiento de la obligación complementaria de 
reparar integralmente a los familiares de Calixto Cabral Benítez, la que debería incluir por lo 
menos medidas de satisfacción, como las disculpas ofi ciales, una indemnización compensatoria 
adecuada y garantías de no repetición.

4. Estas circunstancias de violación al derecho a la vida en virtud de una acción ilegítima de 
agentes del Estado, impunidad y falta de reparación integral llevan a la CODEHUPY a concluir 
que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la ejecución arbitraria de 
Calixto Cabral Benítez.
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EULALIO BLANCO DOMÍNGUEZ
☼ 10 de diciembre de 1940

† 6 de junio de 2003

Eulalio Blanco Domínguez nació el 10 de diciembre de 1940 en Rosario Loma, distrito de 
Itacurubi del Rosario, departamento de San Pedro. Tenía 62 años cuando fue víctima de una 
ejecución arbitraria. Vivía en un lote de tierra propia en la comunidad Panchito López, en la 
colonia Andrés Barbero, distrito de San Pedro del Ykuamandyju, en el departamento de San 
Pedro. Estaba casado con Florentina Olmedo, con quien había tenido 9 hijos, de los cuales viven 
en la actualidad 3 mujeres y 4 hombres. Trabajaba plenamente como productor agrícola en su 
lote de tierra propia. Hablaba solamente en guaraní611.

Eulalio Blanco Domínguez era un productor de cedrón paraguái, y pertenecía a la Asociación 
María Auxiliadora que agrupaba a productores de cedrón de varios distritos y colonias del 
departamento de San Pedro. La asociación de cedroneros contaba con el apoyo de la Coordinadora 
de Productores Agrícolas – San Pedro Norte (CPA-SPN)612.

En el año 2003 los productores de cedrón paraguái del departamento de San Pedro sostuvieron paraguái del departamento de San Pedro sostuvieron paraguái
una larga acción de interpelación y demandas frente al Estado paraguayo, en temas relacionados 
a la política gubernamental de apoyo al sector.

Desde hacía algunos años, los pequeños productores agrícolas del departamento de San Pedro 
estaban cultivando cedrón paraguái, planta de la que se extraen esencias utilizadas en la industria paraguái, planta de la que se extraen esencias utilizadas en la industria paraguái,
farmacéutica. El rubro rápidamente empezó a imponerse en la zona norte del departamento 
porque reemplazaba ventajosamente como cultivo generador de ingresos para los pequeños 
productores agrícolas a otros cultivos de renta tradicionales como el algodón y el tabaco, cuyos 
precios fi jados por el mercado internacional están por debajo del costo de producción y generan 
pérdidas para el trabajador agrícola. Además, el impacto ambiental del cultivo de cedrón era muy 
inferior al de los otros rubros de renta tradicionales, que utilizan gran cantidad de agrotóxicos 
perjudiciales para la salud de los campesinos y el medio ambiente rural.

611 Testimonios N° 0063 y 0064.
612 Testimonios N° 0063, 0064 y 0065.
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Además, el éxito del cedrón como rubro alternativo se basó en el apoyo gubernamental del 
Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG) en la búsqueda de mercados internacionales y el 
apoyo técnico en la comercialización. En septiembre de 2002 el precio del cedrón por kilo oscilaba 
entre 4.500 y 5.000 guaraníes, lo que signifi caba una ganancia de 3 millones de guaraníes por 
hectárea de cedrón cosechado, ganancia que se triplicaba en el año porque el cedrón tiene tres 
cosechas anuales. Además, el costo de producción era bastante menor porque la planta aguanta 
hasta 4 y 5 años de acuerdo a los cuidados que se le provea. Un cultivo tan rentable y con tanto 
apoyo ofi cial empezó a extenderse rápidamente entre los productores del departamento.

Sin embargo, los campesinos sostienen que el Gobierno retiró el apoyo al sector en consecuencia 
de la presión de los grandes productores, acopiadores y comercializadores del cedrón, quienes 
deseaban controlar el ciclo de la producción y venta del producto. La comercialización quedó 
a cargo de una cooperativa privada, La Norteña de Ykuamandyju, que a principios del 2003 
anunció que el cupo de exportación de 250 toneladas del producto a Europa se había cumplido 
y la compra se cerraba. Automáticamente los precios del producto bajaron de 4.500 a 1.000 
guaraníes por kilo, lo que generó una situación económica desesperante para los productores, 
quienes habían reemplazado completamente sus cultivos de renta tradicionales, y tenían 1.500 
hectáreas de cedrón listo para cosechar sin mercado seguro y sin asistencia del Gobierno para 
planifi car su producción y buscar mercados alternativos donde comercializar el producto.

El 10 de febrero de 2003 unos 500 productores de cedrón realizaron una manifestación sobre 
la ruta 3 en el cruce de Santa Rosa del Aguaray, demandando la intervención del Estado en la 
situación. Al segundo día de la movilización, se acordó una tregua de 15 días para encontrar una 
salida al problema. El Ministro de Agricultura y Ganadería en ese entonces, Darío Baumgarten, 
comisionó a personal de la Dirección de Comercialización del MAG a relevar la existencia de los 
cultivos y otros datos relevantes en el terreno para analizar una salida al problema, adelantando 
que apoyaba el pedido de los campesinos de vender su producción a un precio de 3.500 
guaraníes por kilo, aunque no aclaró cómo se iría a realizar la compra.

Los cedroneros realizaron otra manifestación el 24 de abril de 2003, debido al incumplimiento 
de los acuerdos realizados en febrero, pero la medida fue levantada tras fi rmarse un documento 
en que el MAG asumió el compromiso de entregar una indemnización a los productores de 
cedrón, correspondiente a 2 millones de guaraníes por hectáreas por cada agricultor, en un plazo 
no mayor a ocho días.

Sin embargo, el cumplimiento del subsidio fue parcial, ya que alcanzó a un total de 676 
productores con 1 millón de guaraníes, monto correspondiente a una primera entrega a un grupo 
de ellos. Entonces, el 19 de mayo de 2003 unos 2.500 productores se concentraron nuevamente 
en Santa Rosa del Aguaray y amenazaron con cerrar la ruta III. Finalmente, decidieron levantar 
la medida de fuerza, tras recibirse en el lugar la copia del Decreto Nº 21.149 que autorizaba 
al Ministerio de Hacienda la transferencia de un crédito de 3.500 millones de guaraníes al 
MAG para el subsidio a los cedroneros sampedranos, que benefi ciaría a unos 2.200 productores 
de cedrón con una producción estimada en 2.000 hectáreas, pagaderos sobre la base de una 
planilla de pago por cada base de productores a ser elaborado entre los campesinos, el MAG y 
la gobernación de San Pedro.

Tras otra infructuosa espera, y debido a objeciones que presentó el MAG en relación a la 
existencia en la lista de benefi ciarios de cedroneros inexistentes o de cantidades abultadas de 
cedrón cultivado, los campesinos volvieron a concentrarse desde el 29 de mayo en Santa Rosa 
del Aguaray, para exigir al Gobierno el cumplimiento del acuerdo del 24 de abril. Mientras 
tanto, la Policía empezó a concentrar efectivos en el sitio, alrededor de 300 agentes de policía y 
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antimotines y dos camiones hidrantes antidisturbios. Los manifestantes indicaron que cerrarían 
la ruta 3 si no recibían respuestas.

El 2 de junio de 2003 los organizadores de la manifestación emitieron un comunicado público 
en el que emplazaron al Gobierno hasta las 07:00 horas del día 3 de junio para dar efectivo 
cumplimiento al acuerdo del 24 de abril, de lo contrario amenazaban con cerrar la Ruta 3 “Gral. 
Elizardo Aquino”. En el mismo documento exigían la renuncia de los ministros del Interior, 
Osvaldo Benítez y de Defensa, Miguel Ángel Candia, por haber dispuesto la movilización de 
efectivos militares que intervendrían en el caso de un eventual cierre de la ruta. Asimismo, en 
el comunicado expresaron su repudio al ministro Darío Baumgarten por no querer respetar 
el documento fi rmado con los cedroneros. Los manifestantes señalaron además que rendirían 
homenaje a Calixto Cabral Benítez, campesino asociado a la CPA-SPN, ejecutado por la policía en 
una manifestación el 4 de junio del 2002 cuyo caso también se reseña en este informe.

El 3 de junio de 2003 los cedroneros cumplieron su amenaza de bloquear con una manifestación 
la ruta 3. Minutos después del cierre, fueron emplazados por el fi scal Lucio Aguilera a despejar 
la ruta, pero como los manifestantes se mantuvieron en su postura, la policía realizó un muy 
violento desalojo de la ruta, con el saldo de un manifestante ejecutado.

No obstante la represión, las movilizaciones continuaron hasta que se logró fi rmar otro acuerdo 
con los representantes del Gobierno, mediante el que el MAG se comprometió a pagar las 
compensaciones a todos los cedroneros que fi guran en una planilla que fue presentada por los 
mismos campesinos, el levantamiento de las órdenes de detención y captura que pesaban sobre 
varios dirigentes y el sobreseimiento libre de los que fueron detenidos en la represión del 3 de 
junio. Las movilizaciones continuaron hasta el 12 de junio, y fue desconvocándose paulatinamente 
a medida que los cedroneros empezaron a recibir efectivamente los subsidios613.

CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
Eulalio Blanco Domínguez poseía poco más de una hectárea de cultivo de cedrón en su lote. 
Había participado de las primeras movilizaciones de los cedroneros, y era uno de los campesinos 
productores que debía ser censado para recibir el subsidio correspondiente a la producción no 
comercializada. El lunes 2 de junio de 2003, varios compañeros de la asociación de cedroneros lo 
convocaron para que se sumara a la manifestación del día siguiente, y él accedió, trasladándose 
a Santa Rosa del Aguaray ese mismo día. Antes de salir de su casa, había discutido el asunto con 
su esposa, y acordaron que iría a observar y que regresaría pronto si no había condiciones para 
obtener rápidamente el subsidio, y desistiría de seguir manifestándose614.

A partir del 29 de mayo de 2003, los campesinos habían establecido un campamento dentro 
del predio que el MAG, el IBR y el Servicio Forestal Nacional (SFN) tienen en Santa Rosa del 
Aguaray, al costado de la ruta 3 unos 500 metros al norte del cruce con la ruta 11 que va 
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613 Testimonios N° 0063, 0064 y 0065. Riquelme (2003: 189-193). Informativo Campesino N° 173/2003, 175/2003, 176/2003 y 177/2003. 
Entrevista a Patrocinio Ramón Amaral y Luis Alberto Giménez, productores de cedrón en Informativo Campesino N° 177/2003.

614 Testimonios N° 0063, 0064 y 0065. Riquelme (2003: 189-193). Informativo Campesino N° 177/2003. Entrevista a Patrocinio Ramón 
Amaral y Luis Alberto Giménez, productores de cedrón en Informativo Campesino N° 177/2003. Nota N° 41 de 19 de junio de 2003 del 
comisario principal DAEP Virgilio Arévalos Ramírez Jefe de la Policía del 2° Dpto. – San Pedro; Nota N° 20 de 6 de febrero de 2004 del 
comisario principal DAEP Alfredo Sosa López, jefe de la Policía del 2° Dpto. – San Pedro (carpeta fi scal “Innominado s/ Homicidio del 
ciudadano Eulalio Blanco Domínguez en Santa Rosa”, causa N° 0010-007-02-0002-2003-0550, ante la Unidad Fiscal N° 1 de la Fiscalía 
Zonal de Santa Rosa del Aguaray a cargo de Víctor Concepción Agüero, sin foliar).
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a San Pedro del Ykuamandyju. Desde esa fecha, todos los días, un grupo de manifestantes 
campesinos salía del lugar del campamento y venía en manifestación hasta el cruce, seguía de 
largo pasando enfrente a la comisaría local y seguía hasta una estación de servicio, donde daba 
la vuelta y volvía hasta el campamento, gritando sus consignas y realizando discursos en donde 
reiteraban sus reivindicaciones. Estas cortas manifestaciones las realizaban dos a tres veces al 
día normalmente. No obstante, la tensión con la Policía iba subiendo cada día, a medida que 
llegaban más refuerzos en previsión de un eventual enfrentamiento con los manifestantes615.

El martes 3 de junio de 2003, cerca de las 11:30 horas aproximadamente, unos 1.000 
manifestantes salieron de su lugar de acampada y se dirigieron hasta el cruce en Santa Rosa del 
Aguaray. En ese lugar ya estaba presente una fuerte dotación, que de acuerdo a la información 
ofi cial estaba compuesta por 239 policías y 40 agentes antimotines de la Agrupación Especializada 
(“cascos azules”), todos al mando del comisario principal DAEP Virgilio Arévalos Ramírez, jefe 
de la Policía del departamento de San Pedro. Además de esta fuerza policial, estaba presente 
un contingente de 30 efectivos militares con armas de combate en sus vehículos formando una 
segunda línea detrás de la barrera policial.

Los agentes antimotines estaban desplegados en línea, bloqueando el paso de la manifestación 
en la ruta 3, en la banquina estaban en marcha dos camiones hidrantes, y al otro lado de la ruta 
se desplegaba otra fuerza policial. Los manifestantes, que formaban una columna de unos 100 
metros de largo, quedaron frente a la barrera policial que les impedía el paso y allí decidieron 
cortar la ruta. El fi scal Lucio Aguilera, de la Fiscalía Zonal de Santa Rosa del Aguaray el ofi cial 
inspector OS Osvaldo Luis López Alfonzo se acercaron a los manifestantes y les advirtieron que si 
no desalojaban la ruta, serían desalojados por la fuerza616.

Como los dirigentes de la manifestación señalaron que no saldrían de la ruta hasta que los 
compromisos fi rmados con el Gobierno fueran cumplidos, el fi scal Aguilera se retiró y dio 
autorización a la fuerza policial para que proceda al despeje por la fuerza617.

El ataque policial fue inmediato y se desarrolló rápidamente, con notoria planifi cación previa. 
Los agentes iniciaron el despeje por la fuerza arrojando varias granadas de gas lacrimógeno, al 
tiempo que los dos carros hidrantes cortaron la manifestación en dos, ingresando raudamente 
por la mitad de la columna. De esta manera, atraparon entre los carros y varias barreras de 
policías a unas 100 a 200 personas que se encontraban al frente de la manifestación, quienes 
fueron violentamente golpeadas con cachiporras. Un grupo de manifestantes salió corriendo por 
los costados de la ruta, tratando de esconderse entre las casillas y las casas particulares aledañas 
a la ruta, y el grueso de los manifestantes empezó a retroceder pero sin abandonar la ruta, hasta 
que los policías empezaron a realizar disparos con armas de fuego con balas de goma y de plomo 
indistintamente con escopetas, pistolas y fusiles M16, lo que produjo el desbande generalizado 
de los manifestantes que salieron corriendo en todas las direcciones618.

Eulalio Blanco Domínguez se encontraba hacia el frente de la manifestación, y quedó en el grupo 
de campesinos que quedó atrapado entre los carros hidrantes y la policía antimotines. Blanco 
Domínguez y otros manifestantes se entregaron cuando unos policías les dieron la voz de alto y 
les ordenaron manos arriba. En el caso de Eulalio Blanco, levantó las manos sin ofrecer resistencia 

615 Idem.
616 Idem.
617 Idem.
618 Idem.
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alguna y se arrodilló en el asfalto de la ruta. Estando en esa posición, un agente de la Fuerza de 
Operaciones Especiales de la Policía (FOPE) se le acercó por detrás y desde una distancia de un 
metro aproximadamente, le disparó por la espalda con una escopeta calibre 12; los proyectiles 
atravesaron su tórax y salieron por la parte frontal del pecho619.

Los policías golpearon con inusitada violencia a los manifestantes que quedaron atrapados en 
la ruta, hasta que los redujeron totalmente. Mientras tanto, otra facción de la fuerza policial 
persiguió a los manifestantes que huyeron hacia las calles perpendiculares a la ruta 3, para 
esconderse de los policías, y que habían ingresado en patios y casas vecinas. En esa persecución, 
los agentes dispararon indiscriminadamente sus armas de fuego, e ingresaron con violencia en 
varias casas, echando puertas, causando destrozos en las viviendas y golpeando duramente a 
quienes lograban atrapar.

Una vez que la fuerza policial logró controlar la situación en el cruce, lo que no demoró más 
de 10 minutos, los agentes se reagruparon y siguieron marchando hasta el predio del MAG y 
del IBR, donde se encontraba un grupo de 120 manifestantes que habían logrado escapar de 
la represión y que habían ganado el campamento. Al llegar al sitio, el fi scal Aguilera ordenó el 
ingreso de la fuerza policial al sitio, donde la represión continuó con disparos de arma de fuego 
y golpes con cachiporras hasta que lograron desalojar completamente el sitio620.

En ese lugar la policía detuvo a 32 personas, entre ellas al dirigente de la CPA-SPN Ernesto Benítez 
y al ingeniero agrónomo José Rodríguez, asesor técnico de la organización. Una vez detenidas, 
estas personas fueron obligadas a acostarse en el suelo, donde siguieron siendo golpeadas por 
los policías, quienes les propinaron patadas en la cabeza y costillas y caminaron sobre ellas. En 
ese lugar la Policía destrozó totalmente los equipos y pertenencias de los campesinos. Prendieron 
fuego a las ropas, carpas, colchones y víveres, así como también incendiaron dos motocicletas y 
un vehículo que era utilizado para acarrear las provisiones. Rompieron todas las bicicletas, ollas 
y menajes que encontraron en el lugar y fi nalmente destrozaron a tiros y garrotazos un equipo 
de sonido que era utilizado por los campesinos para lanzar sus consignas y animar y coordinar 
a los manifestantes621.

Los 32 detenidos fueron maniatados y alzados a un vehiculo de las Fuerzas Armadas y llevados 
a la comisaría N° 18 de Santa Rosa del Aguaray. Un grupo de 18 detenidos fue sometido a 
torturas por parte de policías y militares quienes prosiguieron dándoles golpes y tirándole gas 
lacrimógeno en los ojos. En particular, los agentes se ensañaron con el dirigente de la CPA-SPN 
Ernesto Benítez, a quien le recortaron el pelo con un cuchillo, además de patearlo en las costillas, 
golpearlo en la planta de los pies y asfi xiarlo con gas lacrimógeno. Los castigos pararon cuando 
llegaron a la comisaría periodistas del diario ABC Color, de Asunción622.

De acuerdo a la versión de las víctimas, estos actos de tortura fueron presenciados y consentidos 
por el fi scal Lucio Aguilera623.

Al término de la represión, quedaron unas 16 personas heridas con disparos de arma de fuego, 
quienes recibieron los primeros auxilios en el Centro de Salud de Santa Rosa del Aguaray. Los 
cuatro casos más graves fueron trasladados en esa misma fecha al Hospital de Emergencias 
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Médicas en Asunción, quienes fueron Blanca Benítez de Sanabria (21 años), del asentamiento 
Pedro Giménez, con un embarazo de 65 días, quien recibió dos heridas de bala, uno de ellos 
cerca del seno derecho; Luis Alberto Giménez (de 23 años), del asentamiento Tacuatí Poty, quien 
recibió un disparo a la altura del abdomen; y Patrocinio Ramón Amaral quien recibió un disparo 
de arma de fuego a la altura del hombro derecho624.

De acuerdo al informe proveído por el director del Centro de Salud de Santa Rosa del Aguaray, 
Eulalio Blanco Domínguez fue atendido en dicho servicio aproximadamente entre las 12:00 
y 12:30 horas, se le administraron “los primeros auxilios correspondientes” (sin especifi car 
diagnóstico y cuáles fueron los primeros auxilios suministrados), para ser remitido a “otro 
servicio” entre las 14:00 y 14:45 horas. Fue remitido al Hospital de Emergencias Médicas en 
Asunción, donde fue ingresado y diagnosticado a la 01:30 horas del 4 de junio. El examen 
físico al momento del ingreso refi ere que Eulalio Blanco presentaba en el tórax “herida de 
aprox. 5 cm de diámetro se visualiza estructura profunda, parénquima pulmonar y pericario. 
Presenta traumatopnea. Murmullo vesicular disminuido en campo pulmonar derecho”. 
Asimismo, el examen señaló “motilidad disminuida en miembro inferior, refi ere parestesia de 
ambos miembros inferiores. Se constata presencia de fractura a nivel de L1”. Tras el estudio de 
tomografía (TAC) “se visualiza proyectil a nivel de L1, medular, con fractura de lámina lateral y 
posterior de L1”. El diagnóstico de ingreso fue “1) traumatismo de tórax por proyectil de arma 
de fuego 2) hemoneumotórax derecho 3) traumatismo de columna lumbar L1”. Se le practicaron 
dos intevenciones quirúrgicas, la primera a la 01:55 horas del 4 de junio consistente en una 
“toracotomía anterolateral derecha + rafi a cardíaca + avenamiento pleural + extracción de 
proyectil”, con diagnóstico preoperatorio que señalaba “trauma penetrante por proyectil de 
arma de fuego en tórax en región xifoidea” y diagnóstico postoperatorio que señala “IDEM 
+ fractura de xifoides + lesión cardíaca ventrículo derecho + contusión pulmonar + fractura 
de cartílago y costillas”. La segunda intervención quirúrgica se le practicó a las 15:30 del 4 de 
junio, y consistió en una “laminectomía de vertebra lumbar 1 + retiro de proyectil de goma y 
cuerpo extraño paravertebral derecho”, con diagnóstico preoperatorio que señala “fractura L1 
aparato transversa + cuerpo extraído paravertebral derecha”, y diagnóstico postoperatorio que 
refi ere “fractura L1 aparato de apófi sis transversa y espinosa de vértebra lumbar 1 + fractura 
de apófi sis espinosa de vértebras toráxica 12 y lumbar 2 + fístula de líquido cefalorraquídea”. 
Eulalio Blanco Domínguez falleció a las 20:30 horas del 5 de junio de 2003, y se determinó 
como causa de muerte “paro cardiorrespiratorio. Shock cardiogénico. Trauma cardíaco y de tórax 
(producido por proyectil de arma de fuego)”625.

Los familiares de Eulalio Blanco Domínguez tomaron conocimiento de lo sucedido a través de la 
noticia divulgada por las radios de la zona. Personal del Hospital de Emergencias Médicas informaron 
del fallecimiento de Blanco Domínguez a sus hijos, quienes estaban en el nosocomio aguardando el 
desenlace de la situación. Con posterioridad a la ejecución arbitraria de Eulalio Blanco, policías de 
la zona se dedicaron a hostigar y amenazar a miembros de la familia de la víctima626.

624 Idem.
625 Informe del 8 de agosto de 2003, remitido por el doctor Juan G. Monges, director del Centro de Salud de Santa Rosa del Aguaray; 

Certifi cado de defunción de Eulalio Blanco Domínguez expedido por el doctor Walter Maciaca (Reg. N° 6714); certifi cado de diagnóstico 
médico del Hospital de Emergencias Médicas (carpeta fi scal “Innominado s/ Homicidio del ciudadano Eulalio Blanco Domínguez en 
Santa Rosa”, causa N° 0010-007-02-0002-2003-0550, ante la Unidad Fiscal N° 1 de la Fiscalía Zonal de Santa Rosa del Aguaray a cargo 
de Víctor Concepción Agüero, sin foliar).

626 Testimonios N° 0063 y 0064. Testifi cales de Florentina Olmedo de Blanco y Pedro Blanco Olmedo (carpeta fi scal “Innominado s/ 
Homicidio del ciudadano Eulalio Blanco Domínguez en Santa Rosa”, causa N° 0010-007-02-0002-2003-0550, ante la Unidad Fiscal N° 
1 de la Fiscalía Zonal de Santa Rosa del Aguaray a cargo de Víctor Concepción Agüero, sin foliar).
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INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
La investigación fi scal de la ejecución arbitraria de Eulalio Blanco Domínguez se inició de ofi cio a 
partir de una comunicación policial del 6 de junio de 2003 en que se informaba del fallecimiento 
de la víctima en el Hospital de Emergencias Médicas el día anterior. El 16 de junio, el fi scal 
Víctor Concepción Agüero, de la Unidad Fiscal N° 1 de la Fiscalía Zonal de Santa Rosa del 
Aguaray asignada a la causa, notifi có al Juzgado Penal de Garantías el inicio de las investigaciones 
preliminares de los hechos627.

El 19 de junio de 2003, el comisario principal DAEP Virgilio Arévalos Ramírez, Jefe de la Policía 
del departamento de San Pedro remitió a solicitud del Ministerio Público un informe de los 
incidentes registrados el 3 de junio de 2003 en el cruce Santa Rosa del Aguaray, que en su parte 
medular refi ere:

“Desde el 28 de mayo de 2003, campesinos autodenominados ‘CEDRONEROS 
DE SANTA ROSA DEL AGUARAY’, en cantidad aproximada de 800 a 1.000 
personas, entre varones, mujeres y niños, se mantenían concentrados 
permanentemente en el local del IBR de esa localidad, saliendo diariamente 
sobre la ruta internacional N° 3 Gral. Elizardo Aquino, a realizar caminata 
a media calzada y en otros, todos cubierto (sic) sobre el pavimento hasta 
distancia de 500 metros al sur pasando por frente a la Cría. 18° Santa Rosa del 
Aguaray, gritando, vitoreando, insitando (sic), (sic), (  profi riendo cuantos improperios 
contra personal policial y con garrotes artillados (sic) (sic) ( con clavos, portando 
ostenciblemente (sic) armas de fuego por la cintura (revólver, pistola), además 
de rifl es y escopetas a orden (sic) de sus dirigentes principales enfrente de la 
Comisaría, amenazando de muerte a los efectivos, para regresar al local del 
IBR, todos casi siempre evidentemente alcoholizados”.

“En esas condiciones amenazantes, se iban agotando todos los medios pacífi cos 
de tratativas (…)”.

“A las 11:30 horas del día 03-06-03, en la cantidad de personas mencionada 
más arriba, repentinamente en la lluvia, procedieron a bloquear la citada ruta, a 
la altura del Km 324 – cruce Santa Rosa del Aguaray, lugar hasta donde también 
se constituyó la fuerza policial, conformado (sic) por Ofi ciales Superiores, 
Subalternos y Subofi ciales del Dpto., con dos camiones hidrantes, apoyados 
por personal antimotines, totalizando aproximadamente 230 hombres, todos 
aguardando a orden (sic) una distancia de 150 metros de los manifestantes, 
de inmediato acudió también en el lugar el Señor Agente Fiscal en lo penal 
de esa comunidad, Abog. LUCIO AGUILERA, acompañado del Ofi c. Insp. OS 
OSVALDO LUIS LÓPEZ ALFONZO, concediendo un término de 15 minutos para 
despejar la ruta, caso contrario se utilizará (sic) la fuerza: cumplido el tiempo, 
y no habiéndose acatado la disposición judicial, un poco más de lo requerido 
y después de obtener la autorización fi scal, quien personalmente acompañó 
y dirigió todo el procedimiento, más el cumplimiento de las disposiciones 
Superiores, del no cierre de la mencionada ruta, ni por breve espacio de tiempo, 
se procedió al despeje de los manifestantes a través de las fuerzas policiales”.
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627 Nota N° 132 de 6 de junio de 2003 de Nery Calixto Vega, jefe de la Comisaría N° 18 de Santa Rosa del Aguaray; Nota N° 148 de 16 de junio 
de 2003 (carpeta fi scal “Innominado s/ Homicidio del ciudadano Eulalio Blanco Domínguez en Santa Rosa”, causa N° 0010-007-02-0002-
2003-0550, ante la Unidad Fiscal N° 1 de la Fiscalía Zonal de Santa Rosa del Aguaray a cargo de Víctor Concepción Agüero, sin foliar).
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“En la operación se empleó estrategia y táctica preparada con antelación, en vista y 
a conocimiento de todos, que la actitud de los manifestantes era permanentemente 
hostil y de mucha amenaza para la integridad física de la fuerza del orden, el 
dispositivo se procedió con avance de dos carros hidrantes con sufi ciente agua y gases 
lacrimógenos, más el grupo de escopeteros con perdigones de goma, resguardados 
por los hidrantes, para contrarrestar específi camente a los manifestantes, quienes 
disparaban sus armas de fuego, contra la policía, resultando ser recibidos los hidrantes, 
con lluvias de balas (sic) de distintos calibres, y para salir de la calzada hacia los 
costados, evidentemente con intención de envolverlos; ínterin en que con el avance 
de los efectivos del orden público, que esperaban a distancia prudencial en ambas 
alas, fueron encontrados cuerpo a cuerpo, para quienes poseían armas de fuego, se 
retiraron presurosamente por las calles transversales, cubriéndose con disparos de sus 
respectivas armas, y otros escabullidos para mimetizarse entre los casilleros del lugar, 
más el grueso de ellos se alojaron nuevamente en el local del IBR, y proseguir de 
inmediato a llamarse por alto parlante de un gran equipo de discoteca, mantenida 
en el lugar, para instar a todos sus adherentes a resistir hasta la última consecuencia, 
con el lema: ‘EL PUEBLO UNIDO JAMÁS SERÁ VENCIDO’”.

“En ese breve espacio, el Fiscal y grupo de efectivos procedieron a contrarrestar 
y aprehender a personas en una casa particular no identifi cada, ubicada 
específi camente sobre la ruta, y en el lugar de los hechos desde el segundo piso, 
dispararon armas de fuego, que gracias a malas punterías (sic), no dieron impacto
(sic) a efectivos del orden público; y mientras se procedían por la misma fuerza 
del orden a evacuar algunos lesionados y contusos al Hospital local, y aprehensión 
de otros tantos líderes y manifestantes; el grueso del efectivo policial con el Fiscal 
AGUILERA, en prosecución del procedimiento, rodeó el local del IBR, ínterin en que 
huían del citado lugar muchos campesinos con arma de fuego en mano, que con 
disparos cubrían sus retiradas, logrando el control de la situación y dentro del orden 
establecido, respetando sus derechos constitucionales, se procedió al cateo personal 
de cada uno y revisión del lugar, pudiendo recoger de ellos: 3 armas de fuego 
(revólver), más de 30 machetillos, y puñales de distintas medidas, otra cantidad de 
varillas de hierro puntiagudas, enorme cantidad de garrotes, muchos conteniendo 
clavos largos, honditas, bodoques, bebidas alcohólicas, documentos en cantidad 
en un solo bolso (todos remitidos en su oportunidad a la Fiscalía Penal de Santa 
Rosa del Aguaray, peritadas las armas de fuego y daños recibidos los camiones 
hidrantes); mientras se realizaban estas medidas, llegaron grupos militares aprox. 
20 efectivos de la División de Caballería de Curuguaty, de refuerzo al operativo, 
momento después y con la aprehensión de los líderes principales, todos fueron 
remitidos a la Cría. jurisdiccional en carácter de depositados y a cargo de la Fiscalía 
local, desde donde fueron derivados a la Penitenciaría Departamental de San Pedro 
(…).”

“CONCLUYENDO el operativo judicial – policial, de despeje de la ruta internacional 
N° 3 Gral. Elizardo Aquino, ocupada por caracterizados manifestantes campesinos 
(armados), dedicados desde muchos tiempos (sic) al cierre de la ruta internacional, 
ocasionando cuantiosas violaciones de derechos humanos a terceros, a su libre 
tránsito, y perjuicios patrimoniales, extorsiones permanente (sic)  (sic)  ( a comercios 
locales, asaltos y robos a comerciantes, macateros, abigeatos en establecimientos 
ganaderos, asaltos y robos a ómnibus de transporte público, plantación y explotación 
de marihuana, homicidios, secuestro y torturas a militares, lesiones corporales a 
otros tantos (sic)otros tantos (sic)otros tantos en lugares denominados por ellos ‘territorios liberados’, donde 
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no permiten presencia policial, quemas de Comisaría e Iglesia, robos de animales 
menores (cerdos, ovejas, gallinas y otros) a vecinos de Santa Rosa, y extorsión a 
comerciantes, por citar algunos de sus hechos, a la luz de la razón”.

“Ha resultado muy positivo el operativo con relevancia, evidentemente del buen 
cumplimiento de las obligaciones constitucionales y legales, a cargo del Fiscal en 
lo Penal, Abog. LUCIO AGUILERA, para el específi co caso del cierre de ruta y el 
legal procedimiento sin revanchismo de la Policía Nacional, que fueron destinados 
al efecto; asimismo se menciona, destacando la alta profesionalidad empleada, 
en cumplimiento del sagrado deber de ‘orden y patria’, de ofrendar sus vidas si 
necesario fuere, cuyo costo se lamenta con la pérdida de una vida humana, a 
consecuencia del enfrentamiento, a observar su causalidad en el entendimiento 
que la Policía en el referido operativo, utilizó única y exclusivamente perdigones 
de goma, que por la magnitud de la resistencia empleada por los campesinos, 
evidentemente alcoholizados, pudiera haber resultado de mayor proporción, de 
haber sido debilitado la enteresa (sic), el arrojo y la valentía de leales policías, por 
la causa pudiera haberse revertidos en contra (sic), como fuimos diesmados (sic)
y humillados por ellos, con muchos lesionados de armas de fuego, y un muerto, 
hecho sucedido en los campos de la afuera de Coronel Oviedo (cruce Nueva 
Londres), junio del año pasado (…)”.

“SEÑOR FISCAL, por lo expuesto precedentemente el procedimiento policial 
– judicial destacados, ha sido realizado respetando taxativamente las disposiciones 
constitucionales y legales; conmedidos (sic) en la utilización de la fuerza, en todas sus 
actuaciones de la legalidad y del orden constituido, en búsqueda del bienestar de 
todos sin precedente en el Departamento, todos ajustados a derecho”628.

Con este informe no se presentó evidencia material de los hechos relatados ni otro soporte 
probatorio.

Durante el periodo de investigación del hecho, el fi scal Agüero solicitó y recibió las testifi cales de 
Florentina Olmedo de Blanco y Pedro Blanco Olmedo, viuda e hijo de la víctima. Como pruebas 
documentales recibió un brevísimo informe del director del Centro de Salud de Santa Rosa del 
Aguaray, doctor Juan G. Monges, el certifi cado de defunción de la víctima, el certifi cado de 
diagnóstico médico expedido por el Hospital de Emergencias Médicas y la nómina parcial de los 
efectivos policiales intervinientes (no se suministró la nómina de agentes especiales de la FOPE ni 
de los efectivos antimotines). Asimismo, se solicitó y recabó un breve informe del superintendente 
fi scal de Concepción y San Pedro, Arnaldo Giuzzio, sobre la solicitud que realizó para contar con la 
presencia de efectivos militares en la contención de la manifestación de cedroneros629.

DEPARTAMENTO DE SAN PEDRO / EULALIO BLANCO DOMÍNGUEZ

628 Nota N° 41 de 19 de junio de 2003 del comisario principal DAEP Virgilio Arévalos Ramírez Jefe de la Policía del 2° Dpto. – San Pedro 
(carpeta fi scal “Innominado s/ Homicidio del ciudadano Eulalio Blanco Domínguez en Santa Rosa”, causa N° 0010-007-02-0002-2003-
0550, ante la Unidad Fiscal N° 1 de la Fiscalía Zonal de Santa Rosa del Aguaray a cargo de Víctor Concepción Agüero, sin foliar).

629 Testifi cales de Florentina Olmedo de Blanco y Pedro Blanco Olmedo; Informe del 8 de agosto de 2003, remitido por el doctor Juan G. 
Monges, director del Centro de Salud de Santa Rosa del Aguaray; Certifi cado de defunción de Eulalio Blanco Domínguez expedido por 
el doctor Walter Maciaca (Reg. N° 6714); certifi cado de diagnóstico médico del Hospital de Emergencias Médicas; Informe del Agente 
Fiscal Arnaldo Giuzzio del 14 de agosto de 2003; Nota N° 20 de 6 de febrero de 2004 del comisario principal DAEP Alfredo Sosa López, 
jefe de la Policía del 2° Dpto. – San Pedro (carpeta fi scal “Innominado s/ Homicidio del ciudadano Eulalio Blanco Domínguez en Santa 
Rosa”, causa N° 0010-007-02-0002-2003-0550, ante la Unidad Fiscal N° 1 de la Fiscalía Zonal de Santa Rosa del Aguaray a cargo de 
Víctor Concepción Agüero, sin foliar).
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El Ministerio Público no investigó la versión de otros testigos, ni recabó las versiones de los 
manifestantes y/o quienes resultaron con heridas en los incidentes. No se realizaron otras 
diligencias de investigación.

La causa continúa abierta. La última diligencia probatoria data del 6 de febrero de 2004. Desde 
esa fecha no se realizaron otros actos de investigación.

REPARACIONES
El cuerpo de Eulalio Blanco Domínguez fue retirado por hijo Pedro Blanco Olmedo del Hospital 
de Emergencias Médicas. Con ayuda de compañeros de la organización, trasladaron sus restos de 
vuelta a su comunidad. Eulalio Blanco Domínguez recibió sepultura en el cementerio municipal 
de San Pedro del Ykuamandyju. Todos los gastos emergentes de los ritos de entierro y luto fueron 
absorbidos por la familia.

Los familiares de Eulalio Blanco Domínguez no recibieron indemnización alguna en los términos 
del derecho internacional de los derechos humanos como medida de reparación. Tampoco 
recibieron disculpas públicas del Estado ni un informe ofi cial respecto de las circunstancias de 
su ejecución arbitraria y de los resultados de las investigaciones realizadas. No se han realizado 
otras medidas de reparación de índole moral de la memoria de la víctima630.

CONCLUSIONES
1. De acuerdo a los elementos de prueba recogidos, la CODEHUPY tiene la convicción de que 

Eulalio Blanco Domínguez fue víctima de una ejecución arbitraria perpetrada por un agente 
de la Policía Nacional, en el contexto de la represión a organizaciones campesinas que ejercían 
el derecho a la manifestación en defensa de sus intereses demandando el cumplimiento de 
un legítimo petitorio al Estado, e interpelando legítimamente el cumplimiento de acuerdos 
previos. En tal sentido, la ejecución arbitraria de Eulalio Blanco Domínguez es consecuencia 
de su pertenencia y militancia en una organización de productores agrícolas.

Si bien no caben dudas respecto del deber del Estado en la preservación del orden público, estas 
facultades no pueden ser ejercidas sin límites, arbitrariamente y con total desprecio a la dignidad 
humana, en particular cuando la acción ilegítima de los agentes públicos menoscaba el derecho 
a la vida de las víctimas, como la CODEHUPY lamenta constatar en el presente caso.

 La conclusión respecto de la ilegitimidad del uso de armas de fuego por parte de la Policía 
Nacional en el despeje de la manifestación de cedroneros que bloquearon la ruta 3, en la 
ejecución arbitraria de Eulalio Blanco Domínguez, heridas de arma de fuego graves a otros 
3 manifestantes y heridas leves a otros 12, ocurridos el 3 de junio de 2003, se funda en los 
elementos reunidos en esta investigación que demuestran que:

a) La víctima no había cometido ningún acto de violencia en contra de agente de policía alguno, 
ni había puesto en peligro la vida de alguna persona de otro modo, de manera que se 
justifi cara el uso de armas de fuego en su contra. En el instante de su ejecución, la víctima se 
había dado por detenida sin oponer resistencia;

630 Testimonios Nº 0063 y 0064.
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b) El único disparo de arma de fuego recibido por la víctima iba dirigido a acabar con su vida y 
fue sufi ciente para ello, lo que señala que los efectivos policiales no guardaban criterios de 
proporcionalidad y de reducción de daños en el uso de sus armas de fuego;

c) La Policía Nacional no realizó ninguna advertencia previa a los manifestantes respecto del uso 
inminente de sus armas de fuego. Los disparos directos en contra de los manifestantes no 
estuvieron precedidos de otros medios de disuasión previos o de uso de la fuerza no letal, 
lo que evidencia la ausencia completa de un protocolo formal de actuación e intervención 
policial en casos de manifestaciones, reuniones y ocupaciones de lugares públicos o privados, 
sean estas lícitas o ilícitas, y tengan o no carácter de violentas;

d) La asistencia médica inmediatamente posterior al uso de las armas de fuego por parte de la 
Policía Nacional fue notoriamente defi ciente, tardía y caracterizada por una total improvisación. 
No existían en el lugar equipos médicos para socorrer a los heridos adecuadamente;

e) La Policía Nacional omitió reconocer ofi cialmente que utilizó armas de fuego en contra de 
los manifestantes e informar en consecuencia. En ausencia de un informe circunstanciado 
en ese sentido, y de una investigación ofi cial que demuestre la necesidad del uso de la 
fuerza y de las armas de fuego, la CODEHUPY no puede sino dar completa credibilidad a 
los testimonios recolectados en esta investigación que refi eren que el ataque policial fue 
totalmente innecesario y desproporcionado;

f) El comportamiento de los agentes de la Policía Nacional inmediatamente posterior al 
despeje de la ruta en la persecución y detención de los manifestantes lleva a sospechar 
cierta intencionalidad criminal. Las alegaciones de tortura y malos tratos, y la destrucción de 
pertenencias constituyen evidencias en este sentido.

 A pesar de la clara responsabilidad institucional del Estado en la ejecución arbitraria de 
Eulalio Blanco Domínguez, la CODEHUPY carece de información sufi ciente para formarse 
una convicción que permita identifi car y eventualmente denunciar al agente de policía de 
la FOPE presunto autor material de la ejecución arbitraria de Eulalio Blanco Domínguez, 
quien permanece en la impunidad. La investigación ofi cial llevada adelante fue insufi ciente 
para determinar este aspecto, obligación que subsiste y le corresponde a los organismos 
jurisdiccionales del Estado, en particular al Ministerio Público.

 Sin embargo, a pesar que la Policía Nacional en ningún momento reconoció ofi cialmente 
que utilizó armas de fuego en la represión de la manifestación en la que fuera ejecutada la 
víctima ni que, en consecuencia, se haya informado e investigado formalmente respecto de 
la proporcionalidad y necesidad del uso de la fuerza y las armas de fuego por parte de la 
institución policial de acuerdo a los estándares del derecho internacional631, resulta indudable 
que el Ministerio Público cuenta con sufi cientes elementos incriminatorios que justifi can la 
investigación y eventual enjuiciamiento de las autoridades públicas responsables del operativo 
de despeje de la ruta 3, por no haber adoptado las medidas necesarias que razonablemente 
estaban a su alcance y potestad y que hubieran impedido que los agentes a su cargo utilizasen 
ilegítimamente sus armas de fuego. En ese sentido, la CODEHUPY considera que el Ministerio 
Público cuenta con elementos de convicción para imputar, investigar y eventualmente solicitar 
su enjuiciamiento por estos hechos, al fi scal Lucio Aguilera y al comisario principal DAEP 
Virgilio Arévalos Ramírez, Jefe de la Policía del departamento de San Pedro.
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2. La CODEHUPY sostiene que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la 
impunidad en que quedaron los autores morales y materiales de la ejecución de Eulalio Blanco 
Domínguez. La investigación fi scal llevada a raíz del hecho fue notoriamente defi ciente en los 
términos requeridos por el derecho internacional de los derechos humanos632.

 Tras el estudio de las diligencias realizadas por el Ministerio Público para el esclarecimiento 
de las responsabilidades del hecho, se constata que el fi scal asignado al caso omitió realizar 
diligencias que hubieran podido esclarecer las circunstancias de la ejecución, muchas de las 
cuales son a la fecha, de imposible producción. En tal sentido, la Fiscalía omitió: a) solicitar 
un informe pormenorizado y completo de los efectivos policiales intervinientes, su cargo y 
función específi ca en la contingencia, y el tipo y registro de armamento de dotación y del 
armamento no reglamentario o particular que portaba cada uno de ellos; b) la realización de 
las pruebas de plomo, nitritos y bario de los agentes policiales intervinientes; c) la recolección 
de evidencias en el lugar de los incidentes; d) la ausencia de peritajes de balística; e) la falta 
de debida diligencia para recabar otras testifi cales; e) la autopsia bajo supervisión de un 
médico forense acreditado.

 La Policía Nacional omitió reconocer e informar debidamente y de acuerdo a los estándares 
internacionales de derechos humanos, que se habían utilizado armas de fuego. El informe 
suministrado por la Policía Nacional al fi scal de la causa, trascripto casi íntegramente en el 
informe del presente caso, carece completamente de seriedad, se funda en consideraciones 
que no fueron constatadas por pruebas científi camente producidas bajo supervisión fi scal, 
resulta completamente impreciso y vago, y más bien debe considerarse como un elemento 
de incriminación del jefe policial responsable del operativo quien suscribió dicho informe.

 Las infracciones cometidas por el Ministerio Público en la investigación de la ejecución arbitraria 
de Eulalio Blanco Domínguez, así como la activa complicidad institucional de la Policía Nacional 
en el encubrimiento de los responsables individuales, llevan a concluir que estas instituciones 
mantuvieron una conducta cercana a la colaboración directa con el ilícito cometido. 

 El Ministerio Público no ayudó con sus actos de investigación a esclarecer el hecho, sino más 
bien a cohonestar la versión policial y las graves infracciones cometidas en el procedimiento. 
Estas omisiones en el deber de investigar y sancionar determinaron que la ejecución arbitraria 
de Eulalio Blanco Domínguez no haya sido esclarecida, que no se haya determinado la verdad 
de lo sucedido, ni se haya castigado a sus perpetradores.

 Además, la extremada dilación y lentitud del procedimiento iniciado para investigar los 
hechos, que no arrojó resultado a pesar de haber transcurrido tres años desde su inicio, 
confi gura un retardo injustifi cado de los recursos judiciales internos633.

3. En similar sentido, la CODEHUPY tiene la convicción de que el Estado paraguayo es 
internacionalmente responsable por el incumplimiento de la obligación complementaria de 
reparar integralmente a los familiares de Eulalio Blanco Domínguez, la que debería incluir 
por lo menos medidas de satisfacción, como las disculpas ofi ciales, una indemnización 
compensatoria adecuada y garantías de no repetición.

4. Estas circunstancias de violación al derecho a la vida en virtud de una acción ilegítima de 
agentes del Estado, impunidad y falta de reparación integral llevan a la CODEHUPY a concluir 
que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la ejecución arbitraria de 
Eulalio Blanco Domínguez.

632 Ver Capítulo III, sección 3.
633 Ver Capítulo III, sección 3.
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AURELIANO ESPÍNOLA AYALA
☼ 25 de septiembre de 1947

† 4 de noviembre de 2004

Aureliano Espínola Ayala (CI N° 2.975.987), nació el 25 de septiembre de 1947 en San Estanislao, 
departamento de San Pedro, hijo de Martina Ayala y de Martín Espínola (fallecidos ambos). Tenía 
57 años cuando falleció estando bajo custodia, víctima de una probable ejecución arbitraria. 
Vivía en la colonia Naranjito, distrito de General Resquín, departamento de San Pedro. Estaba 
casado con María Venancia Villasanti, con quien tuvo 3 hijos. Aureliano Espínola Ayala trabajaba 
exclusivamente como agricultor alquilando tierras ajenas, porque carecía de lote propio. Había 
estudiado hasta el 3° grado de la escuela primaria y hablaba solamente en guaraní634.

Buscando acceder a un lote de tierra propio como sujeto de la reforma agraria, Aureliano Espínola 
Ayala se unió al grupo de sin tierras de la comisión vecinal de Naranjito, organización que 
estaba aliada con otras comisiones y organizaciones campesinas y sociales nucleadas en el Frente 
Distrital de General Resquín, que a su vez se hallaba vinculado a una coalición de organizaciones 
sociales a nivel nacional, el Frente Nacional de Lucha por la Soberanía y la Vida, constituido el 3 
de julio de 2004, a instancias de la Central Nacional de Trabajadores (CNT), la Central Unitaria 
de Trabajadores, la Mesa Coordinadora Nacional de Organizaciones Campesinas (MCNOC), la 
Organización Nacional Campesina (ONAC), entre otras agrupaciones.

El Frente Distrital de General Resquín había iniciado acciones en torno a un problema ambiental 
que tenían en la zona, derivado del uso indiscriminado de agrotóxicos en la estancia Cuape, 
propiedad de la fi rma Urbana Inmobiliara S.A., ubicada en la colonia Naranjito, distrito de 
General Resquín, de una superfi cie de 6.700 hectáreas. El dueño de la fi rma es Heribert Roedell, 
un poderoso terrateniente y empresario agropecuario poseedor de grandes extensiones de tierra 
en otros lugares del país635.

Los antecedentes del caso señalan que el problema se inició en la semana del 20 al 24 de octubre 
de 2003, cuando en la estancia se rociaron unas 800 hectáreas de pasturas con agrotóxicos para 
el secado de los pastizales para la posterior habilitación de parcelas para el cultivo de soja. El 

634 Testimonios N° 0067. Cédula de identidad de Aureliano Espínola Ayala.
635 El caso Alodio Duarte López, relatado en este informe, se encuentra relacionado a parapoliciales contratados por dicha estancia y por el 

señor Roedel.
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rociado mal hecho y las substancias tóxicas utilizadas provocaron las pérdidas de los cultivos de 
tabaco, mandioca, banana y huertas familiares de los pobladores de la colonia Naranjito, en 
especial los de la comunidad de Virgen de las Mercedes. Además del impacto en la producción, 
los pobladores sufrieron dolores de cabeza, vómitos, diarrea y un niño tuvo que ser internado en 
la clínica Susana de General Resquín, en grave estado a raíz de la intoxicación.

El 7 de noviembre de 2003, la Junta Municipal de General Resquín dictó una ordenanza 
que prohíbe la utilización de agroquímicos en los establecimientos productivos agrícolas del 
distrito, en respuesta a los reclamos de las organizaciones campesinas. El 9 de noviembre, una 
asamblea distrital de organizaciones campesinas, la organización civil Contraloría Ciudadana, 
representantes de radios comunitarias, el Intendente Municipal de Resquín, el señor Alipio 
Correa, y dos concejales municipales se reunieron a tratar el tema de la contaminación ambiental 
derivada del uso indiscriminado de los agrotóxicos en el cultivo de soja. Se resolvió realizar 
movilizaciones conjuntas con otras organizaciones del departamento de San Pedro, para presionar 
a las autoridades nacionales. Las manifestaciones se iniciaron el 19 de noviembre de 2003 en 
General Resquín, sobre la ruta III a la altura del cruce Naranjito, a la espera de una intervención 
más decidida por parte del Ministerio de Agricultura y Ganadería, de la Secretaría del Medio 
Ambiente (SEAM) y de parlamentarios en el lugar.

Interin sucedían las movilizaciones, el 12 de noviembre de 2003 el fi scal penal de San Pedro 
Arnaldo Giuzzio realizó la primera intervención en la estancia Cuape en donde se constató que 
la empresa no contaba con licencia ni estudio previo de impacto ambiental en la explotación 
agrícola, que existían recipientes de agroquímicos no autorizados y se tomaron muestras del 
suelo y agua para su estudio químico. Asimismo, se sucedieron varias reuniones entre intendentes 
de varios distritos de San Pedro con funcionarios de la Secretaría del Medio Ambiente y de la 
Dirección de Defensa Vegetal del MAG, para intervenir en el asunto.

El 25 de noviembre de 2003, en la estancia Cuape se volvieron a realizar fumigaciones, con total 
impunidad y a pesar de la prohibición municipal vigente.

El 27 de noviembre de 2003, el fi scal Víctor Concepción Agüero, de la Fiscalía Regional de 
Santa Rosa del Aguaray, realizó una segunda intervención en la estancia Cuape, acompañado 
por técnicos del MAG, la prensa y representantes de las organizaciones campesinas de la zona. 
Con la asesoría de un abogado de la Dirección de Defensa Vegetal del MAG se formalizó una 
denuncia en contra de los administradores y encargados de la estancia Cuape por reincidir en las 
fumigaciones. El 4 de diciembre de 2003 técnicos de la Dirección de Defensa Vegetal realizaron 
una intervención en la estancia en donde incautaron envases de agrotóxicos no registrados 
y vencidos. Al día siguiente, el intendente de General Resquín presentó una carpeta con los 
antecedentes del caso al Presidente de la República y al fi scal Arnaldo Giuzzio solicitando una 
investigación del caso.

A fi nes de diciembre de ese año se resolvió la creación de una Coordinadora Departamental de 
Lucha por la Vida y la Defensa de la Soberanía, que empezó a liderar las acciones en torno a la 
problemática ambiental. El 9 de agosto de 2004 unas 70 organizaciones campesinas y sociales 
del departamento de San Pedro acordaron iniciar una serie de movilizaciones para exigir al 
Gobierno mayor intervención para un departamento más sano y soberano.

Ante la falta de respuestas por parte del Gobierno y la impunidad con que en la estancia Cuape 
se seguían utilizando agrotóxicos, unos 700 campesinos ocuparon la estancia el 21 de septiembre 
de 2004. Los campesinos organizados en el Frente sostenían que una solución al problema 
ambiental generado por la estancia de Roedel se daría con la expropiación del inmueble, que 
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a la vez daría solución a la cantidad de familias de trabajadores rurales sin tierra que existen 
en la zona. Los campesinos sostenían que la superfi cie real de la estancia Cuape era de 10.500 
hectáreas, porque existían una gran cantidad de excedentes fi scales ocupados.

El 9 de noviembre fueron desalojados por orden del fi scal Víctor Concepción Agüero, aunque 
no hubo incidentes violentos porque los campesinos decidieron retirarse voluntariamente. 
Durante la ocupación, el 8 de octubre de 2004 fueron atacados y heridos unos 5 campesinos por 
elementos parapoliciales que trabajaban como guardias civiles en la estancia Cuape. Tres de ellos 
fueron trasladados al Hospital de Emergencias Médicas de Asunción: Genaro Martínez de 38 
años, quien recibió un disparo en la espalda, Pascual Franco de 25 años, herido en la cara, cuello 
y pecho con perdigones de escopeta y Juan de la Cruz Domínguez de 25 años, con un impacto de 
bala en el brazo izquierdo. Además, luego de la primera ocupación la Policía Nacional estableció 
un puesto de guardia en la entrada de la estancia, para impedir una nueva ocupación.

El 25 de octubre de 2005 fue ocupada por segunda vez la estancia Cuape por el mismo grupo. 
Esta vez, el fi scal Víctor Concepción Agüero ordenó el desalojo violento del campamento, porque 
los campesinos se negaban a salir636.

CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
Aureliano Espínola Ayala fue uno de los campesinos que ingresó en la ocupación de la estancia 
Cuape el 25 de octubre de 2004. En ese lugar establecieron un campamento, levantando 
viviendas precarias unos 200 campesinos637.

El jueves 4 de noviembre de 2004 llegó al lugar el fi scal penal Víctor Concepción Agüero, de la 
Fiscalía Zonal de Santa Rosa del Aguaray, con una orden de desalojo y el acompañamiento de 
una dotación de aproximadamente 200 efectivos policiales al mando del comisario principal 
Melchicedex Ramírez, jefe de la Policía Nacional del departamento de San Pedro, y efectivos 
de la Agrupación Especializada (“cascos azules”) al mando del subcomisario Luis Mareco y del 
ofi cial Inspector Venancio Benítez. En apoyo de la fuerza policial estaban militares de la unidad 
de caballería de Curuguaty con armas de combate638.

Al llegar al sitio, los agentes policiales bajaron de sus vehículos, se desplegaron y atacaron 
la ocupación, lanzando gases lacrimógenos, disparando armas de fuego lanzándose tras los 
campesinos cuando éstos salieron huyendo para guarecerse en los bosques cercanos o salir de la 
ocupación y entrar en las casas vecinas de una comunidad aledaña a la estancia639.

La Policía persiguió a los campesinos, golpeando con suma brutalidad a quienes se rezagaron o 
cayeron al suelo. Una vez que lograron despejar la ocupación, salieron de la estancia y fueron a 
recorrer el camino adyacente al campo ocupado, que lo separa de una comunidad campesina 
cercana, en donde muchos ocupantes y dirigentes se habían escondido. Los policías atropellaron 
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636 Testimonio N° 0066. Informativo Campesino N° 182/2003, 193/2004 y 194/2004. Informe de observación de la CODEHUPY de fecha 15 
de noviembre de 2004.

637 Testimonios N° 0066 y 0067. Informativo Campesino N° 194/2004. Informe de observación de la CODEHUPY de fecha 15 de noviembre 
de 2004. Acta de constitución en el lugar del hecho del Ministerio Público; Nota de 6 de noviembre de 2004 de Osvaldo Luis López 
Alfonso, jefe de la Comisaría N° 14 de Gral. Resquín (carpeta fi scal “Investigación s/ el fallecimiento del señor Aureliano Espínola en 
la Estancia Cuape, Gral. Isidoro Resquín”. Causa N° 0010-07-02-0002-2004-01979, ante la Unidad Fiscal N° 1 de la Fiscalía Zonal de 
Santa Rosa del Aguaray, a cargo del fi scal Víctor Concepción Agüero, sin foliar).

638 Idem.
639 Idem.



336

violentamente varias casas de la comunidad, sin contra con orden judicial de allanamiento, 
y procedieron a golpear a muchas personas que no estaban directamente involucradas en la 
ocupación. La policía fue particularmente violenta con los miembros de la familia Franco, ubicada 
a unos 700 metros de la estancia640.

Aureliano Espínola Ayala había caído cuando intentaba huir del ataque policial, y fue atrapado 
por unos cuatro policías que le propinaron golpes y patadas por todo el cuerpo con mucha 
saña durante varios minutos, y luego procedieron a su detención y lo llevaron a un lugar donde 
estaban juntando a las personas que habían sido aprehendidas durante la intervención. Estando 
detenido, sentado en el suelo con otros campesinos y rodeados por policías que los custodiaban, 
Aureliano Espínola sufrió un desmayo y quedó inconciente. Recibió algunos auxilios de sus 
propios compañeros, quienes le dieron agua y trataron de hacerle respirar con normalidad y 
volverlo a la conciencia, pero su estado fue empeorando cada vez más. Pidieron auxilio a los 
policías, solicitando que lo trasladen a un centro de salud de forma urgente, pero los policías 
sólo respondieron diciendo “se hace nomás” y “dejen que se muera” y se negaron a dar auxilio 
a Aureliano Espínola. Al cabo de unos 30 minutos aproximadamente, llegó al lugar la señora 
Celsa Zaracho, coordinadora general de la Contraloría Ciudadana de General Resquín y directiva 
del Frente Departamental de Lucha por la Soberanía y la Vida. Al llegar, intervino para impedir 
que la Policía siguiera golpeando a varios detenidos que seguían recibiendo golpes a pesar de 
estar ya entregados. Requirió al ofi cial inspector OS Osvaldo López, jefe de la Comisaría N° 14 
de General Resquín, quien estaba al mando del grupo de policías que custodiaba a los detenidos 
que tenían que trasladar a Espínola para salvar su vida. López derivó la responsabilidad al 
fi scal interviniente, junto al que la señora Zaracho recurrió. Después de unos 40 minutos de 
ser detenido, Aureliano Espínola fue subido a bordo de una patrullera M-60 de la comisaría de 
Lima, conducido por el subofi cial primero Fidel Galeano y trasladado hasta el Centro de Salud 
de General Resquín por orden del fi scal Agüero. En la patrullera, Espínola fue acompañado por 
la señora Zaracho quien lo sostuvo en sus brazos. No obstante, durante el trayecto murió641.

De acuerdo al examen que le hiciera la doctora Rosa García Benítez del Puesto de Salud de 
General Resquín, Espínola fue ingresado en la institución a las 15:50 horas aproximadamente, y 
al examen físico presentaba “coloración violácea del cuello y ambas orejas que fue generalizando 
a ambos brazos. No presenta signos vitales”, diagnosticando como causa probable de muerte 
infarto agudo de miocardio642.

Los familiares de Aureliano Espínola Ayala tomaron conocimiento de lo sucedido a través de la 
noticia divulgada por la radio comunitaria de Naranjito, en la que se leyó un mensaje para la 
viuda de la víctima643.

Tras el desalojo, el fi scal Agüero dispuso la destrucción de todas las carpas precarias y pertenencias 
de los ocupantes y la detención de 31 personas que fueron remitidas a la comisaría N° 18 de Santa 
Rosa del Aguaray, y de ahí derivadas a la Penitenciaría Regional de San Pedro del Ykuamandyju, 
quienes fueron posteriormente imputados por invasión de inmueble ajeno y asociación criminal, 
y condenados en procedimiento abreviado con suspensión de la condena a prueba644.

640 Idem.
641 Idem
642 Certifi cado de examen físico de la doctora Rosa García Benítez (carpeta fi scal “Investigación s/ el fallecimiento del señor Aureliano 

Espínola en la Estancia Cuape, Gral. Isidoro Resquín”. Causa N° 0010-07-02-0002-2004-01979, ante la Unidad Fiscal N° 1 de la Fiscalía 
Zonal de Santa Rosa del Aguaray, a cargo del fi scal Víctor Concepción Agüero, sin foliar).

643 Testimonio N° 0067.
644 Ver expediente “Liberato Bracho y otros s/ invasión de inmueble ajeno y asociación criminal en Gral. Resquín”, causa N° 0010-007-02-

0002-2004-1263, ante ante la Unidad Fiscal N° 1 de la Fiscalía Zonal de Santa Rosa del Aguaray, a cargo del fi scal Víctor Concepción 
Agüero, y ante el Juzgado Penal de Garantías de San Pedro del Ykuamandyju a cargo de Fernando Benítez Franco.
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Con posterioridad a la muerte bajo custodia de Aureliano Espínola Ayala y del desalojo de la 
estancia Cuape el 4 de noviembre de 2005, varios de los dirigentes del Frente Distrital de Lucha 
por la Soberanía y la Vida de General Resquín recibieron numerosos hostigamientos y amenazas 
por parte de agentes de la policía y por pistoleros.

El 27 de enero de 2005, José Herminio Bordón, dirigente campesino de General Resquín e 
integrante del Frente fue detenido a las 9:15 horas de la mañana sobre la ruta III frente a la 
comisaría de Jejuí. En esa fecha, Bordón iba viajando en compañía de Gustavo Alonzo, promotor 
de la ONG Centro de Estudios Paraguayos “Antonio Guasch”, en una camioneta de la institución, 
cuando fueron interceptados por cuatro policías, entre quienes estaban Amado Arévalos y Osvaldo 
López, de la comisaría de General Resquín. Los agentes policiales les solicitaron sus documentos 
personales y los del vehículo, para luego detenerlos y trasladarlos hasta la comisaría. En ese lugar, 
echaron a Alonzo y mantuvieron por espacio de una hora a Bordón, a quien le interrogaron, 
amenazaron y torturaron. Los policías le sustrajeron su agenda telefónica, su teléfono móvil, 
facturas de la telefónica y varios folletos sobre medio ambiente y sobre los pedidos del Frente en 
diferentes movilizaciones. Luego, fue trasladado a la comisaría N° 18 de Santa Rosa del Aguaray 
en donde fue puesto a disposición del fi scal penal Justiniano Cardozo, quien le dijo que estaba 
en libertad, pero que sus documentos, teléfono y agenda habían sido solicitados por la Unidad 
Antisecuestro de la Fiscalía, porque aparecía en ella el teléfono de Anastasio Mieres, activista del 
Partido Patria Libre y buscado por el Ministerio Público en una causa de secuestro extorsivo. Ese 
mismo día fue dejado en libertad645.

El 5 de agosto de 2005, en horas de la mañana, las hermanas de la Congregación de Nuestra 
Señora de la Inmaculada Concepción, Clara Nimia Insaurralde y Juana Antonia Barúa, y el 
dirigente José Herminio Bordón, todos ellos activistas del Frente en el distrito de General Resquín, 
recibieron en sus domicilios respectivos esquelas anónimas en las que fueron amenazados de 
muerte. En el caso de las hermanas Insaurralde y Barúa, en la puerta de entrada de su casa 
fueron encontradas dos balas de escopeta calibre 36 sin percutir, con una esquela que decía: “Si 
cuando termina agosto no se fueron: Koa pe nde destino646cuando termina agosto no se fueron: Koa pe nde destino646cuando termina agosto no se fueron: Koa pe nde destino . Dejen de apoyar al frente”. En el 
caso del señor Bordón, encontró un cartucho de escopeta calibre 12 con una nota que decía: “Re 
yeheyá léka: Re poí sin tierra ha Frentegui o si no koa nde Destino”647sin tierra ha Frentegui o si no koa nde Destino”647sin tierra ha Frentegui o si no koa nde Destino” . El hecho fue denunciado 
ante la Comisaría N° 24 de la Colonia Naranjito y ante la Comisión de Derechos Humanos de la 
Cámara de Senadores648.

INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
La investigación fi scal de la ejecución arbitraria de Aureliano Espínola Ayala se inició de ofi cio a 
partir de la propia intervención fi scal en el desalojo de la estancia Cuape, el 4 de noviembre de 
2004. El acta del procedimiento elaborada por el fi scal interviniente Víctor Concepción Agüero 
refi ere en su parte substancial que:

“el jueves 4 de noviembre de 2004 (…) acompañado por efectivos de la Policía 
Nacional a cargo del Jefe de Policía del segundo Departamento de San Pedro Crio. 
Principal Melchicedex Ramírez, Crio. Principal Nolberto Rivas, jefe de Orden y 
Seguridad del Departamento de San Pedro, Agrupación Especializada a cargo de 
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645 Denuncia presentada por José Herminio Bordón el 29 de enero de 2005 ante el Ministerio Público.
646 “Este es su destino”, en guaraní jopara.
647 “Dejate viejo: Abandoná a los sin tierra y al Frente o si no este es tu Destino”, en guaraní jopara.
648 Denuncias del 5 y 8 de agosto de 2005.
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los ofi ciales Sub. Crio. Luis Mareco y Ofi cial Inspecto Venancio Benítez, el Gerente 
de la fi rma Urbana Inmobiliara S.A. Dr. Modesto Guggiari y el administrador de la 
estancia ‘Cuape’ Ing. Hernán Giménez, nos constituimos en la referida propiedad 
para dar cumplimiento a lo dispuesto en el mandamiento de allanamiento (…) 
previa verifi cación de los personales policiales afectado (sic) en relación a la portación 
de arma de fuego, constatándose que ninguno de los personales intervinientes 
llevan armas de fuego, solamente perdigones de goma y agresivos químicos (gases 
lacrimógenos). Una vez en el lugar se pudo constatar la presencia de 200 a 250 
campesinos aproximadamente donde construyeron 50 casitas precarias con techo 
de paja y de carpa, los mismos al percatarse de la presencia policial se dieron a la 
precipitada fuga en distintas direcciones, asimismo se procedió a la detención de 
numerosos campesinos quienes se quedaron en el lugar cuya nómina se adjunta (…) 
una persona aprehendida que quedó desvanecida fue trasladada por una patrullera 
hasta el Centro de Salud de Gral. Resquín (…) se hace constar igualmente la presencia 
[de] los ofi ciales de las Fuerzas Armadas con asiento en Curuguaty, encabezado (sic)
por el Comandante del Primer Cuerpo Ej. Gral. de Brigada Antonio Martínez. Acto 
seguido se dispuso el traslado de los detenidos hasta la sede la comisaría N° 18 de 
Santa Rosa del Aguaray a los efectos legales, posteriormente nos trasladamos hasta 
el Centro de Salud de Gral. Resquín a constatar el fallecimiento del ciudadano quien 
dice llamarse (sic) Aureliano Espínola quien fuera atendido por la médica de guardia 
Dra. Rosa M. García Benítez quien diagnosticó como causa de muerte Infarto Agudo 
Miocardio (sic). Quedando el cuerpo en el Centro de Salud de Gral. Resquín por no 
contar con parientes conocidos hasta el momento hasta tanto sea encontrado por 
algún familiar”649algún familiar”649algún familiar” .

El 4 de noviembre de 2004 el agente fi scal Agüero solicitó al Juzgado Penal de Garantías se 
disponga la realización de una autopsia a Aureliano Espínola “de manera a disipar dudas con 
respecto a la causa de la muerte”, designando como forense a la doctora Ilsen Casco Penayo, 
médica forense del Ministerio Público de San Estanislao, ordenando la realización de la autopsia 
en el centro de salud de dicha localidad. En la misma fecha, el juez Fernando Benítez Franco 
ordenó la realización de la autopsia conforme a lo solicitado, ordenando que la médica forense 
designada eleve un informe sobre las conclusiones de la pericia a diligenciarse650.

No obstante, no se presentó ningún informe de autopsia. En cambio, el 6 de noviembre de 2004 
el ofi cial inspector OS Osvaldo López, jefe de la Comisaría N° 14 de General Resquín, presentó 
un informe que refi ere:

“[El 4 de noviembre de 2004] siendo las 22:15 hs. se constituyó en el centro de 
salud local la Dra. Ilsen Casco Penayo (forense) a efecto de inspeccionar el cuerpo 
de quien en vida fuera Aureliano Espínola (…) comprobándose que el cuerpo 
sin vida no presenta ningún signo de violencia física, asimismo se tomó placa 
fotográfi ca de todo el cuerpo y fi lmaciones, diagnosticando como causa de muerte 
infarto agudo de miocardio; posteriormente la Dra. Ilsen Casco Penayo dispuso el 
traslado del cadáver hasta el Hospital de San Estanislao para el estudio médico de 

649 Acta de constitución en el lugar del hecho del Ministerio Público (carpeta fi scal “Investigación s/ el fallecimiento del señor Aureliano 
Espínola en la Estancia Cuape, Gral. Isidoro Resquín”. Causa N° 0010-07-02-0002-2004-01979, ante la Unidad Fiscal N° 1 de la Fiscalía 
Zonal de Santa Rosa del Aguaray, a cargo del fi scal Víctor Concepción Agüero, sin foliar).

650 Nota del 4 de noviembre de 2004; AI N° 654 de 4 de noviembre de 2004 (carpeta fi scal “Investigación s/ el fallecimiento del señor 
Aureliano Espínola en la Estancia Cuape, Gral. Isidoro Resquín”. Causa N° 0010-07-02-0002-2004-01979, ante la Unidad Fiscal N° 1 de 
la Fiscalía Zonal de Santa Rosa del Aguaray, a cargo del fi scal Víctor Concepción Agüero, sin foliar).
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rigor para determinar la causa de la muerte, acto seguido fue entregado el oxiso
(sic) a Catalino Ramírez Meza (…) por disposición del agente fi scal Abogado Víctor 
Concepción Agüero…”651.

El 8 de noviembre de 2004 el fi scal Agüero comunicó al Juzgado Penal de Garantías de San Pedro 
del Ykuamandyju el inicio de las investigaciones preliminares “sobre el fallecimiento del señor 
Aureliano Espínola (…)”652.

Durante el periodo de investigación del hecho, el fi scal Agüero solicitó y recibió la testifi cal del 
subcomisario OS Amado Andrés Arévalos Medina, agente de policía que participó del desalojo 
de la estancia Cuape el 4 de noviembre de 2004. Como prueba de informe, recibió un reporte 
sobre sus actuaciones de la comisaría a su cargo del jefe de la Comisaría N° 14 de Gral. Resquín 
Osvaldo Luis López Alfonso, y un informe anatomopatológico del doctor José Bellasai653.

El Ministerio Público no investigó la versión de otros testigos, ni recabó las versiones de los 
ocupantes y/o quienes resultaron con heridas en los incidentes. No se realizaron otras diligencias 
de investigación.

La causa continúa abierta. La última diligencia probatoria data del 2 de febrero de 2005. Desde 
esa fecha no se realizaron otros actos de investigación.

REPARACIONES
Aureliano Espínola Ayala fue enterrado en el cementerio de Naranjito, distrito de General Isidoro 
Resquín, departamento de San Pedro, lugar en el que hasta la fecha reposan sus restos. Todos 
los gastos emergentes de los ritos de entierro y luto fueron absorbidos por la familia, amigos y 
vecinos.

Los familiares de Aureliano Espínola Ayala no recibieron indemnización alguna en los términos 
del derecho internacional de los derechos humanos como medida de reparación que rienda a 
mitigar el desamparo en que quedó su familia. Tampoco recibieron disculpas públicas del Estado 
ni un informe ofi cial respecto de las circunstancias de su ejecución arbitraria y de los resultados 
de las investigaciones realizadas. No se han realizado otras medidas ofi ciales de reparación de 
índole moral de la memoria de la víctima654.
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651 Acta de 4 de noviembre de 2004 labrada por el ofi cial inspector OS Osvaldo López de la comisaría N° 14 de Gral. Resquín (carpeta fi scal 
“Investigación s/ el fallecimiento del señor Aureliano Espínola en la Estancia Cuape, Gral. Isidoro Resquín”. Causa N° 0010-07-02-0002-
2004-01979, ante la Unidad Fiscal N° 1 de la Fiscalía Zonal de Santa Rosa del Aguaray, a cargo del fi scal Víctor Concepción Agüero, sin 
foliar).

652 Nota N° 985 de 8 de noviembre de 2004 (carpeta fi scal “Investigación s/ el fallecimiento del señor Aureliano Espínola en la Estancia 
Cuape, Gral. Isidoro Resquín”. Causa N° 0010-07-02-0002-2004-01979, ante la Unidad Fiscal N° 1 de la Fiscalía Zonal de Santa Rosa 
del Aguaray, a cargo del fi scal Víctor Concepción Agüero, sin foliar).

653 Testifi cal de Amado Andrés Arévalos Medina; Nota de 6 de noviembre de 2004 de Osvaldo Luis López Alfonso, jefe de la Comisaría N° 14 
de Gral. Resquín; informe anatomopatológico del doctor José Bellasai (carpeta fi scal “Investigación s/ el fallecimiento del señor Aureliano 
Espínola en la Estancia Cuape, Gral. Isidoro Resquín”. Causa N° 0010-07-02-0002-2004-01979, ante la Unidad Fiscal N° 1 de la Fiscalía 
Zonal de Santa Rosa del Aguaray, a cargo del fi scal Víctor Concepción Agüero, sin foliar).

654 Testimonios Nº 0066 y 0067.
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CONCLUSIONES
1. De acuerdo a los elementos de prueba recogidos, la CODEHUPY tiene la convicción de que 

–al menos- Aureliano Espínola Ayala murió bajo custodia del Estado, en el contexto de 
una represión a organizaciones campesinas que habían ocupado una propiedad privada en 
demanda de una intervención estatal seria en una denuncia de contaminación ambiental 
formulada y bajo investigación del Ministerio Público, y que demandaban acceder a la tierra 
en el contexto de la reforma agraria, mediante una estrategia de presión y desobediencia 
civil a través de la ocupación de un latifundio. En tal sentido, la muerte bajo custodia de 
Aureliano Espínola Ayala es consecuencia de su pertenencia y militancia en una organización 
de trabajadores rurales sin tierra.

 Si bien no caben dudas respecto del deber del Estado en la preservación del orden público, 
estas facultades no pueden ser ejercidas sin límites, arbitrariamente y con total desprecio a 
la dignidad humana, en particular cuando la intervención estatal menoscaba por acción u 
omisión el derecho a la vida de las personas.

2. La CODEHUPY lamenta la ausencia de una debida investigación fi scal del caso, que no permite 
dilucidar lo ocurrido. La investigación fi scal llevada a raíz del hecho fue notoriamente defi ciente 
en los términos requeridos por el derecho internacional de los derechos humanos655.

 Tras el estudio de las escasas diligencias realizadas por el Ministerio Público para el 
esclarecimiento de las responsabilidades del hecho, se constata fehacientemente que el fi scal 
asignado al caso omitió realizar diligencias que hubieran podido esclarecer las circunstancias 
del fallecimiento de Aureliano Espínola Ayala.

 En tal sentido, la Fiscalía omitió: a) solicitar un informe pormenorizado y completo de los 
efectivos policiales intervinientes, su cargo y función específi ca en la contingencia, y el tipo 
y registro de armamento de dotación y del armamento no reglamentario o particular que 
portaba cada uno de ellos; e) la falta de debida diligencia para recabar otras testifi cales; 
e) una autopsia completa, bajo supervisión de un médico forense acreditado, que permita 
dilucidar las alegaciones de malos tratos recibidos por la víctima antes de su fallecimiento. 
El estudio anatomopatológico en profundidad se realizó solamente sobre muestras de dos 
órganos de la víctima (corazón y pulmón) y no abarcó un examen más minucioso de otros 
órganos y partes del cuerpo.

 Resulta una infracción del derecho de las víctimas a ser oídas por un tribunal independiente 
e imparcial la circunstancia que el mismo agente fi scal que ordenó el desalojo por la 
fuerza de la ocupación de la estancia Cuape y la detención de Aureliano Espínola Ayala, 
entre otras personas, sea el fi scal asignado a la investigación de su muerte. El fi scal Víctor 
Concepción Agüero debería ser investigado, y no investigador, debido a que su imparcialidad 
está seriamente comprometida por su eventual responsabilidad por no haber adoptado las 
medidas necesarias que razonablemente estaban a su alcance y potestad para regular la 
proporcionalidad de la fuerza utilizada en el desalojo, y para proteger la vida y la integridad 
física de las personas detenidas.

655 Ver Capítulo III, sección 3.
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 Además de estas omisiones, resulta probada para la CODEHUPY la concurrencia de una 
serie de factores que refuerzan la responsabilidad del Estado en la muerte bajo custodia 
de la víctima, a saber: a) La Policía Nacional omitió reconocer ofi cialmente que utilizó la 
fuerza y realizó disparos de armas de fuego (con proyectiles de goma) en contra de los 
ocupantes e informar en consecuencia detalladamente. Incluso, en los informes policiales 
remitidos al fi scal de la causa se desconoce el hecho que Aureliano Espínola Ayala estaba 
detenido y bajo custodia policial en el momento de su muerte; b) La asistencia médica 
inmediatamente posterior al hecho fue notoriamente defi ciente, tardía y caracterizada por 
una total improvisación. No existían en el lugar equipos médicos para socorrer a los heridos 
adecuadamente; c) El comportamiento de los agentes de la Policía Nacional posterior al 
desalojo, en el amedrentamiento y persecución de los dirigentes del Frente Distrital de 
Resquín, lleva a sospechar cierta intencionalidad criminal.

 En ausencia de una investigación ofi cial seria e independiente que demuestre lo contrario, 
a la CODEHUPY le resulta confi able la versión de los familiares de la víctima y de testigos 
presenciales cuyos testimonios se recabaron, que señala que Aureliano Espínola Ayala fue 
víctima de malos tratos y violencia desproporcionada por parte de agentes de la Policía 
Nacional durante el desalojo, y que murió bajo custodia pocos minutos después de haber 
sido aprehendido y sin recibir atención médica inmediata ni otra forma de auxilio rápido por 
parte de la autoridad que lo mantenía detenido.

 Asimismo, preocupa a la CODEHUPY la extremada dilación con que avanza la investigación 
de los hechos, cuya duración ya alcanzó los dos años desde su inicio, con el último año y 
medio de inactividad procesal completa.

3. En similar sentido, la CODEHUPY sostiene la convicción de que el Estado paraguayo es 
internacionalmente responsable por el incumplimiento de la obligación complementaria de 
reparar integralmente a los familiares de Aureliano Espínola Ayala, la que debería incluir 
por lo menos medidas de satisfacción, como las disculpas ofi ciales, una indemnización 
compensatoria adecuada y garantías de no repetición.

4. Estas circunstancias de violación al derecho a la vida en virtud de una acción ilegítima de 
agentes del Estado, impunidad y falta de reparación integral llevan a la CODEHUPY a concluir 
que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la muerte bajo custodia de 
Aureliano Espínola Ayala.
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